
PROTECCION AL MEDIO AMBIENTE

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Tiene la
palabra el señor diputado Francisco Javier Valdez de Anda
para presentar iniciativa que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de las leyes General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, General de Vida
Silvestre, General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos, General de Desarrollo Forestal Sustentable, y
de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modifica-
dos, y del Código Penal Federal, firmada por el propio di-
putado y por la señora diputada Rebeca Godínez y Bravo,
de los grupos parlamentarios de los Partidos Acción Na-
cional, y Revolucionario Institucional, respectivamente.

El diputado Francisco Javier Valdez de Anda: Con su
permiso, señor Presidente.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Adelante,
diputado.

El diputado Francisco Javier Valdez de Anda: Los sus-
critos, diputados Rebeca Godínez y Bravo y su servidor,
Francisco Javier Valdez de Anda, de los grupos parlamen-
tarios del PRI y del PAN, respectivamente, en uso de las fa-
cultades conferidas en los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
me permito presentar la siguiente iniciativa, por la que se
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, de la Ley General de Vida Silvestre, de la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de Residuos,
de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, de la
Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modi-
ficados y del Código Penal Federal, al tenor de las siguien-
tes consideraciones:

Primero. En 1992, en el marco de la Conferencia de las Na-
ciones Unidas sobre el Ambiente y el Desarrollo, la comu-
nidad internacional acordó adoptar un enfoque para el pro-
greso de los pueblos que protegiera el ambiente, mientras
aseguraba el desarrollo económico y social. Desde enton-
ces México, igual que el resto de la comunidad internacio-
nal, se comprometió a legislar en materia de responsabili-

dad por daños ocasionados al ambiente, indemnización y
compensación de las víctimas de la contaminación, y para
hacer posible el acceso efectivo de la ciudadanía a los tri-
bunales que imparten justicia en materia ambiental. A pe-
sar de esa declaratoria y compromiso, la normatividad me-
xicana no responde aún a las expectativas de justicia de las
comunidades, de la sociedad, ni garantiza en los hechos los
principios reconocidos por el derecho ambiental. 

Es necesario legitimar a los ciudadanos para posibilitar su
acceso a los tribunales. Es indispensable propiciar la inter-
vención del Poder Judicial en la solución de los conflictos
ambientales. Es impostergable construir un sistema de jus-
ticia que posibilite la acción corresponsable del gobierno y
la sociedad en la protección del ambiente, y garantice ade-
más la efectiva reparación de los daños y la atención de las
víctimas de la contaminación; al mismo tiempo, que desin-
centive económicamente a quienes han optado por el cum-
plimiento de la normatividad que tutela el ambiente.

Segundo. El desarrollo legislativo en materia de responsa-
bilidad ambiental se ha vuelto inaplazable a la luz de nu-
merosos casos de daños, daños graves ocasionados al am-
biente y a la salud e integridad de las personas. México ha
acumulado por décadas experiencias de pérdidas, deterioro
y afectaciones negativas de sus elementos naturales, hábi-
tat y ecosistemas, así como de afectación de la salud e in-
tegridad de las personas, atribuidas a sujetos y empresas in-
dividualmente determinados, suficientes para afirmar la
necesidad de un nuevo régimen jurídico de responsabilidad
adecuado y congruente a las características del daño am-
biental. 

El derrame del pozo petrolífero Ixtoc I, del año de 1979, es
el segundo derrame más grande de todos los tiempos; el
provocado por la empresa Metales y Derivados, en Tijua-
na, que provoca una exposición crónica a contaminantes
peligrosos, sufriendo las personas efectos graves en los sis-
temas neurológico, inmunológico y reproductivo, ocurrien-
do algo similar en la planta llamada Cromatos de México,
así como el de Ciudad Juárez, con la emisiones de la em-
presa Fundidora de Azarco; asimismo, con lo sucedido en el
derrame del 14 de abril del año pasado de amoniaco en Ve-
racruz, por fugas de Pemex, o la creciente contaminación de
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pozos de agua en los distintos municipios del país, provo-
cada en buena medida por los rellenos sanitarios. 

Sólo son algunos ejemplos de que no podemos continuar
en esta debacle ambiental por falta de una legislación ade-
cuada y oportuna. La reparación del daño ambiental no
puede ser abordada por el sistema de responsabilidad civil
ordinario, que resulta para ello ineficaz e insuficiente. De
lo anterior deviene la necesidad de contar con un sistema
de responsabilidad ambiental al alcance de la ciudadanía,
en el cual el juez pueda allegarse oficiosamente de ele-
mentos probatorios, suplir las deficiencias de las partes, co-
mo sucede en las materiales laboral y la agraria, y valerse
de las opiniones de las instituciones administrativas am-
bientales e incluso de instituciones académicas y de inves-
tigación especializada.

La reparación del daño patrimonial civil, con el cual no
puede identificarse el daño ambiental, se hace habitual-
mente a través de instrumentos de reparación sustitutiva,
como la indemnización, instrumento que resulta insufi-
ciente para la reparación de la mayoría de los daños am-
bientales en materia de responsabilidad ambiental; no se
trata de restituir el equilibrio patrimonial de un perjudica-
do sino de restituir las cualidades físicas, químicas o bioló-
gicas de los elementos naturales, hábitat y ecosistemas per-
didos. 

Finalmente, los daños ambientales pueden ocasionar efec-
tos adversos sobre la salud humana, lo que justifica un sis-
tema de responsabilidad ambiental que reconozca esa vin-
culación causal. La realidad indica que nuestra sociedad se
preocupa por el daño infligido a los componentes del am-
biente y lo percibe como un peligro para la calidad de vi-
da, la salud y los intereses de los seres humanos. Un siste-
ma de responsabilidad ambiental debe atender con eficacia
dicha preocupación.

En consecuencia, esta iniciativa percibe como objetivo lo
siguiente: permitir el ejercicio de una tutela corresponsable
del ambiente entre el gobierno y la sociedad civil; dar ac-
ceso directo a la ciudadanía a los tribunales; impulsar la in-
tervención efectiva del sistema judicial a través de medidas
civiles económico-preventivas; crear un sistema de respon-
sabilidad adecuado a las características del daño ambiental;
regular la responsabilidad por el daño al ambiente, así co-
mo por daño y afectación a las personas; declarar las con-
troversias ocasionadas por estos daños de interés público;
establecer una acción y un procedimiento adecuados para
hacer valer los derechos y las pretensiones restitutorias y

punitivas de los afectados; y conceder competencia a los
juzgados de distrito para conocer de las controversias re-
sultantes de la causación de daños y afectaciones al am-
biente y a las personas. En fin, los objetivos de comple-
mentar y balancear el sistema de justicia ambiental
mexicano. 

En virtud de lo anterior, se propone un nuevo título para la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, con adecuaciones de los artículos 168 a 278.
Asimismo, se reforman los artículos 106, párrafo primero,
107, párrafo primero, y 109. Se suprime el último párrafo
del artículo 109 y se derogan los artículos 108 y 109 de la
Ley General de Vida Silvestre, así como los artículos 68 y
77 de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos. Se reforma el 136, párrafo tercero, de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. Se refor-
ma el 121 de la Ley de Bioseguridad de Organismos Ge-
néticamente Modificados. Y se reforman el primer párrafo,
fracción I, y el párrafo último del artículo 421 del Código
Penal Federal. Y se deroga la fracción III, adicionando tres
párrafos del mismo numeral. 

Por su atención, muchas gracias. Se solicita a la Presiden-
cia que se transcriba el texto íntegro en la Gaceta Parla-
mentaria y en el Diario de los Debates. Muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de las leyes General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, General de Vida Silvestre, Gene-
ral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos,
General de Desarrollo Forestal Sustentable, y de Biosegu-
ridad de Organismos Genéticamente Modificados; y del
Código Penal Federal, suscrita por los diputados Francisco
Javier Valdez de Anda y Rebeca Godínez y Bravo, de los
grupos parlamentarios del PAN y del PRI, respectivamen-
te

Los suscritos diputados Francisco Javier Valdez de Anda y
Rebeca Godínez y Bravo, integrantes de esta LIX Legisla-
tura del honorable Congreso de la Unión en uso de su fa-
cultad que le son conferidas por los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 55, fracción II, 56, 62 y
64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se permiten
presentar la siguiente iniciativa de decreto por el que se



reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, Ley General de Vida Silvestre, Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable, Ley de Biose-
guridad de Organismos Genéticamente Modificados y Có-
digo Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El compromiso asumido por México en el desarrollo de la
responsabilidad por daños ocasionados al ambiente y a las
personas.

En 1992, en el marco de la Conferencia de las Naciones
Unidas sobre el Ambiente y el Desarrollo, la comunidad in-
ternacional acordó adoptar un enfoque para el progreso de
los pueblos que protegiera el medio ambiente, mientras se
aseguraba el desarrollo económico y social. 

Desde entonces, México, al igual que el resto de la comu-
nidad internacional, se comprometió a legislar en materia
de responsabilidad por daños ocasionados al ambiente, in-
demnización y compensación de las víctimas de la conta-
minación, y para hacer posible el acceso efectivo de la ciu-
dadanía a los tribunales que impartan justicia en materia
ambiental.

Los principios 10, 13 y 16 de la histórica Declaración de
Río de Janeiro de 1992, señalan que:

�Los Estados deberán desarrollar la legislación nacio-
nal relativa a la responsabilidad y la indemnización res-
pecto a las víctimas de la contaminación y otros daños
ambientales,

El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es
con la participación de todos los ciudadanos interesa-
dos, en el nivel que corresponda,

Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedi-
mientos judiciales y administrativos, entre estos el de
resarcimiento de daños y los recursos pertinentes�.

En congruencia con lo anterior, nuestros legisladores esta-
blecieron como principio de política ambiental de Méxi-
co1: que �quien realice obras o actividades que afecten o
puedan afectar al ambiente, esta obligado a (�) reparar los
daños que se causen, así como a asumir los costos que di-
cha afectación implique�, apuntando con ello la necesidad

de desarrollar la legislación sustantiva y procesal relativa a
la responsabilidad ambiental2.

A pesar de esta declaración, la normatividad mexicana no
responde aún a las expectativas de justicia de las comuni-
dades, de la sociedad, no garantiza en los hechos los prin-
cipios reconocidos por el derecho ambiental. Es necesario
legitimar a los ciudadanos para posibilitar su acceso a los
tribunales. Es indispensable propiciar la intervención del
Poder Judicial en la solución de los conflictos ambientales.
Es impostergable construir un sistema de justicia que posi-
bilite la acción corresponsable del gobierno y la sociedad
civil en la protección del ambiente, garantice la efectiva re-
paración de los daños, la atención a las víctimas de la con-
taminación, al mismo tiempo que desincentive económica-
mente a quienes no han optado por el cumplimiento de la
normatividad que tutela el ambiente.

Resulta de la mayor trascendencia legislar para que las as-
piraciones de justicia, y el compromiso de México frente a
sus ciudadanos y la comunidad internacional, se traduzcan
en un sistema jurisdiccional que atienda con toda eficacia,
los conflictos sociales producidos por los daños que se oca-
sionan al ambiente, y las afectaciones de la salud e integri-
dad de los mexicanos.

La magnitud de los daños ocasionados al ambiente y a
las personas como justificante de un nuevo sistema de
responsabilidad.

El desarrollo legislativo en materia de responsabilidad am-
biental, se ha vuelto inaplazable a la luz de numerosos ca-
sos de daños graves ocasionados al ambiente y a la salud e
integridad de las personas.

En los últimos años se han registrado en nuestro país un
sinnúmero de acontecimientos que han tenido como resul-
tado la contaminación de cuerpos de agua, suelos, subsue-
lo, manto freático y acuíferos. Se han hecho públicos casos
de emisiones puntuales de contaminantes que han impacta-
do a sectores amplios de la sociedad, descargas ilícitas de
aguas residuales, desecho clandestino de residuos peligro-
sos, encallamiento de embarcaciones en bancos de coral en
áreas naturales protegidas, así como la construcción ilegal
de proyectos sobre manglares y en zonas en las que se oca-
siona ilegítimamente la deforestación y el cambio de uso
de suelo de nuestros bosques y selvas.

Estos precedentes, así como la naturaleza del daño ambien-
tal disímil a la del daño civil patrimonial, son elementos

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 9 de febrero de 2006103



Año III, Segundo Periodo, 9 de febrero de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados104

determinantes que justifican la necesidad de crear un régi-
men especial de responsabilidad ambiental, fuera de los
Códigos Civiles y de Procedimientos ordinarios.

México ha acumulado por décadas experiencias de pérdi-
da, deterioro, y afectaciones negativas de sus elementos na-
turales, hábitat y ecosistemas, así como de afectación a la
salud e integridad de las personas, atribuidas a sujetos y
empresas individualmente determinados, suficientes para
afirmar la necesidad de un nuevo régimen jurídico de res-
ponsabilidad, adecuado y congruente a las características
del daño ambiental. Sucesos de trascendencia internacio-
nal, como los derrames petroleros del pozo Ixtoc I, en ju-
nio de 1979, superado en magnitud únicamente por los de-
rrames provocados en la Guerra del Golfo Pérsico, o casos
tan recientes como los vertimientos y fugas en Nanchital,
Veracruz, en diciembre del 2004, evidencian lo anterior.

La contaminación y decesos ocasionados por la liberación
de materiales y residuos peligrosos en el ambiente, como
aquellos producidos por las explosiones de la empresa de
agroquímicos Anaversa, en el estado de Veracruz, y las
muertes y afectaciones a la salud de la víctimas acaecidas
años después, demuestran la persistencia en el tiempo del
daño ambiental, y el inaplazable desarrollo de un sistema
eficiente y justo de indemnización y compensación de las
víctimas de la contaminación.

La responsabilidad jurídica debe reconocer que los daños a
los recursos naturales pueden ser irreparables, como fue
probado con los encallamientos de las embarcaciones Lee-
ward, en Quintana Roo, y Rubin en el Parque Arrecifal Ve-
racruzano. Lo que evidencia también la necesidad de crear
figuras jurídicas de compensación ambiental o ecológica.

Los efectos nocivos sobre amplios grupos de población
ocasionados por la liberación de contaminantes peligrosos
en el ambiente, como los imputados a las empresas Pyosa
en Monterrey, Peñoles en Torreón, Metales y Derivados en
Tijuana, Cromatos de México, en el estado de México,
Fundidora Asarco en Ciudad Juárez, Pemex en Nanchital,
Veracruz, entre otras, hacen patente la necesidad de un sis-
tema integral de responsabilidad por daños al entorno, que
incluya también la atención a los efectos de éstos en la in-
tegridad de las personas. Lo mismo puede decirse de los
múltiples casos de desecho de residuos peligrosos genera-
dores de amplios impactos al ambiente, como los aconteci-
dos en el municipio de Cadereyta, Nuevo León, así como
los documentados en el estado de México.

La responsabilidad ambiental institución jurídica di-
versa a la responsabilidad civil.

La reparación del daño ambiental no puede ser abordada
por el sistema de responsabilidad civil ordinario, que re-
sulta para ello ineficaz e insuficiente.

El daño ambiental es un daño social y difuso dado a que re-
cae sobre bienes que son objeto de interés general y colec-
tivo, y que puede o no concretase sobre derechos indivi-
duales. Puede considerarse como un daño público,
teniendo en cuenta que muchos de los bienes con carácter
ambiental cumplen una función social. En contraste, el da-
ño civil o privado, con el que la normatividad vigente in-
correctamente pretende asociar al daño ambiental, siempre
ha de ser individualizado, atribuido en detrimento de una
persona en lo particular, lo que resulta incompatible con la
naturaleza de los bienes ambientales.

De lo anterior deviene la necesidad de contar con un siste-
ma de responsabilidad ambiental al alcance de la ciudada-
nía, en el cual el Juez pueda allegarse oficiosamente de ele-
mentos probatorios, suplir las deficiencias de la parte
actora como sucede en las materias laboral y la agraria, va-
lerse de las opiniones de las instituciones administrativas
ambientales, e incluso de instituciones académicas y de in-
vestigación especializadas.

El daño ambiental en muchas ocasiones es de difícil o im-
posible valoración económica. El daño civil tradicional, en
contraste, para ser resarcido ha de evaluarse económica-
mente. En los casos de daños ambientales los reclamos de-
ben ser de restauración o de descontaminación, y solo ante
su imposibilidad técnica o material, de compensación, aun-
que ésta no deberá ser en términos monetarios, sino en fun-
ción de los servicios ambientales perdidos.

La reparación del daño patrimonial civil, con el cual no
puede identificarse al daño ambiental, se hace habitual-
mente a través de instrumentos de reparación sustitutiva,
como la indemnización, instrumento que resulta insufi-
ciente para la reparación de la mayoría de los daños am-
bientales. En materia de responsabilidad ambiental no se
trata de restituir el equilibrio patrimonial de un perjudica-
do, sino de restituir las cualidades físicas, químicas o bio-
lógicas de los elementos naturales, hábitat y ecosistemas
perdidas.

Los daños ambientales pueden ser jurídicos o antijurídicos,
pueden ser producidos por conductas activas u omisivas,



pueden tener efectos diferidos o sobrevenidos en los que se
requiere del transcurso de un lapso prolongado de tiempo,
desde que se produjo el hecho o actividad causante del da-
ño, hasta el momento en que se manifiestan sus efectos.
Todo lo cual debe ser reconocido en un sistema de respon-
sabilidad especial, que atienda a plazos de prescripción de
las acciones para acudir a los tribunales amplios, diversos
a los contenidos en los insuficientes preceptos de la nor-
mativa civil ordinaria.

El daño ocasionado al ambiente puede manifestarse en lu-
gares lejanos a aquél en el que se produjo el acto que lo ori-
ginó, lo que hace necesario considerar la responsabilidad
ambiental no solamente por daños directos, como sucede
en materia civil, sino fundamentalmente indirectos, como
ha sido reconocido por la Ley de Responsabilidad por Da-
ños Nucleares. Los daños ambientales pueden ser irrepara-
bles, lo que hace necesario prever figuras de compensación
ambiental ajenas al factor económico.

Finalmente, los daños ambientales pueden ocasionar efec-
tos adversos sobre la salud humana, lo que justifica un sis-
tema de responsabilidad ambiental que reconozca esta vin-
culación causal.

La realidad indica que nuestra sociedad se preocupa por el
daño infligido a los componentes del ambiente, y lo perci-
be como un peligro para la calidad de vida, la salud y los
intereses de los seres humanos. Un sistema de responsabi-
lidad ambiental debe atender con eficacia dicha preocupa-
ción.

El acceso de la ciudadanía a la jurisdicción y la inter-
vención activa del Poder Judicial de la Federación en la
resolución de los conflictos ambientales.

La necesidad de crear un sistema de responsabilidad am-
biental, no solo obedece al reclamo de reparación de daños
ocasionados al entorno, sino fundamentalmente a la de-
manda social de participación directa en la tutela del am-
biente, que requiere del acceso efectivo y sin intermedia-
ción a los tribunales del Poder Judicial, así como la
participación activa de éste en la resolución de los conflic-
tos ambientales.

Lo anterior, ha sido expresado con claridad por expertos de
todo el mundo, en el marco de la Cumbre Mundial de Des-
arrollo Sostenible de Johannesburgo, que fue celebrada en
el 2002 para revisar los compromisos de la Conferencia de
Río de Janeiro. El Programa de las Naciones Unidas para

el Medio Ambiente, auspició seis simposios de jueces, mi-
nistros, magistrados y expertos en el tema de justicia am-
biental de todo el mundo, que concluyeron con la expedi-
ción de una declaración. Los Jueces y magistrados a través
de la Declaración de Johannesburgo manifestaron:

Afirmamos que un poder y un proceso judiciales inde-
pendientes son decisivos para la ejecución, el desarro-
llo y la aplicación coercitiva del derecho ambiental, y
que los miembros del poder judicial, son asociados im-
prescindibles para promover el cumplimiento, la ejecu-
ción y la aplicación coercitiva del derecho ambiental in-
ternacional y nacional (...)

Lo anterior, fue reafirmado en el 22º período de sesiones
del Consejo de Administración del Programa de las Nacio-
nes Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) celebrado
en febrero del 2003, al reconocerse la necesidad de incre-
mentar la función de la judicatura en la promoción del des-
arrollo sostenible mediante la aplicación del imperio de la
ley.

La Declaración Internacional de Río de Janeiro, adoptada
por nuestro país3, hace patente el reconocimiento de la co-
munidad internacional, y el compromiso de México, res-
pecto a esta afirmación:

El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es
con la participación de todos los ciudadanos interesa-
dos, en el nivel que corresponda. En el plano nacional
(�) deberá proporcionarse acceso efectivo a los proce-
dimientos judiciales y administrativos, entre éstos el re-
sarcimiento de daños y los recursos pertinentes4

Avance de las normas que regulan la responsabilidad
por daños ocasionados al ambiente y a las personas en
nuestro país.

El sistema de responsabilidad ambiental propuesto no es
del todo novedoso para el sistema jurídico mexicano.
Nuestros legisladores han ido progresivamente incluyendo
preceptos sobre responsabilidad ambiental en las leyes am-
bientales sectoriales.

Así, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente (LGEEPA) prevé en su artículo 203 vi-
gente, que:

Sin perjuicio de las sanciones penales o administrativas
que procedan, toda persona que contamine o deteriore el
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ambiente o afecte los recursos naturales o la biodiversi-
dad, será responsable y estará obligada a reparar los
daños causados, de conformidad a la legislación civil apli-
cable.

El término para demandar la responsabilidad ambiental
será de cinco años contados a partir de que se produzca el
acto, hecho u omisión correspondiente.

Preceptos sobre la responsabilidad ambiental fueron pre-
vistos por el legislador en los artículos 106 a 109 de la Ley
General de Vida Silvestre, en el Título Quinto de la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, en el artículo 136 de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable, en la Ley de Aguas Nacionales, en el
artículo 121 de la Ley de Bioseguridad de Organismos Ge-
néticamente Modificados, así como en el artículo 421 del
Código Penal Federal, al referirse a los Delitos Contra el
Ambiente y la Gestión Ambiental.

No obstante el avance que nuestro sistema jurídico ha al-
canzado en la materia, a través de estos ordenamientos, las
normas sobre responsabilidad se encuentran dispersas y
adolecen de preceptos tanto sustantivos como procesales
que permitan su unidad y aplicación, haciéndolas contra-
dictorios e inaplicables en la práctica. Lo que se hace evi-
dente a propósito de la ausencia de procesos de responsa-
bilidad ambiental en nuestros tribunales.

Los ensayos normativos se han limitado hasta ahora, a es-
bozar de manera limitada disposiciones sustantivas sobre
reparación monetaria y legitimación, haciendo un reenvío
insuficiente al Código Federal de Procedimientos Civiles,
que no puede solucionar los retos y exigencias derivados
de la naturaleza del daño que se pretende afrontar.

De lo anterior puede concluirse la necesidad de una refor-
ma sistémica en la materia, que a la vez que permita llevar
a la vida de nuestros tribunales los reclamos de solución de
controversias ambientales por daños ocasionados al entor-
no, dé garantías y seguridad a los agentes económicos de
que este proceso se llevará a cabo con seguridad, transpa-
rencia y equidad.

La perspectiva desde el punto de vista del derecho com-
parado.

El estudio comparado de los sistemas jurídicos, de países
tanto de Norteamérica, América Latina, como de Europa,

nos ilustra con respuestas legislativas aplicables pero aún
ausentes en México. La Unión Europea se prepara para es-
tablecer la estructura de un régimen comunitario de res-
ponsabilidad ambiental, encaminado a la aplicación del
principio de quien contamina paga, que tendrá por objeto
obligar al causante de daños al ambiente a pagar su repara-
ción.

Las declaraciones de principios sobre Justicia Ambiental,
impulsadas por la Organización de las Naciones Unidas,
como la de Johannesburgo, México y Buenos Aires, pro-
nunciadas por magistrados, jueces, fiscales y expertos de
un gran número de países del mundo, reflejan el reconoci-
miento de la necesidad de reformas legales en materia de
responsabilidad ambiental.

En la última de las declaraciones referidas, Jueces, minis-
tros y magistrados de un gran número de países latinoame-
ricanos, se manifestaron respecto de la acción civil am-
biental y el proceso por daño ambiental señalando, entre
otros, que:

Nosotros, Jueces, Fiscales y Directores de Escuelas Judi-
ciales, que provenimos de distintos países de América La-
tina, habiendo sido convocados para participar a título per-
sonal en el Simposio de Jueces y Fiscales de América
Latina - Aplicación y Cumplimiento de la Normativa Am-
biental por el Comité Organizador del mismo, hemos deci-
dido, ya concluido dicho Simposio, formular la siguiente
Declaración:

Teniendo en cuenta los antecedentes claramente plasmados
en la Declaración de México del año 2000 y la Declaración
de Johannesburgo del año 2002, hemos arribado a distintas
conclusiones y recomendaciones que consideramos funda-
mentales para nuestra región en temas relativos a: (...) la
organización de la justicia y las competencias ambientales,
(...) la acción civil y de daño ambiental (...).

Respecto de la Acción Civil Ambiental y el proceso por da-
ño ambiental:

� Hacemos hincapié en la necesidad de reconocer una
legitimación activa  amplia en el proceso por daño am-
biental, no restringiendo el acceso a la jurisdicción de
las Organizaciones No Gubernamentales.

� Estimamos fundamental mitigar la incidencia de los
costos y costas en la legitimación.



� Con la finalidad de facilitar la producción de la prue-
ba, propugnamos la cooperación de organismos admi-
nistrativos y universidades.

� Instamos a la incorporación del factor de atribución de
responsabilidad objetiva en aquéllos países de Latinoa-
mérica que no lo contemplen en sus ordenamientos jurí-
dicos.

� Proponemos la cuantificación del daño al medio am-
biente como adicional al daño material y la necesidad de
establecer criterios de valoración de los bienes y servi-
cios ambientales.

� Instamos a que, en el contenido de las sentencias, se
recepte el principio de la reparación integral del daño.

� Estimamos de suma utilidad incluir en el decisorio la
modalidad de seguimiento del cumplimiento de la sen-
tencia.

� Estimamos necesario contar en nuestros países con
una acción jurisdiccional ambiental preventiva cuya
sentencia tenga efectos disuasivos.

� Debe darse prioridad al tratamiento de las causas que
versen sobre derechos fundamentales, como la salud, la
vida y el ambiente, por encima de las que traten cues-
tiones patrimoniales.

� Estamos convencidos de la necesidad de un juez acti-
vo en los procesos ambientales, que posea amplias fa-
cultades, tales como la de promover pruebas comple-
mentarias, incorporar pruebas no aportadas por las
partes e imponer multas.

� Consideramos fundamental fijar como regla general en
los procesos la anticipación procesal de las pruebas y
medidas cautelares, a fin de evitar la pérdida de las
mismas. 

� Observamos que deben existir procedimientos de eje-
cución de sentencia adecuados con los trámites sumarí-
simos ambientales, a fin de no desnaturalizar la garantía
reconocida.

La más moderna orientación que ofrece el derecho compa-
rado, revela la configuración de un verdadero derecho so-
cial a la salubridad ambiental, como condición esencial pa-
ra un completo desarrollo de la personalidad y el pleno

desenvolvimiento de la persona humana. El estudio de las
normas constitucionales de otros países, así como de su le-
gislación secundaria relativa al tema de responsabilidad
por daños ocasionados al ambiente y a las personas, sus-
tentan lo dicho.

Las nuevas Constituciones latinoamericanas, reflejan los
precedentes europeos relativos a los principios de la res-
ponsabilidad ambiental. La Carta política española estable-
ció desde 1976, que �en los términos que la ley fije, se es-
tablecerá la obligación de reparar el daño�. La
Constitución Rusa, establece igualmente que �todos tienen
derecho a una indemnización por las infracciones ecológi-
ca causadas a la salud y al patrimonio�. El artículo 41 de
la Constitución Argentina de 1994 señala: �el daño am-
biental generará prioritariamente la obligación de recom-
poner, según lo establezca la ley�. Disposiciones similares
han sido incorporadas a las cartas fundamentales de Brasil
(en 1988), Colombia (en 1991), Costa Rica (en 1998),
Ecuador (en 1998) y Paraguay (en 1992).

Los perjuicios sociales y ambientales que se derivan de la
indefinición de las responsabilidades, obligaciones y me-
dios efectivos para defender ante los Tribunales el derecho
a la salud, y el derecho a un medio ambiente adecuado pa-
ra el desarrollo y bienestar de la persona, tutelados por el
artículo cuarto de nuestra Constitución, ponen de relieve la
necesidad de disponer de una normatividad sustantiva y
procesal capaz de prevenir, controlar y sancionar los daños
y afectaciones a estos bienes.

El cumplimiento de los compromisos de México asumidos
conjuntamente con la comunidad internacional, la aplica-
ción de los principios y acciones enunciados en las decla-
raciones internacionales de expertos en derecho y justicia
ambiental, la aplicación práctica de las instituciones jurídi-
cas que han probado éxito en otros sistemas jurídicos afi-
nes al nuestro, así como el perfeccionamiento de las figu-
ras que han iniciado un ejercicio positivo en nuestro
sistema jurídico, se proponen ahora en un nuevo Título pa-
ra la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

ARTICULADO

Artículos 168 y 169. Convenios administrativos.

Se proponen adecuaciones a los artículos 168 y 169 de la
LGEEPA, en los que actualmente se regula el procedi-
miento administrativo seguido ante la Procuraduría Federal
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de Protección al Ambiente. La reforma de estos artículos
obedece a la necesaria vinculación entre los convenios vo-
luntarios, que pueden realizarse entre los infractores y
aquella institución para la reparación o compensación de
los daños ocasionados al ambiente, y el nuevo procedi-
miento judicial propuesto que busca los mismos fines.

La iniciativa propone la convivencia de dos procedimien-
tos que persiguen objetivos similares. El administrativo vi-
gente que corre a cargo de las autoridades, y el  propuesto
para que sea impulsado directamente por la ciudadanía an-
te los jueces en un esquema de mayores garantías.

El procedimiento administrativo y las multas impuestas
por PROFEPA son insuficientes para garantizar que el in-
fractor reparará el daño. Sin embargo, los artículos 168 y
169 prevén la posibilidad de llegar a un acuerdo voluntario
sobre ello con la autoridad. La propuesta busca que, en su
caso, el Juez reconozca dicho acuerdo en sentencia y no
imponga obligaciones económicas adicionales.

En ambos casos, se busca incentivar la resolución de los
conflictos mediante el acuerdo entre las partes. Las ade-
cuaciones a los artículos 168 y 169 se dirigen a vincular
ambas instancias, así como el reconocimiento de los me-
dios auto compositivos por las autoridades administrativas
y judiciales.

Las reformas propuestas buscan asimismo dar claridad so-
bre el alcance de los convenios administrativos, advirtien-
do que éstos no son sustitutivos ni de las resoluciones de
PROFEPA, ni de las de la autoridad judicial.

Artículos 203 y 204. Regulación de la responsabilidad
ambiental en la LGEEPA.

Resulta indispensable que la regulación de la responsabili-
dad por daños y afectaciones ocasionados al ambiente y a
la salud e integridad de las personas, se haga en la LGEE-
PA.

Nuestro sistema jurídico vigente establece diversos proce-
dimientos e instrumentos, que conviven con el concepto de
daño ambiental, aún a pesar de no existir una definición le-
gal de éste, ni normas sustantivas comunes que permitan
hacer homogéneos los actos de la autoridad administrativa
y judicial en esta materia.

Los instrumentos preventivos como la evaluación del im-
pacto ambiental, voluntarios como la auditoria ambiental,

hasta los mecanismos de comando y control administrati-
vo, de auto composición, así como los civiles y penales,
prevén disposiciones e instancias específicas sobre los da-
ños ocasionados al ambiente.

La falta de sistematización y coherencia de la interacción
de estos procedimientos, y de conceptos comunes frente al
daño, su reparación y compensación, hace indispensable
crear un dispositivo que oriente de manera uniforme los ac-
tos de las autoridades, y permita dar certidumbre al gober-
nado.

Para ello, el nuevo Título de la LGEEPA ahora propuesto
prevé que las disposiciones sustantivas que regulan las de-
finiciones, forma, prelación, alcance, niveles y alternativas
de reparación y compensación de los daños ocasionados al
ambiente previstas en la LGEEPA, serán aplicables a los
convenios y procedimientos administrativos suscritos o
sustanciados por la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, a la auditoria ambiental, así como a la repara-
ción y compensación del daño que corresponda a la comi-
sión de los delitos previstos en el Título Vigésimo Quinto
del Código Penal Federal. A este párrafo corresponden adi-
ciones a la legislación penal respectiva a efecto de hacer un
reenvío al nuevo apartado de la ley ambiental marco.

Artículos 203 y 204. Vinculación de la responsabilidad
por los daños ocasionados al ambiente, y la responsabi-
lidad por daños y afectaciones ocasionados a la salud e
integridad de las personas.

El proyecto propuesto regula la responsabilidad respecto a
dos hipótesis dañosas: la responsabilidad por daños oca-
sionados al ambiente, y la correspondiente a los daños y
afectaciones ocasionados a la salud e integridad de las per-
sonas como resultado de materiales y residuos peligrosos
que han sido liberados al entorno.

Como hemos dicho, el bien a protegerse por las normas po-
sitivas ambientales, es la calidad del ambiente y el derecho
del hombre a una vida saludable y productiva en armonía
con la naturaleza. El propio artículo cuarto constitucional
evidencia el binomio ambiente-salud, al señalar que toda
persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para
su desarrollo y bienestar. La regulación de la responsabili-
dad se propone en consecuencia a ello.

La liberación de materiales y residuos peligrosos al am-
biente es una de las actividades de mayor preocupación so-
cial y atención por parte del Estado, por el riesgo que esto



genera para el ambiente y para las personas. Es por ello
parte central de la regulación de la LGEEPA, así como de
la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos. En ambos ordenamientos se reconoce la necesi-
dad de regular bajo la perspectiva ambiental los daños y
afectaciones a la salud e integridad de la persona.

La génesis misma de la LGEEPA, y de las instituciones pú-
blicas del sector ambiental, evidencia el origen de la pro-
tección ambiental en la tutela de la salud. El artículo 73
fracción  XVI de la Constitución, facultó al Congreso Fe-
deral para dictar leyes sobre salubridad general, señalando
que entre las facultades del Consejo de Salubridad se en-
cuentra la de establecer medidas para prevenir y combatir
la contaminación ambiental.

Como hemos dicho, la misma LGEEPA reconoce en el
principio XII previsto en su artículo 15 que:

Toda persona tiene derecho a disfrutar de un ambiente ade-
cuado para su desarrollo, salud y bienestar. 

Por otro lado, la Ley General de Salud vigente prevé:

Artículo 117.- La formulación y conducción de la política
de saneamiento ambiental corresponde a la Secretaría de
Desarrollo Urbano y Ecología (ahora SEMARNAT), en co-
ordinación con la Secretaría de Salud, en lo referente a la
salud humana.

En ese sentido, se proponen normas sustantivas y procesa-
les, no para dotar a la SEMARNAT con facultades admi-
nistrativas que competen a la Secretaría de Salud, sino pa-
ra dar acceso a la ciudadanía a un procedimiento judicial
que permita abordar los efectos negativos, que los daños
ocasionados al ambiente tienen a su vez sobre las personas.
Es decir, se busca la atención de ambos efectos negativos a
través de un mismo procedimiento especial.

Cabe señalar finalmente, que la propuesta de responsabili-
dad por daños ocasionados a las personas, se encuentra de-
bidamente acotada. Las obligaciones de responder por da-
ños o afectaciones ocasionados a las personas por
contaminantes liberados al ambiente, solo devienen del
manejo de materiales o residuos peligrosos.

Así, los Capítulos dos y tres del Título propuesto se dirigen
a regular tanto la responsabilidad directamente relacionada
con el daño al ambiente, como aquella derivada de los
efectos negativos ocasionados a la persona al generar con-

taminación ambiental con sustancias peligrosas. El Capítu-
lo Cuarto regula la acción y el procedimiento especial a tra-
vés de los cuales podrán atenderse los daños y pretensiones
previstos en los dos Capítulos referidos.

Artículo 205. Convivencia del sistema de responsabili-
dad ambiental con los procedimientos administrativos,
penales y civiles.

La iniciativa propone una nueva alternativa de acceso a la
justicia en materia ambiental, que no pretende ni debe ser
excluyente de las vías desarrolladas hasta ahora, tal y como
lo prevé el actual artículo 203 de la LGEEPA.

Cada uno de los mecanismos de justicia vigentes, sean ad-
ministrativos, civiles, penales o de cumplimiento volunta-
rio tiene una naturaleza, objetivos y alcances particulares.
El procedimiento seguido por la PROFEPA se ve acotado
por los principios orientadores del Derecho Administrati-
vo, mientras que los seguidos por la comisión de delitos
obedecen a los estrictos principios del derecho punitivo da-
do a que implican la privación de la libertad del individuo.

El sistema que se propone no busca la repetición de aque-
llo que puede ser logrado en términos de justicia ambien-
tal, a través de los procedimientos vigentes. Por el contra-
rio, pretende ampliar los instrumentos resolutores de los
conflictos ambientales, con posibilidades jurídicas y proce-
sales indispensables y hasta ahora inexistentes en nuestro
sistema jurídico, que resuelven lo que lo que la responsa-
bilidad administrativa, civil o penal no ha podido atender.

El nuevo sistema se sujeta a las estrictas garantías procesa-
les, y permite la efectiva intervención del poder judicial,
pero no por ello excluye la intervención de otros procedi-
mientos.

Artículo 206. Interés público.

A diferencia del daño civil, el daño ambiental es un daño
social, toda vez que recae sobre bienes que son objeto de
interés general y colectivo, y que puede o no concretase so-
bre derechos individuales. Puede considerarse como un da-
ño público, teniendo en cuenta que muchos de los bienes
con carácter ambiental cumplen una función social. Asi-
mismo, la liberación de materiales y residuos peligrosos al
ambiente es una de las actividades de mayor preocupación
social y atención por parte del Estado, por el riesgo que es-
to genera para el ambiente y para las personas.
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De lo anterior, la importancia de declarar como de interés
público la reparación, compensación, indemnización que
se proponen para el Título, y la nulidad de los acuerdos en-
tre particulares que contravengan el sistema de responsabi-
lidad ambiental.

Artículos 207, 208 y 209. Definición de daño ocasionado
al ambiente.

El proyecto define por primera vez en la historia legislati-
va de nuestro país, el concepto de daño ocasionado al am-
biente. Se respetan las definiciones de los  elementos am-
bientales que se encuentran vigentes en el Título Primero
de la LGEEPA. 

Es necesario responder con la mayor precisión posible a la
pregunta de ¿qué tanta afectación, pérdida o modificación
debe considerarse como daño?. Si bien es cierto, la defini-
ción debe permitir que los daños sean lo más concretos e
identificables que sea posible, se reconoce que no es viable
una definición casuística e inflexible en la ley.

No obstante lo anterior, se reconoce que el artículo 36 de la
LGEEPA prevé que las normas oficiales mexicanas son un
instrumento de política ambiental idóneo para garantizar la
sustentabilidad de las actividades, establecer parámetros y
límites a observarse, así como para otorgar certidumbre a
largo plazo a la inversión, e inducir a los agentes económi-
cos a asumir los costos de la contaminación ambiental que
ocasionan. Por ello, se propone utilizar dichas normas de
jerarquía menor a la de la ley, para precisar técnicamente y
de manera casuística los diferentes tipos de daños (daños a
suelos por hidrocarburos, daños a los hábitat, etcétera).

De esta forma los agentes económicos y la Secretaría, a tra-
vés del procedimiento de normalización, y de una discu-
sión científica adecuada, podrán establecer para los casos
de daños ambientales más recurrentes, los límites mínimos
para considerar que ha ocurrido un daño. Cabe señalar que
al estar indexadas estas definiciones al Código Penal, este
mecanismo permitirá beneficiar también los conceptos pe-
nales de daño ambiental.

Las normas oficiales deberán ser un referente casuístico
respecto a lo que habrá de considerarse como daño, pero la
falta de expedición de estos parámetros normativos, de nin-
guna manera podrá considerarse como una obstáculo o ex-
cluyente de responsabilidad de aquellos que ocasionan
daños.

En ausencia de normas aplicables o vacíos en la ley debe-
rá considerarse que toda pérdida, menoscabo, afectación,
etcétera, deberá repararse, es decir, es generadora de res-
ponsabilidad ambiental. Aceptar lo contrario transferiría de
manera incorrecta a la SEMARNAT la responsabilidad por
la impunidad ambiental, contrariando el sentido básico de
los sistemas de responsabilidad ambiental, así como el
principio �el que contamina paga� que no discrimina qué
tanta contaminación es daño. La responsabilidad ambiental
no puede nacer de las omisiones de la autoridad, sino de las
conductas activas u omisivas del agente dañoso.

A pesar de lo anterior, se propone que las pérdidas, dete-
rioros, menoscabos que hayan sido claramente manifesta-
das por el responsable y explícitamente identificadas, deli-
mitadas en su alcance, evaluadas, mitigadas y autorizadas
por la Secretaría, previamente a la realización de la con-
ducta que los origina, mediante la evaluación del impacto
ambiental, no se considerarán adversas, y por tanto, no se-
rán daños. Lo que obedece a la lógica de sustentabilidad de
éste instrumento de política ambiental.

La propuesta reconoce también la realidad causal de los da-
ños y afectaciones a las personas en materia ambiental, al
prever que la responsabilidad deviene no solo de los im-
pactos ocasionados directamente a las personas, tal y como
lo prevé nuestra legislación civil vigente, sino también de
aquellos que ocurren de manera indirecta. Lo anterior ha
sido ampliamente sustentado en el derecho comparado, y
expresamente reconocido en nuestra legislación vigente,
como lo hace la Ley de Responsabilidad Civil por Daños
Nucleares. No reconocer los daños indirectos representaría
un esfuerzo legislativo inútil.

Lo anterior, atiende a la fenomenología del daño ambien-
tal, y resuelve la injusta responsabilidad que hoy se trans-
mite indebidamente al causante circunstancial de daños por
contaminación ambiental. Sin el reconocimiento de los da-
ños indirectos, un campesino que cultiva alimentos en tie-
rras contaminadas por residuos o aguas desechadas por un
tercero, tendría que responder por los daños ocasionados a
las personas que consumen dichos productos, aún y cuan-
do no fuese responsable de dicha contaminación.

Artículo 210. Definiciones de daño a la salud y afecta-
ción a la integridad de las personas.

La propuesta define con claridad lo que se entenderá como
daño a la salud de las personas para los efectos del Título.



La definición contenida en el artículo 210 amplía el régi-
men de responsabilidad civil ordinario, precisando que
cuando el medio para la causación del daño sea la libera-
ción ilícita al ambiente de materiales o residuos peligrosos,
o bien, la exposición a estos, las obligaciones indemnizato-
rias nacerán no solo cuando se ocasione dicha consecuen-
cia de manera directa, sino también cuando los daños se
ocasionen de manera indirecta.

Se trata de un régimen especial de responsabilidad civil op-
tativo para quien demanda, que se justifica por su estrecha
relación con el daño al ambiente, así como con la regula-
ción de las actividades de manejo de materiales y residuos
peligrosos, que son de interés público. El afectado podrá
optar por acudir a la vía civil ordinaria, o bien, al régimen
previsto en el nuevo Título.

A través de la definición de afectación a la integridad de las
personas por materiales y residuos peligrosos liberados al
ambiente, se reconoce por primera vez en nuestro sistema
jurídico un adeudo a la dignidad de la persona: la intro-
ducción ilícita y no consentida de contaminantes en el or-
ganismo humano, es un hecho reprochable que requiere de
una compensación.

Artículo 211. Prelación.

El daño ambiental se considera una consecuencia concu-
rrente al daño patrimonial sufrido por los propietarios de
los elementos naturales, dado a que los efectos dañosos no
solo recaen en el patrimonio económico o jurídico de una
persona individualmente determinada, sino también en el
patrimonio ambiental de la sociedad. Esto es, el daño se
ocasiona al mismo tiempo a los elementos naturales que
proporcionan un servicio ecológico, como la captación de
dióxido de carbono de los árboles, la fijación de los suelos,
la purificación de los afluentes en los manglares, etcétera.

Por esta razón, se concede prioridad a la reparación am-
biental sobre la económica.

Quien resienta el daño en términos patrimoniales podrá op-
tar por acudir al procedimiento de responsabilidad ambien-
tal, beneficiándose de los preceptos procesales y sustanti-
vos que éste conlleva, o bien, acudir al proceso civil
ordinario.

El régimen de responsabilidad ambiental se excluye del ré-
gimen de responsabilidad laboral y burocrático.

Artículo 212 y 213. Prevención e inhibición económica
de daños ambientales: acciones ambientales comple-
mentarias.

La normatividad vigente aborda insuficientemente al daño
ambiental a través de la acción y el procedimiento civiles.
Lo que se propone ahora es una nueva acción de naturale-
za ambiental, es decir, una acción ambiental adecuada a
una forma de responsabilidad que obedece a daños y afec-
taciones desconocidos hasta ahora por las acciones y pro-
cedimientos tradicionales del sistema civil. La acción de
responsabilidad ambiental propuesta, no es una acción ci-
vil.

El acceso de la ciudadanía a las instancias de justicia am-
biental del Poder Judicial Federal, exige desarrollar dos as-
pectos importantes que se plasman en la acción de respon-
sabilidad ambiental propuesta: la reparación del daño
causado, y la obligación de realizar acciones ambientales
complementarias adicionales cuando el daño es producto
de actos ilícitos.

Los reclamos sociales de justicia ambiental tienen diferen-
tes componentes, entre ellos, la restitución de los daños
ocasionados a los elementos naturales y sus relaciones. Por
otro lado, el reclamo es de prevención e inhibición efecti-
va de infracciones dañosas futuras, que se obtiene con la
imposición de obligaciones económicas adicionales a di-
chos responsables.

La sociedad demanda garantías de que no sucederán más
años por tóxicos, daños a los manglares y demás detrimen-
tos en el patrimonio ecológico y en la salud e integridad de
las personas, particularmente cuando éstos son ocasiona-
dos por violar normas legales de cuidado, incumplir obli-
gaciones de desempeño adecuado en instalaciones o activi-
dades industriales, etcétera.

A la fecha, las únicas vías de satisfacción de los reclamos
de justicia ambiental, al alcance de los miembros de las co-
munidades afectadas por una obra o actividad, son el pro-
cedimiento administrativo y el penal, que no permiten el
acceso directo de los ciudadanos a los tribunales. En am-
bos casos, la legislación interpone a una institución públi-
ca, entre la ciudadanía y el órgano resolutor del conflicto,
que no siempre puede o quiere atender a las demandas ciu-
dadanas.

La única forma para lograr imponer obligaciones económi-
cas a una empresa generadora de daños ambientales, que
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viola la normatividad ambiental, es la Procuraduría Fede-
ral de Protección al Ambiente (PROFEPA), que solo puede
aplicar en casos excepcionales hasta cincuenta mil días de
salario mínimo como multa (dos millones cien mil pesos
aproximadamente), cantidad notoriamente insuficiente en
términos económicos para generar el efecto inhibidor desea-
do, particularmente cuando se trata de daños valuados en mi-
llones de dólares. Ni siquiera un Juez de Distrito Penal tiene
la facultad para sancionar económicamente a las personas
morales, que son frecuentemente las que utilizan prácticas
corporativas ilícitas que deben ser desincentivadas.

Para que opere efectivamente el efecto de desincentivo de
los instrumentos preventivos económicos, éstos deben ga-
rantizar que efectivamente se neutralice el beneficio eco-
nómico obtenido por el incumplimiento de la ley, así como
arrojar un costo económico adicional y significativo, que
no pueda ser previsto como un costo de operación por los
potenciales infractores.

El costo de la reparación de los daños ambientales ocasio-
nados, son cubiertos frecuentemente por los seguros de res-
ponsabilidad civil contratados por los agentes contamina-
dores, lo que neutraliza el factor inhibitorio de la
obligación de reparar el daño.

La obligación de reparar los daños no es suficiente garan-
tía de que no se repetirán impactos al ambiente o a la salud
pública, en casos tan gravosos como el del pozo Ixtoc I, en
el Golfo de México, Nanchital, Anaversa, Metales y Deri-
vados. Baste citar que el primero de los casos mexicanos
mencionados, excedió por mucho el histórico derrame de
la embarcación Exxon Valdez sucedida en Alaska, Estados
Unidos. Los costos de reparación del caso Exxon Valdez
fueron de aproximadamente 2.2 billones de dólares. Los
tribunales de los Estados Unidos impusieron a la empresa
responsable una obligación económica adicional a la repa-
ración del daño de aproximadamente 5 billones de dólares,
para asegurarse que se generaría el suficiente factor inhibi-
torio para prevenir casos similares en el futuro. En contra-
te, en México la sanción administrativa máxima que puede
imponer la PROFEPA es a penas de dos millones cien mil
pesos. La presente iniciativa propone la imposición de
obligaciones económicas adicionales, pero prevé un tope
máximo de ciento cincuenta y cinco millones de pesos, que
serán aplicados directamente en beneficio del ambiente, y
no irán al patrimonio del demandante, ni al erario público.
El mínimo de esta obligación económica será de cinco dí-
as de salario mínimo general vigente.

El procedimiento administrativo utilizado por la PROFE-
PA, resulta inseguro e insuficiente para garantizar la ade-
cuada imposición de montos económicos amplios como el
propuesto, considerando el corto tiempo de su sustancia-
ción, así como el hecho de que esa institución es juez y par-
te. El procedimiento judicial de responsabilidad ambiental
que ahora se propone resulta idóneo para el fin referido,
considerando la relación triangular imparcial actor-juez-
demandado, así como el amplio periodo probatorio al al-
cance de las partes. Es decir, este tipo de obligaciones solo
deben de ser impuestas por el Poder Judicial.

Lo que se plantea en esta propuesta, es la actuación ciuda-
dana independiente de las autoridades administrativas, pe-
ro con un fin común, que no solo es el de procurar la repa-
ración de los daños ecológicos, sino también el de abatir,
inhibir y prevenir de manera eficiente los actos violatorios
de la normativa ambiental. La iniciativa promueve la con-
junción de los esfuerzos y recursos del gobierno, con los de
la ciudadanía que sufre el daño ecológico. En suma, se bus-
ca la corresponsabilidad social efectiva en el abatimiento
de la impunidad ambiental.

La introducción de la figura de las acciones ambientales
complementarias, que puede imponer de oficio el Juez de
Distrito que conoce la acción de responsabilidad ambien-
tal, a quienes han ocasionado ilícitamente un daño al am-
biente, representa la posibilidad real de que el ciudadano
que ejercita esta acción, pueda reclamar al Tribunal sin in-
termediación de institución pública alguna, y en adición a
la reparación o compensación de los daños ocasionados por
el responsable, la imposición de una inversión económica
adicional por haber cometido uno de los hechos ambienta-
les más reprobables: la violación de la normatividad eco-
lógica que genera un daño al entorno o a las personas.

El primer efecto de la responsabilidad por daños propues-
ta, lo constituye el restablecimiento de la situación confor-
me a derecho, aunque no deja de admitir que dicha solu-
ción, en modo alguno, satisface el sentimiento de justicia.
El segundo efecto es de carácter económico, accesorio, adi-
cional y eminentemente inhibitorio.

Los críticos a la admisión de la figura de obligaciones eco-
nómicas adicionales impuestas por un Juez, sostienen que
el único interés que tiene el derecho civil, es la reparación
de los daños sufridos por la víctima con motivo del acto ilí-
cito cometido por otro, lo que sitúa al tema en la materia de
la responsabilidad civil. En cambio, las obligaciones eco-
nómicas adicionales, señalan, en cuanto persiguen una



forma de desincentivar futuras infracciones, resultan extra-
ñas al ordenamiento jurídico civil privado, perteneciendo
por su naturaleza, al ámbito de lo publicístico.

Sin embargo, los argumentos esgrimidos en aras de soste-
ner esa posición se han reconocido insuficientes en el de-
recho comparado latinoamericano, y particularmente en el
desarrollo de acciones ambientales, que como hemos di-
cho, son de interés público, no privado.

La acción que se propone en un nuevo Título de la LGEE-
PA, es una acción frente a los tribunales, pero no de carác-
ter civil; se trata de una verdadera acción ambiental.

Por otro lado, la objeción sustentada en la ausencia de an-
tecedentes de la sanción económica, en las fuentes del de-
recho civil mexicano, no es atendible tampoco, particular-
mente frente a la globalización que ha difundido con tanta
eficacia sus aspectos negativos, por lo que debe correr
idéntica suerte aquello que ha demostrado funcionar co-
rrectamente para poner coto al daño ambiental ilícito en ca-
sos menores (multas impuestas por la PROFEPA). Si algo
puede corregir las políticas corporativas ilícitas, son los
instrumentos económicos punitivos.

Homologación de la normatividad sobre responsabili-
dad ambiental en el área de libre comercio de América
del Norte.

La obligación adicional de invertir en acciones ambientales
complementarias, que se propone imponer al responsable
de dañar el ambiente y violar la ley, resulta indispensable
para homologar los instrumentos económicos preventivos
previstos en la normatividad ambiental de Estados Unidos
y Canadá.

Uno de los argumentos de mayor solidez para la creación
el Acuerdo Paralelo del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte en materia ambiental, fue precisamente
el que México debería desarrollar sus estándares e instru-
mentos normativos ambientales, para homologarlos con
aquellos previstos en los sistemas jurídicos de Canadá y
Estados Unidos, de manera tal que se garantizara que la ley
ambiental se aplicaría efectivamente en nuestro territorio.

Como se ha expuesto, el sistema de responsabilidad admi-
nistrativa y penal no ha logrado ese propósito, fundamen-
talmente por que no representa un factor económico real
que desincentive el incumplimiento de la ley, o la produc-

ción de riesgos y daños injustificados al ambiente o a los
mexicanos.

La diferencia en la posibilidad real, de enfrentar conse-
cuencias económicas importantes por dañar el entorno o a
las personas, que se da entre México y sus socios comer-
ciales, representa un incentivo desafortunado para la mi-
gración al territorio nacional de empresas transnacionales
infractoras y contaminantes. Lo que se extiende a los de-
fraudadores en la prestación de servicios ambientales, tales
como el de manejo y la disposición de residuos peligrosos.

Múltiples casos documentados evidencian lo anterior. El
expediente de hechos publicado por la Comisión de Coo-
peración Ambiental de América del Norte (CCA), sobre la
importación y abandono de residuos peligrosos en México
por la empresa norteamericana Metales y Derivados, evi-
dencian lo afirmado. Este caso notorio expuso la ineficacia
de los procedimientos y sanciones administrativos y pena-
les, para inhibir actividades transnacionales fraudulentas,
así como para lograr la neutralización de los riesgos sani-
tarios generados a cientos de habitantes de la colonia Chil-
pancingo, en Tijuana Baja California. Aún a pesar de la
conclusión de los procedimientos administrativos y pena-
les, el gobierno de México fue incapaz de lograr la repa-
ración de los daños ocasionados al ambiente, la neutrali-
zación del riesgo a la salud, y el retorno de los materiales
y residuos abandonados dolosamente a los Estados Uni-
dos.

A diferencia de las agencias ambientales y comunidades
extranjeras, la PROFEPA y los ciudadanos mexicanos no
tienen facultades para acudir a los tribunales a demandar
acciones como el embargo y remate del predio e instala-
ciones de una empresa, como Metales y Derivados, para
solucionar el conflicto ambiental. En este emblemático ca-
so, los costos de la restauración fueron asumidos por el go-
bierno federal, en sustitución y beneficio del propio infrac-
tor que reside impunemente en los Estados Unidos. El
mensaje fue muy claro: México no puede obligar a los in-
fractores a reparar los daños ocasionados al ambiente. La
sociedad mexicana no puede acudir a los Tribunales para
demandar la neutralización de los riesgos, ni el embargo de
bienes de los responsables. En México no cuesta nada con-
taminar, ni dañar la salud de las personas.

Lo anterior, evidencia la exigencia de un sistema judicial
de responsabilidad ambiental al alcance de la ciudadanía.
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Constitucionalidad y legalidad de las acciones ambien-
tales complementarias. Proporcionalidad de los montos
de inversión.

Nuestra legislación vigente reconoce la facultad de los Jue-
ces de Distrito Civiles para imponer medios de apremio y
sanciones, así como otras obligaciones de carácter econó-
mico o consecuencias jurídicas adicionales a la reparación
de los daños, como resultado de actos lícitos o ilícitos. Los
preceptos que se proponen resultan perfectamente acordes
con nuestros principios constitucionales.

Por ejemplo, el Código Civil Federal prevé que el que se
apodere de un bien vacante sin cumplir lo prevenido en la
ley pagará una multa, o bien, que el arrendador que fuere
vencido en juicio sobre una parte de la cosa arrendada, es-
tá obligado a conceder una disminución en la renta o la res-
cisión del contrato, además del pago de los daños y perjui-
cios.

Es clara la presencia de figuras de naturaleza económica,
adicionales a la reparación del daño, en el marco del dere-
cho civil mexicano. Existen preceptos directamente enca-
minados a lograr enderezar la conducta impropia, abusiva
o ilegítima de un sujeto en el proceso civil, tales como las
medidas disciplinarias y de apremio que impone el tribu-
nal, que incluyen la imposición de multas. Cabe señalar,
que las acciones ambientales complementarias propuestas
no son multas, ni penas que impone un juez, sino obliga-
ciones civiles adicionales a la reparación del daño.

En contraste, la reparación de los daños, figura que tanto
se ha dicho, forma parte exclusiva del núcleo del derecho
civil, se reconoce hoy en el Código Penal Federal mexica-
no como una sanción pecuniaria.

La propuesta busca una visión totalizadora de las acciones
ambientales complementarias, que resulta comprensiva
apreciando su vocación preventiva o disuasoria a través de
la inhibición económica que es la que, en definitiva, preva-
lece por la trascendencia social que reviste.

Por otro lado, el monto de la inversión por concepto de ac-
ciones ambientales complementarias, lo individualizará el
juez tomando en cuenta fundamentalmente la capacidad
económica del responsable y su ingreso, entre otros facto-
res. Lo que garantiza que dicho monto será siempre pro-
porcional y equitativo, y respetará los criterios jurispru-
denciales de constitucionalidad, además de mantener el

factor inhibitorio sin importar la condición del sujeto res-
ponsable.

Garantía de la no imposición de obligaciones económi-
cas excesivas.

A efecto de no imponer en exceso obligaciones económi-
cas en materia administrativa y ambiental, la propuesta
prevé que si el responsable acredita haber realizado el pa-
go de una multa impuesta por la Procuraduría Federal de
Protección la Ambiente o la Comisión Nacional del Agua,
en consecuencia a la realización de la misma conducta ilí-
cita que dio origen a su responsabilidad, el Juez de Distri-
to deducirá dicho pago en el cálculo de la inversión por ac-
ciones ambientales complementarias, sin que ésta puedan
exceder el límite previsto para el caso en este Título.

Monto de las Acciones ambientales complementarias de
interés público.

Se propone que las acciones ambientales complementarias
sean una obligación de interés público, dado a que el fac-
tor inhibitorio interesa no solo a quien demanda, sino a la
sociedad en su conjunto. Por ello, se entenderán siempre
por demandadas.

A diferencia de las multas administrativas o penales que in-
gresan al erario público, o de los llamados daños civiles
punitivos que son pagados a la parte actora, las acciones
ambientales complementarias son una obligación adicional
y accesoria a la obligación principal de reparación o com-
pensación del daño ocasionado al ambiente, consistente en
actividades de protección, preservación, remediación o res-
tauración del ambiente, con un monto de inversión equiva-
lente a de cinco a quinientos días del ingreso del obligado,
que nunca excederá los ciento cincuenta y cinco millones
de pesos.

La cantidad máxima propuesta, obedece a multiplicar por
cuatro el mayor monto por compensación ambiental regis-
trado en un convenio de la PROFEPA, de 3.5 millones de
dólares. Esa cantidad correspondió a la imposición de una
obligación económica diversa a la reparación del daño, adi-
cional a la multa y a otras obligaciones ambientales del in-
fractor. El factor de multiplicación que se propone, corres-
ponde al del sistema utilizado por la Suprema Corte de
Justicia de los Estados Unidos, que lo ha considerado un
adecuado factor inhibitorio. Este caso documentado por in-
fracciones graves en México, evidencia los precedentes en



el uso de figuras similares al instrumento económico que
ahora se propone.

Como hemos dicho, las acciones ambientales complemen-
tarias son impuestas por un Juez imparcial en un procedi-
miento garantista. La individualización del monto de la in-
versión lo hará dicha autoridad tomando en cuenta la
capacidad económica del responsable, la gravedad del da-
ño o afectación ocasionado, y el carácter intencional o ne-
gligente de la violación, y se asegurará que se neutralice el
beneficio económico obtenido, si lo hubiere, se garantice
prioritariamente el monto de las erogaciones del actor o ac-
tores que hayan sido necesarias para acreditar la responsa-
bilidad, y sea suficiente para inhibir conductas futuras si-
milares.

Pago de gastos y costas.

Debe reconocerse que en su momento destacaron en las
discusiones ya superadas en otros países, respecto a figuras
como la de los daños civiles punitivos o las acciones am-
bientales complementarias, opiniones críticas respecto al
hecho de que la parte actora o demandante, es quien recibe
una parte de la obligación económica de pago, y se benefi-
cia por encima de la colectividad. El monto del pago no in-
gresa en su totalidad al erario público.

En el caso del sistema de responsabilidad ambiental pro-
puesto, quien demanda no obtendrá un lucro o premio co-
mo resultado de una sentencia condenatoria, como sucede
en otros sistemas jurídicos.

El juez simplemente deducirá del monto de la inversión co-
rrespondiente a las acciones ambientales complementarias
a cargo del responsable, el importe de las erogaciones que
el actor o actores que hayan probado su pretensión hubie-
ren realizado para acreditar la responsabilidad, y el respon-
sable tendrá la obligación de consignarlo al juzgado para la
entrega a aquellos.

Es necesario puntualizar aquí lo reconocido finalmente en
otros sistemas jurídicos:

Si fue sólo un individuo o asociación ciudadana el que de-
mandó y, para ello, puso de manifiesto la entidad del daño
o de la amenaza, hasta entonces inadvertida por la socie-
dad, así como la violación de la legislación por el infractor
demandado, y erogó para ello cantidades importantes de
recursos económicos procedentes de su patrimonio perso-
nal, a efecto de probar lo necesario frente al tribunal; no ca-

be sino que le corresponda una compensación económica
por dichos gastos, toda vez que, de facto, ha realizado la
función de las instituciones públicas que han fallado o lle-
gado tarde a su cometido, es decir, ha realizado una función
de interés público. Es decir, el actor ha realizado una fun-
ción de interés público.

No se trata en suma de premiar económicamente a la ciu-
dadanía o a las organizaciones no gubernamentales, sino
únicamente compensarlos por los gastos erogados al reali-
zar una función de interés público, que por una u otra ra-
zón no pudo ser efectuada por las instituciones administra-
tivas públicas.

No puede pretenderse un sistema de justicia ambiental ciu-
dadana sin viabilidad económica, es decir, uno en el que el
ciudadano que demanda financie en su totalidad los altos
gastos del proceso, sin obtener su devolución.

La experiencia comparada y la de nuestro país, así como
las recomendaciones de los expertos internacionales antes
citadas, han reconocido el enorme obstáculo que represen-
ta para el ciudadano, el costo económico de probar la ac-
ción por daños al ambiente y a las personas. Basta revisar
el inexistente número de acciones intentadas ante lo tribu-
nales federales, para hacer valer la reparación de los daños
ocasionados a la vida silvestre y los hábitat, a la luz de las
disposiciones vigentes de la Ley General de Vida Silvestre.
En este sentido, inclusive el más grave temor de innumera-
bles demandas y represalias procesales, frente a empresas
públicas contaminantes, ha sido notoriamente infundado.

A ello, debe sumarse un hecho económico evidente. Si los
recursos derivados de la responsabilidad del daño ocasio-
nado al entorno, son dedicados en su totalidad a la repara-
ción o compensación material o en especie del ambiente,
no existe posibilidad alguna de sustentabilidad financiera
de un proceso judicial de esta naturaleza.

México se ha caracterizado por el reconocimiento procesal
de los derechos sociales. La justicia agraria por ejemplo, se
ha convertido en un poderoso instrumento de la justicia so-
cial en la medida que ha introducido rasgos tutelares que
matizan la desigualdad entre las partes en conflicto. Lo
mismo puede decirse de los avances en el derecho laboral.

No puede desconocerse que México tiene una desigualdad
estructural en donde millones de mexicanos viven en mar-
ginados. Si la desigualdad es un problema estructural en
nuestro país, en el campo en donde se encuentra la mayor
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riqueza natural de nuestro país, la desigualdad alcanza su
más drástica expresión. En el 10% de los mexicanos más
pobres, casi siete de cada diez viven en el campo.

En ese escenario de riqueza natural y pobreza extrema de
quienes viven en ese entorno, podemos fundar las conside-
raciones que justifican un derecho procesal ambiental so-
cial que permita un efectivo acceso efectivo a la justicia.

Como se ha dicho, el acceso a la justicia no solo significa
el presentarse ante los tribunales, es además y fundamen-
talmente, la garantía de una igualdad real de oportunidades
en el desarrollo del proceso.

De acuerdo a ello, cualquier gasto o costo que genere a los
más humildes acudir al a los tribunales e impulsar el pro-
ceso, representa un significativo porcentaje de su ingreso y
dificulta el acceso a la justicia en materia ambiental.

La propuesta de la figura de las acciones ambientales com-
plementarias reconoce dichos argumentos. Por ello, salvo
en el caso de los actores que han probado su pretensión y
se han impuesto acciones ambientales complementarias,
ninguna de las partes será condenada al pago de gastos y
costas judiciales.

Artículo 214.- Definición de acto ilícito.

Para los efectos de la responsabilidad subjetiva y objetiva,
resulta indispensable definir con claridad cuándo el acto
causante de un daño es ilícito. Al respecto, no cabe duda
que un acto es ilícito cuando se realiza en contravención a
las disposiciones legales, reglamentarias, a las normas ofi-
ciales mexicanas, o a las autorizaciones, licencias, permi-
sos o concesiones expedidas por la Secretaría u otras de-
pendencias de la administración pública.

Artículo 215. Competencia federal.

La propuesta para que los Juzgados de Distrito Civiles fe-
derales conozcan de las controversias, acciones y procedi-
mientos de responsabilidad ambientales, reguladas en el
nuevo Título de la LGEEPA, respeta el sistema previsto en
la Constitución y en la Ley Orgánica del Poder Judicial Fe-
deral.

El artículo 104 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece:

Corresponde a los tribunales de la Federación conocer:

I. De todas las controversias del orden civil o criminal
que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de
leyes federales o de los tratados internacionales cele-
brados por el Estado Mexicano. Cuando dichas contro-
versias solo afecten los intereses de los particulares, po-
drán conocer también de ellas, a elección del actor, los
jueces y tribunales del orden común de los Estados y del
Distrito Federal.

La Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, establece la
competencia de los Jueces de Distrito Civiles federales, en
su artículo 53:

Los jueces de distrito civiles federales conocerán:

I. De las controversias del orden civil que se susciten
sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales
(...)

VII. De los asuntos de la competencia de los juzgados
de distrito en materia de procesos federales que no estén
regulados en los artículos 50, 52 y 55 de esta Ley. (com-
petencia residual no civil).

El artículo 73 XXIX-G de la Constitución establece:

El Congreso tiene faculta para:

XXIX-G Para expedir leyes que establezcan la concu-
rrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los
Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, en materia de protección al am-
biente y de preservación y restauración del equili-
brio ecológico.

Es decir, se trata una iniciativa respecto a controversias de
interés público, suscitadas a propósito del cumplimiento y
aplicación de leyes federales (LGEEPA, vida silvestre, fo-
restal etcétera), de cuya adecuada resolución depende la
protección del ambiente, y la preservación y restauración
del equilibrio ecológico.

La imposición de obligaciones económicas que se prevén
en la iniciativa al igual que la imposición de la reparación
del daño, tiene un efecto protector del ambiente, al desin-
centivar nuevas conductas dañosas de los elementos natu-
rales, que violentan la norma. Al inhibir estas conductas, el
ambiente se preserva.



Las obligaciones de reparar o compensar, así como la im-
posición de una obligación económica, traen consigo una
finalidad de protección ambiental. Reparar daños a un ele-
mento ambiental, permite proteger y preservar otros ele-
mentos naturales (vgr: reparar el daño a los bosques, per-
mite proteger los suelos, la infiltración del agua y la
calidad del aire).

Lo mismo puede decirse respecto a la preservación del am-
biente. Reparar el daño ocasionado a los recursos foresta-
les, permite preservar el ecosistema que depende de dichos
recursos, la calidad y cantidad de los acuíferos, así como
los hábitat. Sin reparación de daños puntuales, los ecosis-
temas pierden en lo general viabilidad en el tiempo respec-
to a su equilibrio. De aquí el interés público en estas con-
troversias.

Finalmente, debe apreciarse que no se trata de una acción
civil de reparación patrimonial, sino de una acción am-
biental de características apropiadas a la problemática eco-
lógica, cuya finalidad es la protección del ambiente, y la
preservación y restauración del equilibrio ecológico, que
como reconoce la LGEEPA, son de interés público. Lo que
puede ser regulado constitucional y legalmente, por el
Congreso de la Unión.

Por otro lado, se pretende que la responsabilidad regulada
en el Título Séptimo propuesto, sólo opere en el ámbito de
competencia federal, cuando se trate de materias que ya
fueron previstas o reservadas para la federación, tales co-
mo el manejo de materiales y residuos peligrosos, que son
el único caso de procedencia de responsabilidad, por daños
o afectaciones ocasionados a las personas.

Esto es, la propuesta se dirige únicamente a controversias
sobre la protección del ambiente y la preservación y res-
tauración del equilibrio ecológico, que se susciten con mo-
tivo del cumplimento (incumplimiento) y aplicación de le-
yes federales.5

Respetando el sistema judicial vigente, los jueces y tribu-
nales del orden común de los Estados y del Distrito Fede-
ral, podrán conocer de los daños y afectaciones de compe-
tencia local.

Artículo 216. Responsabilidad de las personas morales
y terceros prestadores de servicios.

Reconociendo la necesidad de que los instrumentos de jus-
ticia ambiental, inhiban los factores reales que determinan

la producción de daños ambientales, tales como malas
prácticas y políticas corporativas, se reconoce la responsa-
bilidad no solo de las personas físicas, sino también la de
las personas jurídicas o morales, en términos generales; así
como también cuando los daños y afectaciones son causa-
dos por sus representantes, administradores, socios, geren-
tes, directores o empleados en el ejercicio de sus funciones,
así como por sus prestadores de servicios.

En este último caso, la responsabilidad será solidaria con la
persona moral contratante del servicio, con la finalidad de
que quienes se benefician al realizar conductas generado-
ras de efectos ambientales negativos, asuman e internalicen
los costos de dicha afectación, tal y como lo prevén los
principios internacionales de derecho ambiental.

Artículo 217. Responsabilidad por omisión.

Muchos de los daños ambientales son generados por omi-
siones en el cumplimiento de las obligaciones de cuidado
que impone la normatividad ambiental. Ello se reconoce
expresamente en el texto de la iniciativa, de manera idénti-
ca a los textos previstos en la normativa penal.

Artículo 218. Responsabilidad correspectiva.

La iniciativa reconoce la responsabilidad correspectiva, fi-
gura ampliamente aceptada y probada en la legislación me-
xicana.

Artículo 219. Supletoriedad.

Habiendo establecido los preceptos sustantivos y procesa-
les especiales de interés público, la iniciativa utiliza suple-
toriamente a los Código federales Civil y de Procedimien-
tos Civiles, siempre que no contradigan las reglas
especiales del sistema de responsabilidad ambiental.

Artículo 220 y 221. Supuestos de responsabilidad y obli-
gaciones consecuentes a la producción de los daños al
ambiente.

Estos artículos establecen los supuestos o hipótesis norma-
tivas en las que surge la responsabilidad ambiental, y con-
secuentemente las obligaciones de reparar o compensar, así
como de realizar acciones ambientales complementarias.

Es de resaltarse lo dicho respecto a la necesidad de reco-
nocer la responsabilidad por ocasionar daños de manera in-
directa, figura fundamental del sistema de responsabilidad
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ambiental, aceptada además por la normatividad vigente
(Ley de Responsabilidad por Daños Nucleares).

La producción de daños genera la obligación primordial de
reparar o compensar ambientalmente, así como de neutra-
lizar los riesgos causados en consecuencia.

Las violaciones de la normatividad realizadas en una forma
tan grave como para producir un daño al ambiente, genera
la obligación de cumplir con acciones ambientales comple-
mentarias, como una medida retributiva, ejemplar y pre-
ventiva.

Cabe señalar que esta obligación no surge simplemente por
la violación de la ley, es decir, de cualquier tipo de viola-
ción, sino únicamente de aquella tan grave como para ser
productora de un daño al entorno. Las infracciones meno-
res se dejan a la responsabilidad administrativa, así como
al trabajo de la PROFEPA.

Como hemos dicho, el monto de esta obligación adicional
puede ser tan pequeño como de cinco días de salario míni-
mo, o tan amplio como de ciento cincuenta y cinco millo-
nes de pesos, dependiendo del tipo de daño, la capacidad
económica para cumplir con la obligación, el ingreso del
responsable, etcétera, condiciones que garantizan el respe-
to pleno del sistema a la Constitución.

Artículos 221 y 222. Responsabilidad objetiva y subje-
tiva en los daños ocasionados al ambiente.

La responsabilidad objetiva y subjetiva se regula de mane-
ra diferente, en los Capítulos dos y tres, en función a la na-
turaleza del bien jurídico afectado, y observando la teoría
civil del riesgo creado hasta ahora aplicada por nuestro tri-
bunales.

La responsabilidad subjetiva opera como regla general. En
contraste, por ser más extensiva y exigible con indepen-
dencia de que exista culpa o negligencia de la persona, la
responsabilidad objetiva se regula como excepción en el
caso de los daños ocasionados al ambiente, limitándola a
actividades que llevan implícito un riesgo, reconociendo el
espíritu analógico del artículo 1913 vigente del Código Ci-
vil Federal, que prevé:

Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumen-
tos, aparatos o substancias peligrosas por sí mismos, por
la velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva
o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que

conduzcan o por otras causas análogas, está obligada a
responder del daño que cause, aunque no obre ilícitamen-
te, a no ser que demuestre que ese daño se produjo por cul-
pa o negligencia inexcusable de la víctima.

Lo mismo resulta aplicable al reconocimiento que ya ha
hecho el legislador, respecto al manejo de materiales y re-
siduos peligrosos, así como a las actividades que se reali-
zan en áreas naturales protegidas de competencia federal,
en términos del artículo 28 de la LGEEPA.

Artículos 223, 224 y 225. Reparación y compensación
ambiental.

En concordancia con los principios internacionales sobre
reparación, los textos propuestos tienen como objetivo que
el daño ocasionado al ambiente, sea primero reparado ma-
terialmente, antes de ser compensado.

Reconociendo que el daño no tiene una naturaleza única-
mente patrimonial, y que trae consigo simultáneamente
una afectación a los servicios ambientales de interés de la
sociedad en su conjunto, debe reconocerse integralmente
en la responsabilidad de su autor. En consecuencia, se pro-
pone la figura de compensación ambiental, que no requie-
re de cuantificación del daño en términos económicos, lo
que muchas veces resulta imposible.

Por ello, la definición de compensación ambiental estable-
ce:

Únicamente cuando resulte material o técnicamente im-
posible el restablecimiento o restauración total o parcial re-
ferido en este artículo, será procedente la compensación
ambiental regulada en el presente Título, así como el pa-
go de daños patrimoniales derivados de la pérdida, deterio-
ro, menoscabo, afectación o modificación de los elementos
naturales. Dicha prelación no será aplicable al pago de los
perjuicios sufridos.

La compensación ambiental se define como una inversión
o pago en dinero, para lograr generar un efecto ambiental-
mente positivo, sustitutivo de la reparación total o parcial
del daño ocasionado al ambiente, según resulte posible, y
equivalente a los efectos adversos ocasionados a los hábi-
tat, a los ecosistemas, a los elementos.

Para la reparación del daño o la compensación ambiental se
aplicarán los niveles y las alternativas de reparación del da-
ño, previstos en las disposiciones legales, reglamentarias y



en las normas oficiales mexicanas que, en su caso, se hu-
bieren expedido para tal efecto.

Artículo 226. Interés difuso, legítimo y jurídico: Acceso
real y efectivo de la ciudadanía a la jurisdicción am-
biental. 

Como hemos dicho, la Declaración internacional emanada
de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio
Ambiente y Desarrollo reconoció: 

El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con
la participación de todos los ciudadanos interesados, en
el nivel que corresponda. En el plano nacional (...) deberá
proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos ju-
diciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de
daños y los recursos pertinentes6.

El derecho a un medio ambiente adecuado que reconoce la
Constitución a favor de toda persona, es de los conceptua-
lizados como derechos difusos.

Es conocido que el procedimiento civil está construido so-
bre bases individualistas, y no da cuenta de los intereses
colectivos o difusos; los intereses difusos o supraindivi-
duales, son los que pertenecen idénticamente a una plurali-
dad de sujetos, en cuanto integrantes de grupos o clases, li-
gadas en virtud de la pretensión de goce de una misma
prerrogativa, de tal forma que la satisfacción del fragmen-
to o porción del interés que atañe a cada individuo, se ex-
tiende por naturaleza a todos, del mismo modo que la le-
sión a cada uno afecta simultánea y globalmente a los
integrantes del conjunto comunitario7. Este es el caso de
los intereses frente a los daños ocasionados al ambiente.

Las soluciones para esta temática no encajan en esquemas
ortodoxos, ni fueron contemplados por los Códigos y leyes
individualistas del siglo XIX. Por ello, para recomponer el
rumbo es necesario revisar los conceptos clásicos, entre
ellos el de la legitimación activa, y la actuación del Juez de
oficio en ciertas hipótesis.

La experiencia del derecho comparado, ofrece diversas res-
puestas legislativas al problema de los intereses difusos y
la legitimación procesal8. Sin embargo, resulta claro que
no es dable reconocer a toda persona acción y acceso al
sistema procesal frente a los daños ambientales, en virtud
de que toda persona, resida o no en nuestro país, se consti-
tuiría en un potencial actor con los congestionamientos ju-

diciales previsibles. Algunos países han reconocido al De-
fensor del Pueblo o al Ministerio Público, legitimación pa-
ra actuar en representación de aquellos que detentan el de-
recho vulnerado, es decir, utilizan la figura de instituciones
públicas intermedias, que como hemos dicho, no resulta
suficiente, ni aceptable en nuestro país.

La propuesta para el sistema mexicano, adopta una solu-
ción más equilibrada. Por una parte, se reconoce el interés
y legitimación necesarios a la Profepa, a las instituciones
de protección ambiental estatales, a los Municipios, así co-
mo al Ministerio Público en donde ocurrió el daño; y por
otra, se reconoce el derecho, interés y legitimación de
quien posea una situación personal de proximidad frente al
daño.

Para definir este último concepto se utilizan dos figuras; la
primera ya explorada por los tribunales mexicanos, corres-
ponde al concepto de pertenencia a la comunidad afectada,
al que hace referencia el artículo 180 de la LGEEPA; en se-
gundo lugar, se introduce un criterio objetivo y cuantifica-
ble que utiliza un radio de distancia determinado entre el
daño y el domicilio de la persona a quien se le reconoce el
derecho, interés y legitimación activa.

Cabe señalar, que en el segundo caso de proximidad per-
sonal frente al daño, se utiliza como criterio la extensión
de la comunidad más amplia de nuestro país, la del Distri-
to Federal.

Descentralización y concurrencia de las entidades fede-
rativas y los Municipios, en el sistema de justicia am-
biental federal.

El proyecto de ninguna manera busca la federalización de
la justicia ambiental. Por el contrario, se prevé que las le-
gislaturas y gobiernos de las entidades federativas expidan
leyes similares al Título propuesto en el ámbito de su com-
petencia.

Asimismo, reconociendo que el ciudadano merece tener a
su alcance el mayor número de instituciones que tutelen su
derecho a un medio ambiente adecuado, se les reconoce
derecho, interés y legitimación, para ejercer la acción de
responsabilidad de competencia federal, no solo a la Profe-
pa, sino también a todas las Procuradurías e instituciones
de protección ambiental de las entidades federativas, en el
ámbito de su circunscripción territorial, así como a los Mu-
nicipios en donde ocurrieron los daños.
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Como ya señalamos, la LGEEPA establece en el principio
XII previsto en el artículo 15 que:

Toda persona tiene derecho a disfrutar de un ambiente ade-
cuado para su desarrollo, salud y bienestar. Las autorida-
des en los términos de esta y otras leyes, tomarán las
medidas para garantizar ese derecho.

Participación de las Organizaciones No Gubernamen-
tales.

El Título propuesto legitima a personas jurídicas públicas,
tanto federales con estatales, a efecto de que funjan como
instituciones intermedias para actuar en representación de
la sociedad afectada por los daños ocasionados al ambien-
te. La función estatal protectora de los intereses ambienta-
les no desaparece, sino se ve reforzada.

Por lo que hace a las personas jurídicas o morales sin fines
de lucro, cuyo objeto es la protección ambiental (ONG�s
ambientalistas), se reconoce la gran importancia de su in-
tervención en el proceso judicial en representación de quie-
nes detentan el derecho y legitimación procesal, en virtud
de su situación personal de proximidad frente al daño oca-
sionado al ambiente.

La iniciativa prevé ciertos requisitos que deben cubrir las
denominadas ONGS.

Artículo 227. Supuestos de responsabilidad y obligacio-
nes consecuentes a la producción de los daños y afecta-
ción a la salud e integridad de la persona.

Este artículo establece los supuestos o hipótesis normativas
especiales en las que surge la responsabilidad civil por da-
ño a la persona, De manera similar a la prevista en la le-
gislación civil ordinaria (artículo 1915 Código Civil Fede-
ral). Se añade simplemente la responsabilidad por daños
indirectos que, como hemos reiterado, es característica del
fenómeno causal ambiental, y consecuentemente de los
efectos de la contaminación en las personas.

Se trata de una vía de acceso a la justicia optativa para los
afectados en su persona, y alternativa en relación a lo pre-
visto por la legislación civil ordinaria.

Se regula también el nacimiento de la responsabilidad por
afectaciones a la integridad de las personas, que es una fi-
gura de nueva creación.

En ambos supuestos se prevén las obligaciones de indem-
nizar o compensar.

Cabe señalar que en estos supuestos no se aplican acciones
ambientales complementarias.

Artículo 228 y 229. Responsabilidad objetiva y subjeti-
va en la responsabilidad por daños y afectaciones a la
salud y la integridad de las personas.

Respecto a los daños y afectaciones ocasionados a la salud
e integridad de las personas por materiales y residuos peli-
grosos liberados al ambiente, se prevé responsabilidad ob-
jetiva exclusivamente en los casos en los que la presencia
de contaminantes en el organismo ocasiona la muerte o da-
ño actual.

La responsabilidad derivada de la afectación la integridad
de la persona por la simple presencia de contaminantes, se
restringe en términos de la responsabilidad subjetiva (solo
por actos ilícitos o infracciones) que nacerá únicamente de
actos violatorios de la normatividad.

Artículos 230 y 231. Forma de indemnizar los daños a
la salud de las personas.

El sistema propuesto añade al sistema civil ordinario pre-
visto en el artículo 1915 del Código Civil Federal los si-
guientes beneficios:

a. La posibilidad de exigir una indemnización por daños
ocasionados de manera indirecta, de acuerdo a la diná-
mica causal ambiental,

b. La posibilidad de acudir a la acción de responsabili-
dad ambiental para vincular en un mismo proceso, fren-
te a una sola autoridad jurisdiccional, el daño ambiental
y el consecuente efecto en la salud de la persona,

c. La posibilidad de exigir prestaciones específicas de
asistencia médica y quirúrgica, hospitalización, medica-
mentos y material de curación, aparatos de prótesis y or-
topedia necesarios, y rehabilitación.

La persona cuya salud haya sido dañada, podrá recibir di-
rectamente del responsable las prestaciones enumeradas en
el artículo anterior, en cuyo caso no podrá reclamar con
posterioridad la indemnización por estos conceptos.



Artículos 232, 233 y 234. Interés jurídico y compensa-
ción por afectación a la integridad de la persona.

Dado a que la afectación de la persona no puede ser tasada
en términos de un daño patrimonial actual, es decir, no se
ha producido aún un efecto nocivo en la salud, la compen-
sación se hará mediante el pago de una cantidad en dinero
por el equivalente a de mil quinientos a cinco mil días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, en el
momento de de dictar sentencia.

Para cuantificar el monto del pago, se tomará en cuenta el
grado de peligrosidad y la cantidad del contaminante que
se haya introducido en el organismo, el tiempo de perma-
nencia en éste, la situación económica del responsable, y el
carácter intencional o negligente de la violación.

CAPÍTULO CUARTO.

Acción y Procedimiento especial de responsabilidad
ambientales.

Uno de los aspectos fundamentales para la consecución de
los fines de la responsabilidad por daños ocasionados al
ambiente y a las personas, es el procesal.

Sin instituciones procedimentales adecuadas, las pretensio-
nes legítimas de los afectados serán inalcanzables en la
práctica judicial. Como se ha dicho:

Es evidente que los problemas de acceso a la justicia am-
biental civil presenta problemas cuya solución debe bus-
carse, en primer término, en reformas legislativas que, en
consonancia con las características del daño ambiental,
trasladen su regulación de los Código Civiles y de proce-
dimientos civiles, concebidos para la tutela de los intere-
ses individuales, a la legislación ambiental.9

Es indispensable, por un lado, que tanto las instituciones
gubernamentales, como las procesales, faciliten la solución
de las controversias de naturaleza ambiental. Por otro, es
necesario evitar que el sistema de responsabilidad sea uti-
lizado como un instrumento de presión ilegítima de los
agentes económicos.

Se trata en suma, de encontrar un balance procesal entre
las demandas sociales de acceso amplio y expedito a los
mecanismos de justicia ambiental, y las inquietudes legíti-
mas de quienes realizan actividades productivas, respecto

al desvío de los mecanismos de justicia de su espíritu y ob-
jetivo.

El Capítulo Cuarto del Título propuesto, responde a este
imperativo con un procedimiento especial de responsabili-
dad, que utiliza de manera complementaria las disposicio-
nes previstas en el Código Federal de Procedimientos Ci-
viles, emplea pesos y contrapesos construidos en la
experiencia jurisprudencial mexicana y extranjera, y regu-
la la cooperación procesal de la administración publica am-
biental, y de las instituciones académicas.

Artículo 235 a 240. Procedimiento de interés público.

El procedimiento de responsabilidad ambiental es un pro-
cedimiento de carácter publicístico, con figuras de interés
social semejantes a aquellas previstas en la normatividad
procedimental agraria o laboral.

Lo anterior obedece a la naturaleza del daño ambiental, así
como a las afectaciones a la salud e integridad de las per-
sonas ocasionada por el manejo indebido de materiales y
residuos peligrosos, así como a las acciones tendientes a su
reparación, compensación e indemnización.

En este proceso especial se reconoce que, a diferencia del
daño civil, el daño ambiental es un daño social dado a que
recae sobre bienes que son objeto de interés general y co-
lectivo, y que puede o no concretase sobre derechos indi-
viduales. Este daño puede considerarse como un daño pú-
blico, teniendo en cuenta que muchos de los bienes con
carácter ambiental cumplen una función social.

Asimismo, la liberación de materiales y residuos peligro-
sos al ambiente es una de las actividades de mayor preocu-
pación social y atención por parte del Estado, por el riesgo
que esto genera para el ambiente y para la sociedad en ge-
neral. De ahí la importancia de declarar de interés público
las figuras procesales previstas en el Título propuesto.

Artículos 241 a 255. Elementos de la demanda y etapa
de Preinstrucción: discusión científica, adversarial y
previa sobre la confiabilidad científica de la demanda.

Como hemos dicho, los juicios para resolver las controver-
sias en materia de daños ocasionados al ambiente y a las
personas, se substanciarán conforme a un procedimiento
especial.
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Dicho procedimiento prevé una etapa inicial de Preinstruc-
ción, que se sitúa previa a la contestación de la demanda, a
efecto de garantizar que las acciones que lleguen a la etapa
de instrucción, sean únicamente aquellas que se sustentan
en elementos probatorios relevantes y confiables, rendidos
por peritos competentes.

Gran parte de la litis de las controversias ambientales se
concentra en aspectos científicos, sin los cuales las preten-
siones de la parte actora han de considerarse infundadas.
La etapa de preinstrucción busca ser una fase de elimina-
ción de demandas infundadas, a través de la discusión cien-
tífica previa.

Adicionalmente, al igual que lo establece la Ley de Ampa-
ro vigente, se propone desincentivar demandas negativas,
posibilitando la imposición de una multa, en los casos en
los que el Tribunal estime que la demanda fue presentada
de manera notoriamente injustificada.

Sección II. La demanda.

En este sentido, se prevé que además de lo dispuesto por el
Código Federal de Procedimientos Civiles, con la deman-
da habrán de acompañarse cierta información que susten-
ten la coherencia y confiabilidad de las afirmaciones del
actor, sobre los daños y afectaciones ocasionados al am-
biente y a las personas que se imputen al demandado, a
efecto de que éstos sean valorados durante la etapa de
preinstrucción. Asimismo, se anunciarán las pruebas que
serán desahogadas en la etapa de instrucción, atendiendo a
los presupuestos confiabilidad científica verificados en la
preinstrucción.

En los casos en los que no resulte posible cumplir con al-
gunos de los elementos periciales preparatorios, antes de
presentada la demanda, por ser necesario realizar algún ac-
to de molestia, deberá justificarse dicho acto al Tribunal en
función a su objeto y necesidad, así como la imposibilidad
para llevarlo a cabo antes de iniciada la etapa de preins-
trucción. Estos argumentos y circunstancias excepcionales,
se valorarán igualmente en esa etapa.

Sección III. Valoración de los méritos de la demanda.
Presupuestos de congruencia lógica, relevancia, confia-
bilidad científica y metodológica, y experiencia profe-
sional del perito.

Con el fin de dar certidumbre a los gobernados frente al
proceso especial de responsabilidad ambiental, y garantizar

que el sistema no será desviado de su fines, la propuesta
busca recoger en la Ley la jurisprudencia y precedentes de
los tribunales de nuestro país, así como la de otros sistemas
judiciales, en relación a los requisitos mínimos de confia-
bilidad científica y metodológica que debe contener la
prueba pericial a desahogarse en la etapa de instrucción, la
congruencia lógica de la demanda, así como la experiencia
necesaria del perito.

Lo anterior, se propone en una etapa de preinstrucción ad-
versarial, en donde el Juez escuchará a las partes, se hará
allegar de elementos de convicción y resolverá sobre:

I. La congruencia lógica de los razonamientos que sus-
tentan la demanda;

II. La confiabilidad científica y metodológica de los ex-
perimentos, operaciones y peritajes propuestos para des-
ahogarse posteriormente durante la instrucción, así co-
mo aquellos que se hubieran practicado con anterioridad
a la presentación de la demanda;

III. La relevancia y aplicabilidad al caso de los razona-
mientos, experimentos, operaciones y peritajes aporta-
dos con la demanda u ofrecidos para desahogo en la eta-
pa de instrucción;

IV. La aplicabilidad al caso de los requisitos, especifica-
ciones, condiciones, procedimientos, estándares, nive-
les, parámetros, límites y alternativas;

V. La capacidad y experiencia de los peritos para prac-
ticar los experimentos, operaciones y peritajes ofrecidos
o a desahogarse en la etapa de instrucción.

De resolverse la valoración de manera favorable al actor, el
Juez  emitirá el auto que abre la etapa de instrucción, co-
rriéndose traslado a la persona contra quien se proponga la
demanda, para que ésta sea contestada en los términos pre-
vistos en el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

En caso contrario, la propuesta busca que el sistema orien-
te debidamente a quienes tienen una pretensión legítima,
pero sustentada en elementos probatorios deficientes. Para
ello, el Juez señalará con toda precisión en qué consisten
las deficiencias, defectos u omisiones que restan con-
gruencia, confiabilidad y relevancia a la demanda previ-
niendo a la actora para que las subsane. De no cumplirse
dicha prevención, o de hacerlo habiendo transcurrido el tér-
mino referido, el Juez desechará la demanda y devolverá al



interesado todos los documentos originales y copias sim-
ples que hubiere exhibido.  Lo anterior, sin embargo, se ha-
rá sin menoscabo del derecho de la parte actora de ejercer
nuevamente su acción.

Resulta de gran valía el estudio comparado de la solución
construida, por la Suprema Corte de Justicia de los Estados
Unidos, al establecer por lo menos cinco factores que de-
ben considerar las Cortes y Tribunales de ese país, al valo-
rar la validez, confiabilidad legal y admisibilidad de los ra-
zonamientos científicos y los testimonios de los peritos10.
Estos son los siguientes:

� La verificación de si la metodología utilizada por el
perito consiste en una hipótesis cuantificable;

� verificación de si la metodología utilizada es maneja-
da por la comunidad científica;

� el conocimiento de errores de metodología conocidos
o potenciales;

� adecuación de la metodología a estándares aplicables
vigentes; y

� aceptación científica de la metodología.

Apoyo de la Administración Pública Federal.

Es necesario reconocer la dificultad para la obtención de
elementos probatorios, que se presenta a quien aspira a de-
mostrar la responsabilidad por daños y afectaciones al am-
biente y a las personas, así como lo expresado en la decla-
ración de Buenos Aires del 24 de septiembre de 2003, en la
que se señala:

Con la finalidad de facilitar la producción de la prueba,
propugnamos la cooperación de organismos adminis-
trativos y universidades (...) que puedan aportar cono-
cimientos y tecnologías

La propuesta establece que los dictámenes y elementos pe-
riciales que obren en los procedimientos administrativos,
penales y jurisdiccionales podrán aportarse y serán evalua-
dos en la etapa de preinstrucción. Quienes ejerzan la acción
de responsabilidad en términos del presente Título, podrán
presentar estas probanzas por sí mismos, o solicitar al Tri-
bunal los requiera de quien los tenga en su poder. Salvo las
reservas expresas de ley, no podrá negarse la entrega de di-
chas constancias.

Asimismo, para los efectos de la reparación del daño am-
biental, los interesados en términos del Título propuesto,
podrán solicitar a la Semarnat la formulación de un dicta-
men técnico al respecto, de conformidad con las disposi-
ciones aplicables de Ley Federal de Derechos. El pago por
este concepto, se destinará al desarrollo de la infraestructu-
ra pericial de dichas dependencias. La Procuraduría y la
Secretaría cuidarán rigurosamente que se observen los as-
pectos de confiabilidad científica y relevancia al caso del
dictamen pericial.

Los gastos por concepto de análisis de laboratorio o de
campo que adicionalmente se requieran para la dictamina-
ción solicitada, correrán a cargo del interesado. 

Sección IV. Medidas precautorias.

La propuesta reconoce el principio precautorio, previsto en
la Declaración de Río sobre ambiente y desarrollo, en el
que se establece que en la protección del ambiente, cuando
exista riesgo de daño serio o irreversible, la falta de certi-
dumbre científica no deberá utilizarse como argumento pa-
ra posponer medidas tendientes a prevenir la degradación
ambiental.

Por ello, en adición a las normas vigentes del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, cuando se tema fundada-
mente que el daño o afectación al ambiente o a las perso-
nas, se incremente o pueda continuar produciéndose; o
bien, cuando hubiere temor fundado de que se oculte los
instrumentos, sustancias, fuentes contaminantes o huellas,
documentos o demás elementos de prueba que acrediten el
daño o el nexo de causalidad entre éste y la conducta u
omisión del demandado; dentro del procedimiento, o antes
de iniciarse éste, podrán decretarse, a solicitud de parte, las
siguientes medidas precautorias:

b. El aseguramiento de documentos, libros, cosas o pa-
peles relacionados con el cumplimiento de las obliga-
ciones jurídicas del demandado, previstas en los orde-
namientos referidos en el artículo 160 de esta Ley, así
como con los daños y afectaciones;

c. El aseguramiento de muestras de materiales, residuos,
líquidos, contaminantes y demás elementos naturales re-
lacionados con el daño o afectación;

d. La suspensión de obras o actividades que representen
un riesgo inminente de daño o afectación; y
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e. Las medidas necesarias para neutralizar el riesgo in-
minente de daño o afectación al ambiente o a las perso-
nas.

El que pida la providencia precautoria deberá acreditar el
derecho que tiene para gestionar y la necesidad de la medi-
da que solicita.

Sección V. Etapa de Instrucción.

La instrucción se regulará en términos de lo previsto por el
Código Federal de Procedimientos Civiles.

Sección VI. Auto composición.

La iniciativa busca privilegiar la solución de los conflictos
ambientales a través del acuerdo de las partes.

Por ello, en el caso de que durante el procedimiento espe-
cial de responsabilidad ambiental, y antes de que se dicte
sentencia definitiva, se lograse un acuerdo entre las partes
en términos de lo previsto por el artículo 168 de esta ley, o
a través de cualquier otro medio de resolución de la con-
troversia, siempre y cuando no se contravengan disposicio-
nes de orden público, el Juez reconocerá dicho acuerdo y
dictará sentencia.

De esta manera se da contenido práctico a las facultad con-
ciliadora conferida a la PROFEPA en la LGEEPA, que has-
ta ahora no ha sido llevada a la realidad.

En este supuesto, a manera de incentivo, no se condenará
al responsable a la realización de las acciones ambientales
complementarias que correspondieren, aún y cuando se ha-
ya violentado la ley.

Atendiendo al interés público que gira en torno al daño am-
biental, el Juez dará vista a la Procuraduría Federal de Pro-
tección al Ambiente a efecto de que en un plazo de ocho dí-
as hábiles, se manifieste sobre los términos de la
reparación o compensación ambiental de daños ocasiona-
dos al ambiente convenidos, cuidando la tutela del am-
biente, así como el cumplimiento de las disposiciones pre-
vistas en esta Ley.

Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior sin
que la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente ma-
nifieste su opinión, se entenderá la conformidad de dicha
institución.

La Sección VI vincula el acuerdo de las partes, con el be-
neficio de reducción de la pena previsto en el artículo 421
del Código Penal Federal.

Sección VII. Elementos de prueba.

Considerando que el procedimiento de responsabilidad
ambiental tiene un carácter publicístico, toda vez que per-
sigue fines de interés general y no solo el de las partes, el
órgano jurisdiccional deberá tener facultades suficientes
para allegarse oficiosamente de los medios de prueba que
considere necesarios, sin más limitación que las estableci-
das en la ley. Lo que ha sido reconocido como indispensa-
ble por el grupo de expertos del PNUMA.

El Juez requerirá a la Secretaría para que aporte todos los
elementos periciales, testimoniales, documentales y demás
elementos de prueba con los que cuente. Los servidores pú-
blicos estarán obligados a cumplir con dicha obligación.

Las partes a su vez podrán solicitar a la SEMARNAT la
formulación de dictámenes técnicos o periciales, previo
pago de los derechos que en su caso establezca la Ley. Los
gastos por concepto de análisis de laboratorio o de campo
que adicionalmente se requieran para la dictaminación so-
licitada correrán a cargo del interesado.

Considerando el costo y dificultad para generar dictámenes
técnicos y periciales, los elementos probatorios que se ge-
neraren en otros procedimientos judiciales podrán utilizar-
se para dar luz sobre los daños ocasionados. En su caso, los
peritos ratificarán su contenido y responderán al cuestiona-
rio que al efecto presente las partes, y a las preguntas que
formule oficiosamente el Juez.

Igualmente las diligencias practicadas en los procedimien-
tos administrativos que se sigan ante la Secretaría, podrán
ofrecerse como prueba en el procedimiento especial de
responsabilidad ambiental. Dicha dependencia deberá ex-
pedir las copias certificadas que le requieran las partes o el
Juez.

Pruebas especiales.

Para calcular el ingreso del responsable necesario para in-
dividualizar el monto de la inversión por acciones ambien-
tales complementarias, el Juez deberá contar con faculta-
des para requerir a este, así como a las dependencias de la
administración pública, la información financiera y fiscal,



y demás informes que resulten necesarios, habiendo para
ello obligación de proporcionarlos.

Tal y como lo prevé la legislación procesal penal, el Juez
valorará en su conjunto los indicios o presunciones que
arrojen las pruebas hasta poder considerarlos como prueba
plena.

Nexo de causalidad, principio precautorio ambiental,
equidad procesal.

Se reconoce que en materia ambiental una de las pruebas
más complejas y costosas corresponde a la del nexo de cau-
salidad. Constituye una de las razones de facto para un de-
negado acceso a la justicia para la ciudadanía. Al respecto,
la iniciativa es aún conservadora respecto a los preceptos
reguladores de esta probanza observados en el derecho
comparado, e incluso en las iniciativas de ley en estudio en
nuestro Congreso federal, pues no propone la reversión de
la carga de la prueba como se ha hecho en otros sistemas
jurídicos.

Lo que se plantea es un estado intermedio en el que el ne-
xo causal se acreditará en grado de probabilidad, tal y co-
mo sucede en la etapa de averiguación previa penal res-
pecto a la probable responsabilidad del inculpado. De esta
forma se equilibra la carga probatoria entre actor y deman-
dado frente a una realidad científica tan compleja como la
ambiental, y se reconoce la desigualdad entre las partes en
conflicto.

Esta propuesta resulta indispensable e impostergable si se
aspira a un proceso de responsabilidad ambiental equitati-
vo, efectivo y aplicable.

Como hemos dicho, México se ha caracterizado por el re-
conocimiento procesal de los derechos sociales. La justicia
agraria por ejemplo, se ha convertido en un poderoso ins-
trumento de la justicia social en la medida que ha introdu-
cido rasgos tutelares que matizan la desigualdad entre las
partes en conflicto. Lo mismo puede decirse de los avances
en el derecho laboral nacional. México tiene una desigual-
dad estructural en donde millones de mexicanos viven
marginados. Si la desigualdad es un problema estructural
en nuestro país, en el campo en donde se encuentra la ma-
yor riqueza ambiental, la desigualdad alcanza su más drás-
tica expresión. Entre el 10% de los mexicanos más pobres,
casi siete de cada diez viven en el campo, cerca de los cuer-
pos de agua, de los suelos fértiles y tierras de cultivo, de los

bosques, de los hábitat, de los ecosistemas frágiles, de las
reservas naturales de las que depende el resto de la pobla-
ción. Son ellos quienes acudirán a nuestros tribunales.

En ese escenario de pobreza extrema de quienes viven en-
tre nuestra riqueza natural, podemos fundar las considera-
ciones que justifican un derecho procesal ambiental social
equilibrado que permita un acceso efectivo a la justicia.

Como se ha dicho, el acceso a la justicia no solo significa
presentarse ante los tribunales, es además y fundamental-
mente, la garantía de una igualdad real de oportunidades en
el desarrollo del procedimiento judicial.

A lo anterior deben añadirse algunas consideraciones sobre
el paradigma ecológico. Muchos de los fracasos en el con-
trol de la contaminación y la destrucción del ambiente, ve-
rificados en los casos citados en esta exposición de moti-
vos, resulta evidente en función de los principios
productivos que justifican el avance comercial, aún y cuan-
do no se conozcan los efectos ambientales y a la salud de
las actividades económicas. De aquí la importancia de re-
conocer procesalmente el principio precautorio ambiental,
pilar de los sistemas jurídicos ambientales del mundo.

El sistema normativo de prevención y control del daño am-
biental, de la contaminación y de los efectos nocivos de és-
ta en la población, se sustenta en premisas frecuentemente
erróneas que no se cumplen, y que deben reconocerse en la
responsabilidad ambiental que nace justamente cuando el
daño se ha producido, es decir, cuando ante todas las ex-
pectativas científicas en contrario, el daño se hace real. 

Entre las expectativas equívocas que sustentan las normas
que permiten la realización de obras y actividades, así co-
mo de operación de fuentes contaminantes, se encuentra:

� El pensar que es posible conocer anticipadamente to-
dos y cada uno de los efectos adversos en el ambiente y
en la salud de los seres vivos, que pueden producir cada
una de las sustancias tóxicas que se producen, comer-
cializan y liberan al ambiente;

� Que de hecho se conocen esos efectos;

� Que esas sustancias no hacen daño en pequeñas canti-
dades y que existe una concentración aceptable de esa
sustancia en el ambiente;
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� Que a partir de ese conocimiento, se puede saber cuán-
to se puede descargar al ambiente de esta sustancia sin
causar daño;

� Que se conoce exactamente y sin excepción la capaci-
dad asimilativa del ambiente y de las personas para to-
da sustancia, incluyendo las tóxicas; y

� Que los seres vivos, incluyendo los humanos, pueden
exponerse a una cierta cantidad de estas sustancias y
hasta acumularla en el organismo, sin sufrir daños;

Se trata de expectativas científica y jurídicamente no rea-
listas que debe reconocerse en el sistema de responsabili-
dad ambiental.

Es esta responsabilidad la que pretende y debe operar pre-
cisamente cuando el daño o afectación ocasionado por una
fuente o infractor puntual, evidencia el fracaso de dichas
expectativas.

Ante un daño real, actual y cuantificable no puede preten-
der transferirse completamente la carga probatoria y su
costo, a quienes han resentido los efectos nocivos de mate-
riales y residuos peligrosos, así como de las actividades da-
ñosas para el ambiente, y se encuentran en clara desventa-
ja frente a los agentes económicos.

Si las normas permisivas y sus presupuestos de certidum-
bre-incertidumbre científica frente a la inocuidad ambien-
tal fallan (lo que se evidencia por el daño ocasionado), no
puede más que equilibrarse la responsabilidad de la incer-
tidumbre científica inicial entre las partes en conflicto.

Transmitir la carga de prueba plena a las comunidades y a
las personas que de hecho han sufrido ya un daño o afecta-
ción, resulta in equitativo, injusto e irracional.

Sección VIII. Sentencia, ejecución y seguimiento.

Se reconoce la declaración de Buenos Aires emitida por el
PNUMA, considerando que es de suma importancia regu-
lar el contenido de la sentencia. Por el interés de la socie-
dad en su conjunto respecto a su eficaz cumplimiento, eje-
cución y seguimiento no puede dejarse ello exclusivamente
a las partes.

La iniciativa crea un régimen especial no previsto en el Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles, en el que intervie-

ne en auxilio del Juez la PROFEPA, posibilitándose acuer-
dos entre las partes y esta institución. Se reconoce que en
esta materia tan técnica y especializada, el Juez requiere
del auxilio de las instancias públicas especializadas.

Además de lo previsto por el Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, la sentencia que se dicte en el procedi-
miento especial de responsabilidad ambiental, deberán pre-
cisar:

I. La obligación de reparar materialmente el daño que
corresponda;

II. Las medidas y acciones necesarias para neutralizar
los riesgos que se ocasionen como consecuencia del da-
ño;

III. La obligación de realizar las acciones ambientales
complementarias de protección, preservación, remedia-
ción o restauración;

IV. El monto de la inversión que corresponda por con-
cepto de acciones ambientales complementarias;

V. El importe que corresponda pagar a favor del actor o
actores que hayan probado su pretensión, correspon-
diente a los gastos realizados para acreditar la responsa-
bilidad; 

VI. La obligación de indemnizar o compensar por con-
cepto de daño a la salud o afectación a la integridad de
la persona, así como el monto del pago que correspon-
da por estos conceptos; y

VII. Los plazos para el cumplimiento de las obligacio-
nes del responsable.

Una vez establecidas las obligaciones principales en la sen-
tencia condenatoria, y habiendo causado ejecutoria, el Juez
dará vista a las partes para que dentro del término de tres
días se pronuncien sobre:

I. La forma, términos y niveles de reparación material
del daño ocasionado al ambiente que se propongan para
cumplir esa la obligación;

II. La imposibilidad total o parcial de reparar material-
mente el daño, y en consecuencia, la forma, lugar y al-
cance de la compensación ambiental total o parcial; y 



III. Las acciones de protección, preservación, remedia-
ción o restauración propuestas para realizar la inversión
por concepto de acciones ambientales complementarias
que haya sido determinada.

IV. Los plazos propuestos para el cumplimiento de las
obligaciones del responsable que, salvo acuerdo de las
partes, no podrá exceder de lo dispuesto en la sentencia.

Si las partes llegaran a un acuerdo respecto a lo anterior,
podrán formular una propuesta conjunta. Nuevamente se
busca incentivar la autocomposición.

Una vez recibida la o las propuestas se le dará vista a la Se-
cretaría, para que en el término de diez días formule su
opinión y anuencia en relación a las mismas.

En caso de que una de las partes fuera omisa, se estará a la
propuesta de la otra, siempre que ésta sea aprobada por la
Secretaría.

En caso de que ambas sean omisas, o las propuestas no
cuenten con la anuencia de la Secretaría, se estará a lo que
disponga dicha dependencia. Para éste efecto, se le reque-
rirá para que formule una propuesta oficial en el término de
ocho días.

Si existiesen diversas alternativas que pudieran generar los
mismos resultados positivos de reparación o compensa-
ción, se optará por la menos onerosa para el responsable.

Recibidas las propuestas y opinión el Juez resolverá en un
plazo de tres días sobre los aspectos referidos en el artícu-
lo 272.

El plazo para el cumplimiento de las obligaciones materia
del presente Título, será fijado por el juez tomando en con-
sideración la naturaleza de las obras o actos necesarios para
reparar el ambiente, cumplir con la compensación ambiental
y las acciones ambientales complementarias, lo propuesto
por las partes, así como la opinión de la Secretaría.

En su caso, se tomará en consideración lo previsto en la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público, así como la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas.

A petición del responsable, los montos que correspondan a
la inversión por concepto de compensación ambiental y

medidas ambientales complementarias, podrán aplicarse a
un solo proyecto.

La inversión por concepto de acciones ambientales com-
plementarias no podrá hacerse en beneficio directo o indi-
recto de la persona responsable.

El obligado podrá realizar personalmente las acciones am-
bientales complementarias, o constituir fideicomisos para
tal efecto. En éste último caso la Secretaría verificará que
los bienes se destinen oportunamente al cumplimiento de la
sentencia, informando al órgano jurisdiccional.

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente auxi-
liará a la autoridad judicial en la verificación del cumpli-
miento a cargo del responsable.

Dicha dependencia informará bimestralmente al Juez sobre
los avances en el cumplimiento de la sentencia. Las partes
podrán manifestar lo que a su derecho convenga respecto
al incumplimiento o deficiente ejecución de dicha resolu-
ción.

Cosa Juzgada.

Finalmente, el artículo 278 propuesto prevé que en las sen-
tencias absolutorias habrá cosa juzgada exclusivamente
respecto a quienes hayan demandado en el juicio por daños
ocasionados al ambiente.

Este precepto resulta indispensable en materia de respon-
sabilidad ambiental, considerando que el daño ocasionado
al entorno es de interés social. No reconocer que la cosa
juzgada obliga únicamente al actor que representó a la so-
ciedad, implica que el resto de la comunidad quedará en es-
tado de indefensión.

Lo anterior resulta justificado ante la ausencia de un siste-
ma de acciones de clase, que resultaría adecuado para esta
materia.

Asimismo, se busca evitar la corrupción del sistema en el
que el propio responsable podría contratar a una parte ac-
tora para que pierda intencionalmente el juicio, eximiéndo-
lo de su responsabilidad.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente:
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Iniciativa con decreto por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, Ley
General de Vida Silvestre, Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos, Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable, Ley de Bioseguridad
de Organismos Genéticamente Modificados y Código
Penal Federal.

Artículo Primero.- Se reforman los artículos 168 párrafo
segundo, 169, 203 y 204; se adicionan los párrafos tercero,
cuarto y quinto al artículo 168, así como los artículos del
205 al 278; se incorpora un Título Séptimo con los Capítu-
los del Primero al Cuarto, el cual comprende los artículos del
203 al 278, todos de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 168.- ...

Durante el procedimiento, y antes de que se dicte resolu-
ción administrativa, el interesado y la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, a petición del primero, podrán
convenir la realización de acciones para la reparación y
compensación de los daños que se hayan ocasionado al am-
biente.

En los convenios administrativos referidos en el párrafo
anterior, podrán intervenir quienes sean parte en el proce-
dimiento especial previsto en el Título Séptimo de esta ley,
siempre que se trate de la misma infracción, hechos y da-
ños.

En la formulación y ejecución de los convenios se obser-
vará lo dispuesto por los  artículos 169, 204 y la Sección VI
del Capítulo Cuarto del Título Séptimo de esta Ley y, en
ellos podrá también acordarse la realización del examen
metodológico de las operaciones del interesado a las que
hace referencia el artículo 38 Bis, así como la atenuación y
conmutación de las multas que resulten procedentes. En to-
do caso, deberá garantizarse el cumplimiento de las obli-
gaciones del infractor, en cualquiera de las formas previs-
tas en el Código Fiscal de la Federación.

La celebración del convenio suspenderá el procedimiento
administrativo y el término para la caducidad, a partir de la
presentación de la solicitud a la autoridad, y hasta por un
plazo de cuarenta y cinco días hábiles.

Artículo 169.- La resolución del procedimiento adminis-
trativo contendrá:

I. Las sanciones a que se haya hecho acreedor el res-
ponsable;

II. Las medidas que el responsable deba llevar a cabo
para corregir las deficiencias, violaciones o irregulari-
dades observadas;

III. El reconocimiento de los términos y obligaciones
derivados del convenio previsto en el artículo anterior, y
las medidas que el responsable deba llevar a cabo para
su cumplimiento. En este supuesto, la resolución del
procedimiento será pública; y

IV. Los plazos para el cumplimiento de las obligaciones
del infractor que se deriven de la resolución.

El infractor deberá informar a la autoridad ordenadora, por
escrito, en forma detallada y dentro de los cinco días si-
guientes al vencimiento del plazo correspondiente, sobre el
cumplimiento de las obligaciones a que se refiere el pre-
sente artículo.

La Procuraduría podrá realizar inspecciones para verificar
el cumplimiento de las obligaciones del infractor. Cuando
del acta que se levante al efecto, se desprenda su incumpli-
miento, podrá imponerse además de las sanciones previstas
en el artículo 171 de esta Ley, una multa adicional que no
exceda el monto previsto en dicho precepto.

En los casos en que el infractor realice las medidas correc-
tivas o de urgente aplicación, subsane las irregularidades
detectadas, o cumpla con las obligaciones derivadas del
convenio previsto en el artículo 168, en los plazos ordena-
dos o acordados por la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente, siempre y cuando el infractor no sea reinci-
dente, ésta podrá revocar o modificar la sanción o sancio-
nes impuestas.

(...)

TÍTULO SÉPTIMO
De la Responsabilidad Ambiental

CAPÍTULO PRIMERO
Disposiciones Generales

Artículo 203.- El presente Título regirá la responsabilidad
ambiental que nace de los daños ocasionados al ambiente,
y la responsabilidad por los daños y afectaciones ocasiona-
dos a la salud e integridad de las personas por materiales y



residuos peligrosos liberados al ambiente, así como la re-
paración, compensación e indemnización exigibles a través
de la acción y el procedimiento especial de responsabilidad
ambientales.

Sus disposiciones tienen por objeto la protección, preser-
vación y restauración del ambiente y el equilibrio ecológi-
co, así como la protección de la persona de los efectos de
la contaminación ambiental, con la finalidad de que se ga-
rantice el derecho a un medio ambiente adecuado para su
desarrollo, salud y bienestar.

Artículo 204.- Las disposiciones sustantivas que regulan la
forma, prelación, alcance, niveles y alternativas de la repa-
ración y compensación de los daños ocasionados al am-
biente y las definiciones, previstas en este Título, serán
aplicables a los convenios y procedimientos administrati-
vos suscritos o sustanciados por la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente, a la auditoria ambiental, así como
a la reparación y compensación ambiental del daño que co-
rresponda a la comisión de los delitos previstos en el Títu-
lo Vigésimo Quinto del Código Penal Federal.

Artículo 205.- La acción de responsabilidad ambiental y el
procedimiento especial previstos por el presente Título, po-
drán ejercerse y sustanciarse independientemente de los
procedimientos administrativos, así como de las acciones
civiles y penales que, en su caso, sean procedentes.

Lo anterior, sin perjuicio de la acumulación que resulte
procedente en términos de esta ley y de la legislación civil
federal.

Artículo 206.- Se consideran de interés público la repara-
ción, compensaciones e indemnización, así como las ac-
ciones ambientales complementarias reguladas por el pre-
sente Título.

Son nulos de pleno derecho, los convenios, contratos y de-
más acuerdos de voluntades que restrinjan o excluyan la
responsabilidad ambiental, o contravengan las disposicio-
nes del presente Título. 

Artículo 207.- Se entiende por daño ocasionado al am-
biente la pérdida, deterioro, menoscabo, afectación o mo-
dificación adversas y mensurables de los hábitat y de los
ecosistemas, de los elementos naturales o de sus condicio-
nes químicas, físicas y biológicas, y de las relaciones de
interacción que se dan entre éstos.

Artículo 208.- Para los efectos de la responsabilidad am-
biental y penal, no se considerarán adversas las pérdidas,
deterioros, menoscabos, afectaciones o modificaciones
que:

I. Hayan sido claramente manifestados por el responsa-
ble y explícitamente identificados, delimitados en su al-
cance, evaluados, mitigados y autorizados por la Secre-
taría, previamente a la realización de la conducta que
los origina, mediante la evaluación del impacto am-
biental; o

II. No rebasen las cantidades mínimas necesarias para
considerarlos significativos, de conformidad a las Nor-
mas Oficiales Mexicanas que haya emitido la Secretaría
de conformidad al artículo 209 de esta Ley.

Artículo 209.- A efecto de otorgar certidumbre e inducir a
los agentes económicos a asumir los costos de los daños
ocasionados al ambiente, la Secretaría emitirá normas ofi-
ciales mexicanas, que tengan por objeto establecer las can-
tidades mínimas de deterioro, pérdida, menoscabo, afecta-
ción, modificación y contaminación, necesarias para
considerarlos como adversos en términos del párrafo pri-
mero de este artículo. Para ello, se garantizará que dichas
cantidades sean significativas y se consideren, entre otros
criterios, el de la capacidad de regeneración de los elemen-
tos naturales.

La falta de expedición de las normas referidas en el párra-
fo anterior, no eximirá de la obligación de reparar el daño
que se haya ocasionado.

Artículo 210.- Para los efectos de este Título se considera
daño a la salud de la persona, la incapacidad, enfermedad,
deterioro, menoscabo, muerte o cualquier otro efecto nega-
tivo que se le ocasione directa o indirectamente por la ex-
posición a materiales o residuos peligrosos, o bien, por la
liberación, descarga, desecho, infiltración o incorporación
de uno o más de dichos materiales o residuos en la atmós-
fera, agua, suelo, subsuelo, manto freático, o en cualquier
elemento natural o medio.

Se considera como afectación a la integridad de la persona,
la introducción no consentida por ella en su organismo, de
uno o más contaminantes o la combinación o derivación de
ellos, que resulte directa o indirectamente de la exposición
a materiales o residuos peligrosos, o bien, de la liberación,
descarga, desecho, infiltración o incorporación ilícitas de
dichos materiales o residuos en la atmósfera, agua, suelo,
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subsuelo, manto freático o cualquier elemento natural o
medio.

Artículo 211.- El daño ocasionado a la ambiente es una
consecuencia concurrente con el daño patrimonial sufrido
por los propietarios de los elementos naturales. Su repara-
ción y compensación serán preferentes respecto al cumpli-
miento de otras obligaciones patrimoniales que correspon-
dan en términos de la legislación civil.

La reparación material del daño ocasionado al ambiente,
consistente en el restablecimiento de la situación anterior
prevista en el artículo 1915 del Código Civil Federal, ex-
cluirá el pago de los daños patrimoniales.

Las indemnizaciones por daños causados a la personas en
términos del artículo 1915 del Código Civil Federal, o al
patrimonio de éstas que procedan de conformidad a la le-
gislación ordinaria, podrán reclamarse a través de la acción
y el procedimiento especial de responsabilidad ambiental,
de acuerdo a lo previsto por este Título. En ese caso se ex-
cluirá el ejercicio simultáneo de la acción civil. La com-
pensación por afectación a la integridad de las personas
procederá independientemente de las anteriores.

Se exceptúan de la responsabilidad regulada en el Capítulo
Tercero del presente Título, los daños o afectaciones que
puedan ser reclamados en términos de la Ley Federal del
Trabajo, o la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio
del Estado.

Artículo 212.- Las acciones ambientales complementarias
previstas en el presente Título, serán accesorias a la repa-
ración o compensación del daño ocasionado al ambiente, y
consistirán en actividades de protección, preservación, re-
mediación o restauración del ambiente, con un monto de
inversión equivalente a de cinco a quinientos días del in-
greso del obligado.

El día de ingreso del obligado se calculará en razón a su
percepción neta diaria, considerando todos sus ingresos, y
su límite inferior será el equivalente a un día de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal. Para determi-
nar la percepción neta diaria se tomará en cuenta el prome-
dio de la percepción neta diaria correspondiente al ejercicio
fiscal del año inmediato anterior a la sentencia.

En ningún caso la inversión por acciones ambientales com-
plementarias, podrá exceder la suma de ciento cincuenta y
cinco millones de pesos. Dicha cantidad tendrá un incre-

mento equivalente al aumento porcentual anual correspon-
diente al Índice Nacional de Precios al Consumidor publi-
cado por el Banco de México, a partir de la entrada en vi-
gor de la presente disposición. El importe máximo no
incluirá los intereses legales ni el pago de las erogaciones
hechas para acreditar la responsabilidad.

Si el responsable acredita haber realizado el pago de una
multa impuesta por la Procuraduría Federal de Protección
la Ambiente o la Comisión Nacional del Agua, en conse-
cuencia a la realización de la misma conducta ilícita que
dio origen a su responsabilidad, el Juez de Distrito tomará
en cuenta dicho pago en el cálculo de la inversión por ac-
ciones ambientales complementarias, sin que ésta puedan
exceder el límite previsto para el caso en este Título.

Artículo 213.- Siempre que se ejercite la acción de res-
ponsabilidad por daño al ambiente, se entenderán por de-
mandadas las medidas ambientales complementarias.

El monto de la inversión por concepto de acciones am-
bientales complementarias, lo individualizará el juez to-
mando en cuenta la capacidad económica del responsable,
la gravedad del daño o afectación ocasionado, y el carácter
intencional o negligente de la violación, y se asegurará que
se neutralice el beneficio económico obtenido, si lo hubie-
re, se garantice prioritariamente el monto de las erogacio-
nes del actor o actores que hayan sido necesarias para acre-
ditar la responsabilidad, y sea suficiente para inhibir
conductas futuras similares.

En ningún caso el Juez podrá dejar de condenar al respon-
sable al cumplimiento de las acciones ambientales comple-
mentarias, sin embargo, se absolverá de esa obligación si
con ello se afecta el interés público, o implica modificación
en la aplicación del presupuesto de egresos de la federa-
ción.

Siempre que se trate de reincidencia en términos del artí-
culo 171 de esta ley, el monto de la inversión se incremen-
tará en una mitad.

En su caso, el juez deducirá del monto de la inversión co-
rrespondiente a las acciones ambientales complementarias
a cargo del responsable, el importe de las erogaciones que
el actor o actores que hayan probado su pretensión hubie-
ren realizado para acreditar la responsabilidad, y el respon-
sable tendrá la obligación de consignarlo al juzgado para su
entrega a aquellos. El pago de dicho importe será preferen-
te respecto de cualquiera otra obligación.



Salvo en los casos previstos en este Título, ninguna de las
partes será condenada al pago de gastos y costas judiciales.

Artículo 214.- Para los efectos de este Título, se entende-
rá que obra ilícitamente el que realiza una conducta activa
u omisiva en contravención a las disposiciones legales, re-
glamentarias, a las normas oficiales mexicanas, o a las au-
torizaciones, licencias, permisos o concesiones expedidas
por la Secretaría u otras dependencias de la administración
pública.

Artículo 215.- Son daños ocasionados al ambiente, daños
a la salud y afectaciones a la integridad de la persona de
competencia federal, aquellos que se susciten a causa de
conductas reguladas por leyes u ordenamientos de carácter
general federales, respecto a materias de competencia fe-
deral.

Artículo 216.- Las personas morales son responsables de
los daños al ambiente, de los daños a la salud, así como de
las afectaciones a la integridad de las personas, ocasiona-
dos por sus representantes, administradores, socios, geren-
tes, directores o empleados, cuando sean omisos o actúen
en el ejercicio de sus funciones, en representación o bajo el
amparo de la persona moral, o bien, cuando ordenen o con-
sientan la realización de las conductas dañosas.

Las personas que se valgan de un tercero, o determinen o
contraten a un tercero para realizar la conducta causante de
los daños o afectaciones, serán solidariamente responsa-
bles con éste, salvo en el caso de que se trate de la presta-
ción de servicios de confinamiento de residuos peligrosos
realizada por empresas autorizadas por la Secretaría.

En el caso de contratación de servicios de transporte de
materiales y residuos peligrosos, la responsabilidad solida-
ria del transportista y el generador cesará, una vez que los
residuos sean entregados a un destinatario final autorizado
por la Secretaría.

No existirá responsabilidad alguna, cuando el daño o afec-
tación al ambiente o a las personas tenga como causa ex-
clusiva un caso fortuito o de fuerza mayor.

Artículo 217.- Los daños y afectaciones materia del pre-
sente título, será atribuibles a la persona física o moral que
omita impedirlos, si ésta tenía el deber jurídico de evitar-
los. En estos casos se considerará que el daño o afectación
es consecuencia de una conducta omisiva, cuando se deter-
mine que el que omite impedirlo tenía el deber de actuar

para ello, derivado de una ley, de un contrato o de su pro-
pio actuar precedente.

Artículo 218.- Cuando se acredite que el daño o afecta-
ción, fue ocasionado por dos o más personas, y no fuese
posible la determinación precisa del daño aportado por ca-
da responsable, todas serán responsables solidariamente de
la reparación, compensación o indemnización que resulta-
re, sin perjuicio, en su caso, del derecho de repetición en-
tre sí.

Artículo 219.- En lo no previsto por este Título, se aplica-
rán las disposiciones del Código Civil Federal y del Códi-
go Federal de Procedimientos Civiles, siempre que no con-
travengan lo dispuesto en esta ley.

La responsabilidad por daños ocasionados al ambiente, a
sus elementos, o a la salud de las personas y sus obligacio-
nes consecuentes, reguladas por la Ley General de Vida
Silvestre, Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos, Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable, Ley de Aguas Nacionales y Ley de Bioseguri-
dad de Organismos Genéticamente Modificados, así como
por otras leyes federales de contenido ambiental; podrán
reclamarse mediante la acción y procedimiento especial de
responsabilidad ambientales, de conformidad a lo previsto
esas leyes y el presente Título.

CAPÍTULO SEGUNDO
De las Obligaciones Derivadas 

de los Daños Ocasionados al Ambiente

Artículo 220.- Toda persona física o moral que con su ac-
ción u omisión ocasione directa o indirectamente un daño
al ambiente, será responsable y estará obligada a la repara-
ción de los daños, o bien, a la compensación ambiental que
proceda, en los términos del presente Título.

De la misma forma, estará obligada a realizar las acciones
necesarias para neutralizar los riesgos que se ocasionen co-
mo consecuencia del daño.

Artículo 221.- La responsabilidad por daños ocasionados
al ambiente de competencia federal será subjetiva, y nace-
rá de actos u omisiones ilícitos.

Cuando el daño sea ocasionado por un acto u omisión ilí-
citos, la persona responsable estará además obligada reali-
zar acciones ambientales complementarias.
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Artículo 222.- De manera excepcional, la responsabilidad
referida en el presente capítulo será objetiva y exigible con
independencia de que exista o no ilicitud, culpa o negli-
gencia, cuando los daños ocasionados al ambiente deven-
gan directa o indirectamente de:

I. La generación, almacenamiento, transporte, manejo,
abandono, desecho y disposición final de materiales y
residuos peligrosos; de la emisión, descarga, infiltración
o liberación a la atmósfera, al suelo, subsuelo, agua,
manto freático o cualquier otro medio, de estos materia-
les o residuos; así como de alguna otra actividad u omi-
sión relacionada con ellos;

II. El uso u operación de embarcaciones o vehículos en
áreas naturales protegidas de competencia federal o en
áreas en las que existan arrecifes de coral; o bien,

III. La liberación de energía térmica resultante de activi-
dades reguladas por la normatividad federal. Se entende-
rá por energía térmica aquella que cede un cuerpo a otro
como consecuencia de una diferencia de temperaturas.

Artículo 223.- La reparación de los daños ocasionados al
ambiente consistirá en la restauración, restablecimiento,
recuperación o remediación de los hábitat, de los ecosiste-
mas, de los elementos naturales o de sus condiciones quí-
micas, físicas o biológicas, o de las relaciones de interac-
ción que se dan entre éstos, de conformidad a la situación
en la que se encontraban antes de ocurrido el daño.

En los casos en los que resulte material o técnicamente im-
posible la reparación total o parcial del daño al ambiente,
deberá realizarse la compensación ambiental, y el pago de
los daños patrimoniales que correspondan en términos de
la legislación civil. En todo caso procederá el pago de los
perjuicios sufridos.

La compensación ambiental podrá ser total o parcial. En
éste último caso, la misma será fijada en la proporción en
que no haya sido posible restaurar, reestablecer, recuperar
o remediar el bien, las condiciones o relación de interac-
ción dañados.

Artículo 224.- No obstante lo dispuesto en el artículo an-
terior, para la reparación del daño o la compensación am-
biental se aplicarán los niveles y las alternativas de repara-
ción del daño previstos en las disposiciones legales,
reglamentarias y en las normas oficiales mexicanas que, en
su caso, se hubieren expedido para tal efecto.

La falta de expedición de las normas referidas en el párra-
fo anterior, no eximirá de la obligación primordial de repa-
rar de acuerdo a la situación anterior al daño, en los térmi-
nos que pericialmente resulten procedentes.

Artículo 225.- La compensación ambiental consistirá en la
inversión que el responsable haga directamente, para lograr
generar un efecto ambientalmente positivo, sustitutivo de
la reparación total o parcial del daño ocasionado al am-
biente, según corresponda, y equivalente a los efectos ad-
versos ocasionados a los hábitat, a los ecosistemas, a los
elementos naturales y sus condiciones químicas, físicas y
biológicas, y a las relaciones de interacción que se dan en-
tre éstos.

Dicha inversión deberá hacerse en el ecosistema o región
ecológica en donde se hubiese ocasionado el daño.

Artículo 226.- Se reconoce derecho e interés legítimo pa-
ra ejercer la acción de responsabilidad ambiental, y de-
mandar la reparación y compensación de los daños ocasio-
nados al ambiente, así como el cumplimiento de las
medidas ambientales complementarias a las que se refiere
el presente Título, a:

I. Toda persona física en función a su situación personal
de proximidad frente al daño;

II. Toda persona que haya sufrido un daño en su salud o
patrimonio, o bien, una afectación a su integridad, con
motivo del daño ocasionado al ambiente;

III. Las personas morales privadas mexicanas, sin fines
de lucro, cuyo objeto social sea la protección al am-
biente en general, o de alguno de sus elementos, ac-
tuando en representación de las personas físicas que de-
tentan el derecho e interés reconocido en este Capítulo;

IV. Las Procuradurías o instituciones que ejerzan fun-
ciones de protección ambiental de las entidades federa-
tivas en el ámbito de su circunscripción territorial;

V. El Municipio en donde se hubiere ocasionado el daño;

VI. La Federación a través del Ministerio Público de la
Federación; así como a

VII. La Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente.



Se entiende que existe una situación personal de proximi-
dad frente al daño ocasionado al ambiente, cuando la per-
sona física habita en la comunidad posiblemente afectada
por el daño, o bien, cuando su domicilio se ubica a una dis-
tancia igual o menor a cincuenta y cinco kilómetros de
aquél.

Las personas morales referidas en la fracción III de este ar-
tículo, deberán acreditar que fueron legalmente constitui-
das por lo menos tres años antes de la presentación de la
demanda por daño ocasionado al daño al ambiente. Para
acreditar la representación a que se refiere dicha fracción,
bastará la presentación de carta poder simple suscrita por el
representado, el representante y dos testigos.

Las personas referidas en las fracciones I, II y III tendrán
además derecho e interés legítimo para reclamar el pago de
las erogaciones que hayan hecho para acreditar la respon-
sabilidad ambiental.

CAPÍTULO TERCERO
De las Obligaciones Derivadas 

de los Daños y Afectaciones a la Salud 
y a la Integridad de la Personas

Artículo 227.- Las personas físicas o morales que con su
acción u omisión, ocasionen directa o indirectamente un
daño a la salud o afectación a la  integridad de las personas,
en términos del artículo 210 de esta Ley, serán responsa-
bles y estarán obligadas al pago de una indemnización o
compensación de conformidad a lo previsto en el presente
Capítulo.

Artículo 228.- La responsabilidad por daño ocasionado a
la salud de las personas con materiales o residuos peligro-
sos liberados al ambiente, al que se refiere el artículo 210
de esta Ley, será objetiva y exigible con independencia de
que exista o no ilicitud, culpa o negligencia.

La responsabilidad por afectación la integridad de las per-
sonas con materiales y residuos peligrosos liberados al am-
biente, a la que se refiere el artículo 210,  será subjetiva y
nacerá de actos u omisiones ilícitos.

Artículo 229.- Se exonerará total o parcialmente al de-
mandado del pago de la indemnización o compensación, si
quien reclama el daño o afectación los produjo o contribu-
yó a su producción por negligencia inexcusable o por ac-
ción u omisión dolosa.

Artículo 230.- La reparación del daño ocasionado a la sa-
lud de la persona con materiales o residuos peligrosos libe-
rados al ambiente, se hará mediante la indemnización pre-
vista por el artículo 1915 del Código Civil Federal, y
comprenderá también el pago de:

I. La asistencia médica y quirúrgica;

II. La hospitalización;

III. Los medicamentos y material de curación;

IV. Los aparatos de prótesis y ortopedia necesarios, y

V. La rehabilitación.

Lo anterior, durante el tiempo necesario para el restableci-
miento del afectado, y sin menoscabo de la posibilidad de
que se acredite un monto superior, durante el procedimien-
to especial de responsabilidad ambiental.

Si las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo no fue-
ran suficientes para hacer el cálculo de la indemnización, el
órgano jurisdiccional valorará los elementos probatorios
que le aportaren las partes y aquellas que tuviere a su al-
cance.

La reparación del daño a la salud de las personas que re-
sulte procedente en términos de esta Ley, será preferente
respecto a las indemnizaciones patrimoniales que corres-
pondan en términos de la legislación civil.

Artículo 231.- La persona cuya salud haya sido dañada,
podrá recibir directamente del responsable las prestaciones
enumeradas en el artículo anterior, en cuyo caso no podrá
reclamar con posterioridad la indemnización por estos con-
ceptos.

Artículo 232.- La compensación por afectación a la inte-
gridad de las personas, se hará mediante el pago de una
cantidad en dinero por el equivalente a de mil quinientos a
cinco mil días de salario mínimo general vigente en el Dis-
trito Federal, en el momento de de dictar sentencia.

Para cuantificar el monto del pago, se tomará en cuenta el
grado de peligrosidad y la cantidad del contaminante que
se haya introducido en el organismo, el tiempo de perma-
nencia en éste, la situación económica del responsable, y el
carácter intencional o negligente de la violación.
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Cuando la afectación ocasionada a las personas, tenga co-
mo resultado el riesgo o peligro de desarrollar alguna en-
fermedad o afectación futura, el monto de la compensación
se incrementará en una mitad más.

Artículo 233.- El monto de la condena por indemnización
y compensación se cubrirá en una sola exhibición. En caso
de muerte, la indemnización o compensación corresponde-
rá a la sucesión del afectado en términos de lo establecido
el Libro Tercero del Código Civil Federal.

El órgano jurisdiccional deducirá del monto que corres-
ponda por concepto de indemnización, los pagos que, en su
caso, se hubieren hecho con anterioridad por concepto de
compensación por afectación a la integridad de la persona.

Artículo 234.- Toda persona que haya recibido una afecta-
ción o daño con materiales y residuos peligrosos liberados
al ambiente, tiene derecho e interés jurídico para ejercer la
acción de responsabilidad ambiental, y reclamar el pago de
la indemnización o compensación correspondientes, así co-
mo las erogaciones hechas para acreditar la responsabili-
dad prevista en este Capítulo.

CAPÍTULO CUARTO
Acción y Procedimiento 

de Responsabilidad Ambientales

Sección I
Reglas Generales

Artículo 235.- La acción de responsabilidad ambiental se
ejercerá para demandar el cumplimiento de las obligacio-
nes y prestaciones previstas en el presente Título, a través
del procedimiento especial regulado en este Capítulo.

Se aplicarán las disposiciones del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles, siempre que estas no sean contrarias a
lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 236.- Conocerán de las acciones por afectaciones
y daños de competencia federal reguladas en el presente
Título, así como del procedimiento especial de responsabi-
lidad ambiental, los Juzgados de Distrito competentes para
conocer de las controversias del orden civil, que se susci-
ten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales.

Artículo 237.- El Juez que conozca del procedimiento es-
pecial de responsabilidad ambiental deberá informar a la

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y a la
Secretaría de Salud, según sea el caso, de los procedimien-
tos especiales de responsabilidad ambiental que se inicien,
a efecto de que se realicen las medidas preventivas y co-
rrectivas procedentes en el ámbito de sus atribuciones.

Artículo 238.- La acción de responsabilidad ambiental
prescribe en veinte años, contados a partir del día en que
cesa la acción u omisión generadora del daño o afectación.

Artículo 239.- Se acumularán al procedimiento especial de
responsabilidad ambiental:

I. Los procedimientos de responsabilidad ambiental ini-
ciados con posterioridad por los mismos hechos, res-
ponsable y daños o afectaciones. En este caso, se nom-
brará como representante común al que designen los
interesados, y si no fuere hecho esto en el término co-
rrespondiente, el Tribunal designará a quien primero ha-
ya interpuesto demanda; y

II. Los procesos por daño al patrimonio o a la salud de
las personas que pudieran resultar en sentencias contra-
dictorias.

Artículo 240.- El ejercicio de la acción de responsabilidad
ambiental requiere:

I. La existencia de un derecho;

II. La capacidad para ejercitar la acción por sí o por le-
gítimo representante; y

III. El interés jurídico o legítimo del actor.

Sección II
De la demanda

Artículo 241.- Además de lo dispuesto por el Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles, la demanda deberá conte-
ner los siguientes elementos:

I. La mención de la conducta dañosa que se le imputa al
demandado;

II. El razonamiento lógico que sustenta la existencia del
daño o afectación ocasionados, que habrán de probarse
durante la etapa de instrucción, así como la mención de
la metodología a utilizarse para ello;



III. El razonamiento lógico sobre el probable nexo cau-
sal entre los daños y afectaciones ocasionados con la
conducta imputada al demandado, así como la metodo-
logía a utilizarse para probarlo en la etapa de instruc-
ción;

IV. La mención de los hechos, conductas o causas dis-
tintos a los actos u omisiones imputados al demandado
de las que se tenga conocimiento, que pudieron haber
ocasionado el daño o afectación, y el razonamiento ló-
gico por el cual, en el caso, se descartaron o deberán
descartarse total o parcialmente;

V. El nombre y domicilio de los peritos;

VI. La mención de los experimentos, operaciones y pe-
ritajes que se hubieran practicado con anterioridad a la
presentación de la demanda por la parte actora, institu-
ciones pública o terceros, y resulten relevantes respecto
a los elementos previstos en las fracciones I, II, III  y IV
de este artículo;

VII. El razonamiento sobre la necesidad e idoneidad de
los experimentos, operaciones y peritajes a desahogarse
durante la instrucción para probar los elementos referi-
dos en las fracciones I, II y III;

VIII. El señalamiento de la metodología utilizada o a
utilizarse en los experimentos, operaciones y peritajes
referidos en la fracciones VI y VII;

IX. El señalamiento de los requisitos, especificaciones,
condiciones, procedimientos, estándares, niveles, pará-
metros, límites y alternativas previstos en la normativi-
dad vigente aplicables a la prueba pericial, así como la
expresión de su aplicación en el caso; y

X. El señalamiento de los hechos y circunstancias que
sustenten las afirmaciones y conclusiones que, en su ca-
so, hayan formulado los peritos, en términos de la frac-
ción VI de este artículo, así como las razones, conside-
raciones y motivos que se hayan tenido en cuenta para
arribar a aquéllas.

XI. El nombre y domicilio en donde pueda ser notifica-
do el tercero, cuyos bienes puedan ser afectados por la
reparación de los daños.

Artículo 242.- Con la demanda deberán presentarse:

I. Las constancias que acreditan la capacidad, idoneidad
y experiencia profesional de los peritos que proponga la
parte actora respecto a lo que habrá de probarse;

II. La copia certificada de la cédula profesional o título
en la ciencia a que pertenezca la cuestión sobre la que
ha de pronunciarse el perito, si la profesión estuviere le-
galmente reglamentada;

III. Las constancias de las operaciones, experimentos y
peritajes que se hubieran practicado con anterioridad,
así como aquellas que sustenten las afirmaciones y con-
clusiones que, en su caso, hayan formulado los peritos.
Podrá solicitarse al Juez requiera a las autoridades la
certificación correspondiente.

Artículo 243.- Con la demanda deberán ofrecerse las prue-
bas que se consideren necesarias, mismas que serán acor-
dadas durante la dilación probatoria.

Cuando alguno de los elementos, constancias o documen-
tos previstos en esta Sección no pueda ser presentado con
la demanda, por ser necesario realizar previamente algún
acto de molestia, o por no tenerlos el actor en su posesión,
se ofrecerá justificando la imposibilidad para presentarlo,
así como la necesidad del acto, lo que será valorado por el
Juez en la etapa de preinstrucción. Si se tratare de docu-
mentales, se señalará el archivo o lugar en el que se en-
cuentren para que se mande expedir copia de ellos. En es-
te caso, si los documentos se encontraren en posesión de
una autoridad administrativa las copias se harán con cargo
a la misma.

Los dictámenes, elementos técnicos y periciales, así como
otras documentales conducentes que obren en los procedi-
mientos administrativos, penales y jurisdiccionales, podrán
ser requeridos directamente por las personas legitimadas
en términos de este Título o a través del órgano jurisdic-
cional, y ofrecidos como elementos probatorios. Los servi-
dores públicos estarán obligados a cumplir con este reque-
rimiento.

Artículo 244.- Cuando se ejerza una acción, respecto a da-
ños o afectaciones ocasionados por o desde una embarca-
ción, o desde un inmueble, obra o instalación, y se ignore
quién es la persona contra la que deba enderezarse la de-
manda, no será necesario indicar su nombre, sino que bas-
tará con la identificación clara de la embarcación o la ubi-
cación precisa del inmueble, obra o instalación para que se
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tenga por señalado al demandado. El emplazamiento se ha-
rá en términos de lo previsto por el artículo 315 de Código
Federal de Procedimientos Civiles.

Sección III
Etapa de Preinstrucción

Artículo 245.- Reunidos los requisitos de la demanda a
que se refiere la Sección anterior y los previstos por el Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles, el juez la admitirá
y abrirá el procedimiento a la etapa de preinstrucción, la
que deberá resolverse en un término no mayor a treinta y
cinco días hábiles.

Si faltare sin justificación alguno de los elementos o cons-
tancias previstos en la sección II del presente Capítulo, o
hubiese oscuridad o irregularidad respecto a ellos, el Juez, en
el término de tres días prevendrá por una sola vez al actor,
para que los complete, corrija o aclare, en un término igual.

Artículo 246.- Dentro de los tres días contados a partir del
día siguiente a la admisión de la demanda, o al día si-
guiente del desahogo de la prevención referida en el párra-
fo anterior, el Juez deberá requerir la opinión técnica de la
Secretaría respecto a:

I. La congruencia lógica de los razonamientos referidos
en las fracciones II, III y IV del artículo 241, sin prejuz-
gar sobre su prueba;

II. La confiabilidad científica y metodológica de los ex-
perimentos, operaciones y peritajes propuestos para des-
ahogarse durante la instrucción, así como la de aquellos
que se hubieran practicado con anterioridad a la presen-
tación de la demanda;

III. La relevancia para el caso de los razonamientos, ex-
perimentos, operaciones y peritajes contenidos en los
elementos referidos en el artículo 241;

IV. La aplicabilidad de los requisitos, especificaciones,
condiciones, procedimientos, estándares, niveles, pará-
metros, límites y alternativas referidos en la fracción IX
del artículo 241;

V. La capacidad, idoneidad y experiencia profesional de
los peritos propuestos por la parte actora;

Al respecto, deberá hacerse referencia exclusivamente a la
información y documentos previstos en el artículo 242. Pa-

ra tal efecto, se correrá traslado con copia de la demanda y
de las constancias presentadas por el actor.

Artículo 247.- Para la valoración y resolución referida en
el artículo 252 el Juez podrá solicitar la opinión de aquellas
dependencias o entidades de la administración pública que
pudieran aportar elementos sobre los aspectos previstos en
el artículo 241, o bien, la de instituciones académicas es-
pecializadas.

La Secretaría, las dependencias, entidades o instituciones
requeridas en términos de este artículo, deberán dar con-
testación en un término que no podrá exceder de ocho días
hábiles.

Artículo 248.- En su caso, la Secretaría y las demás de-
pendencias y entidades de la Administración Pública, así
como las instituciones académicas deberán manifestar  las
deficiencias de confiabilidad, relevancia, aplicabilidad, ca-
pacidad, idoneidad y experiencia a que se el artículo 246,
así como la forma adecuada para que los elementos de la
demanda sean razonablemente corregidos, aportando los
elementos con que se tuvieren.

Si contase con datos para suplir la deficiencia de los razo-
namientos contenidos en los elementos periciales prepara-
torios ofrecidos, la Secretaría o dependencias requeridas
estarán obligadas a aportarlos oficiosamente.

Artículo 249.- En caso de omisión de las dependencias o
entidades requeridas, el órgano jurisdiccional aplicará a los
servidores públicos responsables los medios de apremio
previstos en el Código Federal de Procedimientos Civiles,
independientemente de la responsabilidad administrativa
que corresponda.

Artículo 250.- La información que se proporcione para los
efectos de los artículos 246 a 248, a las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal, así como a
las instituciones académicas, tendrá carácter de reservada
respecto a los particulares ajenos al procedimiento.

Los servidores públicos de las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal y el personal de las ins-
tituciones académicas, deberán guardar estricta confiden-
cialidad respecto de la información a que se refiere el pá-
rrafo anterior. En caso de omisión, se estará a lo dispuesto
por la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos y el Código Penal Federal.



Artículo 251.- Habiendo recibido las manifestaciones de
las dependencias, entidades o instituciones requeridas, o
bien, transcurrido el término para hacerlo, el Juez, dentro
de de los tres días siguientes correrá traslado de la demanda,
así como de las opiniones técnicas recibidas, al demandado,
emplazándolo para que dentro del término de diez días ma-
nifieste lo que a su derecho convenga, exclusivamente por lo
que hace a los aspectos de congruencia, confiabilidad, rele-
vancia, aplicabilidad, capacidad, idoneidad y experiencia a
que se el artículo 246. No se admitirá otra prueba que la do-
cumental.

Artículo 252.- Recibidas las manifestaciones del deman-
dado, así como los elementos y opiniones aportados por las
dependencias, entidades o instituciones correspondientes,
o transcurridos los plazos para hacerlo, el Juez resolverá en
un término de tres días, si:

I. Los razonamientos contenidos en los elementos pre-
vistos en la fracciones II, III y IV del artículo 241 son
congruentes desde un punto de vista lógico, y sin pre-
juzgar sobre su prueba;

II. Los experimentos, operaciones y peritajes propuestos
para desahogarse durante la instrucción, así como aque-
llos que se hubieran practicado con anterioridad a la pre-
sentación de la demanda, son científica y metológica-
mente confiables;

III. Los razonamientos, experimentos, operaciones y pe-
ritajes contenidos en los elementos referidos en el artí-
culo 241 son relevantes y aplicables al caso;

IV. Los requisitos, especificaciones, condiciones, proce-
dimientos, estándares, niveles, parámetros, límites y al-
ternativas referidos en la fracción IX del artículo 241
son aplicables al caso;

V. Los peritos son idóneos y tienen la capacidad y ex-
periencia necesarios practicar los experimentos, opera-
ciones y peritajes relativos a los elementos previstos en
las fracciones I, II y III del artículo 241; y

VI. Se encuentra justificada la omisión de elementos
prevista en el artículo 243.

Lo anterior, se llevará acabo sin que implique el estudio del
fondo del asunto, ni el desahogo de pruebas.

El Juez gozará de la más amplia libertad para hacer dicha
valoración, pero no podrá descartar elementos periciales
preparatorios, por señalamientos generales de inexistencia
de metodologías, operaciones, experimentos, investigacio-
nes o prácticas estandarizadas, normalizadas, conocidas o
generalmente aceptadas, u otras razones análogas.

Artículo 253.- De resolverse de manera positiva en favor
al actor, se emitirá el auto que abre la etapa de instrucción,
dándose vista a la persona contra quien se proponga la de-
manda, emplazándola para que en el término de cuatro dí-
as la conteste, de conformidad a lo previsto por el Código
Federal de Procedimientos Civiles.

En el mismo auto se mandará emplazar al tercero cuyos
bienes pudieran ser afectados por la reparación del daño
ocasionado al ambiente, para que manifieste lo que a su de-
recho convenga exclusivamente por lo que hace a dicha
afectación. En caso de que aquél no fuera señalado en el es-
crito inicial de demanda pero resultase del procedimiento,
se mandará emplazarlo inmediatamente, corriéndole trasla-
do de los autos del procedimiento para que se manifieste
dentro del término de diez días.

Si la resolución fuera contraria total o parcialmente a quien
demanda, el Juez señalará con toda precisión en el mismo
proveído, en qué consisten las deficiencias, defectos u omi-
siones de los elementos previstos en el artículo 241, así co-
mo la razón por la que no se considera justificada la omi-
sión prevista en el artículo 243, previniendo a la actora en
el término de tres días, para que los subsane dentro de un
término igual.

De no cumplirse dicha prevención, o de hacerlo habiendo
transcurrido el término referido, el Juez desechará la de-
manda y devolverá al interesado todos los documentos ori-
ginales y copias simples que hubiere exhibido, sin menos-
cabo del derecho de la parte actora de ejercer nuevamente
su acción.

Además de lo dispuesto por el Código Federal de Procedi-
mientos civiles, en la contestación de la demanda podrá
oponerse la excepción de pago, cuando se haya realizado la
reparación material del daño ocasionado al ambiente con-
sistente en el restablecimiento de la situación anterior.

Artículo 254.- La resolución de lo previsto en los artículos
252 y 253 no admitirá recurso alguno.
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Si se determina que la demanda y los elementos previstos
en el artículo 241, fueron presentados de manera notoria-
mente infundada o injustificada, se impondrá al actor un
multa de cien a trescientos días de salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal, apercibiéndolo de que en ca-
so de que ejercite nuevamente acciones infundas e injusti-
ficadas por los mismos hechos y daños, se le impondrá una
multa de hasta dos mil veces el salario mínimo.

Artículo 255.- Los aspectos de confiabilidad, relevancia,
aplicabilidad, capacidad, idoneidad y experiencia a que se
el artículo 246, que no fueran controvertidos durante la eta-
pa de preinstrucción, no podrán impugnarse con posterio-
ridad a esta.

Sección IV
Medidas precautorias

Artículo 256.- Durante el procedimiento o antes de ini-
ciarse éste, el juez podrá decretar las medidas precautorias
siguientes:

I. El aseguramiento de documentos, libros, cosas o pa-
peles relacionados con el cumplimiento de las obliga-
ciones jurídicas del demandado, previstas en los orde-
namientos vigentes, así como con los daños y
afectaciones.

II. El aseguramiento o toma de muestras de materiales,
residuos, líquidos, contaminantes y los elementos natu-
rales relacionados con el daño o afectación; y

III. Aquellas que resulten necesarias para evitar que el
daño o afectación continúe produciéndose o para neu-
tralizar los riesgos que se ocasionen como consecuencia
del daño, incluyendo la suspensión de obras o activida-
des. En este caso se requerirá la opinión técnica de la
Secretaría.

Artículo 257.- El que pida la providencia precautoria de-
berá acreditar la necesidad de la medida que solicita.

El aseguramiento no requerirá el otorgamiento de garantía.

El embargo de bienes previsto por el Código Federal de
Procedimientos Civiles, se decretará además para garanti-
zar el monto de la inversión correspondiente a las acciones
ambientales complementarias.

Artículo 258.- El Juez podrá solicitar los documentos, ob-
jetos e instrumentos que hayan sido asegurados por otras
autoridades, para los efectos del procedimiento a que se re-
fiere este Título.

Sección V
Etapa de Instrucción

Artículo 259.- Transcurrido el término para contestar la
demanda o la reconvención, en su caso, el tribunal abrirá el
juicio a prueba por un término de diez días.

Desahogadas las pruebas, el Juez pondrá el expediente a la
vista de las partes por un plazo común de tres días hábiles,
al término del cual se recibirán sus alegatos.

Sección VI
Auto composición

Artículo 260.- En el caso de que durante el procedimiento,
y antes de que se dicte sentencia definitiva, se lograse un
acuerdo entre las partes en términos de lo previsto por el
artículo 168 de esta ley, o a través de cualquier otro medio
de resolución de la controversia, siempre y cuando no se
contravengan disposiciones de orden público, el Juez reco-
nocerá dicho acuerdo y dictará sentencia.

En este caso, no se condenará al responsable a la realiza-
ción de las acciones ambientales complementarias que co-
rrespondieren.

Artículo 261.- El Juez dará vista a la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente a efecto de que en un plazo de
ocho días hábiles, se manifieste sobre los términos de la re-
paración o compensación ambiental de daños ocasionados
al ambiente convenidos, cuidando la tutela del ambiente,
así como el cumplimiento de las disposiciones previstas en
esta Ley.

Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior sin
que la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente ma-
nifieste su opinión, se entenderá la conformidad de dicha
institución.

Artículo 262.- Cuando del convenio referido en el artículo
260, se desprenda que su cumplimiento puede afectar los
bienes de un tercero, el Juez deberá recabar su conformi-
dad. Si no se obtuviese ésta apercibirá a la partes para que
modifiquen los términos de su acuerdo.



En caso de que resulte procedente el acuerdo sobre la re-
paración voluntaria del daño ocasionado al ambiente, y se
encuentre en trámite un procedimiento penal por los deli-
tos previstos en el Título Vigésimo Quinto del Código Pe-
nal Federal, el Juez deberá informar al Ministerio Público
o, en su caso, al Juez que conozca de la causa, sobre la sen-
tencia que recaiga, para los efectos del beneficio de reduc-
ción de la pena, previsto en el artículo 421 del Código Pe-
nal Federal.

Sección VII
De los elementos de prueba

Artículo 263.- El órgano jurisdiccional podrá allegarse
oficiosamente de los medios de prueba que considere ne-
cesarios, sin más limitación que las establecidas en la ley.

El Juez requerirá a la Secretaría para que aporte todos los
elementos periciales, testimoniales, documentales y de-
más elementos de prueba con los que cuente. Los servi-
dores públicos estarán obligados a cumplir con dicha
obligación.

Artículo 264.- La Secretaría, en términos de lo previsto
por esta Ley, emitirá normas oficiales mexicanas que ten-
gan por objeto establecer los requisitos, especificaciones,
condiciones, operaciones, experimentos y procedimientos
científicos, técnicos, estadísticos y de laboratorio, aplica-
bles en lo general a la elaboración de la prueba pericial.

La falta de expedición de las normas oficiales mexicanas
previstas en el párrafo anterior, no restará valor probatorio,
ni será impedimento para la admisión y valoración de la
prueba pericial.

Artículo 265.- Podrán utilizarse alternativas diversas a las
señaladas en el artículo anterior que propongan las partes,
cuando no se hayan expedido normas aplicables al caso, o
bien, cuando los interesados acompañen la justificación co-
rrespondiente, misma que será valorada por el órgano ju-
risdiccional.

Artículo 266.- Los interesados podrán solicitar a la Secre-
taría o a la Procuraduría Federal de Protección al Ambien-
te, la formulación de dictámenes técnicos o periciales, pre-
vio pago de los derechos que en su caso establezca la Ley.

Los gastos por concepto de análisis de laboratorio o de
campo que adicionalmente se requieran para la dictamina-
ción solicitada correrán a cargo del interesado.

Artículo 267.- Los dictámenes técnicos y periciales, y de-
más elementos probatorios que se generaren en otros pro-
cedimientos judiciales o administrativos harán prueba, aún
y cuando hayan sido elaborados con anterioridad al inicio
del procedimiento. En su caso, los peritos ratificarán su
contenido y responderán al cuestionario que al efecto pre-
sente las partes, y a las preguntas que formule oficiosa-
mente el Juez.

Quienes ejerciten la acción de responsabilidad ambiental
en términos del presente Título, podrán presentar estas pro-
banzas por sí mismos, o solicitar al Tribunal los requiera de
quien los tenga en su poder. En ningún caso podrá negarse
la entrega de dichas constancias a la autoridad judicial.

Artículo 268.- Las diligencias practicadas en los procedi-
mientos administrativos que se sigan ante la Secretaría, po-
drán ofrecerse como prueba en el procedimiento especial
de responsabilidad ambiental. Dicha dependencia deberá
expedir las copias certificadas que le requieran las partes o
el Juez.

Artículo 269.- Para calcular el ingreso del responsable en
términos del artículo 212 de esta Ley, el Juez podrá reque-
rir a este directamente, así como a las dependencias de la
administración pública, la información financiera y fiscal,
y demás informes que resulten necesarios, habiendo para
ello obligación de proporcionarlos.

Artículo 270.- El Juez valorará en su conjunto los indicios
o presunciones que arrojen las pruebas hasta poder consi-
derarlos como prueba plena.

El nexo de causalidad entre el daño o afectación ocasiona-
dos y la conducta imputada al demandado, se acreditará en
grado de probabilidad.

Sección VIII
Sentencia, ejecución y seguimiento

Artículo 271.- Además de lo previsto por el Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles, la sentencia que se dicte en
el procedimiento especial de responsabilidad ambiental,
deberán precisar:

VIII. La obligación de reparar materialmente el daño
que corresponda;
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IX. Las medidas y acciones necesarias para neutralizar
los riesgos que se ocasionen como consecuencia del
daño;

X. La obligación de realizar las acciones ambientales
complementarias de protección, preservación, remedia-
ción o restauración;

XI. El monto de la inversión que corresponda por con-
cepto de acciones ambientales complementarias;

XII. El importe que corresponda pagar a favor del actor
o actores que hayan probado su pretensión, correspon-
diente a los gastos realizados para acreditar la responsa-
bilidad; 

XIII. La obligación de indemnizar o compensar por con-
cepto de daño a la salud o afectación a la integridad de
la persona, así como el monto del pago que correspon-
da por estos conceptos; y

XIV. Los plazos para el cumplimiento de las obligacio-
nes del responsable.

Artículo 272.- Una vez que la sentencia condenatoria cau-
se ejecutoria, el Juez dará vista a las partes para que dentro
del término de tres días se pronuncien sobre:

V. La forma, términos y niveles de reparación material
del daño ocasionado al ambiente que se propongan para
cumplir esa la obligación;

VI. La imposibilidad total o parcial de reparar material-
mente el daño, y en consecuencia, la forma, lugar y al-
cance de la compensación ambiental total o parcial; y

VII. Las acciones de protección, preservación, remedia-
ción o restauración propuestas para realizar la inversión
por concepto de acciones ambientales complementarias
que haya sido determinada.

VIII. Los plazos propuestos para el cumplimiento de las
obligaciones del responsable que, salvo acuerdo de las
partes, no podrá exceder de lo dispuesto en la sentencia.

Si las partes llegaran a un acuerdo respecto a lo anterior,
podrán formular una propuesta conjunta.

Artículo 273.- Una vez recibida la o las propuestas se le da-
rá vista a la Secretaría, para que en el término de diez días
formule su opinión y anuencia en relación a las mismas.

En caso de que una de las partes fuera omisa, se estará a la
propuesta de la otra, siempre que ésta sea aprobada por la
Secretaría.

En caso de que ambas sean omisas, o las propuestas no
cuenten con la anuencia de la Secretaría, se estará a lo que
disponga dicha dependencia. Para éste efecto, se le reque-
rirá para que formule una propuesta oficial en el término de
ocho días.

Si existiesen diversas alternativas que pudieran generar los
mismos resultados positivos de reparación o compensa-
ción, se optará por la menos onerosa para el responsable.

Recibidas las propuestas y opinión el Juez resolverá en un
plazo de tres días sobre los aspectos referidos en el artícu-
lo 272.

Artículo 274.- El plazo para el cumplimiento de las obli-
gaciones materia del presente Título, será fijado por el juez
tomando en consideración la naturaleza de las obras o ac-
tos necesarios para reparar el ambiente, cumplir con la
compensación ambiental y las acciones ambientales com-
plementarias, lo propuesto por las partes, así como la opi-
nión de la Secretaría.

En su caso, se tomará en consideración lo previsto en la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público, así como la Ley de Obras Públicas y Servicios
Relacionados con las Mismas.

Artículo 275.- A petición del responsable, los montos que
correspondan a la inversión por concepto de compensación
ambiental y medidas ambientales complementarias, podrán
aplicarse a un solo proyecto.

La inversión por concepto de acciones ambientales com-
plementarias no podrá hacerse en beneficio directo o indi-
recto de la persona responsable.

El obligado podrá realizar personalmente las acciones am-
bientales complementarias, o constituir fideicomisos para
tal efecto. En éste último caso la Secretaría verificará que
los bienes se destinen oportunamente al cumplimiento de la
sentencia, informando al órgano jurisdiccional.

Artículo 276.- El Juez podrá ordenar al responsable exhi-
ba garantía suficiente para asegurar la inversión a que se
refiere el artículo anterior, así como la reparación de los
daños ulteriores que se pudieran ocasionar por las obras o
actividades de reparación o compensación.



Artículo 277.- La Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente auxiliará a la autoridad judicial en la verificación
del cumplimiento a cargo del responsable.

Dicha dependencia informará bimestralmente al Juez sobre
los avances en el cumplimiento de la sentencia. Las partes
podrán manifestar lo que a su derecho convenga respecto
al incumplimiento o deficiente ejecución de dicha resolu-
ción.

Artículo 278.- En las sentencias absolutorias habrá cosa
juzgada exclusivamente respecto a quienes hayan deman-
dado en el juicio por daños ocasionados al ambiente

Artículo Segundo.- Se reforman los artículos 106 párrafo
primero, 107 párrafo primero, y 109, se suprime el último
párrafo del artículo 107, y se derogan los artículos 108 y
109 de la Ley General de Vida Silvestre, para quedar como
sigue:

Artículo 106.- Toda persona física o moral que ocasione
directa o indirectamente un daño a la vida silvestre o a su
hábitat está obligada a repararlo o compensarlo de confor-
midad a lo dispuesto por el Título Séptimo de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

...

Artículo 107.- Cualquier persona podrá denunciar a la Pro-
curaduría Federal de Protección al Ambiente los daños oca-
sionados a la vida silvestre o a su hábitat de los que tenga
conocimiento.

...

...

...

Artículo 108.- Derogado.

Artículo 109.- Derogado.

Artículo Tercero.- Se reforman los artículos 68 y 77 de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos, para quedar como sigue:

Artículo 68.- Toda persona física o moral que, directa o in-
directamente, contamine un sitio u ocasione un daño o
afectación al ambiente o a las personas, como resultado de
la generación, manejo o liberación, descarga, infiltración o
incorporación de materiales o residuos peligrosos al am-
biente, será responsable y estará obligada a su reparación y,
en su caso, a la compensación e indemnización correspon-
dientes, de conformidad a lo previsto por el Título Séptimo
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

Artículo 77.- Las acciones en materia de remediación de
sitios, y de reparación y compensación de daños ocasiona-
dos al ambiente, previstas en este capítulo, se llevarán a
cabo de conformidad con lo que señale el Reglamento, y a
lo previsto por el Título Séptimo de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Artículo Cuarto.- Se reforma el artículo 136, párrafo ter-
cero, y se suprime el párrafo cuarto del artículo 136, de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, para que-
dar como sigue:

Artículo 136.- ...
...

Toda persona física o moral que ocasione directa o indirec-
tamente un daño a los recursos forestales, los ecosistemas
y sus componentes estará obligada a repararlo, de confor-
midad con lo dispuesto en el Título Séptimo de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Artículo Quinto.- Se reforma el artículo 121 de la Ley de
Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados,
para quedar como sigue:

Artículo 121.- Con independencia de lo dispuesto en el Ar-
tículo anterior, toda persona que, con pleno conocimiento
de que se trata de OGMs, cause daños a terceros en sus
bienes o a su salud, por el uso o manejo indebido de dichos
organismos, será responsable y estará obligada a repararlos
en los términos de la legislación civil federal.

Toda persona física o moral que ocasione un daño al am-
biente o a la diversidad biológica, por el uso o manejo inde-
bido de OGMs, será ambientalmente responsable y estará
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obligado a repararlo o, en su caso compensarlo. Para los
efectos de está responsabilidad se aplicarán las disposicio-
nes del Título Séptimo de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

Las personas afectadas directamente en sus bienes podrán
solicitar al juez, que requiera a la Secretaría competente
para que, por conducto de su respectivo comité técnico
científico establecido de conformidad a este ordenamiento,
elabore un dictamen técnico cuyo objeto sea demostrar la
existencia del daño, y sirva de base al juez para determinar,
en su caso, la forma de su reparación. El dictamen técnico
que se expida no generará costo alguno a cargo de los soli-
citantes.

En el caso de daños al ambiente o a la diversidad biológi-
ca, la SEMARNAT, a través de la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente, ejercerá la acción de responsabili-
dad ambiental prevista en el Título Séptimo de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, pudiéndolo hacer en cualquiera de las siguientes
formas:

I. De oficio, con base en el expediente relativo a actos
de inspección y vigilancia que hayan concluido en defi-
nitiva, se haya determinado la comisión de infracciones
a esta Ley y esta determinación no haya sido desvirtua-
da por cualquier medio de impugnación, o

II. Por denuncia, presentada por miembros de la comu-
nidad posiblemente afectada, de actos que pudieran con-
travenir lo establecido en esta Ley y demás disposicio-
nes que de ella emanen. La denuncia deberá
acompañarse de la información técnica y científica pre-
vista en el artículo 241 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

En estos casos, para los efectos del artículo 246 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, el Juez requerirá la opinión técnica del Consejo
Consultivo Científico de la CIBIOGEM, y de la Comisión
Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad.

Las sanciones administrativas establecidas en el artículo
anterior, se aplicarán sin perjuicio de las penas que corres-
pondan por la comisión de delitos previstos en la legisla-
ción penal federal.

Artículo Sexto.- Se reforma el primer párrafo, la fracción
I y el párrafo último del artículo 421 del Código Penal Fe-
deral; se deroga la fracción III; y se adicionan tres párrafos
del mismo numeral, para quedar como sigue:

CAPÍTULO V
Disposiciones Comunes 

a los Delitos Contra el Ambiente

Artículo 421.- Además de lo establecido en los anteriores
Capítulos del Título Vigésimo Quinto, se impondrán las si-
guientes penas y medidas de seguridad:

I.- La reparación y, en su caso, la compensación am-
biental del daño ocasionado al ambiente, de conformi-
dad lo dispuesto Título Séptimo de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

II. ...

III.- Se deroga.

IV. a V.

...

...

...

Los parámetros mínimos y máximos de las penas de pri-
sión, así como los de las multas a que se refiere el presen-
te Título se disminuirán a la mitad, cuando el indiciado o
procesado repare el daño antes de que tal obligación le ha-
ya sido impuesta por resolución administrativa o sentencia
judicial. Dicha disminución procederá también, cuando se
garantice la reparación referida por un término mínimo
equivalente al de la prescripción que correspondiere antes
de que se otorgue la atenuación.

Lo previsto en el párrafo anterior, será valorado inmediata-
mente para los efectos de la garantía del monto para la li-
bertad provisional, así como de la prescripción.

En los casos en los que concurran delitos contra el am-
biente y delitos patrimoniales, prevalecerá del daño al am-
biente.

Para todos los efectos legales, se consideraran ofendidos y
con derecho a la reparación y compensación del daño oca-
sionado al ambiente, las personas legitimadas para ejercer
la acción de responsabilidad ambiental a que se refiere el



Título Séptimo de la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente.

Transitorios

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo.- Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a lo previsto en el presente Decreto.

Tercero.- Las legislaturas de las Entidades Federativas y
del Distrito Federal, expedirán disposiciones jurídicas en
materia de responsabilidad por daños y afectaciones oca-
sionados al ambiente y a las personas, de acuerdo con las
competencias que les corresponda.

Cuarto.- Los juicios civiles federales por responsabilidad
derivada de daños ocasionados al ambiente o a la salud o
patrimonio de las personas, que se encuentre en trámite a la
fecha de entrada en vigor del presente Decreto, se desaho-
garán y resolverán conforme a la disposiciones vigentes a
la fecha en se hayan iniciado.

Quinto.- Las acciones procedimentales que conforme a la
presente iniciativa correspondan a la Administración Pú-
blica Federal, se realizarán con cargo al presupuesto apro-
bado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, y a la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, según corresponda.

Artículo Transitorio

Artículo Único.- El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 Artículo 15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente (LGEEPA).

2 El artículo 203 del mismo ordenamiento prevé en solo dos párrafos
la responsabilidad ambiental.

3 La Conferencia de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el
Desarrollo, conocida más comúnmente como �Cumbre para la Tierra�,
fue llevada a cabo entre el 3 y el 14 de junio de 1992, en Río de Janei-
ro. En esta los países participantes, entre ellos México, acordaron

adoptar un enfoque de desarrollo que protegiera el medio ambiente,
mientras se aseguraba el desarrollo económico y social.

4 Cumbre de la Tierra, Conferencia de las Naciones Unidas sobre Me-
dio Ambiente y Desarrollo, Río de Janeiro, 1992.

5 LGEEPA, Ley General de Vida Silvestre, Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable, Ley General para la Prevención y Gestión Inte-
gral de los Residuos, etcétera.

6 Cumbre de la Tierra, Conferencia de las Naciones Unidas sobre Me-
dio Ambiente y Desarrollo, Río de Janeiro, 1992.

7 Néstor A. Cafferatta, Intereses Difusos Ambientales

8 Sierra Club v. Morton, 405 U.S. 727 (1972), decidida en abril 19 de
1972. Opinión del ministro Justice Stewart.

9 El Derecho Ambiental y el Desarrollo Sostenible: El Acceso a la Jus-
ticia Ambiental en América Latina. Programa de las Naciones Unidas
para el Medio Ambiente, Oficina Regional para América Latina y el
Caribe, Capítulo 6, Conclusiones p. 92, México, DF, año 2000.

10 Daubert v. Merrell Dow Pharmaceuticals, Inc. 509 U.S. 579 (1993).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2006.� Dip.
Francisco Javier Valdez de Anda (rúbrica), Dip. Rebeca Godínez y
Bravo.»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputado. Como solicita, insértese completo el texto de la
iniciativa presentada por el señor diputado en el Diario de
los Debates; y túrnese a las Comisiones Unidas de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, de Ciencia y Tec-
nología, y de Justicia y Derechos Humanos. 

ARTICULOS 40 Y 115 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Tiene la
palabra el señor diputado Rafael García Tinajero Pérez, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, para presentar iniciativa que reforma los artículos
40 y 115 de nuestra Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

El diputado Rafael García Tinajero Pérez: Con su per-
miso, compañeros legisladores; con su permiso, diputado
Presidente: 
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«Iniciativa que reforma los artículos 40 y 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El suscrito, diputado federal a la LIX Legislatura e inte-
grante del grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en lo dispuesto en la
fracción II del artículo 71 de la Ley Fundamental y en el ar-
tículo 55, fracción I, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, somete a la consideración de esta honorable
asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 40 y 115 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La palabra laico se suele emplear como contrapuesta a clé-
rigo; y la palabra laicismo, contrapuesta a religiosidad.
Una sociedad laica y laicista sería, en este sentido, la que
organiza y regula desde una perspectiva no clerical o reli-
giosa, no para negar o ir contra ciertos valores, sino para fi-
jar unas bases con valores comunes que hagan posible la
convivencia de todos, sin excepción.

La laicidad exige hacer efectiva la aconfesionalidad del Es-
tado establecida en la Norma Suprema. Al Estado incumbe
garantizar la libertad religiosa y, en general, la de concien-
cia establecida en el artículo 24 constitucional; esto es así
porque, en efecto, la laicidad ha de entenderse ante todo
como condición y garantía del efectivo ejercicio de la li-
bertad religiosa por parte de todos los ciudadanos en pie de
igualdad.

Para asegurar esta igualdad, la laicidad, que es respeto de
la pluralidad de opciones ante lo religioso, se traduce ne-
cesariamente en neutralidad de cuantos ejercen el poder
público respecto a todas ellas, neutralidad que �a su vez�
exige y supone la aconfesionalidad.

En nuestra historia constitucional se plasman los históricos
debates parlamentarios que dieron origen a lo que los cons-
titucionalistas denominan �los principios fundamentales�,
entre los cuales el común denominador de las diversas po-
siciones ideológicas de entonces fue dejar construido un
sistema de libertades que garantizara tolerancia y respeto
de todas las ideas, creencias y cultos.

Desde los debates de la Constitución de 1824, pasando por
los de la Constitución de 1857, hasta la Ley Fundamental
de 1917, que actualmente nos rige, quedaron plasmados los

argumentos, con una enorme visión de futuro, que sostie-
nen la educación laica y gratuita, la libertad de cultos y la
separación del Estado y las iglesias.

Por ello asistimos con preocupación a un debate reciente,
que no nuevo, entre representantes del Gobierno Federal e
intelectuales. En él se vislumbra la pretensión de un sector
por enfatizar e incluir la visión de la religión en los asun-
tos públicos de nuestro país.

Éstos olvidan, ignoran o, maliciosamente, desdeñan nues-
tra historia sobre lo que costó la construcción del Estado
laico, menospreciando el reclamo y la reacción frente a los
desvíos y desacatos de un gobierno que con su actuar vul-
nera la Constitución de la República.

Ahora bien, dejar pasar estos hechos sería olvidar las gran-
des definiciones hechas por Juárez ante el Congreso en
1861: �De aquí nacieron las Leyes de Reforma, la nacio-
nalización de los bienes de manos muertas, la libertad de
cultos, la independencia absoluta de las potestades civil y
espiritual, la secularización... de la sociedad, cuya marcha
estaba detenida por una bastarda alianza en que se profana-
ba el nombre de Dios y se ultrajaba la dignidad humana�.

Un Estado laico fuerte es la mejor garantía para que, en una
vida democrática, se incentive la libre circulación de las
ideas, y se fortalezca la libertad de creencias y de cultos. Es
ése el espacio ideal para que, en libertad, los ciudadanos
determinen sus convicciones. Por eso es grave que el go-
bierno cruce las fronteras de sus convicciones religiosas
para trasladarlas a un campo inapropiado.

Por lo anterior, someto a la consideración de esta soberanía
el siguiente

Proyecto de decreto por el que se reforman los artículos
40 y 115 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Único. Se reforman el artículo 40 y el primer párrafo del
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse
en una República representativa, democrática, laica, fede-
ral, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo
concerniente a su régimen interior; pero unidos en una Fe-
deración, establecida según los principios de esta ley fun-
damental.



Artículo 115. Los estados adoptarán para su régimen inte-
rior la forma de gobierno republicano, representativo, po-
pular, laico, teniendo como base de su división territorial y
de su organización política y administrativa el municipio
libre, conforme a las bases siguientes:

I. a X. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Recinto Legislativo de la Cámara de Diputados, a los nue-
ve días del mes de febrero del año dos mil seis.� Dip. Rafael García
Tinajero Pérez (rúbrica).»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputado. Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales. 

Se pospone la presentación de la iniciativa que reforma el
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo del diputado Luis Antonio Gonzá-
lez Roldán, del grupo parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México. 

ARTICULO 77 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Se recibió
del diputado Jorge Leonel Sandoval Figueroa, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, ini-
ciativa que reforma el artículo 77 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma el artículo 77 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Jorge Leonel Sandoval Figueroa, del grupo parlamen-
tario del PRI

Jorge Leonel Sandoval Figueroa en mi carácter de diputa-
do federal del grupo parlamentario del Partido Revolucio-

nario Institucional de la LIX Legislatura, en ejercicio de las
facultades que me confieren los artículos 71, fracción II, de
la Constitución General de la República; 55, fracción II, 56
y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; someto a la
consideración de esta honorable Asamblea, iniciativa con
proyecto de decreto que reforma la fracción II del artículo
77 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, bajo el tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Para el jurista Elisur Arteaga Nava, en el estado de derecho
democrático, representativo mexicano, existe un poder le-
gislativo genérico y abstracto, en el que comprenden todas
las manifestaciones de autoridad que tienen la característi-
ca de ser de observancia obligatoria, como las leyes, los de-
cretos, los acuerdos, los bandos, los reglamentos, las orde-
nanzas de carácter general, emitidos con relación a las
materias susceptibles de ser reguladas por mandamiento de
la Ley Fundamental.

Con el propósito de que el Congreso de la Unión esté en
posibilidad de desempeñar sus funciones en forma cabal y
sin obstáculos, se le ha reconocido por mandato constitu-
cional un campo de acción denominado independencia en
su integración y su funcionamiento, debido a que los órga-
nos del Poder Legislativo Federal posen una composición
bicamaral, cada uno de sus procesos internos son diferen-
tes, por esto sin mediar intervención de la colegisladora,
cada una puede definir las reglas de su conducción.

Se ha sostenido doctrinariamente que la cámara de repre-
sentantes, identificada como la de diputados, aprueba sus
normas internas a través de acuerdos con una vigencia re-
lativa y la Cámara de Senadores se considera un cuerpo
continuo, dado que la temporalidad de sus integrantes es
más amplia y la observancia de sus dispositivos son sus-
ceptibles de sufrir una transformación menos radical con el
cambio de legisladores.

Estas aportaciones a la disciplina de la práctica parlamen-
taria, hacen necesaria la comunicación entre ambas cáma-
ras, diversos órganos del Estado, la sociedad y la comuni-
dad internacional para una debida atención de los asuntos
de su competencia política, para el debido desarrollo de sus
facultades comunes que son ejercidas separadamente cuan-
do cada cámara lo juzga oportuno.
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En este tenor ubicamos que el artículo 77, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, faculta a ambas cámaras a realizar actos de comunica-
ción en forma limitada, porque legalmente no se encuen-
tran dotadas las Cámara de Diputados y Senadores de
atribuciones necesarias para realizar actos de intercambio
de información con órganos, personas físicas y morales
ajenas al Poder Ejecutivo federal, además de encontrarse
condicionada esta actividad a efectuarse por conducto de
las comisiones legislativas.

Con aparente intrascendencia política vemos que la dispo-
sición constitucional no es concordante con las facultades
que los artículos 23, inciso i), 39, fracción 1, 66 incisos e),
f), y 86 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos le otorga a los órganos del Con-
greso de la Unión, mismos que permiten que cotidiana-
mente las comisiones atiendan los asuntos materia de su
conocimiento, por ende sus trámites o resoluciones están
basadas por consensos y éstas surten efectos a terceros aje-
nos al Poder Ejecutivo federal.

A mayores consideraciones, el acto procesal parlamentario
por excelencia que demanda la comunicación de las cáma-
ras ante terceros que no son solamente el Poder Ejecutivo
federal es cuando resuelven requerir información o deter-
minan la comparecencia de algún servidor público que re-
presenta alguna institución o un grupo social a través de los
puntos de acuerdo aprobados en el ejercicio de los artícu-
los 58 y 61 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

No es posible que las normas secundarias sean las que do-
ten al Congreso de la Unión para ejercer actos de comuni-
cación de manera circunscrita como lo establece la fracción
II del artículo 77 de la Ley Fundamental, toda vez que se
enfrenta a un grave problema de que las resoluciones que
dicte la Cámara de Diputados y el Senado de la República,
ameriten la comunicación con entes ajenos a la Adminis-
tración Pública Federal puedan omitir la cortesía de dar
respuesta o bien incumplir una resolución deliberadamen-
te, en virtud de que la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos no las ha facultado para ejercer funcio-
nes de esa naturaleza, por lo tanto pueden ocurrir fenóme-
nos políticos que dejen en el plano de la ilegitimidad esas
funciones legislativas dado que solo la legislación secun-
daria es quien le brinda el marco legal pertinente para ac-
tuar en consecuencia.

El Congreso de la Unión siendo la máxima representación
de las corrientes democráticas en México, debe contar con
la prerrogativa de que contará con un ejercicio soberano de
sus funciones, sin que ello ponga en riesgo el conflicto con
los poderes del Estado, ni ante terceros por carecer de atri-
buciones que legitimen su quehacer en beneficio de la po-
blación.

Por lo antes expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta soberanía la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la frac-
ción II del artículo 77 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo Único: Se deroga la fracción II del artículo 77 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 77. Cada una de las Cámaras puede, sin la inter-
vención de la otra:

I. ...

II. Comunicarse con la Cámara colegisladora, los órga-
nos de los poderes de la unión, autoridad estatal, mu-
nicipal, organizaciones sociales, políticas nacionales
e internacionales, diplomática, y órganos autónomos
por sí o las comisiones de su seno.

III. ...

IV. ...

Transitorio

Articulo Único.- El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 9 días del mes de
febrero del dos mil seis.� Dip. Jorge Leonel Sandoval Figueroa (rú-
brica)»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Se turna a
la Comisión de Puntos Constitucionales.



LEY ORGANICA DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACION

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Tiene la
palabra la señora diputada Consuelo Camarena Gómez, del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para pre-
sentar iniciativa que adiciona los artículos 49 A, 49 B, 49
C y 49 D de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración.

La diputada Consuelo Camarena Gómez: Con el permi-
so de la Presidencia; compañeros legisladores y legislado-
ras: la suscrita, diputada federal de la LIX Legislatura del
H. Congreso de la Unión y en nombre del grupo parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con el fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71 y 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la
fracción II del artículo 55 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, someto a la consideración de ustedes la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se adi-
cionan los artículos 49 A, 49 B, 49 C y 49 D a la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, conforme a la
siguiente exposición de motivos:

La expedición de la cédula profesional es un acto de carác-
ter administrativo que tiene como finalidad, en primer tér-
mino, tener un padrón o registro de los profesionistas que
ejercen en el ámbito nacional y, sobre todo, avalar y garan-
tizar que quien porte dicha cédula profesional posee un tí-
tulo profesional expedido por haber cursado, acreditado de
forma satisfactoria una carrera que le da un título académi-
co de nivel superior y por lo cual tiene competencia y de-
recho al ejercicio laboral de la misma; quien porta una cé-
dula profesional tiene el aval del Estado mexicano para el
ejercicio de la profesión. En el caso que la Constitución
Política Mexicana, en el artículo 5o., párrafo segundo, a la
letra señala: �La ley determinará en cada estado cuáles son
las profesiones que necesitan título para su ejercicio y las
condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autori-
dades que han de expedirlo�. Esta disposición existe por la
evidente trascendencia que ciertas profesiones pueden te-
ner tanto en la esfera jurídica del individuo como la reper-
cusión social que tiene el correcto desempeño de las mis-
mas. 

Por ello, si bien todas las profesiones requieren ser acredi-
tas por quienes las ejercen por medio de este documento,
existen profesiones que para su ejercicio lo requieren como
elemento sine qua non, pues su mal desempeño tiene tras-

cendencia de facto o jurídica irreparable al sujeto usuario
de tales servicios y, por ende, a la sociedad misma. Es el
caso del ejercicio profesional de abogacía que, con ciertas
excepciones, requiere para su ejercicio la acreditación de la
calidad de licenciado en derecho mediante una cédula pro-
fesional. Es el caso también que para el litigio los aboga-
dos que deseen comparecer como tales deben acreditar es-
te carácter por medio del registro de la cédula profesional
ante cada juzgado.

En virtud de economía procesal, la creación de un padrón
de abogados litigantes y de una lógica basada en orden y
garantía del cumplimiento de los preceptos mencionados
con anterioridad, el Consejo de la Judicatura Federal del
Poder Judicial de la Federación emitió el acuerdo número
24/2005, que establece que el Sistema Computarizado pa-
ra el Registro Único de los Profesionales del Derecho ante
los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, por me-
dio del cual se establecieron las líneas que se deben seguir
para el registro, el control y la vigilancia de los profesio-
nistas que se dedican a la abogacía, mediante un sistema
moderno, efectivo, ordenado y, sobre todo, una efectiva
captura de dichos profesionistas. Este acuerdo está seña-
lando en el segundo párrafo del artículo 27 de la Ley de
Amparo: �se establece que en materia civil, mercantil o ad-
ministrativa penal, excepto en materia agraria, se debe
acreditar la calidad de abogado�. 

Por otro lado, en materia mercantil, el artículo 1069 del
Código de Comercio dispone que �las personas autorizadas
por las partes deberán acreditar su calidad de licenciados
en derecho�. En materia penal, el artículo 160, párrafo se-
gundo, también establece que �cuando la defensa particu-
lar del inculpado recaiga en un licenciado en derecho, éste
deberá contar con una cédula profesional para actuar como
tal también en el litigio civil�. 

En consecuencia, el propio artículo 5o. constitucional, re-
glamentado por la Ley de Profesiones en cada estado, y
que en el segundo párrafo dice: �La ley determinará en ca-
da estado cuáles son las profesiones que necesitan título
para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para
obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo�. Por tan-
to, esta iniciativa es para elevar a rango de ley el acuerdo
número 24/2005, bajo la siguiente ley orgánica, que va a
reformar los artículos 49 A, 49 B, 49 C y 49 D.

Capítulo Segundo. De sus Atribuciones. Artículo 49. Cuan-
do se establezcan en un mismo lugar varios juzgados de
distrito que no tengan competencia especial o que deban
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conocer de la misma materia, tendrán una o varias oficinas
de correspondencia común, las cuales recibirán las promo-
ciones, las registrarán por orden número riguroso y las tur-
narán inmediatamente al órgano que corresponda de acuer-
do con las disposiciones que dicte el Consejo de la
Judicatura Federal, las cuales también deberán contemplar.

Artículo 49 A. El Consejo de la Judicatura Federal estable-
cerá el uso obligatorio del Sistema Computarizado para el
Registro Único de Profesionales del Derecho ante los Tri-
bunales de Circuito y Juzgados de Distrito en las materias
civil, mercantil y administrativa, en los términos de las le-
yes aplicables; y la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia, In-
formación y Evaluación del Consejo de la Judicatura Fede-
ral será la encargada de coordinar las tareas del mismo.

El Sistema Computarizado para el Registro Único de Pro-
fesionales del Derecho ante los Tribunales de Circuito y
Juzgados de Distrito será una base de datos clasificada co-
mo información confidencial de uso interno en todos los
órganos jurisdiccionales y del área responsable del Conse-
jo de la Judicatura Federal.

Artículo 49 B. Los datos que se ingresarán en el Sistema
Computarizado para el Registro Único de Profesionales del
Derecho ante los Tribunales de Circuito y Juzgados de Dis-
trito son los siguientes:

Si se exhibe cédula profesional, original, nombre, apellidos
del abogado, número de cédula profesional, fecha de expe-
dición, nivel o grado académico y registrado ante la Secre-
taría de Educación Pública; también debe exhibirse la cé-
dula profesional con copia certificada. Adicionalmente, se
asentará número de notaría y nombre de su titular, y fecha
de certificación correspondiente.

Artículo 49 C. Para el registro de la información especifi-
cada en el artículo anterior, los tribunales de circuito y los
juzgados de distrito se encargarán del procedimiento si-
guiente:

Ante la intervención de un abogado postulante en asuntos
del conocimiento de los referidos órganos jurisdiccionales,
se le entregará solicitud de registro a fin de que, bajo pro-
testa de decir verdad, asiente los datos requeridos.

A la solicitud se acompañarán dos copias fotostáticas por
ambos lados.

El servidor público designado para llevar a cabo el regis-
tro, con su nombre de usuario y clave correspondiente, de-
berá proceder a ingresar en el sistema de datos que arroje
la documentación proporcionada al profesionista.

Verificados y confrontados los datos de la solicitud con los
de la cédula profesional por parte del servidor público
nombrado, éste asentará su nombre, cargo y órgano juris-
diccional de adscripción. Acto continuo, dará la orden al
sistema para el envío de información al área responsable
del Consejo de la Judicatura Federal.

Se hará entrega del acuse de recibo generado por el siste-
ma al interesado, quien �a su vez� firmará de recibido y de
conformidad.

El órgano jurisdiccional donde se lleve a cabo el registro
conservará un tanto de la solicitud correspondiente y una
copia de la cédula profesional.

Artículo 49 D. La regulación del registro no previsto en la
presente ley será competencia de la Comisión de Vigilan-
cia, Información y Evaluación del Consejo de la Judicatu-
ra Federal.

Transitorio. Artículo Único. Este decreto entrará en vigor
al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Por su atención, muchas gracias. Ruego, solicito al Presi-
dente que por favor registre el texto íntegro de esta inicia-
tiva en el Diario de los Debates. Muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que adiciona los artículos 49 A, 49 B, 49 C y 49
D a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, a
cargo de la diputada Consuelo Camarena Gómez, del gru-
po parlamentario del PAN

La suscrita, diputada federal de la LIX Legislatura del H.
Congreso de la Unión y a nombre del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional, con el fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71 y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como de la fracción
II del artículo 55, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
somete a consideración la presente iniciativa con proyecto



de decreto por el que se adicionan los artículos 49A, 49B,
49C y 49D a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración, conforme a la siguiente: 

Exposición de Motivos

La expedición de la cédula profesional es un acto de carác-
ter administrativo que tiene como finalidades, en primer
término, tener un padrón o registro de los profesionistas
que ejercen en el ámbito nacional y sobre todo avalar y ga-
rantizar que quien porta dicha cédula profesional posee un
título profesional expedido por haber cursado y acreditado
de forma satisfactoria un carrera que le da un título acadé-
mico de nivel superior y por lo cual tiene competencia y
derecho al ejercicio laboral de la misma.

Quien porta una cédula profesional por tanto, tiene el aval
del Estado mexicano para el ejercicio de la profesión que
en el mismo documento se señala.

Es el caso que la Constitución Política mexicana en su ar-
tículo quinto, párrafo segundo a la letra señala: �La ley de-
terminará en cada estado, cuáles son las profesiones que
necesitan título para su ejercicio, las condiciones que de-
ban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han de ex-
pedirlo�.

Esta disposición existe por la evidente trascendencia que
ciertas profesiones pueden tener tanto a la esfera jurídica
del individuo como la repercusión social que tiene el co-
rrecto desempeño de las mismas, por ello si bien todas las
profesiones requieren de ser acreditadas por quien las ejer-
ce por medio de este documento, existen profesiones que
para su ejercicio lo requieren como elemento sine qua non,
pues su mal desempeño tiene trascendencia de facto o jurí-
dica irreparable al sujeto usuario de tales servicios y por
ende a la sociedad misma.

Es el caso del ejercicio profesional de abogacía, que con
ciertas excepciones requiere para su ejercicio la acredita-
ción de la calidad de licenciado en derecho mediante la cé-
dula profesional.

Es el caso que para el litigio, lo abogados que deseen com-
parecer como tales, deberán acreditar este carácter por me-
dio del Registro de la Cédula Profesional ante cada juzga-
do en que se dirima un asunto judicial en el que sean
patronos.

En virtud de economía procesal, de creación de un padrón
de abogados litigantes y de una lógica basada en orden y
garantía del cumplimiento de los preceptos mencionados
con anterioridad, el Consejo de la Judicatura Federal del
Poder Judicial de la Federación emitió el Acuerdo General
24/2005 que establece el Sistema Computarizado para el
registro Único de Profesionales del Derecho, ante los tri-
bunales de Circuito y Juzgados de Distrito, por medio del
cual se establecieron las líneas que se deben seguir para el
registro, control y vigilancia de los profesionistas que se
dedican a la abogacía, mediante un sistema moderno, efec-
tivo, ordenado y efectivo de captura.

En el acuerdo 24/2005 se señala que en el segundo párrafo
del artículo 27 de la Ley de Amparo se establece que en
materia civil, mercantil o administrativa, excepto tratándo-
se de materia agraria, se debe acreditar la calidad de abo-
gado quien ejerza las facultades legales en nombre de las
partes que intervienen en el asunto judicial.

Por otro lado en materia mercantil el artículo 1069 del Có-
digo de Comercio dispone que las personas autorizadas por
las partes deberán acreditar su calidad de licenciados en de-
recho, además de hacer referencia a la existencia de un re-
gistro de cédulas profesionales.

En materia penal el artículo 160, párrafo segundo, del Có-
digo Federal de Procedimientos Penales señala que cuando
la defensa particular la inculpado recaiga en un licenciado
en derecho, éste deberá contar con cédula profesional para
actuar como tal.

En el caso del litigio civil, en consecuencia al propio artí-
culo quinto constitucional que es reglamentado por las le-
yes de profesiones en cada estado y que en el segundo pá-
rrafo a la letra señala: �la ley determinará en cada estado,
cuáles son las profesiones que necesitan título para su ejer-
cicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y
las autoridades que han de expedirlo.

De tal forma que el considerando sexto del mismo acuerdo
señala: �es imperioso el establecimiento de un Sistema
Computarizado para el Registro Único de Profesionales del
Derecho ante los Tribunales de Circuito y Juzgados de Dis-
trito, cuyo objetivo será que una vez efectuada la inscrip-
ción por parte de los abogados postulantes, surta efectos en
todo los tribunales de circuito y juzgados de distrito que in-
tegran el Poder Judicial de la Federación.
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Este sistema de regulación sobre los licenciados en derecho
que prestan sus servicios, debe respaldarse al incluirse co-
mo norma legal, más allá de la obligatoriedad que puede
dar la expedición del acuerdo 24/2005.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta asamblea
el siguiente

Proyecto de decreto por el que se adiciona la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial de la Federación, con los artícu-
los 49 A, 49 B, 49 C y 49 D para quedar de la siguiente
manera:

Capítulo II
De sus Atribuciones

Artículo 49. Cuando se establezcan en un mismo lugar va-
rios juzgados de distrito que no tengan competencia espe-
cial o que deban conocer de la misma materia, tendrán una
o varias oficinas de correspondencia común, las cuales re-
cibirán las promociones, las registrarán por orden numéri-
co riguroso y las turnarán inmediatamente al órgano que
corresponda de acuerdo con las disposiciones que dicte el
Consejo de la Judicatura Federal, las cuales también debe-
rán contemplar.

Artículo 49 A. El Consejo de la Judicatura Federal esta-
blecerá el uso obligatorio de un Sistema Computarizado
para el Registro Único de Profesionales del Derecho, ante
los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito en las ma-
terias civil, mercantil y administrativa, en los términos de
las leyes aplicables, y la Secretaría Ejecutiva de Vigilancia,
Información y Evaluación del Consejo de la Judicatura Fe-
deral será la encargada de coordinar la tareas del mismo.

El Sistema para Registro Único de Profesionales del Dere-
cho ante los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito
será una base de datos clasificada como información con-
fidencial, de uso interno en todos los órganos jurisdiccio-
nales y del área responsable del Consejo de la Judicatura
Federal.

Artículo 49 B: Los datos que se ingresarán al Sistema
Computarizado para el Registro Único de Profesionales del
Derecho ante los Tribunales de Circuito y Juzgados de Dis-
trito, son los siguientes:

I. Si se exhibe cédula profesional original:

A) Nombre(s) y apellidos del abogado postulante.

B) Número de cédula profesional.

C) Fecha de expedición de la cédula profesional.

D) Nivel o grado académico registrado ante la Se-
cretaría de Educación Pública distinto al de licencia-
tura, con efecto de patente en alguna rama del dere-
cho en la que se desempeña su actividad profesional.

II. Se exhibe cédula profesional, con copia certificada,
adicionalmente se asentará:

A) Número de notaría y nombre del su titular.

B) Fecha de la certificación correspondiente.

Artículo 49 C. Para el registro de la información especifi-
cada en el artículo anterior, los tribunales de circuito y juz-
gados de distrito se encargarán del procedimiento siguiente:

I. Ante la intervención de un abogado postulante en
asuntos del conocimiento de los referidos órganos juris-
diccionales, se le entregará solicitud de registro, a fin de
que, bajo protesta de decir verdad, asiente los datos re-
queridos.

II. A la solicitud se acompañaran dos copias fotostáticas,
por ambos lados, de la cédula profesional del abogado
postulante.

III. El servidor público designado para llevar a cabo el
registro con su nombre de usuario y clave correspon-
diente, deberá proceder, inmediatamente, a ingresar al
sistema los datos que arroje la documentación propor-
cionada por el profesionista.

IV. Verificados y confrontados los datos de la solicitud,
con la cédula profesional, por parte del servidor público
nombrado, éste asentará su nombre, cargo y órgano ju-
risdiccional de adscripción. Acto continuo, dará la orden
al sistema para el envío de la información al área res-
ponsable de Consejo de la Judicatura Federal.

V. Se hará entrega del acuse de recibo generado por el
sistema interesado, quien a su vez firmará de recibido y
de conformidad.

VI. El órgano jurisdiccional en donde se lleve a cabo el
registro, conservará un tanto de la solicitud correspon-
diente y una copia de la cédula profesional.
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VII. Los tantos restantes de la solicitud y copia de la cé-
dula profesional, deberán enviarse a la Secretaría Ejecu-
tiva de Vigilancia, Información y Evaluación, por medio
electrónico o por los sistemas de mensajería tradiciona-
les.

Artículo 49 D. La regulación del registro no previsto en la
presente ley será competencia de la Comisión de Vigilan-
cia, Información y Evaluación del Consejo de la Judicatu-
ra Federal.

Transitorios

Artículo Único: Este decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dip. Consuelo Camarena Gómez (rúbrica).»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputada. Como lo solicita, insértese íntegro el texto de la
iniciativa presentada en el Diario de los Debates; y túrne-
se a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Tiene la
palabra el diputado Xavier Alvarado Villazón, del grupo
parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, pa-
ra presentar iniciativa que reforma el artículo 176 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta.

El diputado Francisco Xavier Alvarado Villazón: Con
su permiso, diputado Presidente.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Adelante,
diputado.

El diputado Francisco Xavier Alvarado Villazón: Com-
pañeras y compañeros diputados: los problemas fiscales,
laborales, administrativos o financieros que experimentan
las pequeñas y las medianas empresas vienen siendo obje-
to de atención por los estudios de realidad económica me-
xicana, interés que está plenamente justificado, pues estas
empresas representan en torno de 95 por ciento del total,
generan 60 por ciento del empleo y realizan 65 por ciento
de las ventas y contribuyen en torno de 40 por ciento de las
exportaciones. 

Sin embargo, las Pyme, por no cotizar en mercados de va-
lores, no tienen la posibilidad de incrementar los fondos
propios para acometer inversiones que permitan un creci-
miento sostenido y, como consecuencia de ello, se encuen-
tran en inferioridad de condiciones a la hora de conseguir
recursos ajenos. Las posibilidades de capitalización de las
empresas quedan entonces limitadas a la retención siste-
mática de beneficios, denominada �autofinanciación�, y a
la concentración del patrimonio de los propietarios de las
empresas; y como única fuente de financiación ajena de
mediano y de largo plazos quedan los préstamos y créditos
concedidos por instituciones financieras, y el recurso al
arrendamiento financiero.

En definitiva, puede observarse que la financiación de la
actividad productiva de la Pyme enfrenta tres grandes pro-
blemas: el acceso más fácil a financiación ajena, la mayor
dependencia bancaria y los costos financieros de los recur-
sos ajenos más elevados que en las empresas de mayor ta-
maño. La neutralización de los efectos de estos problemas
requiere que se actúe en campos no atendidos por el siste-
ma bancario, y muy especialmente la potenciación de los
sistemas de garantías recíprocas y de capital de riesgo. El
capital de riesgo es una forma de capitalizar las grandes
Pyme, por lo que su desarrollo es de vital importancia pa-
ra la regeneración del tejido industrial en nuestro país. Mé-
xico tiene una economía en la cual los dueños de los nego-
cios pelean diariamente para sobrevivir. 

Además, los negocios en México generan bajos niveles de
ingresos y tienen un bajo potencial de crecimiento. Cerca
de 200 mil empresas son creadas cada año, sumándose a
los 3.7 millones que ya existen. Sin embargo, aunque las
cifras son impresionantes, la mayoría de los nuevos esta-
blecimientos son motivados por la falta de oportunidades
de empleo, son pequeños negocios que no poseen alto va-
lor agregado, que contribuyen de manera mínima al PIB y
que no reúnen las características apropiadas para obtener
capital, inversiones de largo plazo o capital de riesgo.

Comúnmente, el estado de la actividad económica en Mé-
xico es atribuido a su cultura empresarial. Sin embargo, co-
mo en cualquier otro país, la naturaleza de la actividad eco-
nómica en México y la cultura empresarial son un
resultado endógeno de las instituciones e infraestructura en
la cual la cultura empresarial se ha desarrollado. ¿Por qué
es endógena? Existe el potencial de transformar la cultura
empresarial de México en una cultura emprendedora, con
mayor potencial de crecimiento económico y comercio lu-
crativo. La eventual transformación de la clase empresarial
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mexicana es probablemente inevitable. Ya existen institu-
ciones e infraestructura básica o se están creando poco a
poco, lo cual permitirá que se dé dicha transformación. 

Sin embargo, sin la intervención activa para transformar la
cultura empresarial, los cambios se harán mucho más len-
tos. Además, sin una intervención activa y cuidadosamen-
te dirigida, México está en riesgo de crear instituciones e
infraestructura que impidan dicha transformación. En par-
ticular México y otras economías emergentes, habiendo
observado el aparente éxito de la infraestructura e institu-
ciones en emprendimiento de alto valor agregado e inver-
siones de capital de riesgo de Estados Unidos, podrán sim-
plemente imitar las instituciones que parecen estar
asociadas con el éxito.

A la vez, se debe reconocer que dichas instituciones y el
ambiente de los negocios no fueron creados de la noche a
la mañana, y �además� las economías emergentes no han
tenido las mismas oportunidades que han existido en otros
países, como Estados Unidos. México no puede competir
para atraer inversionistas si no existen las mismas reglas de
juego que se utilizan a nivel global y los altos costos de
transacción para invertir en México, debido a que los pro-
blemas en el marco regulatorio impiden la inversión en em-
presas pequeñas y medianas. 

Por otra parte, existen iniciativas de ley del mercado de va-
lores, las que para que tengan efecto promotor hay que
complementar con un conjunto coordinado de medidas en
ámbitos tan diversos como el de incentivos económicos en
el ámbito fiscal. En este sentido, mi grupo parlamentario,
el del Partido Verde Ecologista, somete a consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona la fracción IX del artículo 176 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 176. Se adiciona en la fracción IX: �por inversio-
nes realizadas durante el ejercicio correspondiente de has-
ta 150 mil pesos en fondos de inversión de capital de ries-
go, que a su vez participen en el capital de pequeñas y
medianas empresas que tengan por proyectos viables y ren-
tables y que no produzcan efectos negativos en el medio
ambiente.

�Para el efecto, la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, a través de la banca de desarrollo y la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, determinarán las re-
glas de operación.�

Transitorio. Único. Este decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. Es cuanto, diputado Presidente. Por su atención,
gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma el artículo 176 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, presentada por el diputado Francis-
co Xavier Alvarado Villazón, del grupo parlamentario del
PVEM, en la sesión del jueves 9 de febrero de 2006

Francisco Xavier Alvarado Villazón, diputado de la LIX
Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrante del
grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución General de los Estados Unidos Mexicanos y
los correlativos 55, fracción II, y 56 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, ocurre a solicitar que se turne a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público la presente iniciati-
va que adiciona  la fracción IX del artículo 176 de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, de conformidad con la si-
guiente

Exposición de Motivos

Los problemas fiscales, laborales, administrativos o finan-
cieros que experimentan las pequeñas y medianas empre-
sas (Pymes) vienen siendo objeto de atención por los estu-
diosos de la realidad económica mexicana; interés que está
plenamente justificado, pues estas empresas representan en
torno al 95% del total, generan el 60% del empleo, realizan
el 65% de las ventas y contribuyen en torno al 40% de las
exportaciones.

Sin embargo, las Pymes, al no cotizar en mercados de va-
lores, no tienen la posibilidad de incrementar los fondos
propios para acometer inversiones que permitan un creci-
miento sostenido, y como consecuencia de ello, se encuen-
tran en inferioridad de condiciones a la hora de conseguir
recursos ajenos. Las posibilidades de capitalización de la
empresa quedan entonces limitadas a la a la retención sis-
temática de beneficios (autofinanciación) y a la concentra-
ción del patrimonio de los propietarios de la empresa; y co-
mo única fuente de financiación ajena a medio y largo
plazo quedan los préstamos y créditos concedidos por ins-
tituciones financieras y el recurso al arrendamiento finan-
ciero.
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En definitiva, puede observarse que la financiación de la
actividad productiva de la Pyme se enfrenta a tres grandes
problemas: el acceso más difícil a la financiación ajena, la
mayor dependencia bancaria y unos costes financieros de
los recursos ajenos más elevados que en las empresas de
mayor tamaño. La neutralización de los efectos de estos
problemas requiere que se actúe en campos no atendidos
por el sistema bancario y, muy especialmente, la potencia-
ción de los sistemas de garantías recíprocas y de capital
riesgo.

El capital riesgo es una forma de capitalizar a las Pymes,
por lo que su desarrollo es de vital importancia para la re-
generación del tejido industrial de nuestro país.

México tiene una economía en la cual los dueños de nego-
cios pelean diariamente para sobrevivir. Además, los nego-
cios en México generan bajos niveles de ingresos y tienen
un bajo potencial de crecimiento. Cerca de 200,000 empre-
sas son creadas cada año, sumándose a las 3.7 millones que
ya existen. Sin embargo, aunque las cifras son impresio-
nantes, la mayoría de los nuevos establecimientos son mo-
tivados por la falta de oportunidades de empleo, son pe-
queños negocios que no poseen un alto valor agregado, que
contribuyen de manera mínima al PIB y que no reúnen las
características apropiadas para obtener capital, inversiones
a largo plazo o capital de riesgo. 

Comúnmente, el estado de la actividad económica en Mé-
xico es atribuido a su cultura empresarial. Sin embargo, co-
mo en cualquier otro país, la naturaleza de la actividad
económica en México y la cultura empresarial son un re-
sultado endógeno de las instituciones e infraestructura en la
cual la cultura empresarial se ha desarrollado. Porque es
endógena, existe el potencial de transformar a la cultura
empresarial de México en una cultura emprendedora con
mayor potencial de crecimiento económico y un comercio
lucrativo. 

La eventual transformación de la clase empresarial mexi-
cana es probablemente inevitable. Ya existen instituciones
e infraestructura básicas o se están creando poco a poco, lo
cual permitirá que se dé dicha transformación. Sin embar-
go, sin la intervención activa para trasformar la cultura em-
presarial, los cambios serán mucho más lentos. Además,
sin una intervención activa y cuidadosamente dirigida,
México está en el riesgo de crear instituciones e infraes-
tructura que impidan dicha transformación. En particular,
México y otras economías emergentes, habiendo observa-

do el aparente éxito de la infraestructura e instituciones en
emprendimientos de alto valor agregado e inversiones de
capital de riesgo de Estados Unidos, podrían simplemente
imitar las instituciones que parecen estar asociadas con el
éxito. A la vez, se debe de reconocer que dichas institucio-
nes y el ambiente de negocios no fueron creados de la no-
che a la mañana, y además, las economías emergentes no
han tenido las mismas oportunidades que han existido en
Estados Unidos.

México no puede competir para atraer inversionistas si no
existen las mismas reglas del juego que se utilizan a nivel
global; y los altos costos de transacción para invertir en
México debido a los problemas en el marco regulatorio,
impiden la inversión en empresas pequeñas y medianas.

Por otra parte existe iniciativa de Ley del Mercado de Va-
lores, misma que para que tenga un efecto promotor hay
que complementarla con un conjunto coordinado de medi-
das en ámbitos tan diversos como el de incentivos econó-
micos en el ámbito fiscal.

En este sentido, el diputado del grupo parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, somete a considera-
ción la siguiente

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicio-
na la fracción IX del artículo 176 de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 176. Las personas físicas residentes en el país que
obtengan ingresos de los señalados en este título, para cal-
cular su impuesto anual, podrán hacer, además de las de-
ducciones autorizadas en cada capítulo de esta ley que les
correspondan, las siguientes deducciones personales:

...

Fracción IX.- Por inversiones realizadas durante el
ejercicio correspondiente de hasta 150,000 pesos en fon-
dos de inversión de capital de riesgo que a su vez parti-
cipen en el capital de pequeñas y medianas empresas
que tengan proyectos viables y rentables y que no pro-
duzcan efectos negativos en el medio ambiente.

Para el efecto la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico a través de la Banca de Desarrollo y la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales determina-
ran las reglas de operación.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, el día 9 del mes de febrero de 2006.� Dip. Francisco Xa-
vier Alvarado Villazón (rúbrica).»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputado. Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público. 

ARTICULOS 1o., 71, 89, 103 Y 105 
CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: A conti-
nuación, tiene el uso de la palabra el diputado Miguel Án-
gel Llera Bello, del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional, para presentar iniciativa que reforma y adiciona
diversas disposiciones de nuestra Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Miguel Ángel Llera Bello: Con el permiso
de la Presidencia; compañeras y compañeros legisladores:
el suscrito diputado federal, Miguel Ángel Llera Bello, de
la LIX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrante del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforman varias disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, con el fin de fortalecer la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, así como la protección de di-
chos derechos a través del juicio de amparo, y sujetar la po-
lítica exterior a la promoción y respeto de los derechos hu-
manos, misma que se fundamenta bajo la siguiente
exposición de motivos:

Como sabemos, los derechos humanos, entendidos como el
conjunto de prerrogativas inherentes a la naturaleza de la
persona cuya realización efectiva resulta indispensable pa-
ra el desarrollo integral del individuo que vive en una so-
ciedad jurídicamente organizada, deben ser reconocidos y
garantizados por el Estado. Así, en nuestro país, inspirados
en lo fundamental en la centenaria figura sueca del om-
budsman, la Comisión Nacional de Derechos Humanos fue

adoptada a nivel federal como un órgano administrativo
desconcentrado y no jurisdiccional de protección de los de-
rechos humanos, mediante el decreto de creación del 6 de
junio de 1990. Con posterioridad a ello, dicha Comisión
fue elevada a rango constitucional por decreto publicado en
el Diario Oficial de la Federación del 28 de enero de 1992,
que reformó el artículo 102 constitucional para agregarle
un apartado B. 

Así, mediante este nuevo apartado se autorizó al Congreso
de la Unión y a los Congresos locales para establecer orga-
nismos de protección de los derechos humanos que cono-
cerán de quejas contra actos u omisiones de naturaleza ad-
ministrativa, provenientes de cualquier autoridad o
servidor público que violen esos derechos, con exclusión
del Poder Judicial federal. Posteriormente, y con base en
una nueva reforma constitucional, el 29 de julio del mismo
año se publicó la Ley de la Comisión de Derechos Huma-
nos, estableciendo la Comisión como un órgano descentra-
lizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, cu-
yo objetivo serían la protección, observancia, promoción,
estudio y divulgación de los derechos humanos previstos
en el orden jurídico mexicano.

De esa manera se lograba un gran avance en nuestro país al
dotar a este organismo de plena autonomía sus funciones.
Sin embargo, necesitamos abundar aún más: todavía re-
querimos fortalecer nuestra Ley Fundamental en materia
de derechos humanos, así como el organismo responsable
de esta materia �es decir, la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos� en sus capacidades y mecanismos para
que, con base en la corresponsabilidad y el firme compro-
miso de todos los sectores del gobierno y la sociedad, se
garanticen el respeto y salvaguarda de los derechos funda-
mentales a que tenemos derecho todos los mexicanos. Es
pues necesario expandir e involucrar las atribuciones y ac-
ciones de este organismo.

Así, el presente proyecto de iniciativa propone especificar
de manera expresa y categórica en el artículo 1o. de nues-
tra Ley Suprema que la Constitución reconoce los derechos
humanos consignados en los tratados internacionales, ya
que con ello se trata de elevar a rango constitucional dicho
concepto, que no implica mera redacción conceptual sino
que su contenido y alcance son mucho más amplios que el
de garantías individuales, pues aquéllos comprenden la
dignidad intrínseca y son inherentes a la naturaleza huma-
na, y sin los cuales no se puede vivir y desarrollar como ser
humano. 
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Además, este cambio conceptual nos permitiría ser con-
gruentes con los instrumentos internacionales que ha sus-
crito y aprobado el Estado mexicano. Por otra parte, pro-
ponemos adicionar una fracción IV al artículo 71 de la
Constitución Política, como la facultad para que la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos pueda presentar
proyectos de iniciativa de ley relacionados con la materia
de su competencia. No cabe duda de que la facultad legis-
lativa a nivel federal recae primordialmente en el Congre-
so de la Unión pero esta verdad no es razón para impedir el
enriquecimiento de los puntos de vista que deben concluir
en la elaboración de las leyes. 

El Legislativo necesariamente se verá beneficiado si a su
seno llegan iniciativas de ley de impecable claridad técni-
ca, como serán sin duda las elaboradas por la CNDH. En la
presente iniciativa, conscientes de la necesidad de contar
con un marco jurídico que obligue a una práctica constan-
te y permanente en la protección de los derechos humanos,
debe prevalecer no sólo como una tarea a nivel interno, si-
no como una práctica política en el plano internacional, ya
que nuestro Estado mexicano debe ser candil dentro y fue-
ra de nuestras fronteras en esta materia. 

En tal sentido, se propone reformar la fracción X del artí-
culo 89 constitucional para establecer como principio de la
política exterior el respeto y la protección de los derechos
humanos. Congruente con lo anterior, también se plantea
reformar el artículo 103 constitucional, con el fin de forta-
lecer la protección de los derechos humanos contenidos en
los tratados internacionales celebrados por el Estado mexi-
cano, para lo cual se plantea que pueda proceder la inter-
posición del juicio de amparo, como mecanismo adecuado,
pertinente y eficaz para llevar a cabo la protección juris-
diccional en los casos en que se violen dichos derechos.

Asimismo, proponemos la adición de un inciso g) a la frac-
ción I del artículo 105 constitucional, con el fin de estable-
cer �por un lado� que la Suprema Corte de Justicia de la
Nación conozca de las acciones de inconstitucionalidad
que presente la CNDH y �por otro� para que conozca de
las mismas acciones que presenten los organismos de dere-
chos humanos de las entidades federativas contra leyes es-
tatales o del Distrito Federal que vulneren la protección
constitucional de los derechos humanos. 

Sin duda, al facultarse a la CNDH para promover acciones
de inconstitucionalidad, se estarían fortaleciendo su natu-
raleza y sus funciones, al velar porque los derechos funda-
mentales de los integrantes del pueblo no sean violados por

el Estado en su actividad cotidiana. Asimismo, valga decir
que �en todo caso� la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción determinará si una ley viola derechos humanos y, en
consecuencia, el ombudsman estará cumpliendo cabalmen-
te la función que su misma denominación hace explícita,
que es la de defender. Mediante el presente proyecto de ini-
ciativa buscamos precisamente eso, vigorizar el respeto y
la salvaguarda de los derechos humanos de todos los mexi-
canos. Hoy observamos con preocupación que en algunos
países existen tendencias a formar dictaduras, creando po-
líticas económicas con el pretexto de mejorar las condicio-
nes de vida de sus pueblos, sacrificando el Estado de dere-
cho. 

Es cuando México debe dar el ejemplo de una democracia
fundamentada en los derechos humanos de sus ciudadanos,
protegidos desde nuestra Constitución, por lo que solicito a
ustedes, compañeras y compañeros legisladores, su apoyo
para aprobar cuanto antes este proyecto de decreto, por el
que se reforman diversos artículos de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Como artículo úni-
co, se reforman el artículo 1o., la fracción X del artículo 89
y la fracción I del artículo 103; se adiciona una fracción IV
al artículo 71; y se agrega un inciso g) a la fracción I del ar-
tículo 105 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todo indi-
viduo gozará de las garantías que otorga esta Constitución
y se reconocerán los derechos humanos consignados en los
tratados internacionales.

Las garantías no podrán restringirse ni suspenderse sino en
los casos y con las condiciones que ella misma establece.

Artículo 71, fracción IV. A la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos, en la materia de su competencia y de
su Ley Orgánica. Las iniciativas presentadas por los Presi-
dentes de la República, por las Legislaturas de los estados
o por las Diputaciones de los mismos, por la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, pasarán, desde luego, a
comisión. Las que presentaren los diputados o senadores se
sujetarán a los trámites que designe el reglamento de deba-
tes�.

Artículo 89, fracción X. Dirigir la política exterior y cele-
brar tratados internacionales sometiéndolos a la aprobación
del Senado. En la conducción de tal política, el titular del
Poder Ejecutivo observará los siguientes principios norma-
tivos:
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La autodeterminación de los pueblos, la no intervención, la
solución pacífica de controversias, la proscripción de la
amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacio-
nales, la igualdad jurídica de los Estados, la cooperación
internacional para el desarrollo y la lucha por la paz y la
seguridad internacionales, y la promoción y protección de
los derechos humanos.

Artículo 103. Por leyes o actos de la autoridad que violen
las garantías individuales o los derechos humanos conteni-
dos en los tratados internacionales celebrados por México.

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos en
contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Fe-
deral, así como de tratados internacionales celebrados por
el Estado mexicano que vayan en contra o violenten los de-
rechos humanos. Asimismo, podrán hacerlo las comisiones
u organismos de protección de derechos humanos de los
estados y del Distrito Federal, pero exclusivamente contra
leyes expedidas por la Legislatura estatal o por la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal que vayan en contra o
vulneren los derechos humanos.

Transitorio. Único. La presente reforma entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo del diputado Miguel Ángel Llera Bello, del
grupo parlamentario del PAN

Los suscritos, diputados federales a la LIX Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, integrantes del grupo par-
lamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55,
fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, someten a la consideración del Pleno de la Cámara de
Diputados la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se reforman varias disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin
de fortalecer la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, así como la protección de dichos derechos a través del
juicio de amparo, y de sujetar la política exterior a la pro-
moción y respeto de los derechos humanos, misma que se
fundamenta y motiva en la siguiente

Exposición de Motivos

Como sabemos, los derechos humanos, entendidos como el
conjunto de prerrogativas inherentes a la naturaleza de la
persona, cuya realización efectiva resulta indispensable pa-
ra el desarrollo integral del individuo que vive en una so-
ciedad jurídicamente organizada, deben ser reconocidos y
garantizados por el Estado.

Sin duda, la tarea de proteger los derechos humanos repre-
senta para el Estado la exigencia de proveer y mantener las
condiciones necesarias para que, en una situación de justi-
cia, paz y libertad, las personas puedan gozar realmente de
todos sus derechos. Y en ese sentido, el Poder Legislativo,
representante de la sociedad, habrá de ocupar un papel fun-
damental.

Recordemos que el gobierno de un Estado no es más que la
delegación conveniente y necesaria del poder de los aso-
ciados. Por ello, los derechos del hombre son la base y el
objeto de las instituciones sociales; es, pues, forzoso que el
Estado garantice el goce de aquellos derechos.

Así, nuestro país, inspirado en lo fundamental en la cente-
naria figura sueca del ombudsman, la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos fue adoptada a nivel federal co-
mo un órgano administrativo desconcentrado y no jurisdic-
cional de protección de los derechos humanos, mediante el
decreto de creación del 6 de junio de 1990.

Con posterioridad a ello, dicha Comisión fue elevada a ran-
go constitucional por decreto publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 28 de enero de 1992, que reformó el ar-
tículo 102 constitucional para agregarle un apartado B. Así,
mediante este nuevo apartado se autorizó al Congreso de la
Unión y a los Congresos locales para establecer organis-
mos de protección de los derechos humanos, que conoce-
rán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza
administrativa, provenientes de cualquier autoridad o ser-
vidor público que violen esos derechos, con exclusión del
Poder Judicial federal.

Posteriormente, y con base en una nueva reforma constitu-
cional, el 29 de junio del mismo año se publicó la Ley de
la Comisión de Derechos Humanos, estableciendo la Co-
misión como un órgano descentralizado, con personalidad
jurídica y patrimonio propios, cuyo objetivo sería la pro-
tección, observancia, promoción, estudio y divulgación de
los derechos humanos previstos en el orden jurídico mexi-
cano. De esa manera se lograba un gran avance en nuestro
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país al dotar a este organismo, encargado de la promoción
y observancia de los derechos fundamentales de los mexi-
canos, de la plena autonomía en sus funciones.

Sin duda, la creación de este organismo obedecía ante todo
a un logro de la sociedad, así como a un interés y compro-
miso de velar por el respeto de los derechos fundamentales
de todos los mexicanos, acorde con los compromisos de un
país que busca situar al hombre como sujeto del derecho y
como objeto del Estado.

Sin embargo, necesitamos abundar aún más, todavía re-
querimos fortalecer nuestra Ley Fundamental en materia
de derechos humanos, así como al organismo responsable
de esta materia; es decir, la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, en sus capacidades y mecanismos para
que, con base en la corresponsabilidad y el firme compro-
miso de todos los sectores del gobierno y la sociedad, se
garanticen el respeto y la salvaguarda de los derechos fun-
damentales a que tenemos derecho todos los mexicanos.
Es, pues, necesario expandir e involucrar las atribuciones y
acciones de este organismo.

Acción Nacional considera que los derechos humanos son
anteriores y superiores al Estado y, por tanto, debe recono-
cerlos y garantizarlos plenamente. Los derechos humanos
constituyen un límite natural y necesario al poder público;
sin su respeto escrupuloso, el Estado no se justifica, ni la
autoridad tiene razón de ser. Constituyen, pues, derechos
que el Estado habrá de respetar y promover a fin de satis-
facer lo que es su razón de ser: procurar y garantizar el
bien común.

Así, el presente proyecto de iniciativa propone especificar
de manera expresa y categórica en el artículo 1o. de nues-
tra Ley Suprema que la Constitución reconoce los derechos
humanos consignados en los tratados internacionales, ya
que con ello se trata de elevar a rango constitucional dicho
concepto, que no implica una mera redacción conceptual
sino que su contenido y alcance es mucho más amplio que
el de garantías individuales, pues aquéllos comprenden la
dignidad intrínseca y son inherentes a la naturaleza huma-
na y sin los cuales no se puede vivir y desarrollar como ser
humano. Además, este cambio conceptual nos permitiría
ser congruentes con los instrumentos internacionales que
ha suscito y aprobado el Estado mexicano.

Por otra parte, se propone adicionar una fracción IV al ar-
tículo 71 de la Constitución Política, como la facultad para

que la CNDH pueda presentar proyectos de incitativa de
ley relacionados con la materia de su competencia.

De esa forma, al facultar a la CNDH para intervenir en el
proceso legislativo a través de la presentación de iniciati-
vas de ley relacionadas con la materia de su competencia,
el legislador estará legitimando a dicha institución, en su
carácter de órgano constitucional autónomo, para fortale-
cer y complementar el equilibrio que el Constituyente Per-
manente deseaba para los poderes del Estado.

Si lo que buscamos como representantes de la nación al
cumplir nuestra función legislativa es aportar a los ciudada-
nos un mejor marco normativo, resulta innegable que la
CNDH pude aportar a este continuo perfeccionamiento co-
nocimientos valiosos, producto de su experiencia en su lucha
en favor de la protección y promoción de los derechos hu-
manos. No cabe duda de que la facultad legislativa a nivel
federal recae primordialmente en el Congreso de la Unión,
pero esta verdad no es razón para impedir el enriqueci-
miento de los puntos de vista que deben confluir en la ela-
boración de las leyes. El Legislativo necesariamente se ve-
rá beneficiado si a su seno llegan iniciativas de ley de
impecable claridad técnica, como de seguro serán las ela-
boradas por la CNDH.

En la presente iniciativa, conscientes de la necesidad de
contar con un marco jurídico que obligue a una práctica
constante y permanente en la protección de los derechos
humanos, debe prevalecer no sólo como una tarea a nivel
interno, sino como una práctica política en el plano inter-
nacional, ya que nuestro Estado mexicano debe ser candil
dentro y fuera de nuestras fronteras en esta materia. En tal
sentido, se propone reformar la fracción X del artículo 89
constitucional para establecer como principio de la política
exterior el respeto y la protección de los derechos humanos.

Congruente con lo anterior, también se plantea reformar el
artículo 103 constitucional, con el fin de fortalecer la pro-
tección de los derechos humanos contenidos en los tratados
internacionales celebrados por el Estado mexicano, para lo
cual se plantea que pueda proceder la interposición del jui-
cio de amparo como mecanismo adecuado, pertinente y
eficaz para llevar a cabo la protección jurisdiccional en los
casos en que se violen dichos derechos.

Asimismo, se propone la adición de un inciso g) a la frac-
ción II del artículo 105 constitucional, con el fin de esta-
blecer, por un lado, que la Suprema Corte de Justicia de la

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 9 de febrero de 2006157



Nación conozca de las acciones de inconstitucionalidad
que presente la CNDH; y, por otro, para que conozca de las
mismas acciones que presenten los organismos de derechos
humanos de las entidades federativas contra leyes estatales
o del Distrito Federal que vulneren la protección constitu-
cional de los derechos humanos.

Sin duda, al facultar a la CNDH para promover acciones de
inconstitucionalidad, se estarían fortaleciendo su naturale-
za y sus funciones, al velar porque los derechos fundamen-
tales de los integrantes del pueblo no sean violados por el
Estado en su actividad cotidiana. Asimismo, valga decir
que en todo caso la Suprema Corte de Justicia de la Nación
determinará si una ley viola derechos humanos, y en con-
secuencia, el ombudsman estará cumpliendo cabalmente la
función que su misma denominación hace explícita: la de
defender.

Además, con esta propuesta se fortalecen los mecanismos
de control constitucional, ya que se salvaguarda la parte
dogmática o de derechos del gobernado, edificada en nues-
tra Ley Fundamental.

Recordemos, en un plano teórico y doctrinario, que las fi-
nalidades esenciales del defensor del pueblo, como tam-
bién se le conoce, son de control en el ejercicio del poder
por parte de los otros órganos del Estado, para proteger los
derechos del ciudadano ante la burocracia desborda, exa-
cerbada u omisa en sus atribuciones.

Castillo Velasco manifestaba la idea de que es conveniente
repetir que la libertad es inherente al hombre, como condi-
ción esencial de su vida y de su desarrollo físico y moral;
que la organización del hombre lo lleva a la sociabilidad;
que la sociedad se forma para obtener y asegurar el más
completo ejercicio de la libertad individual y la acumula-
ción de fuerzas para obtener los frutos de la libertad; que el
gobierno de un pueblo no es más que la delegación conve-
niente y necesaria del poder de los asociados. En resumen:
los derechos del hombre son la base y el objeto de las ins-
tituciones sociales.

Hoy, mediante el presente proyecto de iniciativa buscamos
precisamente eso: vigorizar el respeto y la salvaguarda de
los derechos humanos de todos los mexicanos.

Una vez alcanzada la frontera del justo término de coexis-
tencia entre la colectividad y el individuo, el hombre habrá
triunfado como sujeto del derecho y como objeto del Esta-

do. Ésa es una responsabilidad de todos, especialmente de
quienes, por mandato de la sociedad, son dotados de las fa-
cultades y mecanismo para promoverlo, impulsarlo y de-
fenderlo. Es ésa, compañeros, una responsabilidad intrín-
seca a nuestro mandato.

Hoy, cuando observamos con preocupación que en algunos
países existen tendencias a formar dictaduras, creando po-
líticas económicas con el pretexto de mejorar las condicio-
nes de vida de sus pueblos, sacrificando el Estado de de-
recho, México debe dar el ejemplo de una democracia
fundamentada en los derechos humanos de sus ciudadanos,
protegidos desde nuestra Constitución, por lo que solicito a
ustedes, compañeras y compañeros legisladores, su apoyo
para aprobar cuanto antes el siguiente

Proyecto de decreto por el que se reforman diversos ar-
tículos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Artículo Único. Se reforman el artículo 1o., la fracción X
del artículo 89 y la fracción I del artículo 103; se adiciona
una fracción IV al artículo 71 y se agrega un inciso g) a la
fracción II del artículo 105, ambos de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos, todo indi-
viduo gozará de las garantías que otorga esta Constitución
y reconoce los derechos humanos consignados en los
tratados internacionales. Las garantías no podrán restrin-
girse ni suspenderse sino en los casos y con las condicio-
nes que ella misma establece.

Artículo 71. ...

I. a III. ...

IV. A la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, en la materia de su competencia y de su ley or-
gánica.

Las iniciativas presentadas por el Presidente de la Re-
pública, por las Legislaturas de los estados o por las Di-
putaciones de los mismos, por la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, pasarán desde luego a co-
misión. Las que presentaren los diputados o senadores
se sujetarán a los trámites que designe el reglamento de
debates.
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Artículo 89. ...

I. a IX. ...

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, sometiéndolos a la aprobación del Senado.
En la conducción de tal política, el titular del Poder Eje-
cutivo observará los siguientes principios normativos: la
autodeterminación de los pueblos, la no intervención, la
solución pacífica de controversias, la proscripción de la
amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones interna-
cionales, la igualdad jurídica de los Estados, la coopera-
ción internacional para el desarrollo, la lucha por la paz
y la seguridad internacionales, y la promoción y pro-
tección de los derechos humanos.

XI. a XX. ...

Artículo 103. ...

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garan-
tías individuales o los derechos humanos contenidos
en los tratados internacionales celebrados por Méxi-
co.

II. a III. ...

Artículo 105. ...

I. ...

II. ...

...

a) a f) ...

g) La Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, en contra de leyes de carácter federal, estatal
y del Distrito Federal, así como de tratados inter-
nacionales celebrados por el Estado mexicano
que vayan en contra o violen los derechos huma-
nos.

Asimismo, podrán hacerlo las comisiones u orga-
nismos de protección de derechos humanos de los
estados y del Distrito Federal, pero exclusiva-
mente en contra de leyes expedidas por la Legis-
latura estatal o por la Asamblea Legislativa del

Distrito Federal que vayan en contra o vulneren
los derechos humanos.

...

...

...

III. ...

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dip. Miguel Ángel Llera Bello (rúbrica).»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputado. Túrnese a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales. 

LEY DE PRESUPUESTO, CONTABILIDAD 
Y GASTO PUBLICO FEDERAL

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: La Presi-
dencia de esta honorable Cámara recibió del diputado Jor-
ge Kahwagi Macari, del grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, iniciativa que reforma los ar-
tículos 2o., 6o. y 45 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad
y Gasto Público Federal.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Iniciativa que reforma los artículos 2, 6 y 45 de la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, a car-
go del diputado Jorge Kahwagi Macari, del grupo parla-
mentario del PVEM.

Jorge Antonio Kahwagi Macari, diputado la LIX Legisla-
tura del H. Congreso de la Unión, integrante del grupo
parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, en
uso de la facultad que me confieren los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
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Mexicanos; 39, numeral 3, 40, numeral 1, de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, me permito someter al Pleno de esta soberanía,
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto.

Exposición de Motivos

Todo sistema democrático tiene como premisa el que sus
marcos jurídicos se encuentren actualizados, es así que
dentro de ese contexto se encuentran las leyes secundarias
que son las que regulan a la Administración Pública Fede-
ral, es así que se tiene que analizar, la utilidad de seguir
manejando figuras jurídicas obsoletas como los �departa-
mentos administrativos�, cuya labor era prestar auxilio de
servicios técnicos y de coordinación administrativa para el
Ejecutivo, pero que en la actualidad son inoperantes, ya
que han caído en desuso, en la actualidad no existe ningu-
no dentro de la estructura administrativa que sigue estando
a cargo del Poder Ejecutivo.

Desde su creación en la Constitución de 1917, los departa-
mentos administrativos no funcionaban conforme a la na-
turaleza jurídica para la que fueron creados, sino que sir-
vieron solamente a la administración y control del propio
Ejecutivo.

La historia nos enseña que a través de su devenir histórico,
estos departamentos, en vez de seguir los lineamientos de
la extinta Ley de Secretarías de Estados y Departamentos
Administrativos, y demás Dependencias del Ejecutivo Fe-
deral, han servido para que el Ejecutivo tenga el manejo y
control de la administración pública.

Baste recordar que en el año de 1917, los tres departamen-
tos administrativos que se crearon sirvieron para descen-
tralizar la administración, no para el apoyo técnico admi-
nistrativos para lo que fueron instituidos. 

En la administración de 1928, estos departamentos fueron
utilizados para una función específica conforme a su natu-
raleza jurídica, sin embargo el Ejecutivo logró que en la
práctica estos departamentos no funcionaran de una forma
ideal. De hecho sólo sirvieron para los intereses del Presi-
dente en turno.

En el año de 1935 se cambio la denominación de la Ley de
Secretarías de Estado, Departamentos Administrativos y
demás Dependencias del Ejecutivo Federal, por la de Ley

de Secretarías de Estado y Departamentos Administrativos,
esto se hizo para jerarquizar a todos de la misma manera y
así los departamentos administrativos tuvieran el mismo
rango y evitar que algunas de las secretarías y departamen-
tos administrativos tuvieran preeminencia sobre las otras.
Hecho que fue mal visto en esa época por los titulares de
las Secretarías.

En la administración de 1936, el Ejecutivo empieza con
desaparecer algunos de los siete departamentos que ya no
eran funcionales para el Ejecutivo en turno, reabsorbiendo
sus funciones las secretarías de Estado respectivas, sin em-
bargo, en 1937 se crean otros tres departamentos adminis-
trativos como el departamento de ferrocarriles nacionales
el cual fue sustituido posteriormente por un organismo des-
centralizado denominado Ferrocarriles Nacionales de Mé-
xico.

Es a partir de 1937, que se determinó cambiar la naturale-
za administrativa de algunos de los departamentos admi-
nistrativos, convirtiéndolos en secretarías de Estado, con lo
cual se inicia una inconveniente tradición de considerar a
dichos departamentos como pequeñas secretarías de Esta-
do, circunstancia que obligo a las administraciones poste-
riores a transformar en secretarías de Estado a los departa-
mentos administrativos, ya sea por atender presiones de
tipo políticos o político electoral de quienes eran sus titula-
res o aspiraban a serlo. De hecho el último departamento
administrativo, que existió hasta 1994 fue el Departamen-
to del Distrito Federal. 

Es así, que la Ley del Presupuesto Contabilidad y Gasto
Público, que es el ordenamiento que norma y regula las
erogaciones de los tres poderes de la unión y de los órga-
nos de la administración publica federal, todavía consagra
la figura jurídica de �departamentos administrativos� los
cuales ya no existen, porque están en desuso y continúan
plasmadas como figuras de derecho positivo sin estar vi-
gentes.

Consecuentemente se desprende que en el Capítulo Prime-
ro de las Disposiciones Generales, en la fracción IV del ar-
tículo 2°, todavía se contempla que los departamentos ad-
ministrativos están facultados para realizar erogaciones
con recursos públicos, así mismo en su artículo 6°, esta-
blece que pueden auxiliar en planeación y programación
del presupuesto, de igual formar el artículo 45 en su inciso
b), fracción II, considera que puede ser sujeto de responsa-
bilidades, por lo tanto es incongruente que se siga conside-
rando a un ente jurídico que esta en desuso.
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Para corroborar que los departamentos administrativos ya
no están vigentes, podemos ver que el artículo 44 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, precepto
que contemplaba las funciones que desempeñan los depar-
tamentos administrativos, y que actualmente esta deroga-
do, consecuentemente es un órgano del Estado que está en
desuso por no ser funcional, en dado caso de no llevarse a
cabo la reforma estaríamos ante una incongruencia y una
falta de lógica jurídica. Pues a pesar de ya no existir el en-
te jurídico y normatividad que los regule se sigue estiman-
do en nuestra ley.

Por eso el propósito de la presente iniciativa es que se eli-
mine de la Ley del Presupuesto Contabilidad y Gasto Pú-
blico, el ente jurídico de los �departamentos administrati-
vos�. A mayor abundamiento podemos observar que la ley
orgánica de la administración pública federal en el artículo
26 Capítulo I establece el organigrama de la Administra-
ción Pública Federal, en donde no aparecen ni se recono-
cen a los departamentos administrativos para que formen
parte de la administración pública federal, al igual que en
el Capítulo II que establece cual es la competencia de las
secretarías de Estado, departamentos administrativos y
Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, no se regulan
competencias para los departamentos administrativos. 

Como ha quedado demostrado la ineficiencia e ineficacia
con la que se manejaron estas entes o entidades en su de-
venir histórico, fueron las causas por lo que se transfirieron
las funciones administrativas a las secretarías de Estado, o
por otros instrumentos de carácter administrativo que han
servido tanto jurídica como políticamente al Ejecutivo.

Consideramos que dentro de la organización de la admi-
nistración pública no se deben contemplar estas figuras en
este momento histórico.

En primer lugar porque en la práctica administrativa, el
concepto de �departamento administrativo� se refiere a de-
terminadas áreas que se manejan en las empresas privadas
o públicas por ejemplo; el departamento administrativo de
recursos humanos, o el de recursos materiales, y no así co-
mo órganos administrativos, el concepto por el que se creó
en 1917, era para que la administración, pudiera manejar
en forma organizada, sistemática y técnicamente un tema
de la agenda del Ejecutivo.

En segundo lugar se deja abierta la posibilidad de que el
Ejecutivo cree los departamentos administrativos que sir-
van a sus intereses, lo cual no se debe permitir por lo que

debe desaparecer la figura mencionada, ya que hay que re-
cordar que se han creado, otro tipo de organismos como los
descentralizados, los desconcentrados y las empresas de
participación estatal, porque sí se continua empleando el
término �departamento administrativo�, que en la práctica
ha caído en desuso, no se dará una certidumbre jurídica.

No debe pasar desapercibido, que la función de la admi-
nistración pública es la de proporcionar los servicios nece-
sarios, para satisfacer y generar el bien común, ya que es la
encargada de llevar la administración con la misión servir
de manera efectiva y eficaz a la sociedad, lo cual no se lo-
grará hasta que haya una verdadera voluntad. 

El que siga apareciendo un instrumento administrativo en
desuso en nuestra Ley del Presupuesto Contabilidad y Gas-
tos Público, provoca una incertidumbre jurídica, pues la
misma podrá ser utilizada para fines personales del Ejecu-
tivo, y no para la satisfacción de los intereses colectivos
por medio de la función administrativa que realiza funda-
mentalmente el Estado.

Como lo cita el propio Gabino Fraga, en su obra Derecho
administrativo, que la función administrativa, desde el
punto de vista formal, se define como �la actividad que el
Estado realiza por medio del Poder Ejecutivo �, y desde el
punto de vista material como �la actividad que el Estado
realiza bajo un orden jurídico, y que consiste en la ejecu-
ción de los actos materiales o de actos que determinan si-
tuaciones jurídicas para casos individuales�.

De lo antes expuesto, someto a la consideración del Pleno
la siguiente

Iniciativa con proyecto de decreto por el se reforman la
fracción IV del artículo 2; el artículo 6; el inciso b) de la
fracción II y el artículo 45 de la Ley del Presupuesto
Contabilidad y Gasto Público.

Único. Se reforman la fracción IV del artículo 2; el artícu-
lo 6; el inciso b) de la fracción II, y el artículo 45 de la Ley
del Presupuesto Contabilidad y Gasto Público, para quedar
como sigue: 

Artículo 2

�

I. a III. �
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IV. Las secretarías de Estado y la Procuraduría Ge-
neral de la República;

IV. a la VIII. �

�

Artículo 6

Las secretarías de Estado coordinarán la planeación, pro-
gramación, presupuestación, control y evaluación del gas-
to de las entidades que queden ubicadas en el sector que es-
té bajo su coordinación.

Las proposiciones de las entidades en los términos de los
artículos 17 y 21 de esta ley se presentarán a la Secretaría
de Programación y Presupuesto, a través y con la confor-
midad de las secretarías de Estado correspondientes cuan-
do proceda. Asimismo, a las secretarías les será enviada la
información y permitida la práctica de visitas a que se re-
fieren los artículos 37 y 41.

Artículo 45

�

I. �

II. �

a)

b) Las secretarías de Estado, en relación con las ope-
raciones de las entidades paraestatales agrupadas en
su sector;

c) �

III �

Transitorio

Único. El Presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los 9 días del mes de febrero de 2005.� Dip. Jorge A.
Kahwagi Macari (rúbrica).»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Túrnese a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. 

LEY DE INVERSION EXTRANJERA

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Tiene la
palabra el diputado Pedro Ávila Nevárez, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, para
presentar iniciativa que reforma el artículo 37 de la Ley de
Inversión Extranjera.

El diputado Pedro Ávila Nevárez: Con su permiso, señor
Presidente.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Adelante,
diputado.

El diputado Pedro Ávila Nevárez: De conformidad con
los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, y 56
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, el de la voz, dipu-
tado Pedro Ávila Nevárez, del grupo parlamentario del
PRI, presenta la siguiente iniciativa con proyecto de decre-
to, que adiciona un último párrafo al artículo 37 de la Ley
de Inversión Extranjera.

Exposición de motivos: El tema de la inversión extranjera
genera una división de opiniones, unas favorables y otras
en contra, ya que hemos estado bajo la presión de concep-
tos como la globalización, la liberación de mercados, y la
consecuente idea de que esta inversión siempre hará bien al
país. Todos aquí hemos participado, de una manera u otra,
en la regulación de la inversión extranjera en ramos estra-
tégicos como la energía, el gas natural, los ferrocarriles, las
telecomunicaciones, los bancos, etcétera, pero también he-
mos sido testigos, muchas veces mudos, de lo poco o nada
de beneficios que ha traído la inversión extranjera a nues-
tro país. Esta inversión, liderada por empresas transnaciona-
les estadounidenses, también genera nuevos retos y riesgos,
siendo que difícilmente son influenciables por políticas e in-
centivos públicos o privados. 

La inversión extranjera en general no ha podido resolver
los principales retos de la economía mexicana: encadena-
mientos e integración productiva y regional, empleo, fi-
nanciamiento y sustentabilidad económica de mediano y
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largo plazos. En 2004 se logró recuperar la pérdida de tres
años consecutivos a la baja y se obtuvieron cerca de 17 mil
millones de dólares; éste se ha dirigido a la �inversión go-
londrina�, como se conoce popularmente la inversión es-
peculativa de la bolsa de valores. Ésta es la que menos ha
generado fuentes de trabajo, beneficios e inversión produc-
tiva o, cuando menos, mejores salarios.

Nos han venido diciendo durante estos años de la economía
neoliberal que aislarnos a la inversión extranjera era con-
denar al fracaso el país, que debíamos dejar el decimonó-
nico discurso nacionalista de protección de la industria y
que nos abriéramos a la competitividad. Llevamos con es-
te gobierno años de economía neoliberal y sólo han gene-
rado más pobres y más diferencias entre éstos y los ricos;
sólo ha servido para entregar lo mejor del país a los ex-
tranjeros. Ahora nos encontramos con la violación del de-
recho internacional, al aplicar leyes extranjeras en territo-
rio nacional. 

Ejemplo es el caso de la cadena hotelera Sheraton y las de-
claraciones del representante del gobierno norteamericano,
que ya se meten en México como si fuera su casa, y la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, sirviéndoles de pale-
ros, ya que no sólo se conforman con esto que hicieron a
los diplomáticos cubanos, sino que también les entregamos
a nuestros presos para que los juzguen allá, por muy crimi-
nales que sean, como si en México no tuviéramos una
Constitución para juzgar hasta al más criminal de los me-
xicanos. No podemos permitir que amenacen la integridad
de nuestra soberanía, cuando el secretario Derbez declara
que no merece ni una nota diplomática y, de manera insul-
tante, dice que todo se reduce a una llamada telefónica. 

Todo esto es respuesta a la falta de integridad de la políti-
ca exterior aplicada por el Gobierno Federal. No basta que
se pretenda ocultar, como siempre lo han hecho, la ver-
güenza que nos causa a todos los mexicanos. Que renuncie
el secretario de Relaciones Exteriores, el señor Derbez. 

Por lo anterior, presento a esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto:

Artículo Único. Se adiciona un último párrafo al artículo
37 de la Ley de Inversión Extranjera, para quedar como
sigue:

Artículo 37. Cualquier aplicación por parte de persona mo-
ral o física extranjera de leyes extranjeras en territorio na-

cional, en perjuicio de cualquiera de las partes o de terce-
ros, será revocada la autorización de inmediato y clausura-
da, en su caso, sin derecho a revisión.

Artículo Transitorio. Esta reforma entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Creo que todos, como legisladores de la patria, debemos
unirnos en estos momentos en que estos señores, encabe-
zados por el Presidente Bush, han intervenido hasta extra-
territorialmente para pisotear la dignidad del pueblo de
México. Creo que todos como legisladores no debemos de-
jar pasar, como se ha pretendido aquí, los sucesos que ocu-
rrieron en la cadena hotelera Sheraton y las declaraciones
que el representante del gobierno mexicano, en una forma
sutil y tenue, da después que los señores norteamericanos
pisotearon la dignidad del pueblo de México. Ojalá que vi-
viera mi General Francisco Villa para que entrara otra vez
en Columbus y, de esa manera, limpiara las afrentas que los
gringos han hecho a nuestra patria. Está en sus manos, se-
ñores legisladores, hacer que esta afrenta que recibimos sea
limpiada y se dé al Gobierno de México una respuesta, y
que el señor secretario de Relaciones Exteriores si no pue-
de con el cargo o si es un adulador y un lame... �para qué
les digo� de Estados Unidos, mejor que renuncie; es un cí-
nico y un descarado.

«Iniciativa que reforma el artículo 37 de la Ley de Inver-
sión Extranjera, a cargo del diputado Pedro Ávila Nevárez,
del grupo parlamentario del PRI

De conformidad con los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
los artículos 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, el de la voz, diputado Pedro Ávila Ne-
varez, del grupo parlamentario del PRI, presenta la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un
último párrafo al artículo 37 de la Ley de Inversión Ex-
tranjera.

Exposición de Motivos

El tema de la inversión extranjera, genera una división de
opiniones, unas favorables y otras en contra, ya que hemos
estado bajo la presión de conceptos como la �globaliza-
ción�, la �liberación de mercados� y la consecuente idea de
que esta inversión siempre hará bien al país.
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Todos aquí hemos participado de una manera u otra en la
regulación de la inversión extranjera en ramos estratégicos
como la energía, el gas natural, los ferrocarriles, las teleco-
municaciones, los bancos, etcétera. Pero también hemos si-
do testigos, muchas veces mudos, de lo poco o nada de be-
neficios que ha traído la inversión extranjera a nuestro país.

Esta inversión, liderada por empresas transnacionales esta-
dounidenses, también genera nuevos retos y riesgos, sien-
do que difícilmente son influenciables por políticas e in-
centivos públicos o privados.

La inversión extranjera, en general, no ha podido resolver
los principales retos de la economía mexicana: encadena-
mientos e integración productiva y regional, empleo, fi-
nanciamiento y sustentabilidad económica a mediano y lar-
go plazo. En el 2004 se logró recuperar la pérdida de 3 años
consecutivos a la baja, y se obtuvo cerca de 17 mil millo-
nes de dólares.

Ésta se ha dirigido a la inversión �golondrina� como se le
conoce popularmente a la inversión especulativa de la Bol-
sa de Valores. Ésta es la que menos ha generado fuentes de
trabajo, beneficio a inversión productiva o cuando menos
mejores salarios.

Nos han venido diciendo durante estos años de la economía
neoliberal, que aislarnos a la inversión extranjera era con-
denar al fracaso al país, que debíamos dejar el decimonó-
nico discurso nacionalista  de protección a la industria y
que nos abriéramos a la �competitividad�.

Llevamos, con este Gobierno, 23 años de economía neoli-
beral y solo han generado mas pobres y mas diferencias en-
tre éstos y los ricos. Solo ha servido para entregar lo mejor
del país a los extranjeros.

Ahora nos encontramos con la violación al derecho inter-
nacional al aplicar leyes extranjeras en territorio nacional,
ejemplo es el caso de la cadena hotelera Sheraton y las de-
claraciones del representante del Gobierno norteamerica-
no.

No podemos permitir el que amenacen la integridad de
nuestra soberanía, cuando el secretario Derbez declara que
no merece ni una nota diplomática, y de manera insultante
dice que todo se reduce a una llamada telefónica.

Todo esto es respuesta a la falta de integridad de la políti-
ca exterior aplicada por este Gobierno Federal, no basta

que se pretenda ocultar, como siempre lo han hecho, la ver-
güenza que nos causa a todos los mexicanos. Renuncie Sr.
Derbez.

Por lo anterior, presento a esta H. Soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un últi-
mo párrafo al artículo 37 de la Ley de Inversión Ex-
tranjera.

Artículo Único.- Se adiciona un último párrafo al artículo
37 de la Ley de Inversión Extranjera, para quedar como si-
gue:

Artículo 37.-

...

Cualquier aplicación por parte de persona moral o física
extranjera, de leyes extranjeras en territorio nacional en
perjuicio de cualquiera de las partes o de terceros, será re-
vocada la autorización de inmediato y clausurada, en su ca-
so, sin derecho a revisión.

Transitorio

Único. Esta reforma entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Siendo a los 9 días del mes de febrero del año 2006.� Dip. Pedro Ávi-
la Nevarez (rúbrica).»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Túrnese a
la Comisión de Economía. 

LEY DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS 
Y CULTO PUBLICO - CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Tiene la
palabra el diputado Juan Bárcenas González, del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional, para presentar
iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público y del
Código Penal Federal.

El diputado José Juan Bárcenas González: Con su per-
miso, diputado Presidente. Subo a esta tribuna para pre-
sentar una iniciativa de ley, respetando el formato de las
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iniciativas de ley; por supuesto no la utilizaré para hacer
una arenga política, puesto que ése es otro momento. El
hombre está llamado a una plenitud de vida que va más allá
de las dimensiones de su existencia terrena. En este senti-
do, las religiones juegan un papel muy importante en la vi-
da de sus feligreses. Toda religión, independientemente de
su credo, debe defender y promover el derecho a la vida,
pero además debe ser consciente de las consecuencias que
tiene en la vida de sus fieles y debe tener siempre presente
el valor incomparable de cada persona humana. 

En México, la mayoría de las religiones y agrupaciones no
objetan hacer del conocimiento público su actividad fervo-
rosa; sin embargo, en el desarrollo propio de su actividad
religiosa, he sabido que algunos de sus miembros cometen
actos contrarios a sus principios y, en ocasiones, realizan
conductas tipificadas como delito por nuestras leyes pena-
les. No es desconocida la actividad desarrollada por algu-
nos ministros del culto religioso y que muchas veces de-
tentan un alto grado jerárquico en su asociación y que, por
lo mismo, tienen la capacidad de incitar a sus correligiona-
rios a realizar conductas ilícitas.

Los recientes escándalos de pedofilia en el mundo, y que
desgraciadamente se han presentado en México, hacen re-
capacitar y tomar medidas legales en el tema. Es claro que
se debe sancionar tanto al agente activo, que puede ser un
alto jerarca de la iglesia o asociación religiosa, pero tam-
bién debemos mencionar a la propia asociación o agrupa-
ción para que deje de perjudicar a sus feligreses, y con ello
no favorecer o permitir que se realicen o continúen con la
explotación de un fiel por parte de un líder religioso. Eso
significa que no es sólo un ministro que a título personal
abusa de su posición, mientras sus colegas y subordinados
callan, sino que superiores jerárquicos o aun instancias en-
teras dentro de la organización religiosa están coludidas.
Esto es particularmente grave, por lo que las asociaciones
religiosas deben ser sancionadas.

En razón de lo anterior, la presente iniciativa viene a pro-
poner que a la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Pú-
blico se hagan adecuaciones que permitan tener mayores
elementos para aplicar de mejor manera las infracciones y
sanciones previstas en el artículo 29 de la ley, específica-
mente en la fracción VI, estableciendo sanciones en el ca-
so de que se use registro constitutivo de otra asociación le-
galmente establecida. Por lo que hace a la fracción VII, se
establece que se sancionará a quienes promuevan o inciten
a través de creencias religiosas o espirituales a la comisión

de acciones encaminadas a producir alarma, terror en la po-
blación o un grupo o sector de ellas.

En la fracción VIII se sanciona, a su vez, a quienes ejerzan,
promuevan o inciten la discriminación por razones de ori-
gen étnico, de nacionalidad, de género, de edad, de capaci-
dades diferentes, de condición social, de condición de sa-
lud, de diversidad religiosa, de opiniones, de preferencias,
de estado civil o de cualquiera otra que atente contra la dig-
nidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los
derechos y las libertades de las personas. Por otra parte, es
muy importante establecer mecanismos legales que impi-
dan la proliferación de conductas orientadas al fanatismo,
que desventuradamente llevan en un grado mayor a la co-
misión de atentados terroristas. En este sentido, el asunto
del terrorismo es bastante difícil; los terroristas son consi-
derados por sus correligionarios como héroes. 

Éste es un asunto grave en todo el mundo y del cual se tie-
nen que ocupar los parlamentarios. En este caso, los legis-
ladores de nuestro país tenemos la innegable responsabili-
dad de atacar con los medios reglamentarios conducentes y
responder de manera franca y directa a este peligro. El fa-
nático no es desde luego un demócrata porque piensa que
sólo él o unos pocos como él han visto la verdad práctica y
a que ellos corresponde realizarla mediante una acción vio-
lenta. En el fanático se aloja una carga de violencia poten-
cial: está dispuesto a utilizar la violencia si fuera precisa
para sus fines, violencia física, agresiones, violencia psico-
lógica o terror y violencia intelectual, engaño, todo como
medio para violentar o contrariar las voluntades de quienes
se oponen a sus proyectos. No debemos esperar que en
México se presente este fenómeno delictivo, al menos en
las formas como recientemente han ocurrido en Norteamé-
rica y en Europa.

Por lo mismo, resulta necesario realizar reformas legislati-
vas como la que aquí se propone, a efecto de establecer
sanciones que permitan a toda costa inhibir el desarrollo de
estos actos delictivos. Ahora bien, es cierto que el actual ti-
po penal de terrorismo, previsto en el artículo 139 del Có-
digo Penal Federal, sanciona en su tipo genérico a quienes
utilizan explosivos, sustancias tóxicas, armas de fuego, o
por incendio, inundación o por cualquier otro medio vio-
lento realizan actos en contra de las personas, las cosas o
servicios al público que produzcan alarma, temor, terror en
la población o en un grupo o sector de ella, para perturbar
la paz pública, menoscabar la autoridad del Estado o pre-
sionar a la autoridad para que tome una determinación. 
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No obstante, se estima que cuando este supuesto se actua-
lice por quienes promuevan o inciten a través de las creen-
cias religiosas o espirituales este tipo de conductas, debe
ser sancionado de manera más ejemplar, ya que sin duda
estamos en presencia de un hecho que por esas caracterís-
ticas los feligreses son más susceptibles de realizar estas
conductas por estar subordinadas a las ideas, creencias o
dogmas de sus jerarcas o líderes espirituales o religiosos.

Por las consideraciones expuestas, pongo a consideración
de este honorable Congreso de la Unión la presente:

Primero. Se reforma la fracción VI y se adicionan las frac-
ciones VII y VIII del artículo 29 de la Ley de Asociaciones
Religiosas y Culto Público, para quedar como sigue:

Constituyen infracciones de la presente ley por parte de los
sujetos a que la misma se refiere... Fracción VI. Ostentarse
como asociación religiosa cuando se carezca del registro
constitutivo otorgado por la Secretaría de Gobernación o se
use el registro constitutivo de otra asociación legalmente
establecida.

Fracción VII. Promover o incitar a través de creencias reli-
giosas o espirituales a la comisión de acciones encamina-
das a producir alarma, temor, terror en la población o en un
grupo o sector de ella, para perturbar la paz o tratar de me-
noscabar la autoridad del Estado o presionar a la autoridad
para que tome una determinación.

Fracción VIII. Ejercer, promover o incitar la discrimina-
ción por razones de origen étnico, de nacionalidad, de gé-
nero o de edad, de capacidades diferentes, de condición so-
cial, de condición de salud, de diversidad religiosa, de
opiniones, de preferencias, de estado civil o de cualquier
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por ob-
jeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de
las personas.

Segundo. Se reforma el artículo 139, que es el capítulo so-
bre terrorismo, del Código Penal Federal, para quedar co-
mo sigue:

Cuando algún ministro de culto o su equivalente de una
asociación religiosa, constituida legalmente o no, incite a la
realización de conductas señaladas en este artículo, basa-
das en sus creencias religiosas o espirituales, la pena se au-
mentará hasta en una mitad.

Es cuanto, diputado Presidente; muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público y del
Código Penal Federal, a cargo del diputado Juan Bárcenas
González, del grupo parlamentario del PAN

El suscrito, diputado federal Juan Bárcenas González, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artí-
culos 55, fracción II, 56, 62 y demás relativos del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
éste H. Congreso de la Unión, la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 29 de
la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, refor-
mando la fracción VI, y para crear dos fracciones nuevas
identificadas como fracciones VII y VIII, recorriéndose las
subsecuente numeración en sus términos para pasar a ser
de la fracción IX a la XIV; y se agrega un párrafo al artí-
culo 139 del Código Penal Federal, misma que se funda-
menta y motiva bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El hombre está llamado a una plenitud de vida que va más
allá de las dimensiones de su existencia terrena, en este
sentido, las religiones juegan un papel muy importante en
la vida de sus feligreses, sea cual fuere la religión que pro-
fesen. Lo sublime de esta vocación sobrenatural manifies-
ta la grandeza y el valor de la vida humana incluso en su
fase temporal. En efecto, la vida para quienes tienen algu-
na religión es condición básica para lograr completo des-
arrollo de su subsistencia y para alcanzar su plena realiza-
ción como personas.

La religión, cualquiera que esta sea, sabe que necesaria-
mente tiene que hacerse presente con sus parroquianos, a
través de sus creencias religiosas y espirituales, para hacer
eco profundo y persuasivo en el corazón de cada persona,
creyente e incluso no creyente.

Todo hombre o mujer abiertos sinceramente a la verdad y
al bien, aun practicando cualquiera de las religiones exis-
tentes, gracias a la luz de la razón, pueden llegar a descu-
brir en la ley natural escrita en su corazón el valor sagrado
de la vida humana desde su inicio hasta su término, y afir-
mar el derecho de cada ser humano a ver respetado total-
mente este bien primario suyo. En el reconocimiento de
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este derecho se fundamenta la convivencia humana y la
misma comunidad política.

Toda religión, independientemente de su credo, debe de-
fender y promover este derecho, pero además deben ser
conscientes de la consecuencia que tienen en las vidas de
sus fieles y deben tener siempre presente el valor incompa-
rable de cada persona humana.

A lo largo del tiempo, las religiones siempre han enseñado
el valor absoluto y permanente del respeto a las personas,
a su prójimo. Por ello el hombre, constituye el camino pri-
mero y fundamental de las mismas.

En este orden de ideas nuestro instituto político se ha ma-
nifestado a favor del acatamiento a la libertad de creencias
religiosas, en un ambiente de debida observancia y cordia-
lidad entre las diversas formas de pensar respecto del culto
que se desee profesar.

Como una muestra de observancia a las necesidades exigi-
das por la sociedad contemporánea que requiere de ajustes
en las disposiciones constitucionales se dan las reformas al
artículo 130 constitucional, de enero de 1992, las cuales re-
afirman de manera clara, entre otras disposiciones, el prin-
cipio de separación entre el Estado y las Iglesias, ya que
fueron la Leyes de Reforma las que vinieron a establecer la
tajante separación de Estado e Iglesia. 

Porque el texto vigente hasta antes de la reforma aludida
mostraba el siguiente contenido:

� Todas las religiones eran iguales ante al Ley, por lo que
el congreso no puede excluir a ninguna.

� No se reconocía personalidad jurídica a ninguna igle-
sia ni demás agrupaciones religiosas.

� Los ministros de culto deberían ser mexicanos por na-
cimiento, careciendo en absoluto de derechos políticos
y tenían disminuido el derecho de heredar, a fin de evi-
tar la concentración de la propiedad en manos de la igle-
sia a la que pertenecieren.

� La regulación de la materia religiosa correspondía en
principio, al gobierno federal.

La separación entre el Estado e Iglesia tiene como princi-
pio básico del esfuerzo liberal, no buscar perseguir creen-

cias o eliminar convicciones sino asegurar la consolidación
del Estado nacional y de las libertades.

Con esta reforma de 1992 se viene a establecer la manera
en que la ley reglamentaria otorgue personalidad jurídica a
las iglesias y las agrupaciones religiosas y en el reglamen-
to de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, se
regulan las situaciones específicas para quienes incumplan
estas disposiciones las cuales se harán acreedoras a las in-
fracciones y sanciones propias.

Como es de apreciarse, anteriormente no se reconocía per-
sonalidad jurídica en el texto constitucional a las iglesias y
las agrupaciones religiosas, hoy ya se fijan las bases para la
regulación de la materia religiosa, dónde se dispone que la
regulación corresponda exclusivamente al Congreso de la
Unión. Ahora se reconoce personalidad jurídica a las Igle-
sias y demás agrupaciones una vez que obtengan su regis-
tro como asociaciones religiosas, constituyéndose así como
sujetos de derechos y obligaciones.

Asimismo, se reconoce el derecho para que los mexicanos
y los extranjeros puedan ejercer el ministerio de cualquier
culto siempre y cuando satisfagan los requisitos que seña-
la la ley, estableciéndose el derecho a que los ministros de
culto como ciudadanos tengan derecho a votar pero no a
ser votados siempre y cuando se mantengan en el desem-
peño de sus ministerios.

También se hace explícita la prohibición a las autoridades
de intervenir en la vida interna de las asociaciones religio-
sas. El Estado no podrá determinar las reglas internas de
las iglesias ni imponer una determinada forma de organizar
sus actividades.

En México, la mayoría de las religiones y agrupaciones no
objetan hacer del conocimiento público su actividad fervo-
rosa. Sin embargo, en el desarrollo propio de su actividad
religiosa es sabido que algunos de sus miembros cometen
actos contrarios a sus principios y en ocasiones realizan
conductas tipificadas como delitos por nuestras leyes pena-
les. 

Por esta razón, en esta iniciativa se propone establecer en
la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público refor-
mas y adiciones para poder estar en aptitud de infraccionar
y sancionar a las mismas por incurrir en los supuestos pro-
hibidos por la mencionada ley.
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En este sentido, no es desconocida la actividad desarrolla-
da por algunos ministros de culto religioso y que muchas
veces detentan un alto grado jerárquico dentro de su aso-
ciación religiosa y que por lo mismo tienen la capacidad de
incitar a sus correligionarios a realizar conductas ilícitas.
Los recientes escándalos por pedofilia en el mundo y que
�desgraciadamente� se han presentado en México, hacen
recapacitar y tomar mediadas legales en este tema.

En efecto, estas conductas quedan evidenciadas por medio
de los casos que han salido a la luz pública, pero que sin
duda muchos más quedan sin denunciar y por ello sin im-
poner una sanción adecuada a los responsables, o más aún,
que no se castigue a los sujetos activos, o que castigando a
éstos no se sancione a las agrupaciones religiosas en cuyo
seno se realizaron las conductas delictivas, dichas institu-
ciones tienen que ser acreedoras a las distintas infracciones
y sanciones que pueden consistir inclusive, en la cancela-
ción del registro como asociación religiosa.

Es claro que se deba de sancionar tanto al agente activo,
que puede ser un alto jerarca de la iglesia o asociación re-
ligiosa, pero también debemos de sancionar a la propia
asociación o agrupación religiosa para que deje de perjudi-
car a sus feligreses, y con ello no favorecer o permitir que
se realice o continúe la explotación de un fiel por parte de
un líder religioso.

Esto significa que no es sólo un ministro que a título per-
sonal abusa de su posición mientras sus colegas y subordi-
nados callan, sino que superiores jerárquicos, o aun ins-
tancias enteras dentro de la organización religiosa están
coludidas. Esto es particularmente grave, ya que estas
asociaciones religiosas deben ser sancionadas y por lo
mismo no deben �por ningún motivo� seguir operando
esto para impedir que se perpetúen más conductas ilícitas.
La inacción en este caso refuerza dramáticamente la at-
mósfera de impunidad.

En razón de lo anterior, la presente iniciativa viene a pro-
poner que en la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto
Público, se hagan adecuaciones que permitan tener mayo-
res elementos para aplicar de mejor manera las infraccio-
nes y sanciones previstas en el artículo 29 de la Ley, espe-
cíficamente en las fracciones VI, estableciendo sanciones
en el caso de que se use el registro constitutivo de otra
asociación legalmente establecida.

Por lo que hace a las fracción VII se establece que se san-
cionara a quienes promuevan o inciten a través de creen-

cias religiosas o espirituales a la comisión de acciones en-
caminadas a producir alarma, temor, terror en la población
o en un grupo o sector de ella, para perturbar la paz, o tra-
tar de menoscabar la autoridad del Estado, o presionar a la
autoridad para que tome una determinación.

En la fracción VIII se sanciona a su vez a quienes ejerzan,
promuevan o inciten la discriminación por razones de ori-
gen étnico, de nacionalidad, de género, de edad, de capaci-
dades diferentes, de condición social, de condición de sa-
lud, de diversidad religiosa, de opiniones, de preferencias,
de estado civil o de cualquier otra que atente contra la dig-
nidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los
derechos y libertades de las personas;

Lo anterior no es de menor importancia toda vez que en la
actualidad no se prevé sanción alguna en la Ley de Asocia-
ciones Religiosas y Culto Público, para quienes cometen
este tipo de acciones, actuando quienes realizan estas con-
ductas al margen de la Ley, por tal motivo consideramos
relevante estas disposiciones.

Por otra parte, es muy importante establecer los mecanis-
mos legales que impidan la proliferación de conductas
orientadas al fanatismo, que desventuradamente llevan en
un grado mayor a la comisión de atentados terroristas. 

En este sentido el asunto del terrorismo es bastante difícil,
los terroristas son considerados por sus correligionarios co-
mo héroes. Este es un asunto grave en todo el mundo, del
cual se tienen que ocupar los parlamentarios del orbe, en
este caso los legisladores de nuestro país tenemos la inne-
gable ocupación de atacar con los medios reglamentarios
conducentes y debemos de mantener la cabeza clara para
responder de manera franca y directa este peligro.

Para hablar de terrorismo debemos de saber al dedillo qué
se entiende por ello, por tal razón de acuerdo con la defini-
ción de la Real Academia Española el terrorismo significa
dominación por el terror. Sucesión de actos de violencia
ejecutados para infundir terror. Esta definición es corta pe-
ro muy clara ya que se refiere a que el terrorismo usa co-
mo medio coercitivo a la violencia.

Los terroristas quieren cambiar el orden social, político e
institucional pretendiendo crear anarquía. Lo que resulta
más repugnante de la actividad terrorista es que mata de
forma indiscriminada, mata lo mismo a un niño inocente
que nada sabe o a un supuesto culpable responsable de sal-
vaguardar la seguridad de su entidad, o al opresor de los
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pueblos según su ideal, lo hace con ataques arteros y debi-
do a que lo hace de manera imprevista cumple con su ob-
jetivo el cual no lo hace a través de una lucha abierta y de-
clarada, no se enfrenta cara a cara, sino que es cobarde e
inmisericorde.

Así las cosas, el terrorista se vale de métodos aterradores
para llamar la atención del mundo entero. En efecto el te-
rrorismo no sólo produce temor, también produce repul-
sión, porque el terrorista pretende con sus actos �y lo lo-
gra� intimidar a la población o al grupo que quiere
amedrentar.

Sin embargo, desgraciadamente observamos que el terro-
rismo se encara en varios tipos como pueden ser: político,
delictivo, económico, mercenario, mediático, racista, reli-
gioso, ambiental, de Estado. En calidad y eficiencia, el úl-
timo tipo de terrorismo integra y supera a los anteriores. El
terrorismo, encarnado de manera equívoca por motivos
espirituales o religiosos, casos de todos conocidos que se
han dado en el mundo, musulmanes que matan a protes-
tantes, éstos que matan a aquéllos, sunnitas que matan a
chiítas, o viceversa, entre otros.

El terrorismo cobijado bajo estos motivos, desde el punto
de vista histórico, ha tenido costos masivos, debido a que a
cobrado muchas vidas y se ha valido de los medios más
crueles para imponer su ideología, en este sentido podemos
decir que este tipo de personas son fanáticos, debido a que
el fanático es un hombre o grupo de personas obsesionados
por algún pensamiento práctico, por un objetivo social que
trata de hacer realidad a toda costa, concretamente a costa
del respeto debido a sus conciudadanos.

El fanático, para el logro de sus fines, es maquiavélico y no
duda en conculcar el orden ético y el legal. El fanático no
es desde luego un demócrata, porque piensa que sólo él o
unos pocos como él han visto la verdad práctica y que a
ellos corresponde realizarla mediante una acción violenta.
En el fanático se aloja una carga de violencia potencial: es-
tá dispuesto a utilizar la violencia si fuera precisa para sus
fines, violencia física (agresión), violencia psicológica (te-
rror) y violencia intelectual (engaño), todo como medio pa-
ra violentar o contrariar las voluntades de quienes se opo-
nen a sus proyectos.

Como lo hemos mencionado es alarmante el crecimiento
sin control del fenómeno terrorista en la ultima mitad del
siglo XX y principios del siglo XXI, en el mundo. Resulta

necesario llevar a cabo todas las acciones a nuestro alcan-
ce para evitar su proliferación e instrumentar acciones
efectivas para neutralizarlo. 

No debemos esperar, que en México se presente este fenó-
meno delictivo, al menos en las formas como recientemen-
te han ocurrido en los Estados Unidos de América y en Eu-
ropa, por lo mismo resulta necesario realizar reformas
legislativas como la que aquí se propone, a efecto de esta-
blecer sanciones que permitan a toda costa inhibir el des-
arrollo de estos actos delictivos.

En este sentido, los diputados del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional condenamos el terrorismo como
medio para combatir ideas políticas e instituciones guber-
namentales de cualquier índole, no sólo porque constituye
un atentado a los derechos mas elementales del ser huma-
no, sino porque a su vez representa la negación a la convi-
vencia política poniendo en riesgo a la paz mundial, de ahí
que dicha actividad haya sido proscrita por la Carta de las
Naciones Unidas y el Derecho Internacional.

Es por ello que, con base a la tradición diplomática que
nuestro país ha impulsado que pugna esencialmente por la
búsqueda del consenso permanente entre las naciones, la
autodeterminación de los pueblos y la vía pacifica para la
solución de los conflictos, todo acto terrorista es condena-
ble y en ningún caso puede ser justificable.

Ahora bien, es cierto que el actual tipo penal de terrorismo
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal, san-
ciona en su tipo genérico a quienes utilizando explosivos,
sustancias tóxicas, armas de fuego o por incendio, inunda-
ción, o por cualquier otro medio violento, realicen actos en
contra de las personas, las cosas o servicios al público, que
produzcan alarma, temor, terror en la población o en un
grupo o sector de ella, para perturbar la paz pública, me-
noscabar a la autoridad del Estado, o presionar a la autori-
dad para que tome una determinación. 

No obstante, se estima que cuando este supuesto se actua-
lice por quienes promuevan o inciten a través de las creen-
cias religiosas o espirituales este tipo de conductas debe de
ser sancionado de manera más ejemplar, ya que sin duda,
estamos en presencia de un hecho, que por estas caracte-
rísticas los feligreses son más susceptibles de realizar estas
conductas por estar subordinados a las ideas, creencias o
dogmas de sus jerarcas o líderes espirituales o religiosos.
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Por las consideraciones anteriormente expuestas, los legis-
ladores del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, preocupados por contar con un marco jurídico adecua-
do y eficiente en materia de la Ley de Asociaciones
Religiosas y Culto Público, así como reformas al Código
Penal Federal, presentan con todo respeto a consideración
de este honorable Congreso de la Unión la presente

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 29 de la Ley de Asociaciones Religiosas y
Culto Público, reformando la fracción VI, y para crear
dos fracciones nuevas identificadas como fracciones
VII y VIII, recorriéndose las subsecuente numeración
en sus términos para pasar a ser de la fracción IX a la
XIV, y se agrega un párrafo al artículo 139 del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Juan Bárcenas
González, para quedar como sigue:

PRIMERO.- Se reforman la fracción VI y se adicionan las
fracciones VII y VIII del artículo 29, de la Ley de Asocia-
ciones Religiosas y Culto Público, para quedar como sigue:

Artículo 29. �

I. a V. �

VI. Ostentarse como asociación religiosa cuando se ca-
rezca del registro constitutivo otorgado por la Secretaría
de Gobernación o se use el registro constitutivo de
otra asociación legalmente establecida.

VII. Promover o incitar a través de creencias religio-
sas o espirituales a la comisión de acciones encami-
nadas a producir alarma, temor, terror en la pobla-
ción o en un grupo o sector de ella, para perturbar la
paz, o tratar de menoscabar la autoridad del Estado,
o presionar a la autoridad para que tome una deter-
minación.

VIII. Ejercer, promover o incitar la discriminación
por razones de origen étnico, de nacionalidad, de gé-
nero, de edad, de capacidades diferentes, de condi-
ción social, de condición de salud, de diversidad reli-
giosa, de opiniones, de preferencias, de estado civil o
de cualquier otra que atente contra la dignidad hu-
mana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas;

IX. a XIV. �

SEGUNDO.- Se reforma el artículo 139, del Código Penal
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 139. �

�

Cuando algún ministro de culto o su equivalente de una
asociación religiosa, constituida legalmente o no, incite
a la realización de conductas señaladas en este artículo,
basadas en sus creencias religiosas o espirituales, la pe-
na se aumentará hasta en una mitad más.

Transitorios

Único.- El presente decreto entra en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2006.� Dip. Juan
Bárcenas González (rúbrica).»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputado. Túrnese a las Comisiones Unidas de Goberna-
ción, y de Justicia y Derechos Humanos. 

LEY PARA EL DESARROLLO 
DE LA COMPETITIVIDAD DE LA 

MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Tiene la
palabra el diputado Guillermo Tamborrel Suárez, del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional, para presentar
iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley para el De-
sarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Me-
diana Empresa, firmada por el propio diputado, así como
por el señor diputado Manuel López Villarreal.

El diputado Guillermo Enrique Marcos Tamborrel
Suárez: Gracias; con el permiso de la Presidencia:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Poder Legislativo Federal.� Cámara de Diputados.� LIX
Legislatura.

Iniciativa que reforma el artículo 2 de la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Media-
na Empresa.
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Los suscritos, diputados federales Manuel López Villarreal
y Guillermo Enrique Marcos Tamborrel Suárez, integran-
tes del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional de
la LIX Legislatura, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, presentan ante esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al ar-
tículo 2 de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad
de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, con la finalidad
de asegurar la asignación creciente de recursos al desarro-
llo empresarial, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

En México existen más de 3 millones de unidades empre-
sariales, de las cuales el 99.7 por ciento son micro, peque-
ñas y medianas empresas (Mipyme), que en conjunto ge-
neran 52 por ciento del Producto Interno Bruto nacional y
71 por ciento del empleo del país, por lo que son un nicho
de oportunidad para impulsar el crecimiento económico
sostenido del país, a través de la creación de empleos, ge-
neración de valor agregado, aportaciones fiscales, fortale-
ciendo el mercado interno y aumentando la oferta expor-
table.

Con la globalización sólo existe un mercado, donde todas
las empresas compiten, y las más competitivas son las que
obtendrán la mayor participación de mercado y las demás
sucumbirán ante la feroz competencia. México es uno de
los países más integrados económicamente, más abiertos al
libre comercio, tiene 12 tratados comerciales suscritos con
43 economías, ubicando a nuestro país como el único en el
mundo con un acceso preferencial a las economías más po-
derosas y competitivas del mundo; América del Norte,
Unión Europea y Japón. Lo anterior, coloca a las empresas
mexicanas en franca competencia internacional, debemos
aprovechar la oportunidad, ya que la intensa y dura rivali-
dad obliga a las empresas a competir de forma más agresi-
va, eficientar e innovar sus productos y como adoptar una
actitud globalizadora.

Por ello, la competitividad se ha hecho una necesidad im-
postergable en todas las economías del mundo, tanto los
gobiernos como las empresas impulsan políticas y estrate-
gias para elevar y extender las ventajas competitivas. Las
ventajas comparativas han sido superadas, la abundancia
de mano de obra, la dotación de recursos naturales y la po-
sición geográfica del país, ya no son suficientes para com-
petir en los mercados internacionales, ahora se necesitan
generar y desarrollar ventajas competitivas, dado que éstas

no se heredan, se crean, tanto a nivel del país (macroeco-
nomía) como a nivel empresarial (microeconomía). Así,
hoy en día, la competitividad juega un papel fundamental
en el crecimiento con desarrollo de cualquier país, ya que
cuando un país es competitivo, la rentabilidad de las em-
presas se incrementa, situación que se refleja en el bienes-
tar de la sociedad.

A nivel empresarial, la única forma de crear y mantener la
competitividad internacional es innovando, actualizando y
revolucionando constantemente el producto que se ofrece,
así como las condiciones técnicas de producción y comer-
cialización. Las empresas deben sostener y fomentar una
conducta innovadora que se centre en investigación y des-
arrollo, diferenciación de productos, reputación de marcas,
mercadotecnia intensiva y personalizada, relaciones y ser-
vicios con el cliente, es decir, crear y ofrecer un producto
con mayor valor agregado, y esto se consigue, mediante un
incremento sistemático de la inversión de capital en insta-
laciones físicas, de planta y de equipo. Pero para que las
empresas puedan desarrollar su competitividad, necesitan
de un Estado promotor de la actividad empresarial, a través
de una política económica comprometida con la competiti-
vidad del país y de sus empresas.

La Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa tiene por objeto
promover el desarrollo económico nacional a través del fo-
mento a la creación de Mipyme y el apoyo para su viabili-
dad, productividad, competitividad y sustentabilidad. Este
esfuerzo legislativo, consolida a nivel de ley todos los apo-
yos al sector empresarial y asegura su aplicación de largo
plazo, para sentar las bases jurídicas y económicas que au-
xilien a los microempresarios. De esta manera, este orde-
namiento reconoce el papel fundamental que juegan las
Mipyme en el crecimiento y desarrollo económico del pa-
ís, fortaleciendo e impulsando el desarrollo de las empre-
sas para elevar su participación en los mercados nacionales
e internacionales con altos niveles de competitividad y pro-
ductividad, y al mismo tiempo, promover su crecimiento a
partir de las vocaciones productivas de las regiones y de los
sectores.

En consecuencia, es ineludible canalizar mayores recursos
para apoyar la actividad empresarial, especialmente de las
Mipyme, como un factor detonante de la reactivación del
mercado interno, así como su fortalecimiento, fomentando
la inversión, la generación de empleo y una mayor produc-
ción. El desarrollo de las Mipyme es una responsabilidad
compartida entre el Ejecutivo y Legislativo, por lo que se
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deben de convertir en los principales promotores de la ac-
tividad empresarial, aportando estructura, instrumentos y
recursos crecientes para impulsar la competitividad de las
empresas mexicanas.

El Presupuesto de Egresos de la Federación, es un valioso
instrumento de política económica que busca asignar de
manera eficiente los recursos que tiene disponible el Eje-
cutivo Federal para apuntalar el crecimiento y desarrollo
del país. La inversión en las Mipyme es la opción más via-
ble para generar y distribuir riqueza, así como para crear
los empleos suficientes que se demandan. Por ello, es ne-
cesario que año con año se vaya incrementando para ase-
gurar la viabilidad de los instrumentos y apoyos que el Eje-
cutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía,
destina para consolidar el desarrollo y progreso empresa-
rial.

Por lo anterior, se propone que en la Ley para el Desarro-
llo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Media-
na Empresa se señale que el presupuesto federal destina-
do para apoyar a las Mipyme no sea inferior, en términos
reales, al del ejercicio fiscal anterior.

Con esta reforma, se obliga al Ejecutivo Federal y a la Cá-
mara de Diputados ha asignar los recursos suficientes y
crecientes para impulsar la creación, el fortalecimiento y la
consolidación de las empresas mexicanas. Esto apuntalará
los esfuerzos que se han desplegado en favor de las Mipy-
me, que son la piedra angular del crecimiento y desarrollo
nacional, lo que sin duda, estimulará el consumo, la pro-
ducción, la inversión, el empleo y una mejor distribución
del ingreso, y se propiciará que compitan en igualdad de
condiciones a nivel internacional, porque de lo contrario,
estaremos poniendo en riesgo el futuro de nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el ar-
tículo 71, fracción II de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con

Proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al
artículo 2 de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa

Artículo Único. Se adiciona un párrafo tercero al artículo
2 de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para quedar como si-
gue:

Artículo 2. ...

...

El Presupuesto de Egresos de la Federación que se destina
para apoyar a la micro, pequeña y mediana empresa no po-
drá ser inferior, en términos reales, al presupuesto autori-
zado en el ejercicio fiscal anterior.

Transitorio

Articulo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 9 días del mes de
febrero de 2006.� Diputados: Manuel López Villarreal, Guillermo
Enrique Marcos Tamborrel Suárez (rúbrica).»

Por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputado. Túrnese a la Comisión de Economía. 

ESTADO DE TAMAULIPAS

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Esta Presi-
dencia recibió de la diputada Maki Ortiz Domínguez, del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se solicita a las dis-
tintas autoridades responsables de la seguridad pública en
la frontera del estado de Tamaulipas que garanticen las
condiciones necesarias de seguridad para los habitantes de
dicho estado.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
las autoridades responsables de la seguridad pública en la
frontera de Tamaulipas que garanticen las condiciones de
seguridad necesarias para los habitantes de dicho estado, a
cargo de la diputada Maki Esther Ortiz Domínguez, del
grupo parlamentario del PAN
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La suscrita, diputada federal Maki Esther Ortiz Domín-
guez, en ejercicio, de esta la LIX Legislatura, integrante
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo estipulado por los artículos 58 y 60 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a esta hono-
rable asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo por el cual  solicita a las distintas autoridades res-
ponsables de la seguridad pública y la procuración de jus-
ticia en la frontera.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su
artículo 19, señala que todo individuo tiene derecho a la li-
bertad de opinión y de expresión. Este derecho incluye el
no ser molestado por dar opiniones, investigar o recibir in-
formación, además del derecho de difundirlas sin limita-
ción de fronteras por cualquier medio de expresión.

Asimismo, este derecho se encuentra garantizado por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
los artículos 6 y 7. En donde el Estado mexicano está obli-
gado a garantizar la libertad de expresión de cualquier ciu-
dadano mexicano y muy especialmente el de los comuni-
cadores.

Hemos observado en los últimos años cómo las condicio-
nes de seguridad de Tamaulipas y sobre todo de la frontera
se han deteriorado. Leímos lo del ataque con armas y gra-
nadas al periódico El Mañana, de Nuevo Laredo, y estas
noticias no sólo nos lastiman sino que nos agravian como
ciudadanos del Estado mexicano y sobre todo como ta-
maulipecos. Noticias como ésta son la regla y no la excep-
ción en nuestro estado. La delincuencia organizada y el
narcotráfico han provocado un fenómeno de autocensura
en los medios. Esto evita la cobertura activa de estos temas
como una forma de supervivencia y autoprotección.

Exigimos a las autoridades, mano firme y la garantía de
que nuestra vida diaria y nuestro trabajo, cualquiera que
sea, pueda desarrollarse en un ambiente de tranquilidad y
paz.

Por lo anteriormente expuesto, presentamos el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero.- Se solicita a la Procuraduría General de Justicia
de Tamaulipas que garantice las condiciones necesarias de
seguridad de los habitantes de aquel estado. Asimismo a las

Procuradurías Generales de Justicia de los estados de nues-
tra frontera norte que, en el ámbito de sus competencias,
colaboren a garantizar la seguridad de sus respectivas enti-
dades federativas.

Segundo.- Se solicita al ciudadano gobernador del estado
de Tamaulipas que colabore, en el ámbito de sus atribucio-
nes, a generar las condiciones de seguridad pública nece-
sarias para la convivencia social.

Tercero.- Se solicita al secretario de Seguridad Pública del
estado de Tamaulipas que se sirva tomar las medidas nece-
sarias a efecto de controlar la situación de desbordada in-
seguridad que impera en el estado.

Cuarto.- Se solicita al presidente municipal de Nuevo La-
redo, Tamaulipas, que dentro del ámbito de su competencia
garantice la seguridad pública de los habitantes, y

Quinto.- Se solicita a la Procuraduría General de la Repú-
blica y a la Secretaría de Seguridad Pública que de manera
solidaria continúe apoyando las labores de las autoridades
locales en el estado de Tamaulipas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2006.� Dip. Ma-
ki Esther Ortiz Domínguez (rúbrica)»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Túrnese a
la Comisión de Seguridad Pública.

SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo:  Tiene la
palabra el señor diputado Javier Galván Guerrero, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
para presentar proposición con punto de acuerdo, por el
que se exhorta a la titular de la Sedesol a remitir a los mu-
nicipios de los estados y a las delegaciones del Distrito Fe-
deral participantes los resultados de las evaluaciones que se
han venido aplicando por parte de la Secretaría en materia
de desarrollo social.

El diputado Javier Alejandro Galván Guerrero: Con su
permiso, señor Presidente: solicito a usted, por razones de
tiempo, insértese el texto de manera íntegra en el Diario de
los Debates. 
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Su servidor, Javier Galván Guerrero, diputado federal inte-
grante del grupo parlamentario del PRI, de conformidad
con lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General; y 34, inci-
sos a) y b), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de es-
ta soberanía la presente propuesta de punto de acuerdo, con
base en la siguiente exposición de motivos:

El Plan Nacional de Desarrollo establece que la política de
desarrollo social y humano tiene, entre otros objetivos rec-
tores, acrecentar la equidad y la igualdad de oportunidades,
y lograr un desarrollo social y humano, así como ampliar la
capacidad de respuesta gubernamental para fomentar la
confianza ciudadana en las instituciones. Para cumplir los
compromisos adquiridos en el Plan Nacional de Desarro-
llo, la administración pública, se debe organizar mediante
programas de gobierno que busquen impulsar el desarrollo
social y humano de los mexicanos y facilitar la realización
de acciones y metas orientadas a la evaluación, el segui-
miento y la resolución de dichos proyectos. 

Para tales fines, la Ley de Planeación, en el artículo 33, es-
tablece, entre otros, que el Ejecutivo federal podrá conve-
nir con los gobiernos de las entidades federativas y el del
Distrito Federal, sin olvidar que en todos los casos se de-
berá considerar la participación que corresponda a los mu-
nicipios. Es decir, en cada uno de los convenios se definen
obligaciones de participación presupuestaria y administra-
tiva para las autoridades locales, asumiendo obligaciones
y, consecuentemente, derechos durante todo el proceso
ejecutorio de los programas, proceso que obligatoriamen-
te incluye la evaluación de resultados, que debería permi-
tir corregir deficiencias, replantear acciones y, en su caso,
actualizar información social y económica de sus comu-
nidades.

Con ese propósito, la Secretaría de Desarrollo Social tiene
la facultad de evaluar resultados mediante mecanismos in-
ternos y externos. Las evaluaciones internas se aplican uti-
lizando la estructura propia de la Sedesol; y las externas,
con apego a derecho, al Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración, debiendo realizarse por una institución académi-
ca y de investigación u organismo especializado de carác-
ter nacional que cuente con reconocimiento y experiencia
en la materia. 

Los resultados serán reportados a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, es de-
cir, asignando una partida específica para los trabajos ex-

ternos. Sin embargo, a pesar de esas evaluaciones, se apli-
can en los municipios participantes de los programas, y son
éstos los ejecutores directos de las inversiones y canalizan
recursos para responder y entregar todo lo requerido por
los evaluadores. Jamás, jamás se les informa de manera
oficial y directa de los resultados de las evaluaciones anua-
les. Con tal ausencia de información, los municipios que-
dan rezagados y, por ende, limitados en su capacidad de
planeación y programación, tanto de recursos como de pro-
gramas, obras y acciones para el desarrollo social integral. 

Este incumplimiento sólo refleja la falta de coordinación
institucional para cumplir el ciclo completo de planeación,
programación y evaluación. 

Por lo anterior y por la justa razón de que los ayuntamien-
tos cuenten sólo con información relativa a las evaluacio-
nes de resultados en los programas para el desarrollo social
ejecutados bajo convenio, y con base en los artículos 58 y
59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, solicito, de ob-
via y urgente resolución, que se apruebe el siguiente punto
de acuerdo:

Único. Solicítese a la titular de la Secretaría de Desarrollo
Social, Ana Teresa Aranda Orozco, que remita a los muni-
cipios y a las delegaciones del Distrito Federal participan-
tes, de manera oficial y atendiendo el marco legal, los re-
sultados de las evaluaciones que sobre los programas de
desarrollo social se han venido aplicando por parte de la
Sedesol, sean éstas internas o externas, y así mejorar los
procesos de transparencia e información tendentes a lograr
un desarrollo sustentable y sostenido, logrando con esto
simplificar los procedimientos de gestión por parte de los
municipios interesados y ampliar los niveles de participa-
ción a los diferentes programas sociales, con base en una
mejor información. Es cuanto, señor Presidente.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
titular de la Sedesol a remitir a los municipios de los esta-
dos y a las delegaciones del Distrito Federal participantes
los resultados de las evaluaciones aplicadas en materia de
desarrollo social por esa dependencia, a cargo del diputado
Javier Galván Guerrero, del grupo parlamentario del PRI

El suscrito, Javier Galván Guerrero, diputado federal inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
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Institucional, de conformidad con lo dispuesto en los artí-
culos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y el
artículo 34, incisos a) y b), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente propuesta de
punto de acuerdo con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El Plan Nacional de Desarrollo establece que la política de
desarrollo social y humano tiene, entre otros objetivos rec-
tores: acrecentar la equidad y la igualdad de oportunidades;
lograr un desarrollo social y humano, así como ampliar la
capacidad de respuesta gubernamental para fomentar la
confianza ciudadana en las instituciones.

Para cumplir los compromisos adquiridos en el Plan Na-
cional de Desarrollo, la administración pública se debe or-
ganizar mediante programas de gobierno, que buscan im-
pulsar el desarrollo social y humano de los mexicanos y
facilitar la realización de acciones y metas orientadas a la
evaluación, el seguimiento y la resolución de dichos pro-
yectos.

Para tales fines, la Ley de Planeación, en su artículo 33, es-
tablece, entre otros, que el Ejecutivo federal podrá conve-
nir con los gobiernos de las entidades federativas, y el Dis-
trito Federal sin olvidar que en todos lo casos se deberá
considerar la participación que corresponda a los munici-
pios.

Es decir en cada uno de los convenios se definen obliga-
ciones de participación presupuestaria y administrativa pa-
ra las autoridades locales, asumiendo obligaciones y con-
secuentemente derechos durante todo el proceso ejecutorio
de los programas.

Proceso que obligatoriamente incluye la evaluación de re-
sultados, que debería permitir corregir deficiencias, replan-
tear acciones, y en su caso, actualizar información social y
económica de sus comunidades.

Para tales fines, la Secretaría de Desarrollo Social (Sede-
sol) tiene la facultad de evaluar resultados mediante meca-
nismos internos y externos.

Las evaluaciones internas se aplican utilizando la estructu-
ra propia de la Sedesol y las externas con apego al derecho

de Presupuesto de Egresos de la Federación debiendo rea-
lizarse por institución académica y de investigación u or-
ganismo especializado de carácter nacional que cuenten
con reconocimiento y experiencia en la materia.

Los resultados serán reportados a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados y di-
fundidos de acuerdo con lo establecido con el citado De-
creto de Presupuesto de Egresos de la Federación. Es decir,
hay un presupuesto específico para los trabajos externos.

Sin embargo, a pesar de que estas evaluaciones se aplican
en los municipios participantes de los programas y son és-
tos los ejecutores directos de las inversiones y canalizan
recursos para responder y entregar todo lo requerido por
los evaluadores, jamás en este término, jamás se les infor-
ma de manera oficial y directa los resultados de las evalua-
ciones anuales.

Con tal ausencia de información, los municipios quedan
rezagados en el manejo de tan importante información, li-
mitando su capacidad de planeación y programación, tanto
de recursos, como de programas, obras y acciones para el
desarrollo social integral.

Ausencia informativa que refleja falta de coordinación ins-
titucional para cumplir con el ciclo completo de planea-
ción-programación-evaluación.

Por lo anterior, y por la justa razón de que los ayuntamien-
tos cuenten sólo con información relativa a las evaluacio-
nes de resultados en los programas para el desarrollo social
ejecutados bajo convenio, y en base a los artículos 58 y 59
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, solicito de obvia y
urgente resolución, se apruebe el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único.- Solicítese a la titular de la Secretaría de Desarrollo
Social, señora Ana Teresa Orozco, que remita a los muni-
cipios y a las delegaciones del Distrito Federal participan-
tes, de manera oficial y atendiendo el marco legal, los re-
sultados de las evaluaciones que sobre los programas de
desarrollo social se han venido aplicando, por parte de la
Secretaría de Desarrollo Social, sean estas internas o exter-
nas y así mejorar los procesos de transparencia e informa-
ción tendientes a lograr un desarrollo sustentable y sosteni-
do, logrando con esto simplificar los procedimientos de
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gestión por parte de los municipios interesados y ampliar
los niveles de participación a los diferentes programas so-
ciales en base a una mejor información.

Dado en el Salón de Sesiones de la H. Cámara de Diputados.� Pala-
cio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2006.� Dip. Javier
Galván Guerrero (rúbrica).»

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputado.

VERIFICACION DE QUORUM

El diputado Pedro Ávila Nevárez (desde la curul): Señor
Presidente.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Dígame.

El diputado Pedro Ávila Nevárez (desde la curul): Señor
Presidente: con todo respeto, pedimos verificación de quó-
rum porque el salón de sesiones está solo.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Sí. Solici-
ta el señor diputado verificación de quórum y esta Presiden-
cia dispone que la Secretaría abra el sistema electrónico de
asistencia por 10 minutos. Mientras tanto, continuamos los
trámites de nuestra Asamblea.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
Ábrase el sistema electrónico por 10 minutos para verificar
quórum. Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento Interior.

SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Continua-
mos. Consulte la Secretaría a la Asamblea si la propuesta
del señor diputado se considera de urgente resolución.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: En vo-
tación económica, por instrucciones de la Presidencia se
pregunta a la Asamblea, con fundamento en el artículo 59
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, si se considera de
urgente resolución la propuesta.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor... 

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa... Ma-
yoría por la afirmativa, diputado Presidente.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Se consi-
dera de urgente resolución. Esta Presidencia informa a la
Asamblea que no se tienen registrados oradores en relación
con la propuesta; por tanto, se considera suficientemente
discutida. Consulte la Secretaría a la Asamblea, en vota-
ción económica, si se aprueba la proposición.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: En vo-
tación económica, por instrucciones de la Presidencia se
pregunta a la Asamblea si se aprueba la proposición.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo... 

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputado Presidente.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Aproba-
da; comuníquese. 

SORGO

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Tiene la
palabra el diputado Javier Galván Guerrero, del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, para
presentar proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Sagarpa a fortalecer las políticas de aumento
de la producción y productividad, y a canalizar mayores re-
cursos a subsidios para productores de sorgo.

El diputado Javier Alejandro Galván Guerrero: Gra-
cias, señor Presidente; señoras y señores diputados: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Sagarpa a fortalecer las políticas de aumento de la pro-
ducción y productividad, y a canalizar mayores recursos a
subsidios y créditos para productores de sorgo.
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Con fundamento en los artículos 58 y 59 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y el artículo 34 incisos a) y b) de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presento al Pleno de la Cámara de Diputa-
dos la siguiente propuesta con punto de acuerdo, para soli-
citar a la Sagarpa impulse el fortalecimiento de políticas de
producción de sorgo y se canalicen mayores recursos para
otorgar subsidios y créditos a productores.

Con el propósito fundamental de homologar costos con los
principales importadores de este grano forrajero, a fin de
que haya una recuperación gradual de la producción e in-
crementarla hasta atender totalmente la demanda nacional,
reducir las importaciones de este grano beneficiando al
consumidor final, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El sorgo en México, es el segundo cultivo cíclico más im-
portante, después del maíz, el cual es indispensable para la
preparación de alimentos balanceados, que son la base pa-
ra la producción de aves, ganado, vacuno y porcino.

El sorgo se encuentra libre de arancel para los países fir-
mantes del TLCAN, además de que ya no cuenta con pre-
cio de garantía, sino de concertación.

La productividad por hectárea cosechada en Estados Uni-
dos, principal importador, es superior a la de México, lo
que explica que se tengan precios nacionales poco compe-
titivos en relación con los internacionales.

A pesar de esta situación, en los últimos años ha venido in-
crementándose la superficie y el volumen de producción;
sin embargo, el consumo nacional aumentó en mayor pro-
porción pasando de 6,261 toneladas en 1995 a 10,984.3 to-
neladas en el 2000.

Y en relación al periodo comprendido entre los años 2000
al 2005; bajó el consumo nacional pasando de 10,984 to-
neladas a 8992.8 toneladas, lo que refleja una insuficiencia
para atender la demanda nacional y explica el crecimiento
de las importaciones.

La diferencia entre la producción y consumo nacional, de-
be de ser más equitativa buscando aumentar la producción
interna, la cual puede crecer con el apoyo de políticas agrí-
colas y económicas congruentes con las carencias de este
importante cultivo.

Siendo la ganadería el sector más perjudicado, gradual y
gravemente por la falta de mejores decisiones en esta ma-
teria, y la falta de un proyecto integral, que beneficie tanto
a agricultores como a ganaderos y así lograr un punto de
equilibrio justo para todos.

Tratando de hacer mas simple y ágil la entrega de recursos
o apoyos para los solicitantes, sin olvidar la supervisión y
el control de todos y cada uno de los procedimientos de
transferencia por parte de las autoridades. 

Por lo anterior y con el fin de lograr la autonomía del con-
sumo de este primordial grano y satisfacer la demanda na-
cional, logrando con esto reducir las importaciones de tan
importante cultivo y conseguir nuestra tan anhelada sobe-
ranía alimentaría y empezar a visualizar esta como una re-
alidad, se pone a consideración de esta honorable sobera-
nía el siguiente

Punto de Acuerdo

Artículo primero: Se exhortar a la Sagarpa para que im-
pulse políticas de asistencia técnica y de investigación pa-
ra mejorar el proceso de producción y un mejor aprove-
chamiento de los paquetes tecnológicos existentes y que
analice los mecanismos para que toda esta asistencia llegue
a los productores de forma accesible y estos tengan la faci-
lidad de aplicarlos de una manera mas simple, he inmedia-
ta. Con la finalidad de eficientar y modernizar sus sistemas
de producción y todo esto se refleje en mejores costos pa-
ra todos los involucrados en este sector.

Artículo segundo: Canalizar mayores recursos para el
otorgamiento de subsidios y créditos oportunos a produc-
tores potenciales, con tasas de interés preferenciales. Con
el propósito de que realicen los proceso de cultivo y cose-
cha en los tiempos establecidos, y no incrementen sus cos-
tos de producción, en beneficio de los consumidores fina-
les.

Artículo tercero: La creación de programas que apoyen
tanto financiera como técnicamente a productores de sorgo
mediante estímulos aplicados a su productividad y calidad
total, y a su historial agrícola-productivo. Estos apoyos de-
berán llegar a los distintos niveles de productores ya sean
independientes o en asociación, y principalmente a los pro-
ductores potenciales, todo esto con la finalidad de motivar
y eficientar la productividad en el cultivo y la producción
de este importante y vital insumo agrícola-ganadero.
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Dado el Salón de Sesiones de la H. Cámara de Diputados. Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2006.� Dip. Javier Galván
Guerrero (rúbrica).»

Es cuanto, señor Presidente, y muchas gracias por su aten-
ción.

Presidencia del diputado 
Heliodoro Díaz Escárraga

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Como
ha solicitado, consulte la Secretaría en votación económica
si se considera de urgente resolución.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: En
votación económica se pregunta a la Asamblea, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, si se considera de urgente resolución la proposi-
ción.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo...

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Se-
ñora secretaria, repita la votación. Estamos votando, com-
pañeras y compañeros diputados, si consideramos de ur-
gente resolución la proposición que hizo el diputado Javier
Galván Guerrero. Repita la votación, señora diputada.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Sí,
señor Presidente. En votación económica se consulta.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo... 

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputado Presidente.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Se
considera de urgente resolución. En consecuencia, está a
discusión la proposición. Esta Presidencia no tiene orado-
res registrados; en consecuencia, considera el punto sufi-
cientemente discutido. Ruego a la Secretaría que consulte
a la Asamblea si se aprueba la proposición.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Sí,
señor Presidente. En votación económica se pregunta a la
Asamblea si se aprueba la proposición.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputado Presidente.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga:
Aprobada; comuníquese. 

ESTADO DE VERACRUZ

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Tie-
ne la palabra la diputada María del Carmen Escudero Fa-
bre, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional,
para presentar proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta al Congreso del estado de Veracruz a legislar en
materia de participación ciudadana.

La diputada María del Carmen Escudero Fabre: Con
su permiso, señor Presidente; compañeras y compañeros
legisladores.Las diputadas y los diputados del grupo parla-
mentario de Acción Nacional en diversas ocasiones hemos
presentado proposiciones e iniciativas con el ánimo de en-
riquecer la participación ciudadana de nuestro país. 

Si bien es cierto que el Gobierno Federal el año pasado im-
plantó el �Año de la Participación Ciudadana en Seguridad
Pública�, aún falta delinear ordenamientos jurídicos en la
materia en algunos estados de la República. Actualmente,
algunas entidades federativas cuentan con leyes de partici-
pación ciudadana, como Chihuahua, Guanajuato, Jalisco,
Michoacán, Morelos y Zacatecas. Dichos ordenamientos
legales consideran formas de organización de participación
ciudadana y de democracia directa. Se consideran figuras
como referéndum, plebiscito e iniciativa popular. 

De igual forma, se prevén las instituciones o los órganos
encargados de la participación ciudadana. En México, la
participación ciudadana representa un equilibrio entre la
participación de los ciudadanos y la capacidad de deci-
sión del gobierno. De hecho, depende enteramente de ese

Año III, Segundo Periodo, 9 de febrero de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados178



equilibrio la llamada �gobernabilidad� y �estabilidad de-
mocrática� de un país. Ésta no sólo se refleja en las elec-
ciones: también debe existir la organización de la partici-
pación social desde el momento mismo de las demandas
ciudadanas, las cuales deben tener en consideración que los
recursos asignados para cualquier gobierno y encaminados
a las demandas sociales son escasos, y uno de los desafíos
de mayor envergadura para cualquier gobierno consiste en
la asignación atinada de esos recursos escasos en función a
ciertas prioridades sociales.

Por ello existe gran necesidad de legislar no sólo sobre las
actividades de las organizaciones de la sociedad civil. De-
bemos legislar en favor de un nuevo ordenamiento en el
cual estén incluidas las formas de participación social, así
como las demandas de las mismas. Una de las entidades fe-
derativas que más ha avanzado en este tenor es Coahuila,
impulsora de la normatividad local en participación ciuda-
dana. Los avances de que dicho estado ha dado cuenta han
sido significativos para el resto del país. No obstante, hace
falta mucho por investigar y muchas teorías por demostrar
en el ámbito de la participación ciudadana. Como bien sa-
bemos, la parte medular de la Federación son los estados,
de tal forma que debemos empezar por legislar en leyes y
reglamentos del ámbito local que nos ayuden y faciliten la
legislación federal. 

En el estado de Veracruz, del cual soy originaria y que
cuenta con un padrón de 4 millones 264 mil 890 electores,
no se ha avanzado en el tema de la participación ciudada-
na. Por ello, los proponentes de este punto de acuerdo ha-
cemos un llamado respetuoso para que los integrantes del
Congreso local busquen los caminos jurídicos adecuados y
legislen en favor de la sociedad veracruzana. Por lo ex-
puesto y fundamentado, bajo las potestades conferidas por
nuestro Reglamento para el Gobierno Interior sometemos a
la consideración de todos ustedes la siguiente proposición
con punto de acuerdo:

Único. Que la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorte respetuosamente al Congreso del estado de
Veracruz a cumplir los preceptos de la Constitución del es-
tado en materia de democracia participativa, mediante la
expedición de una ley específica o reformando la legisla-
ción secundaria.

Señor Presidente, le solicito de la manera más atenta que
sea insertado el texto íntegro en el Diario de los Debates y
en la Gaceta Parlamentaria. Es cuanto, señor Presidente;
gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Congreso de Veracruz a legislar en materia de participa-
ción ciudadana, a cargo de la diputada María del Carmen
Escudero Fabre, del grupo parlamentario del PAN

Los suscritos, diputados federales a la LIX Legislatura, in-
tegrantes de la Comisión de Participación Ciudadana y del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 58 y 60 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, se permiten presentar
ante esta soberanía punto de acuerdo, bajo los siguientes

Considerandos

1. Las diputadas y los diputados del grupo parlamentario
de Acción Nacional en diversas ocasiones hemos presenta-
do proposiciones e iniciativas con el ánimo de enriquecer
la participación ciudadana de nuestro país, si bien es cierto
que el Gobierno Federal ha implementado el año de la par-
ticipación ciudadana en seguridad pública. Aún falta deli-
near ordenamientos jurídicos en esta materia en algunos es-
tados de la República.

Actualmente, algunas entidades federativas cuentan con le-
yes de participación ciudadana, como Chihuahua, Guana-
juato, Jalisco, Michoacán, Morelos y Zacatecas. Dichos or-
denamientos legales contemplan formas de organización
de la participación ciudadana y de democracia directa; se
contemplan figuras como el referéndum, plebiscito e ini-
ciativa popular. De igual forma, se prevén las instituciones
o los órganos encargados de la participación ciudadana.

2. En México, la participación ciudadana representa un
equilibrio entre la participación de los ciudadanos y la ca-
pacidad de decisión del gobierno, de hecho depende ente-
ramente de ese equilibrio la llamada gobernabilidad y la es-
tabilidad democrática de un país, esta estabilidad no sólo se
refleja en las elecciones, también debe existir la organiza-
ción de la participación social, desde el momento mismo
de las demandas ciudadanas estas deben tener en conside-
ración que los recursos asignados para cualquier gobierno
y encaminados a las demandas sociales son escasos y uno
de los desafíos de mayor envergadura para cualquier go-
bierno consiste en la asignación atinada de esos recursos
escasos en función de ciertas prioridades sociales.

Por ello existe gran necesidad de legislar no sólo sobre las
actividades de las organizaciones de la sociedad civil, de-
bemos legislar a favor de un nuevo ordenamiento en el cual
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estén incluidas las formas de participación social así como
las demandas de las mismas.

3. Una de las entidades federativas que más ha avanzado en
este tenor es Coahuila, impulsores de la normatividad local
en participación ciudadana, los avances que dicho estado
ha dado cuenta, han sido significativos para el resto del pa-
ís, no obstante aún hace falta mucho por investigar y mu-
chas teorías por demostrar en el ámbito de la participación
ciudadana. Como bien sabemos la parte medular de la Fe-
deración son los estados, de tal forma que debemos empe-
zar por legislar en leyes y reglamentos del ámbito local que
nos ayude y facilite la legislación federal.

En el estado de Veracruz, del cual soy originaria, y que
cuenta con un padrón de 4,264,890 electores, no se ha
avanzado en el tema de la participación ciudadana. Por
ello, los proponentes de este punto de acuerdo hacemos un
llamado respetuoso para que los integrantes del Congreso
local busquen los caminos jurídicos adecuados y legislar a
favor de la sociedad veracruzana.

Por lo anteriormente expuesto, y fundamentados en las po-
testades conferidas por nuestro Reglamento para el Go-
bierno Interior, sometemos a la consideración de todos us-
tedes la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Que la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorte respetuosamente al Congreso del estado de
Veracruz a cumplir los preceptos de la Constitución del es-
tado en materia de democracia participativa, mediante la
expedición de una ley específica o reformando la legisla-
ción secundaria.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de febrero de
2006.� Diputados: María del Carmen Escudero Fabre (rúbrica), An-
gélica Ramírez Luna, Adriana González Furlong, María del Rocío Jas-
peado Villanueva, Norma Patricia Saucedo Moreno, Yleana Baeza Es-
trella, Leticia Socorro Userralde Gordillo, José Julio González Garza,
Guillermo Tamborrel Suárez.»

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Gra-
cias, señora diputada. Como ha solicitado, insértese el tex-
to íntegro de su proposición en el Diario de los Debates y
en la Gaceta Parlamentaria, si no ha sido así. Y se ordena
turnar a la Comisión de Participación Ciudadana.

PATRIMONIO SUBACUATICO

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Tie-
ne la palabra el diputado Norberto Enrique Corella Torres,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para
presentar proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Senado de la República a aprobar la Convención
de la Organización de Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura sobre Protección del Patrimonio
Subacuático.

El diputado Norberto Enrique Corella Torres: El sus-
crito diputado, Norberto Enrique Corella Torres, de la LIX
Legislatura e integrante del grupo parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, con fundamento en la normatividad
dispuesta presenta a esta Asamblea punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Cámara de Senadores del H. Congreso
de la Unión a aprobar la Convención de la Organización de
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cul-
tura sobre la Protección del Patrimonio Cultural Subacuá-
tico, bajo las siguientes consideraciones:

La Convención de la UNESCO sobre la Protección del Pa-
trimonio Cultural Subacuático, aprobada en 2001, repre-
senta el esfuerzo por parte de la comunidad internacional
para proteger los vestigios con valor cultural, educativo, ar-
tístico e histórico, pues por la especificidad de las condi-
ciones en que se encuentran están más desprotegidos. Gran
cantidad de buques, construcciones y bienes muebles en
general yacen en el lecho marino o a distintas profundida-
des de mares, océanos, lagos y de todo tipo de cuerpos de
agua a través del planeta, y es indudable que estos bienes
tienen un valor histórico.

Tal es el caso, en nuestro país, de diversos restos prehistó-
ricos, prehispánicos y coloniales en ríos, lagos y cenotes,
así como gran cantidad de naufragios del siglo XVI en ade-
lante. Actualmente, el Instituto Nacional de Antropología e
Historia realiza tareas de arqueología subacuática, a través
de un departamento especializado, y cuenta, entre otros
proyectos de investigación, con los de la zona maya y el
Programa de la Flota de la Nueva España. Para crear una
estructura institucional y legal que permita el esfuerzo de
conservación que ya realiza el INAH, se mantenga y forta-
lezca en el largo plazo, es conveniente que las reformas que
se requieren de las leyes nacionales se encuentren susten-
tadas en las normas de alcance internacional, de tal suerte
que la búsqueda por cumplir los objetivos de protección
del patrimonio subacuático sea posible apoyarla en la co-
operación internacional que resulte imprescindible en el
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tema. En este orden de ideas, es conveniente entonces que
el Senado de la República, con atribución exclusiva para
aprobar los tratados internacionales y las convenciones di-
plomáticas que establece la Constitución General de los
Estados Unidos Mexicanos, lleve a cabo las tareas que
considere necesarias para ratificar la convención materia
de este punto de acuerdo. 

Por lo expuesto, me permito presentar a esta Cámara de
Diputados el siguiente punto de acuerdo:

Único. Se exhorta a la Cámara de Senadores del H. Con-
greso de la Unión a que, conforme a las disposiciones
constitucionales legales y reglamentarias aplicables, ratifi-
que la Convención de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura sobre la
Protección del Patrimonio Cultural Subacuático.

Señor Presidente: esta proposición con punto de acuerdo ya
fue publicada en la Gaceta Parlamentaria, por lo que ruego
a usted que ordene su inserción íntegra en el Diario de los
Debates y no esta síntesis, que he presentado por economía
parlamentaria. Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Senado de la República a aprobar la Convención de la
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura sobre protección del patrimonio sub-
acuático, a cargo del diputado Norberto Enrique Corella
Torres, del grupo parlamentario del PAN

El suscrito, diputado Norberto Enrique Corella Torres a la
LIX Legislatura e integrante del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, presenta ante esta asamblea el siguiente punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Cámara de Senadores del
H. Congreso de la Unión para aprobar la Convención de la
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (UNESCO) sobre la Protección del
Patrimonio Cultural Subacuático basado en las siguientes

Consideraciones

La Convención de la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) so-
bre la Protección del Patrimonio Cultural Subacuático
aprobada en el 2001, representa el esfuerzo por parte de la
comunidad internacional para proteger los vestigios con

valor cultural, educativo, artístico e histórico que por la es-
pecificidad de las condiciones donde se encuentran están
más desprotegidos. Una gran cantidad de buques, cons-
trucciones y bienes muebles en general yacen en el lecho
marino o a distintas profundidades de mares, océanos, la-
gos y todo tipo de cuerpos de agua a través de todo el pla-
neta.

Un conjunto de razones diversas han provocado que estos
bienes permanezcan cubiertos por las aguas, como son de-
sastres naturales, accidentes, conflictos bélicos, y tanto estas
condiciones como el propio paso del tiempo han permitido
que estos bienes adquieran un valor cultural o histórico. Tal
es el caso, sólo por mencionar algunos ejemplos en el caso
de México de diversos restos prehistóricos, prehispánicos
y coloniales en ríos, lagos y cenotes, así como una gran
cantidad de naufragios desde el siglo XVI en adelante. Ac-
tualmente, el Instituto Nacional de Antropología e Historia
(INAH) realiza tareas de arqueología subacuática a través
de un departamento especializado, y cuenta entre otros pro-
yectos de investigación los de la zona maya y el Programa
de la Flota de la Nueva España.

Para crear una estructura institucional y legal que permitan
que este esfuerzo de conservación que ya realiza el INAH
se mantenga y fortalezca en el largo plazo, es conveniente
que las reformas que se requieran en las leyes nacionales se
encuentren sustentadas en las normas de alcance interna-
cional, de tal suerte que en la búsqueda de cumplir con los
objetivos de protección del patrimonio subacuático sea po-
sible apoyarse en la cooperación internacional, que resulta
imprescindible en este tema. En este orden de ideas, es
conveniente entonces que el Senado de la República, cuya
atribución exclusiva de aprobar los tratados internacionales
y las convenciones diplomáticas la establece la Constitu-
ción General de los Estados Unidos Mexicanos en su artí-
culo 76, lleve a cabos las tareas que considere necesarias
para ratificar la convención materia de este punto de acuer-
do, e iniciar así la adecuación del marco legal de nuestro
país para hacer realidad las aspiraciones y objetivos que es-
tán señalados en la propia convención.

Una preocupación que motivó la expedición de la conven-
ción, es el temor que se aceleren las actividades de explo-
tación ilegal de este patrimonio, sustentado en los avances
científicos y tecnológicos que permiten con mayor facili-
dad la detección de estos bienes y la sustracción de los ob-
jetos hallados, sin la previa catalogación y determinación
de su valor cultural, artístico o histórico. Además de la con-
servación del patrimonio subacuático como una obligación
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que en términos históricos tiene el Estado para con las ge-
neraciones futuras, la aplicación de las medidas previstas
en la convención permiten desarrollar actividades tanto
educativas como de turismo especializado en el tema, lo
que genera un incentivo para que las autoridades encarga-
das, así como las comunidades donde se encuentran estos
bienes participen activamente en su cuidado y conserva-
ción.

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar ante
esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Cámara de Senadores del H. Con-
greso de la Unión a que, conforme a las disposiciones
constitucionales, legales y reglamentarias aplicables, ratifi-
que la Convención de la Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNES-
CO) sobre la Protección del Patrimonio Cultural Subacuá-
tico.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los siete días del mes de febrero
de 2006.� Dip. Norberto Corella Torres (rúbrica).»

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Mu-
chas gracias, señor diputado. Como ha solicitado, el texto
íntegro de su proposición se integra en el Diario de los De-
bates; y se ordena remitir a la Cámara de Senadores. 

VERIFICACION DE QUORUM

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Ins-
truya la Secretaría al cierre del sistema electrónico de asis-
tencia.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Cié-
rrese el sistema electrónico. Señor Presidente: hasta el mo-
mento hay una asistencia de 314 diputadas y diputados.
Hay quórum, señor Presidente.

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Con-
tinúa la Asamblea. Ruego a la Secretaría que dé lectura a

un comunicado de la Junta de Coordinación Política que
acabamos de recibir en este momento.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.� Junta de Coordi-
nación Política.

Diputada María Marcela González Salas y Petricioli, Pre-
sidenta de la Mesa Directiva de la H. Cámara de Diputa-
dos.� Presente.

Con fundamento en el artículo quinto del Acuerdo de la
Conferencia para la Dirección y Programación de los Tra-
bajos Legislativos, relativo al Orden del Día de las Sesio-
nes, las Discusiones de los Dictámenes y la Operación del
Sistema Electrónico de Votación, solicitamos a usted aten-
tamente incluir en el orden del día, en el primer turno po-
sible, de la presente sesión del Pleno de la Cámara de Di-
putados, con carácter de urgente y obvia resolución, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
ciudadano Presidente de la República para que en sus dis-
cursos públicos no utilice frases que impliquen sexismo
lingüístico. 

Sin más por el momento, agradecemos de antemano las
atenciones que sirva dar al presente.

Atentamente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2006.� Dip. Pablo
Gómez Álvarez (rúbrica), Presidente de la Junta de Coordinación Políti-
ca y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática; Dip. Emilio Chuayffet Chemor (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional; Dip. José
González Morfín, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional; Dip. Jorge Antonio Kahwagi Macari , Coordinador del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México; Dip. Ale-
jandro González Yáñez, Coordinador del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo; Dip. Jesús Martínez Álvarez (rúbrica p.a.), Coordinador
del Grupo Parlamentario de Convergencia.»

En votación económica se pregunta si se aprueba.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo... 

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputado
Presidente.
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VICENTE FOX QUESADA

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: En
consecuencia, se incluye esta propuesta de la Junta de Co-
ordinación en el orden del día y se procede a desahogarla
de inmediato. Tiene la palabra la diputada federal Cristina
Portillo Ayala para dar lectura a la proposición con punto
de acuerdo.

La diputada Cristina Portillo Ayala: Gracias, señor Pre-
sidente. Los que suscribimos, integrantes del grupo parla-
mentario del PRD y del PRI en esta Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 58 y 60 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral, presentamos proposición con punto de acuerdo, de ur-
gente y obvia resolución, al tenor de las siguientes consi-
deraciones:

Consigna la prensa nacional el día de ayer que al hablar de
la insurgente clase media mexicana, el Presidente Vicente
Fox manifestó ante hoteleros de Mazatlán que 75 por cien-
to de las familias ya dispone de lavadoras, �y no de dos pa-
tas o dos piernas, sino de lavadoras metálicas�. Dejando ya
del lado el estilo chusco, ajeno a toda regla de lenguaje a
que nos tiene acostumbrados, la expresión de Vicente Fox
constituye un acto de discriminación grave contra las mu-
jeres. En su discurso, Vicente Fox reduce a las mujeres a la
calidad de objeto, de muebles de hogar, comparándolas y
considerándolas menos que lavadoras metálicas. Y esto, sin
lugar a dudas, implica desconocer nuestra dignidad huma-
na. Cargadas de desdén y desprecio contra la posición so-
cial de las mujeres, las expresiones injuriosas e infamantes
del Presidente de la República constituyen también un ac-
to de violencia y exigen una reacción inmediata de quienes
representamos a la nación.

El término sexismo, tal y como recoge el Diccionario de la
Real Academia, designa la �discriminación de personas de
un sexo por considerarlo inferior al otro�. A su vez, el �se-
xismo lingüístico� se produce cuando el idioma resulta dis-
criminatorio a causa de su forma. Esto es fácil de entender:
el lenguaje es el elemento que más influye en la formación
del pensamiento de una sociedad. Por tanto, mientras nues-
tra habla cotidiana y discurso de funcionarios públicos o lí-
deres sociales sigan haciendo invisibles a las mujeres, pre-
sentándonos como subordinadas, nunca conseguiremos
formar una sociedad en la que la igualdad de derechos y
oportunidades sea real. Por ello resulta absolutamente re-
probable, señor Fox, su expresión, haciendo clara expre-
sión a las mujeres, asemejándonos con lavadoras metáli-

cas. Su expresión, Presidente, denigra a las mujeres, remi-
te a descalificar a las mujeres por realizar labores de hogar,
a considerarnos por este hecho como subordinadas, objetos
de la casa, propiedad de la familia. Tenga cuidado, señor
Presidente, las diputadas y las mexicanas queremos que us-
ted se dirija a nosotros con respeto. Es lamentable que des-
de la más alta tribuna de la nación le tengamos que estar re-
cordando que, como Ejecutivo federal, tiene que dirigirse
con respeto a las mexicanas, que muchas de ellas incluso
votaron por usted. Por eso queremos proponer este punto
de acuerdo, para que en el ámbito de su competencia...

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Se-
ñora diputada, proceda a concluir su intervención.

La diputada Cristina Portillo Ayala: Voy a leer los dos
puntos, señor Presidente. ... en el ámbito de su competen-
cia, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión ex-
horta respetuosamente al ciudadano Presidente de la Repú-
blica para que en sus discursos públicos no utilice
expresiones injuriosas, ofensivas, denigrantes o infaman-
tes, o incluso chistosas, contra las mujeres, que impliquen
violencia o sexismo lingüístico. Y, segundo, exhortar al
Consejo Nacional...

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Con-
cluya, señora diputada, por favor.

La diputada Cristina Portillo Ayala: Estoy terminando:
se exhorta al Consejo Nacional para Prevenir la Discrimi-
nación �¡ojo!� a que abra un procedimiento para determi-
nar si la denuncia, expresión del Presidente constituye un
acto de discriminación. Muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
ciudadano Presidente de la República a que en sus discur-
sos públicos no utilice frases que impliquen sexismo lin-
güístico, presentada por la diputada Cristina Portillo Ayala,
del grupo parlamentario del PRD, en la sesión del jueves 9
de febrero de 2006

La que suscribe, diputada federal Cristina Portillo Ayala,
integrante del grupo parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática de la LIX Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 58 y 60 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tado Unidos Mexicanos, presento ante la honorable Cámara

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 9 de febrero de 2006183



de Diputados del Congreso de la Unión proposición con
punto de acuerdo de urgente y obvia resolución, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

Consigna la prensa nacional que, al hablar de la �insurgen-
te� clase media mexicana, el presidente Vicente Fox mani-
festó ante hoteleros de Mazatlán que el 75 por ciento de las
familias ya dispone de lavadoras, �y no de dos patas o dos
piernas, sino de las metálicas�.

Sin criticar ya el estilo chusco, ajeno a toda regla del len-
guaje, a que nos tiene acostumbrados, la expresión de Vi-
cente Fox constituye un acto de discriminación grave en
contra de las mujeres.

El término �sexismo�, tal y como recoge el Diccionario de
la Real Academia, designa la �discriminación de personas
de un sexo por considerarlo inferior al otro�.

A su vez, el sexismo lingüístico se produce cuando el idio-
ma resulta discriminatorio a causa de su forma.

En cuanto que el lenguaje y el habla androcéntrica y sexis-
ta es reflejo y consecuencia de una sociedad androcéntrica
y sexista.

Esto es fácil de entender, el lenguaje es el elemento que
más influye en la formación del pensamiento de una socie-
dad. Por tanto, mientras nuestra habla cotidiana siga ha-
ciendo invisibles a las mujeres y presentándolas como sub-
ordinadas, no conseguiremos conformar una sociedad en la
que la igualdad de derechos y oportunidades sea real.

Por ello, resulta absolutamente reprobable la expresión de
Vicente Fox, haciendo clara alusión a las mujeres, compa-
rándolas con �lavadoras metálicas�.

La locución del Presidente de la República, tal como fue
expresada, implica cuando menos la reproducción de tres
roles y estereotipos de género de claras connotaciones ma-
chistas:

Uno, el que hace aparecer a las mujeres como seres depen-
dientes, tanto económicamente como en su capacidad deci-
soria.

Otro, el que transmite la idea de que las tareas domésticas
y el cuidado de las personas dependientes son responsabi-
lidad casi exclusiva de las mujeres.

El tercero, el que parodia, niega y devalúa el trabajo de las
mujeres en el hogar.

Como representantes populares estamos obligados a pro-
mover la eliminación de toda forma de discriminación por
razones de género. Y no podemos pasar por alto, dada su
investidura y el impacto que producen en los patrones so-
cio-culturales de la colectividad, la utilización de maneras,
estructuras y expresiones con una patente carga sexista en
los discursos de un Presidente de la República.

En vista de las consideraciones anteriores, y con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tado Unidos Mexicanos, someto a consideración de esta
soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. En el ámbito de su competencia, la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión exhorta respetuosa-
mente al ciudadano Presidente de la República para que en
sus discursos públicos no utilice frases que impliquen se-
xismo lingüístico.

Segundo. Se exhorta al Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación a que, de oficio, inicie procedimiento para
determinar si la denunciada expresión del Presidente Vi-
cente Fox constituye un acto de discriminación.

Dip. Cristina Portillo Ayala (rúbrica), Dip. Sofía Castro Ríos (rúbrica),
Dip. Gonzalo Guízar Valladares (rúbrica).»

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Con-
sulte la Secretaría a la Asamblea si se considera de urgente
resolución la proposición con punto de acuerdo que ha for-
mulada la diputada.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: En
votación económica se pregunta a la Asamblea, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, si se considera de urgente y obvia resolución la
proposición.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputado
Presidente.
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El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Se
considera de urgente resolución. En consecuencia, está a
discusión la proposición; se abre el registro de oradores.
Esta Presidencia tiene registrados a las siguientes diputa-
das: para hablar en contra, la diputada Elizabeth Oswelia
Yáñez Robles; y para hablar en pro, la diputada Margarita
Martínez López. 

El diputado Rafael García Tinajero Pérez (desde la cu-
rul): Pido la palabra, en pro.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: No
habiendo más oradores que se hayan registrado, procede-
mos a desahogar la lista de oradores. Tiene en consecuen-
cia el uso de la tribuna la diputada Elizabeth Oswelia Yá-
ñez Robles, de la fracción parlamentaria del Partido Acción
Nacional, para hablar en contra, hasta por tres minutos.

La diputada Elizabeth Oswelia Yáñez Robles: Con su
venia, señor Presidente; compañeras y compañeros diputa-
dos: el mensaje que dio el Presidente Vicente Fox Quesada
el día de ayer fue un mensaje propositivo, alentador, que
hablaba del gran logro que ha tenido el estado de Sinaloa...

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Per-
mítame, señora diputada. Y suspenda el reloj. Ruego a las
señoras y a los señores diputados que guardemos el orden
y la compostura y escuchemos a nuestra compañera con el
respeto y la atención que se merece. Continúe, señora di-
putada.

La diputada Elizabeth Oswelia Yáñez Robles: ... el Pre-
sidente Vicente Fox el día de ayer a informar al estado de
Sinaloa y hacer un reconocimiento del gobierno estatal,
que gracias al trabajo que se ha realizado hay obras de in-
fraestructura para el estado. También informó que en 2005,
gracias a todas las acciones que se han dado en este go-
bierno, 750 mil familias en México tuvieron la posibilidad
de comprar casa. También informó que hay la posibilidad
de obtener un crédito y que hay más capacidad de compra
en las familias mexicanas. Mencionó la infraestructura que
se va a realizar y, así, al final del gobierno. También infor-
mó a los sinaloenses y reconoció la coordinación que hizo
del trabajo de los empresarios con la ciudadanía para seguir
detonando la economía del país. 

No es posible que nosotros queramos reducir este informe
que dio, que es un informe de Estado, a un comentario des-
afortunado, que no es el reflejo de lo que es este gobierno.
Si en algún gobierno �y sin lugar a dudas lo afirmo en es-

ta tribuna� se ha dado dignidad a la mujer es en este go-
bierno, desde el día que entramos en el gobierno, donde el
gobierno de Vicente Fox hizo una diferenciación: �ciuda-
dano�, �ciudadana�; �niño�, �niña�. Nunca, jamás se había
dado la dignidad y la presencia a la mujer en la política me-
xicana. En este gobierno se instaló el Instituto de la Mujer;
en este gobierno realmente se han apoyado las becas para
las niñas, se ha apoyado que en el programa Oportunidades
entren ya mujeres; y en este gobierno en todas las secreta-
rías de Estado hay políticas públicas que buscan la igual-
dad de género. No queramos descalificar al Presidente de
la República por un comentario desafortunado. Ofensas,
ofensas es decir, como dijo un presidente municipal del
norte de este país, que las mujeres son animales. Ésas son
ofensas...

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Se-
ñora diputada, permítame un momentito por favor; permí-
tame un momentito. Suspenda el reloj. La diputada Ana Li-
lia Guillén; sonido a la curul de la diputada Ana Lilia
Guillén. La escucho, diputada.

La diputada Ana Lilia Guillén Quiroz (desde la curul):
La pregunta es...

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Per-
mítame. ¿Quiere usted formular una pregunta a la señora
diputada? Permítame. Señora diputada, ¿acepta usted una
interpelación de la diputada Ana Lilia Guillén?

La diputada Elizabeth Oswelia Yáñez Robles: No, que
suba.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Muy
bien. No la acepta. Continúe, señora diputada.

La diputada Elizabeth Oswelia Yáñez Robles: Las prue-
bas están dadas: analizamos las políticas públicas, analice-
mos los apoyos hacia la mujer, analicemos la presencia de
la mujer en este gobierno, y no son de dudarse la dignidad
y la presencia y la importancia que permanentemente ha te-
nido el gobierno de Vicente Fox hacia la mujer. Muchas
gracias, compañeros.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Tie-
ne el uso de la tribuna para hablar en pro la diputada Mar-
garita Martínez López, de la fracción parlamentaria del
Partido Revolucionario Institucional, hasta por tres minu-
tos.
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La diputada Margarita Martínez López: El Presidente
Vicente Fox Quesada a su paso en el puerto de Mazatlán,
Sinaloa, el día 7 de los corrientes, mencionó que 75 por
ciento de las familias ya disponía de lavadoras, �y no de
dos patas o dos piernas, sino de las metálicas�. Hay quien
no resiste aprovechar la ocasión para dar un manejo a la pa-
labra que sea recompensada por la risa o la carcajada; sin
embargo, el titular del Ejecutivo federal, por el simple he-
cho de ostentar esta alta investidura, no se puede permitir
giros de expresión que no correspondan a un Jefe de Esta-
do y, a la vez, de la nación. 

Traemos ante esta alta tribuna nuestra inconformidad por
equiparar el Presidente de la República a la mujer con un
objeto; posiblemente desde que nació, en su casa haya te-
nido �objeto� y tenga �objeto� ahorita en la Presidencia. O
pregunto a Margarita Zavala si se siente objeto en su casa.
Las firmantes de este documento, que además de represen-
tantes de amplios sectores de las mujeres, como seres de
este mismo género expresamos nuestra más sentida indig-
nación por tan lamentables declaraciones expresadas por el
Primer Mandatario. Lo sustantivo no es lo que se dice, có-
mo se dice, sino quién lo dice, debido a que la figura pre-
sidencial se debilita con expresiones que lastiman la digni-
dad de la totalidad de las ciudadanas mexicanas. 

Es una muestra más de que la igualdad de la mujer y el res-
peto de sus derechos humanos muchas veces quedan en el
discurso, mas no en la acción y el decir cotidiano del parte
de Vicente Fox. Y les recuerdo, que el Instituto de la Mu-
jer no fue creado por él: desde la LVII Legislatura fue pro-
puesto por nosotros, los del Partido Revolucionario Institu-
cional. Por eso hacemos uso de esta alta tribuna para exigir
el respeto de nosotras, las mujeres, y desde aquí hacemos
un llamado al Presidente Vicente Fox a conducir con res-
peto la investidura presidencial. Sería fácil para nosotras
hablar con tonos sarcásticos; sin embargo, preferimos omi-
tirlo por el respeto de la figura presidencial. 

Finalmente, concluyo en que deben existir en el lenguaje
político la congruencia y el respeto cuando se haga refe-
rencia a nosotras, las mujeres, por parte del Presidente Vi-
cente Fox. Muchas gracias.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Para
concluir la ronda de oradores, tiene el uso de la tribuna el
diputado Rafael García Tinajero, de la fracción parlamen-
taria del Partido de la Revolución Democrática, hasta por
tres minutos.

El diputado Rafael García Tinajero Pérez: Con su per-
miso. honorable Asamblea: este punto de acuerdo, de la
compañera Cristina Portillo, es necesario. Y no le queda
otra a esta Asamblea que reconvenir una vez más al Presi-
dente de la República por sus expresiones; en este caso, las
expresiones vertidas en Sinaloa, donde compara a la mujer
con una máquina mecánica, con lavadoras, y �aparte� les
dice �lavadoras de dos patas�. 

Puede parecer intrascendente, puede parecer baladí. Mu-
chos dirán: �Es nada más el lenguaje coloquial que usa el
Presidente, no afecta a nadie�. Algunos otros van a decir:
�¡Oye, pues no es para tanto!� Además, hasta simpático es
el Presidente. No podemos admitir eso. Hablamos como
pensamos, y el lenguaje de Fox es un lenguaje machista y
sexista porque, sin duda, el señor Presidente de la Repúbli-
ca piensa machista y sexistamente. 

Esas expresiones, aparentemente intranscendentes, son la
expresión clara de que el Presidente de la República mamó
una cultura que determinaba que la mujer era excluible,
donde se hacen valoraciones peyorativas de la mujer, un
medio familiar, cultural probablemente lleno de esos este-
reotipos. Pero hay que recordar que él es el Presidente de
la República y como Presidente de un país, de una sociedad
que aspira a la justicia y a la igualdad, esas expresiones de-
notan que él está plenamente de acuerdo, que acepta tácita-
mente que la sociedad mexicana siga siendo una sociedad
machista, patriarcal, que a través del lenguaje, entre otras co-
sas, �invisibilice�, humille y estereotipe a las mujeres y las
someta a los dictados del hombre.

No podemos permitir esas expresiones, no podemos per-
mitir que el Presidente diga esas cosas porque sería renun-
ciar a que, desde el uso del lenguaje, este país vaya cam-
biando y sea un país pleno de oportunidades para todos,
donde exista igualdad para todos y donde no existan barre-
ras por condiciones económicas, sociales o relativas al gé-
nero a que pertenecemos. Digamos a Fox desde aquí que
no estamos de acuerdo con expresiones que lo desnudan
por completo y revelan su pensamiento más íntimo, que no
es el de la mayoría de los mexicanos.

La diputada Ana Lilia Guillén Quiroz (desde la curul):
Presidente, pido el uso de la palabra para rectificación de
hechos.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Ha
solicitado el uso de la tribuna la diputada Ana Lilia Guillén,
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de la fracción parlamentaria del Partido de la Revolución
Democrática, para rectificación de hechos. Tiene el uso de
la tribuna hasta por tres minutos.

La diputada Ana Lilia Guillén Quiroz: Con su permiso,
señor Presidente; compañeras y compañeros: quisiera pre-
guntar desde esta alta tribuna al Presidente si él sabe el tra-
bajo que nos ha costado a las MUJERES, con mayúsculas,
estar incluso en las posiciones que en este momento com-
partimos en la conducción del gobierno de este país. 

Es obvio que muchas de nosotras hicimos esos trabajos hu-
mildes de lavadero o de lavadora, depende del contexto.
Creo que todas las mujeres en algún momento desempeña-
mos ese respetable trabajo dentro o fuera de nuestro hogar,
porque es respetable desde la perspectiva de que si no hay
más que hacer, una mujer sale a lavar. 

Entonces, en ese aspecto, ¡no se vale! Quiero hacer sólo un
señalamiento de que no estamos criticando lo bueno de es-
te gobierno, que lo tendrá y la historia lo va a juzgar; a lo
mejor estamos siendo duros en este momento, aquí y aho-
ra. Estamos criticando la torpeza de sus señalamientos a las
mujeres, más de la mitad de los ciudadanos en este país; es-
tamos en una idea de no agradecer a nadie haber nacido, y
menos haber nacido mujer. 

Un estadista como tal no comete la bajeza, no digo error,
no comete la bajeza de compararnos con un objeto, siendo
lo que somos, la parte más, no sólo mayoritaria, sino la par-
te incluso, a veces, más responsable en este país. Me da co-
raje escuchar que haya quien justifique esas situaciones
con una carcajada. Un llamado de atención para que el Pre-
sidente entienda que no somos las mujeres sumisas que él
quisiera tener bajo su mando; somos gente con criterio, con
ideas, con puntos de vista �y los vamos a hacer respetar�;
y si es necesario exhortarlo desde esta alta tribuna, lo hare-
mos. 

Quiero sólo hacer un señalamiento: el grado de torpezas
que ha cometido, no sólo hacia adentro del país sino hacia
fuera, nos da una idea de que el traje de estadista no lo lle-
nó. Y hace un momento alguien me decía que era un �len-
guaje chistoso�. ¡Perfecto! Sólo que México no es una car-
pa y si quiere seguir escuchando carcajadas y que alguien
se las festeje, que busque otro espacio que no sea la Presi-
dencia. Y, ¿saben qué?, lo único que concluyo, que a lo me-
jor se justifica ese lenguaje soez, discriminatorio y despec-
tivo, por que si él tiene una mamá que la compara con una

lavadora, posiblemente él justifique su lenguaje de lavade-
ro. Muchísimas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: ¿Sí,
diputada Amalín?

La diputada Amalín Yabur Elías (desde la curul): Presi-
dente, pido la palabra para rectificación de hechos.

El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga: Para
rectificación de hechos. Tiene usted el uso de la tribuna,
para rectificación de hechos, hasta por tres minutos.

La diputada Amalín Yabur Elías: Muchísimas gracias,
señor Presidente: las mujeres en México, como en todos
países del mundo, hemos luchado demasiado para llegar
hasta donde hoy estamos. Muchas mujeres en el mundo
han tratado de quitarse la burca; creo que usted sabe qué
cosa es la burca. Quiero decirle que en este país no se pue-
de permitir que se trate a las mujeres en la forma en que us-
ted nos trata. Soy una mujer de trabajo, soy una mujer de
lucha, tengo negocio, y así ustedes trataron en mi campaña
que yo era una �cocinera�. 

Soy una mujer, soy mujer, soy madre, soy todo lo que us-
tedes quieran, pero jamás he denigrado a la mujer; lucho
por la mujer, lucho por todas las mujeres de este país que
están tratando de salir adelante. Hemos luchado, señor Pre-
sidente.

No queremos que la investidura de usted manche la digni-
dad de las mexicanas porque también las mexicanas hemos
luchado demasiado: madres, hijas, y los hijos y las hijas de
los hijos. Señor Presidente, su léxico lo trae de la historia,
pero cuando se llega a la investidura presidencial, es im-
portante que se luche para cuidar lo que uno tanto desea: la
dignidad del pueblo mexicano, a como dice usted, �de los
hombres y de las mujeres mexicanas�. Así como usted lo-
gró llegar a la Presidencia, tantas mujeres hemos luchado
muchísimo y vamos a llevar a la Presidencia a los que sí sa-
ben gobernar este país y respetan ante todo a las mujeres.
No somos �lavadora�. Sí lavamos la ropa a nuestros hijos
y a nuestros maridos, pero sabemos, así como sabemos gui-
sar, sabemos educar a nuestros hijos. Muchas gracias. Y se-
ñor Presidente, exigimos una aclaratoria en todos los me-
dios de comunicación ante la expresión que usted dijo. Si
no, que sus madres y las madres de este país lo juzguen en
la historia de éste. Muchas gracias.
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El Presidente diputado Heliodoro Díaz Escárraga:
Tiene el uso de la tribuna, para rectificación de hechos, la
diputada Maki Esther Ortiz Domínguez, de la fracción
parlamentaria del Partido Acción Nacional, hasta por tres
minutos.

La diputada Maki Esther Ortiz Domínguez: Con su ve-
nia, señor Presidente: el grupo parlamentario de Acción
Nacional va a votar a favor porque nos queda claro que es
un comentario desafortunado, pero no permitimos que ma-
nipulen esto, cuando ahí están las instituciones, ahí están
las leyes. El Presidente Fox, el gobierno del Presidente Fox
ha visibilizado a la mujer. Ahí estamos nosotras, un grupo
parlamentario de mayoría, de mayor número de diputadas
panistas. Vamos a votar a favor porque no tememos a los
comentarios, porque estamos seguras de que atrás de eso
solamente hay politiquería, porque la verdad es que tene-
mos un gobierno realmente recomprometido con las muje-
res, un gobierno que se la ha jugado en las becas, en los
programas de desarrollo, en los puestos públicos con las
mujeres. No hablen por las palabras, busquen los hechos y
ahí encontrarán la verdad. Gracias.

Presidencia de la diputada 
María Marcela González Salas y Petricioli

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Consulte la Secretaría a la Asamblea si se
considera suficientemente discutido el tema.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asamblea
si se encuentra suficientemente discutido.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo... 

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo... Mayoría por la negativa, diputada Pre-
sidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: No tenemos oradores... La diputada Diva Ha-
damira Gastélum Bajo, para rectificación de hechos, tiene
la palabra hasta por tres minutos.

La diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo: Con su
permiso, señora Presidenta. De inicio, pido que la votación
sea nominal porque es importante saber de qué lado esta-
mos. Me preocupa sobre manera que se le quiera dar un

sesgo distinto de lo que esto tiene. No es cierto que Vicen-
te Fox Quesada visibilizó el tema de las mujeres; parecería
que a partir de 2000 todo es nuevo. Qué ofensa más gran-
de para las mujeres que lucharon desde el derecho al voto,
desde el Instituto Nacional de las Mujeres y todo lo que se
ha conseguido. No voy a entrar en la frase porque, para Vi-
cente Fox, es muy normal ningunear a los hombres y a las
mujeres mexicanos. 

Es muy normal que lo haga; lo grave de esto es que la com-
paración que ha hecho nos ofende sobremanera. Y lo más
lamentable es que no se refirió a otra clase de lavado, co-
mo el lavado de dinero, que es mucho más grave y es co-
rrupción, a la que las mujeres, casi todas, no nos somete-
mos a esa situación. Sí quiero dejar aquí muy claro lo
siguiente: mucho se dice, va y viene, pero en los hechos no
se ha podido sustentar lo que Vicente Fox Quesada ha di-
cho del impulso de las mujeres. ¿Dónde quedaron los 96
millones para las instancias de las mujeres en el país, dón-
de quedaron? ¿Quién los paró? ¿Por qué no llegaron a las
mujeres? Con hechos y no con frases que solamente nos
ofenden. Que le quede claro, señor Presidente: las mujeres,
con eso y sin eso, desde antes, y son las de la Revolución
Mexicana, las que hemos luchado por �visibilizar� los de-
rechos de las mujeres. Gracias.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Gracias, diputada Gastélum Bajo. Consulte la
Secretaría si se considera suficientemente discutido el pun-
to de acuerdo.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia consulto a la Asamblea si se
considera suficientemente discutido el punto de acuerdo.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Diputada Gastélum Bajo, ¿quién apoya su
propuesta para que sea nominal? Instruyo a la Secretaría
para que abra el sistema electrónico por cinco minutos pa-
ra recabar la votación nominal.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Há-
ganse los avisos del artículo 161 del Reglamento Interior.
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Ábrase el sistema electrónico por tres minutos para recabar
la votación nominal... por cinco minutos. De viva voz, el
diputado Alejandro Murat Hinojosa, si es tan amable. Di-
putada Presidenta: se emitieron 297 votos en pro, 7 en con-
tra y 15 abstenciones.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Aprobado por 297 votos; comuníquese. 

ESTADO DE MEXICO

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: A continuación, tiene el uso de la palabra
nuestro compañero diputado Marcos Álvarez Pérez, del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, para presentar proposición con punto de acuerdo
para apremiar al gobernador del estado de México a cum-
plir el exhorto del Instituto Electoral de dicho estado.

El diputado Marcos Álvarez Pérez: Muchas gracias, se-
ñora Presidenta. Vengo a proponer un punto de acuerdo pa-
ra apremiar al gobernador del estado de México a cumplir
el exhorto del Instituto Electoral del Estado de México. El
31 de enero del año en curso, el Consejo General del Insti-
tuto Electoral del Estado de México emitió un acuerdo me-
diante el cual convocó a los partidos políticos a que, en for-
ma corresponsable, contribuyan al buen desarrollo de las
elecciones que se realizarán el 12 de marzo de 2006 para
renovar los ayuntamientos y elegir a los diputados locales.
Asimismo, dio una muestra de que está dispuesto a cumplir
cabalmente su función institucional de árbitro electoral, al
tomar en cuenta las exigencias de los partidos destinadas a
frenar el uso de los recursos públicos para favorecer a al-
gunos candidatos. Éste es un momento importante para la
entidad; por ello solicito a las diputadas y a los diputados
que aprueben este punto de acuerdo, que nos permitiría for-
talecer el IEEM. 

El acuerdo establece que las autoridades deberán abstener-
se de hacer actos públicos, hacer giras o reuniones públicas
o trasmitir mensajes en radio, televisión o cualquier otro
medio electrónico, impreso, publicitario que tenga como
fin la promoción o difusión de logros de gobierno. La pro-
puesta que hicimos los partidos, y que retomó el IEEM, tie-
ne como propósito central lograr el apego a la ley y mante-
ner la equidad en el proceso electoral. Por ello es
importante la aprobación de que la Cámara de Diputados

federal pueda solicitar al gobernador del estado que acate
este exhorto del órgano electoral. Sin embargo, el estado de
México se ha negado a acatar este exhorto. Por ello me per-
mito proponer a esta Cámara de Diputados el siguiente
punto de acuerdo:

La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión apre-
mie al gobernador del estado de México, licenciado Enri-
que Peña Nieto, a que respete el exhorto del Instituto Elec-
toral del estado de México para que el 12 de marzo de 2006
se lleve a cabo una jornada electoral transparente y equita-
tiva; y, en consecuencia, suspenda inmediatamente la difu-
sión del logro de gobierno y la operación de programas de
apoyo social o comunitario, los cuales podrán reiniciar el
13 de marzo del año en curso. Esto no significa que se de-
jen de realizar las actividades normales de servicio público
a los mexiquenses por parte de la administración pública
estatal. Muchas gracias. 

Solicito que se integre textualmente este texto al Diario de
los Debates. Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, para apremiar al go-
bernador del estado de México a cumplir el exhorto del
Instituto Electoral de dicha entidad, a cargo del diputado
Marcos Álvarez Pérez, del grupo parlamentario del PRD

El pasado 31 de enero del año en curso, el Consejo Gene-
ral del Instituto Electoral del estado de México, emitió un
acuerdo mediante el cual convocó a los partidos políticos a
que en forma corresponsable contribuyan al buen desarro-
llo de las elecciones que se realizarán el próximo 12 de
marzo de 2006, para renovar los ayuntamientos y elegir a
los diputados locales, así mismo, dio una muestra de que
está dispuesto a cumplir cabalmente su función institucio-
nal de arbitro del proceso electoral, al tomar en cuenta las
exigencias de los partidos destinadas a frenar el uso de re-
cursos públicos para favorecer a algunos candidatos. Con
objeto de responder a estas demandas, el IEEM se apoyó
en lo que establece el artículo 157, párrafos 2 y 3, del Có-
digo Electoral del estado de México, para exhortar al Pre-
sidente de la República, al gobernador de la entidad, auto-
ridades federales, estatales, municipales y de las entidades
circunvecinas, a frenar sus campañas publicitarias y a no
difundir logros gubernamentales del 1 de febrero al 12 de
marzo, con la finalidad de no entorpecer el proceso elec-
toral.

El acuerdo establece que las autoridades deberán abstener-
se de hacer actos públicos, hacer giras o reuniones públicas
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o transmitir mensajes en radio, televisión o cualquier otro
medio electrónico impreso o publicitario que tenga como
fin la promoción o difusión de logros de gobierno.

El artículo al que anteriormente hicimos referencia, dice lo
siguiente:

�Durante los 20 días anteriores al día de la jornada elec-
toral, las autoridades estatales y municipales, así como
los legisladores locales no deberán difundir sus logros o
programas de gobierno.

Asimismo, se abstendrán durante el mismo plazo de es-
tablecer y operar programas de apoyo social o comuni-
tario extraordinarios que impliquen entrega a la pobla-
ción de materiales, alimentos o cualquier elemento que
forme parte de sus programas asistenciales o de promo-
ción y desarrollo social, salvo en los casos de extrema
urgencia debido a enfermedades, desastres naturales, si-
niestros, u otros eventos de igual naturaleza.�

La propuesta que hicimos los partidos y que retomó el
IEEM tiene como propósito lograr el apego a la ley y man-
tener la equidad en el proceso electoral, a efecto de que no
se utilicen recurso públicos a favor de algún candidato, del
partido político que sea, ya que pueden utilizarse para ge-
nerar presión o coacción a los electores, limitando o condi-
cionando el libre ejercicio de los derechos constitucionales,
situación prohibida por el propio Código Electoral, especi-
ficada en el artículo 5. 

Estamos convencidos que el apego a la ley es la mejor ga-
rantía para tener una jornada electoral pacífica, en la que se
expresen libremente las preferencias de los ciudadanos.

No obstante esta voluntad mayoritaria, el 2 de febrero de
2006, nos enteramos que el gobernador del estado de Mé-
xico, Enrique Peña Nieto, se niega a aceptar este exhorto,
y se mantiene en su posición de suspender la difusión de
logros de gobierno y la entrega de obras hasta el 15 de fe-
brero de este año.

Consideramos que si el gobernador ignora el exhorto del
IEEM, que retomó las propuestas de los partidos políticos,
vulnera la credibilidad del instituto ante la sociedad e in-
troduce elementos que pueden conducir a la descalifica-
ción del proceso electoral, a aumentar la abstención y a que
los ciudadanos desconfíen, aún más, de la vía electoral, co-
mo medio para renovar la representación y con ello buscar
la satisfacción a sus demandas y necesidades, optando por

otras formas de expresar su voluntad de mejorar sus condi-
ciones de vida.

Por lo anteriormente expuesto, proponemos a esta H. Cá-
mara de Diputados, el siguiente:

Punto de Acuerdo

La H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
apremia al gobernador del estado de México, Lic. Enrique
Peña Nieto, a que respete el exhorto del Instituto Electoral
del estado de México, para que el 12 de marzo de 2006, se
lleve a cabo una jornada electoral, transparente y equitati-
va, y en consecuencia suspenda inmediatamente la difusión
de logros de gobierno y la operación de programas de apo-
yo social o comunitario, los cuales podrán reiniciar el 13 de
marzo del año en curso. Esto no significa que se dejen de
realizar las actividades normales, de atención a los mexi-
quenses por parte de la administración pública estatal.

Dip. Marcos Álvarez Pérez (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: De acuerdo con su solicitud, diputado Marcos
Álvarez, favor de insertar íntegro el punto de acuerdo en el
Diario de los Debates. Y túrnese a la Comisión de Go-
bernación. 

SECTOR ARTESANAL

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Se recibió en esta Presidencia, por parte de la
diputada Sofía Castro Ríos y el diputado Heliodoro Díaz
Escárraga, proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Ejecutivo federal para que a través del INEGI se
lleve a cabo el censo nacional sobre el sector artesanal
�ambos diputados pertenecen al grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Propo-
sición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Eje-
cutivo federal a llevar a cabo mediante el INEGI un censo
nacional sobre el sector artesanal, suscrito por los diputa-
dos Sofía Castro Ríos y Heliodoro Díaz Escárraga, del gru-
po parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 58 y 60
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
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General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la
consideración de esta Cámara la siguiente proposición con
punto de acuerdo para exhortar al titular del Ejecutivo fe-
deral con el objeto de que el Instituto Nacional de Geogra-
fía Estadística e Informática elabore un censo nacional so-
bre el sector artesanal, lo anterior con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Un hecho social de gran importancia lo constituye el sector
artesanal, en el que participan aproximadamente más de 8
millones de mexicanos constituyendo la base primordial de
este sector. Desde un punto de vista material, la actividad
artesanal exige la satisfacción de necesidades prioritarias
para su desarrollo, como las condiciones de trabajo en que
se están llevando a efecto y que deben llevarse a mejores
formas que permitan el bienestar de los artesanos y de sus
familias.

Entendiendo por sector artesanal el sector social constitui-
do por los artesanos como personas físicas, como unidades
de producción y como personas morales en las sociedades
que permite la Ley, los discapacitados que se dedican a la
actividad artesanal; indistintamente que la actividad artesa-
nal se desarrolle en zonas rurales, urbanas o conurbadas.

Históricamente es un hecho a través del cual subsiste la he-
rencia de nuestro origen como pueblo, en la que coinciden
lo histórico, práctico y útil de su producción, que tradicio-
nalmente se fundamenta en la herencia de técnicas manua-
les y del uso de instrumentos o herramientas rudimentarias,
que se dan de generación en generación, así como el cono-
cimiento y uso de diversas materias primas que en algunos
casos superan a las que se usan en la industria y en la ma-
nufactura.

La actividad artesanal en lo económico, es una fuente de
vida para más de ocho millones de mexicanos que la des-
arrollan como una actividad principal, cuando se constitu-
ye en su único medio de vida, y como una actividad com-
plementaria de su economía familiar cuando se dedican a
otra actividad como la agrícola, la ganadera, o forestal, la
actividad artesanal se desarrolla en zonas rurales, zonas ur-
banas o en las llamadas conurbadas.

Esta actividad artesanal, es realizada por personas físicas,
por familias o por organizaciones de artesanos que toman
modelos previstos en codificaciones ajenas a la actividad
artesanal, o que funcionan como unidad de producción de
hecho, sin personalidad jurídica reconocida, en ninguna de

las formas establecidas por la ley; esta actividad produce
fuertes divisas a la nación, en comparativo al turismo y a la
petroquímica, constituye un importante sector productivo,
cuya producción tiene fuerte demanda en los mercados na-
cional y extranjero.

Constituye además parte de nuestra cultura, porque su obra
reúne la sensibilidad artística y utilitaria de nuestro origen
y la habilidad manual de sus autores, su obra nos identifi-
ca. La actividad artesanal no es, ni debe considerarse como
una cifra de estadística, es una realidad que genera divisas
a la nación, y que significa un ingreso en miles de familias
mexicanas.

Son variados y diversos los problemas que enfrenta el sec-
tor artesanal, un ejemplo podrá dar un panorama de su
complejidad, uno de los principales problemas que enfren-
tan las artesanías en la comercialización son, entre otros, la
falta de espacios adecuados y accesibles, elevado costo de
transporte, incremento en costo de las materias primas, ins-
trumentos y equipos, carencia de capacitación administra-
tiva y organizacional, competencia desleal con productos
asiáticos, introducción de fibras sintéticas y difícil acceso a
créditos.

Sin embargo, para la elaboración de políticas públicas y
planes que permitan impulsar el desarrollo artesanal, es ne-
cesario conocer primero su realidad de manera concreta,
por lo cual existe una necesidad imperiosa de contar con un
padrón confiable.

Actualmente no se tienen datos fidedignos respecto de re-
gistros de artesanos y sus organizaciones, lo que en conse-
cuencia obliga a realizar un censo artesanal de manera
prioritaria, para contar con estadísticas reales del sector,
que contengan datos confiables por entidad federativa y ra-
ma artesanal, así como características de las artesanías que
produzcan y demás formas que permitan su identificación,
registro y reconocimiento de los artesanos como personas
físicas, como personas morales en sociedad jurídicas y co-
mo unidades de hechos para la producción artesanal.

La complementación de un padrón de esta naturaleza es
posible con una institución de la envergadura del INEGI,
cuyo objeto es la de recabar, procesar, generar y difundir la
información estadística y geográfica básica, para la toma
de decisiones tanto del sector público como del privado y
social, además de ser una institución que cuenta con la ex-
periencia e infraestructura adecuada.
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Por lo anterior expuesto, fundado y motivado, someto a la
consideración de este honorable Pleno, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único: El Pleno de la H. Cámara de Diputados de la LIX
legislatura del Congreso de la Unión exhorta al titular del
Ejecutivo federal, con el fin de que instruya al titular del
Instituto Nacional de Geografía Estadística e Informática
para que lleve a cabo un censo nacional sobre el sector ar-
tesanal.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2006.� Diputa-
dos: Heliodoro Díaz Escárraga, Sofía Castro Ríos (rúbricas).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Túrnese a la Comisión de Gobernación. 

SECTOR AZUCARERO

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: A continuación, tiene el uso de la palabra el
diputado Diego Palmero Andrade, del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional, para presentar proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
Sagarpa a ajustar el Servicio Nacional del Registro Agro-
pecuario en el marco de la Ley de Desarrollo Sustentable
de la Caña de Azúcar.

El diputado Diego Palmero Andrade: Con su venia, di-
putada Presidenta; compañeras y compañeros diputados:
quiero someter a la consideración de esta Asamblea la pro-
posición con punto de acuerdo para exhortar al titular de la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación para que el Servicio Nacional de Re-
gistro Agropecuario se apegue a la aplicación precisa de la
Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, en lo
referente al Título Tercero. Los suscritos, diputados fede-
rales de diversos grupos parlamentarios, integrantes de la
LIX Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 58, 59 y 60 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, presentamos ante es-
ta soberanía el siguiente punto de acuerdo, de urgente y ob-
via resolución. En México, dada la importancia que tiene el
conjunto de la economía nacional, tanto por el valor de la

producción como por el número de personas involucradas
en la misma, sin soslayar su trascendental papel en la dieta
diaria de la familia mexicana, la agroindustria de la caña de
azúcar configura una actividad productiva no sólo de ca-
rácter histórico sino, además, de interés público y social.

Antecedentes: El 22 de agosto de 2005, el Presidente de la
República promulgó la Ley de Desarrollo Sustentable de la
Caña de Azúcar. La entrada en vigor de la ley trae consigo
la creación de organizaciones locales y nacionales. Así
también, se tendrán por reconocidas las organizaciones que
la Junta de Conciliación y Arbitraje de Controversia Azu-
carera tenía registradas, debiendo actualizar su inscripción
en los términos de los artículos 34 y 38 de la citada ley. Por
otra parte, las organizaciones locales que pretendan lograr
el registro ante el Servicio Nacional Agropecuario deberán
ajustarse al artículo 34 de la Ley de Desarrollo Sustentable
de la Caña de Azúcar, debiendo exhibir dos copias de su
acta constitutiva y de sus estatutos, debidamente certifica-
dos, dos copias del acta de elección de su comité local vi-
gente y dos copias del padrón de abastecedores de caña
asociados, los que deberán actualizar anualmente. 

Las organizaciones nacionales que pretendan constituirse,
para su debido registro deberán exhibir dos copias del pa-
drón de abastecedores de caña asociados, que deberán ac-
tualizar anualmente. La certificación del padrón se basará
en el registro de afiliaciones de sus organizaciones locales.
En virtud del inicio de la zafra 2005-2006, podrían darse
interpretaciones erróneas de la citada ley, por lo que los
suscritos consideramos conveniente enfatizar la exacta
aplicación de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña
de Azúcar en el momento de llevar a cabo el cotejo de las
afiliaciones correspondientes. 

En el ánimo de evitar confrontaciones e impugnaciones en-
tre las organizaciones que no presenten su registro de afi-
liación, así como la copia del padrón de asociados, es evi-
dente que no podrán registrarse, razón por la cual el
Servicio Nacional de Registro Agropecuario deberá exigir
a las organizaciones locales, en los términos del Capítulo
Cuarto del Título Tercero de la Ley de Desarrollo Susten-
table de la Caña de Azúcar, todas las condiciones para que
tengan la legitimidad que corresponda a cada uno de los
asociados. Por lo anteriormente expuesto, presento a la
consideración de esta honorable soberanía el siguiente
punto de acuerdo:

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación para
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que el Servicio Nacional de Registro Agropecuario se ape-
gue a la aplicación precisa de la Ley de Desarrollo Susten-
table de la Caña de Azúcar, en lo referente al Título Terce-
ro, específicamente a los artículos 34 y 38, así como al
artículo sexto transitorio de la misma. Muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Sagarpa a ajustar el Servicio Nacional de
Registro Agropecuario, en el marco de la Ley de Desarro-
llo Sustentable de la Caña de Azúcar, a cargo del diputado
Diego Palmero Andrade, del grupo parlamentario del PAN

Los suscritos, diputados federales de diversos grupos par-
lamentarios, integrantes de la LIX Legislatura del H. Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 58 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
presentan ante esta soberanía punto de acuerdo de urgente
u obvia resolución, bajo las siguientes 

Consideraciones 

En México, dada la importancia que tiene el conjunto de la
economía nacional, tanto por el valor de la producción co-
mo por el número de personas involucradas en la misma,
sin soslayar su trascendental papel en la dieta diaria de la
familia mexicana, la agroindustria de la caña de azúcar
configura una actividad productiva no sólo de carácter his-
tórico, sino además de interés público y social.

Importada con la Conquista, la actividad azucarera partici-
pa actualmente en la economía nacional con 0.5 por ciento
del Producto Interno Bruto y proporciona sustento a más de
440 mil familias en forma directa (mediante empleos per-
manentes y temporales), asentadas en 227 municipios, per-
tenecientes a 15 estados de la República, en los que habi-
tan alrededor de 12 millones de mexicanos, de los cuales
más de 2.5 millones dependen directamente de la agroin-
dustria de la caña de azúcar, así como de una diversidad de
actividades indirectas vinculadas a la misma en una cade-
na de producción. 

Sobre esa base, a partir de la operación de 60 ingenios, Mé-
xico ocupa en la actualidad el séptimo lugar en producción
de azúcar a nivel mundial, entre más de un centenar de pa-
íses y la octava posición en cuanto al consumo, con 42 ki-
logramos anuales per cápita.

De la producción nacional, 58 por ciento es canalizado a la
industria, 32 por ciento al uso doméstico y el restante 10

por ciento se destina principalmente al mercado internacio-
nal.

Antecedentes 

El 22 de agosto de 2005, el Presidente de la República
promulgó la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de
Azúcar. 

La entrada en vigor de esta ley trae consigo la creación de
organizaciones locales y nacionales, así también se tendrá
por reconocidas a las organizaciones que la Junta de Con-
ciliación y Arbitraje de Controversias Azucareras tenía re-
gistradas, debiendo actualizar su inscripción en los térmi-
nos de los artículos 34 y 38 de la citada ley. 

Por otra parte, las organizaciones locales que pretendan lo-
grar el registro ante el Servicio Nacional de Registro Agro-
pecuario deberán apegarse al articulo 34 de la Ley de Des-
arrollo Sustentable de la Caña de Azúcar, debiendo exhibir
dos copias de su acta constitutiva y de sus estatutos debi-
damente certificados, dos copias del acta de elección de su
comité local vigente y dos copias del padrón de abastece-
dores de caña asociados, que deberán actualizar anualmen-
te. 

Las organizaciones nacionales que pretendan constituirse
para su debido registro, deberán exhibir dos copias del pa-
drón de abastecedores de caña asociados que deberán ac-
tualizar anualmente. La certificación del padrón se basará
en el registro de afiliaciones de sus organizaciones locales,
sancionadas por el comité de cada uno de los ingenios. 

En virtud de la proximidad del inicio de la zafra 2005-2006
pudieran darse interpretaciones erróneas de la citada ley,
por lo que los suscritos consideramos conveniente enfati-
zar la exacta aplicación de la Ley de Desarrollo Sustenta-
ble de la Caña de Azúcar en el momento de llevar a cabo el
cotejo de las afiliaciones correspondientes.

En el ánimo de evitar confrontaciones e impugnaciones en-
tre las organizaciones que no presenten su registro de afi-
liaciones así como la copia del padrón de asociados, es evi-
dente que, no podrán registrarse, razón por la cual el
Servicio Nacional de Registro Agropecuario, deberá exigir
a las organizaciones nacionales registro de afiliaciones de
sus organizaciones locales en los términos del Capítulo IV
del Título Tercero de la Ley de Desarrollo Sustentable de
la Caña de Azúcar. 
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Por lo anteriormente expuesto, presento a consideración de
esta honorable soberanía el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al secretario de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación para que el Servi-
cio Nacional de Registro Agropecuario se apegue a la apli-
cación precisa de la Ley de Desarrollo Sustentable de la
Caña de Azúcar en lo referente al Título Tercero, específi-
camente a los artículos 34 y 38, así como al artículo sexto
transitorio de la misma.

Dado en el Salón de Sesiones de la H. Cámara de Diputados, a 9 de fe-
brero de 2006.� Diputados: Diego Palmero Andrade (rúbrica), José
Antonio de la Vega Asmitia (rúbrica), Emiliano Vladimir Ramos Her-
nández, Juan Fernando Perdomo Bueno.»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Gracias, diputado Palmero Andrade. Consulte
la Secretaría a la Asamblea si se considera de urgente reso-
lución.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: En vo-
tación económica se pregunta a la Asamblea, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, si se considera de urgente resolución la proposi-
ción.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa... Ma-
yoría por la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Se considera de urgente resolución. En virtud
de que no tenemos registrados oradores a favor ni en con-
tra, se considera suficientemente discutido el asunto. Con-
sulte la Secretaría a la Asamblea, en votación económica,
si se aprueba la proposición.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: En vo-
tación económica se pregunta a la Asamblea si es de apro-
barse la proposición.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa... Ma-
yoría por la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Aprobada; comuníquese. 

ESTADO DE TAMAULIPAS

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Tiene el uso de la palabra nuestro compañero
diputado José Manuel Abdala de la Fuente, del grupo par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional, para
presentar proposición con punto de acuerdo en el que se
exhorta al ciudadano Presidente de la República, al ciuda-
dano secretario de Seguridad Pública federal y al ciudada-
no procurador general de la República para que realicen las
acciones decisivas y contundentes que restauren la tranqui-
lidad y la seguridad pública en Nuevo Laredo, y se inves-
tigue y se lleve ante la justicia a los responsables del aten-
tado contra el periódico El Mañana.

El diputado José Manuel Abdala de la Fuente: Con el
permiso de la Mesa Directiva. honorable Cámara de Dipu-
tados: los suscritos, José Manuel Abdala de la Fuente, Ho-
mero Díaz Rodríguez, Carlos Flores Rico, Sergio Arturo
Posadas Lara, Gonzalo Alemán Migliolo, Humberto Fran-
cisco Filizola Haces, Cruz López Aguilar, Érick Agustín
Silva Santos, Óscar Martín Ramos Salinas y Humberto
Martínez de la Cruz, diputados federales del Partido Revo-
lucionario Institucional por el estado de Tamaulipas, acudi-
mos a esta tribuna para expresar nuestra preocupación por
los sucesos del 6 de los corrientes, en los cuales se violen-
tó el recinto de trabajo del periódico El Mañana, de Nuevo
Laredo, y se atentó contra la vida e integridad de sus tra-
bajadores, al tiempo que externamos nuestro más enérgico
reclamo a la autoridad federal por la falta de acciones con-
tundentes que hagan retornar la seguridad y la tranquilidad
a los habitantes de dicha ciudad fronteriza tamaulipeca an-
te el embate del crimen organizado. Dicho hecho viene a
ser uno más dentro de la incontenible ola de violencia que
se sufre en dicha ciudad y evidencia un descompuesto cli-
ma de seguridad pública en el país, donde la utilización de
armas y explosivos de uso exclusivo del Ejército parece ser
no solamente tolerada sino permitida a los grupos que se
dedican a actividades ilegales. 
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Ella, la delincuencia organizada, habla con el fuego de sus
armas; los ciudadanos, inermes, con las oraciones fúnebres
de sus exequias y el enojo e impotencia contenidos ante la
incapacidad e ineficacia de la autoridad encargada de com-
batir el crimen organizado. Por todo ello, los habitantes de
este país, y en particular por los de Nuevo Laredo, llama-
mos al Ejecutivo federal la atención de este preocupante y
desatendido problema y le exigimos acciones decididas en
un ámbito donde es evidente la competencia de la autori-
dad federal. El atentado contra El Mañana, de Nuevo Lare-
do, reviste una relevancia especial por tratarse de un pres-
tigiado medio de comunicación que está al servicio del
pueblo, el Estado de derecho, a cuyo respeto y vigencia es-
tamos obligados todos, en particular quienes cumplimos una
encomienda particular; exigimos acciones contundentes. 

Por todo ello y lo expuesto, de la manera más respetuosa
pero con la energía que corresponde, por los deleznables
sucesos y sus lamentables consecuencias, proponemos a
esta honorable soberanía el siguiente punto de acuerdo:

Se exhorte a los ciudadanos Presidente Constitucional de
los Estados Unidos Mexicanos, secretario de Seguridad
Pública federal y procurador general de la República a que
ordenen a quien corresponda, dentro de sus respectivas
competencias, se garantice la seguridad y tranquilidad de
los habitantes de Nuevo Laredo ante el embate del crimen
organizado, así como el cumplimiento de la labor informa-
tiva del periódico El Mañana, de esta ciudad, y se respeten
la vida y la integridad de sus trabajadores y que se investi-
guen los hechos acaecidos el pasado 6 de febrero con la ce-
leridad y profundidad para que los culpables sean llevados
ante la justicia y sancionados con la severidad que estable-
ce la ley. 

Por ser un asunto de mayor importancia, pido que se trans-
criba íntegramente en el Diario de los Debates y en la Ga-
ceta Parlamentaria. Atentamente, José Manuel Abdala de la
Fuente, Homero Díaz Rodríguez, Carlos Flores Rico, Ser-
gio Arturo Posadas Lara, Gonzalo Alemán, Humberto
Francisco Filizola Haces, diputado Cruz López Aguilar,
Érick Agustín Silva Santos, Óscar Martín Ramos Salinas y
Humberto Martínez de la Cruz. Es cuanto, gracias. Solici-
to, por la importancia que reviste, que se considere de ur-
gente y obvia resolución.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Presidente de la República, al secretario de Seguridad
Pública federal y al procurador general de la República a
realizar las acciones decisivas y contundentes que restau-

ren la tranquilidad y la seguridad pública en Nuevo Lare-
do; y a investigar y llevar ante la justicia a los responsables
del atentado contra el periódico El Mañana, presentada por
el diputado José Manuel Abdala de la Fuente, del grupo
parlamentario del PRI, en la sesión del jueves 9 de febrero
de 2006

José Manuel Abdala de la Fuente, Homero Díaz Rodríguez,
Carlos Flores Rico, Sergio Arturo Posadas Lara, Gonzalo
Alemán Migliolo, Humberto Francisco Filizola Haces,
Cruz López Aguilar, Érick Agustín Silva Santos, Óscar
Martín Ramos Salinas y Humberto Martínez de la Cruz, di-
putados federales del Partido Revolucionario Institucional
por el estado de Tamaulipas, acudimos a esta tribuna para
expresar nuestra honda preocupación por los sucesos del 6
de los corrientes, en los cuales se violentó el recinto de tra-
bajo del Periódico El Mañana, de Nuevo Laredo y se aten-
tó en contra de la vida e integridad de sus trabajadores, al
tiempo que externamos nuestro más enérgico reclamo a la
autoridad federal por la falta de acciones contundentes que
hagan retornar la seguridad y la tranquilidad a los habitan-
tes de dicha ciudad fronteriza tamaulipeca ante el embate
del crimen organizado.

Dicho hecho viene a ser uno más dentro de la incontenible
ola de violencia que sufre dicha ciudad y evidencia un des-
compuesto clima de seguridad pública en el país, en donde
la utilización de armas y explosivos de uso exclusivo del
Ejército parece ser no solamente tolerado sino permitido a
los grupos que se dedican a actividades ilegales.

Ella, la delincuencia organizada, habla con el fuego de sus
armas; los ciudadanos inermes, con las oraciones fúnebres
de sus exequias y el enojo e impotencia contenidos ante la
incapacidad e ineficacia de la autoridad encargada de com-
batir el crimen organizado.

Por todos ellos, los habitantes de este país y en particular,
por los de Nuevo Laredo, llamamos al Ejecutivo federal la
atención de este preocupante y desatendido problema y le
exigimos acciones decididas en un ámbito en donde es evi-
dente la competencia de la autoridad federal.

El atentado en contra de El Mañana, de Nuevo Laredo, re-
viste una relevancia especial, por tratarse de un prestigiado
medio de comunicación.

Además de la violencia ejercida a sus instalaciones y a la
vida e integridad de sus trabajadores, es un flagrante e in-
tolerable atentado en contra de las libertades de expresión
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y de información establecidas por nuestra Carta Magna
que, en el cumplimiento del deber, ejercen los medios de
comunicación en beneficio de la sociedad, y ante ello, la
autoridad tiene la obligación no solo de garantizarlas, sino
de castigar severamente a quien trate de suprimirlas, res-
tringirlas o censurarlas y de restituir las condiciones para
que se sigan gozando y ejerciendo sin más restricción que
el respeto de los valores protegidos por la propia ley.

El Estado de derecho, a cuyo respeto y vigencia estamos
obligados todos, en particular quienes cumplimos una en-
comienda publica, exige acciones contundentes de la auto-
ridad competente, que generen en los habitantes de este pa-
ís la convicción de que las instituciones están establecidas
para su seguridad y para garantizar su adecuado desarrollo.

Por todo lo expuesto, de la manera más respetuosa, pero
con la energía que corresponde por los deleznables sucesos
y sus lamentables consecuencias, proponemos a esta hono-
rable soberanía se adopte el siguiente:

Punto de Acuerdo

Se exhorte a los CC. Presidente constitucional de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, secretario de Seguridad Pública fe-
deral y procurador general de la República, ordenen a quie-
nes corresponda, dentro de sus respectivas competencias,
se garantice la seguridad y tranquilidad de los habitantes de
Nuevo Laredo ante el embate del crimen organizado, así
como el cumplimiento de la labor informativa del periódi-
co El Mañana, de esa ciudad y la vida, integridad y liber-
tad de sus trabajadores, y que se investiguen los hechos
acaecidos el pasado 6 de febrero con la celeridad y profun-
didad que aseguren que los culpables serán llevados ante la
justicia y sancionados con la severidad que establece la ley.

Diputados: José Manuel Abdala de la Fuente (rúbrica), Homero Díaz
Rodríguez (rúbrica), Carlos Flores Rico (rúbrica), Sergio Arturo Posa-
das Lara (rúbrica), Gonzalo Alemán Migliolo (rúbrica), Humberto
Francisco Filizola Haces (rúbrica), Cruz López Aguilar (rúbrica), Erick
Agustín Silva Santos (rúbrica), Oscar Martín Ramos Salinas (rúbrica),
Humberto Martínez de la Cruz (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Consulte la Secretaría a la Asamblea si se con-
sidera de urgente resolución.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: En
votación económica se pregunta a la Asamblea, con funda-

mento en el artículo 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, si se considera de urgente resolución la proposi-
ción.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo... 

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En tal virtud, se considera de urgente resolu-
ción. A esta Presidencia ha llegado la solicitud de la dipu-
tada Maki Ortiz Domínguez, del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional, para hablar a favor de esta pro-
puesta. Tiene el uso de la palabra.

La diputada Maki Esther Ortiz Domínguez: La Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos, en el artículo
19, señala que todo individuo tiene derecho a la libertad de
opinión y de expresión. Este derecho incluye no ser moles-
tado por dar opiniones, investigar o recibir información,
además del derecho de difundirla sin limitación de fronte-
ras por cualquier medio de expresión. Asimismo, este de-
recho se encuentra garantizado por la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en los artículos 6 y 7,
donde el Estado mexicano está obligado a garantizar la li-
bertad de expresión de cualquier ciudadano mexicano, y
muy especialmente de los comunicadores. Hemos observa-
do en los últimos años cómo las condiciones de seguridad
de Tamaulipas, sobre todo en la frontera, se han deteriora-
do. Leímos lo del ataque con armas y granadas al periódi-
co El Mañana, de Nuevo Laredo, y estas noticias no sólo
nos lastiman sino que nos agravian como ciudadanos del
Estado mexicano y sobre todo como tamaulipecos. Noti-
cias como ésta son la regla y no la excepción en nuestro es-
tado. La delincuencia organizada y el narcotráfico han pro-
vocado un fenómeno de autocensura en los medios; esto
evita la cobertura activa de esos temas, como una forma de
supervivencia y autoprotección. Exigimos a las autoridades
mano firme y la garantía de que nuestra vida diaria y nues-
tro trabajo, cualquiera que sea, pueda desarrollarse en un
ambiente de tranquilidad y paz. Muchas gracias.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Muchas gracias, diputada Ortiz Domínguez.
No tenemos más diputadas o diputados registrados, por lo
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que se considera suficientemente discutido. Consulte la Se-
cretaría a la Asamblea, en votación económica, si se aprue-
ba la proposición.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
pregunta a la Asamblea si se aprueba la proposición.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Aprobada; comuníquese. 

A continuación, tiene el uso de la voz nuestra compañera
diputada Lorena Torres Ramos, del grupo parlamentario
del Partido Acción Nacional, para presentar proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat y
a la Comisión Nacional Forestal a llevar a cabo la refores-
tación de la sierra de San Martín Bolaños. En virtud de que
no se encuentra en el salón, pasa al final del capítulo. 

DISTRIBUIDORES DE GASOLINA 

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Tiene la palabra nuestro compañero diputado
Jorge Martínez Ramos, del grupo parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, para presentar proposi-
ción con punto de acuerdo para exhortar al director general
de Pemex a que realice un análisis jurídico-constitucional
relativo a los nuevos contratos de franquicia para distribui-
dores de gasolina.

El diputado Jorge Martínez Ramos: Gracias, diputada
Presidenta, con su permiso. Petróleos Mexicanos dio a co-
nocer, como todos supimos y leímos recientemente en los
medios de comunicación, un nuevo contrato de franquicia
con expendedores de gasolinas, elaborado bajo la conocida
neurosis privatizadora, que en muchos sectores de este go-
bierno se percibe, y en esta ocasión incluyen una cláusula
llamada �de protección�, que pide a los distribuidores com-
prar el suministro exclusivamente a Pemex por los cinco
años siguientes a la firma del contrato, aparentemente des-
conociendo que, de acuerdo con la ley vigente, dentro de

cinco años existirá la misma obligación que hoy de com-
prar gasolina a Pemex en el mismo esquema, pues �para
fortuna de nuestro país� éste es un monopolio nacional y
una empresa pública del Estado mexicano, que es el único
proveedor que existe. Según los medios de comunicación,
fuentes no oficiales de la paraestatal plantean que la cláu-
sula de protección es normal en este tipo de franquicias.
Sin embargo, considerando que no hay ninguna reforma
constitucional que plantee la apertura del sector y que por
ello Pemex sigue siendo por ley el único proveedor de
combustibles en México, este nuevo contrato de franquicia
resulta violatorio de la Constitución, ya que prevé una si-
tuación que en ella se prohíbe. 

Mayor suspicacia despierta este asunto cuando, a más de
siete años de que caduque el contrato de franquicia vigen-
te, la paraestatal está presionando a los distribuidores de
gasolinas para que adopten este nuevo esquema, bajo el es-
tímulo de incremento de comisiones. Estamos solicitando a
través de los conductos oficiales copia de los contratos de
franquicia a Pemex para que esta soberanía tome conoci-
miento de este asunto y se haga lo conducente para hacer
cumplir la ley que rige nuestro sector energético. Por lo an-
teriormente expuesto, ponemos a consideración de esta so-
beranía el siguiente punto de acuerdo:

Primero. La H. Cámara de Diputados exhorta al director
general de Pemex a que realice un análisis jurídico-consti-
tucional de los términos que se han establecido en los nue-
vos contratos de franquicia con distribuidores de gasolina,
específicamente por lo referente a la cláusula de protección
integrada en dichos contratos, a efecto de que los términos
contractuales reflejen plenamente las disposiciones consti-
tucionales previstas; y mientras tanto esto no ocurra, se
abstenga Pemex de seguir firmando los mencionados con-
tratos con cualquier franquiciatario.

Segundo. Esta H. Cámara de Diputados previene a la Se-
cretaría de la Función Pública, así como a la Procuraduría
General de la República, de que de la elaboración y firma
de los contratos de franquicias de Pemex pueden derivarse
responsabilidades administrativas imputables a los servi-
dores públicos involucrados en el proceso del otorgamien-
to de franquicias para la distribución de gasolina.

De manera que quedan, pues, las autoridades apercibidas
de que pueda haber actos constitutivos de responsabilida-
des y que, en función de ello, se tomen las medidas condu-
centes. Muchas gracias, diputada Presidenta.
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«Proposición con punto de acuerdo, a efecto de exhortar al
director general de Pemex a realizar un análisis jurídico-
constitucional sobre los nuevos contratos de franquicia pa-
ra distribuidores de gasolina, a cargo del diputado Jorge
Martínez Ramos, del grupo parlamentario del PRD

El grupo parlamentario del PRD, conforme lo que estable-
cen  los artículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso de los Estados Unidos mexicanos,
me permito presentar la siguiente proposición con punto de
acuerdo, de urgente y obvia resolución con base en los si-
guientes

Antecedentes

Petróleos Mexicanos dio a conocer recientemente un nue-
vo contrato de franquicia con expendedores de gasolinas,
elaborado bajo la conocida  neurosis privatizadora que po-
see al gobierno del Presidente Fox.

Este contrato contiene una cláusula llamada de protección
que pide a los distribuidores comprar el suministro exclu-
sivamente a Pemex por los cinco años siguientes a la firma
del contrato, aparentemente desconociendo que de acuerdo
a ley vigente, dentro de cinco años existirá la misma obli-
gación que hoy de comprar la gasolina a Pemex en el mis-
mo esquema.

Según el periódico Reforma, fuentes no oficiales de la pa-
raestatal plantean que la cláusula de protección es normal
en este tipo de franquicias, sin embargo, considerando que
no hay ninguna reforma constitucional que plantee la aper-
tura del sector y que por ello Pemex sigue siendo por Ley
el único proveedor de combustible en México, este nuevo
contrato de franquicia resulta violatorio de la constitución
ya que prevé una situación que en ella se prohíbe.

Mayor suspicacia despierta este asunto cuando a más de 7
años de que caduque el contrato de franquicia vigente, la
paraestatal está presionando a los distribuidores de gasoli-
nas para que adopten este nuevo esquema, bajo el  estímu-
lo de incremento de comisiones.

Estamos solicitando a través de los conductos oficiales, co-
pia de los contratos de franquicia a Pemex, para que esta
soberanía tome conocimiento de este asunto y se haga lo
conducente para hacer cumplir la ley que rige nuestro sec-
tor energético

Por lo anteriormente expuesto ponemos a consideración de
ésta soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero: La H. Cámara de Diputados exhorta al director
general de Pemex a que realice un análisis jurídico consti-
tucional a los términos que se han establecido en los nue-
vos contratos de franquicia con distribuidores de gasolina,
específicamente en lo referente a la cláusula de protección
integrada en dichos contratos, a efecto de que los términos
contractuales reflejen plenamente las disposiciones consti-
tucionales previstas, y mientras tanto esto no ocurra, se
abstengan de seguir firmando los mencionados contratos.

Segundo: La H. Cámara de diputados previene a la Secre-
taría de la Función Pública, así como a la Procuraduría Ge-
neral de la República de que, de la elaboración y firma de
los contratos de franquicias de Pemex, pueden derivarse
responsabilidades administrativas imputables a los servi-
dores públicos involucrados en el proceso del otorgamien-
to de franquicias para la distribución de gasolina.

Dado en el Palacio Legislativo, a 7 de febrero de 2006.� Dip. Jorge
Martínez Ramos (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Túrnese a la Comisión de Energía.

ORDEN DEL DIA

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Esta Presidencia acaba de recibir comunica-
ción de la Junta de Coordinación Política por la que solici-
ta proponer al Pleno la incorporación en el orden del día de
cuatro proposiciones con punto de acuerdo. Consulte la
Secretaría en votación económica si es de modificarse el
orden del día y dar curso a los asuntos para el trámite co-
rrespondiente. Sonido a la curul de la diputada Guadalupe
Morales por favor.

La diputada Guadalupe Morales Rubio (desde la curul):
¿Quieren decir de qué se tratan estas proposiciones, para
ver si vale la pena incorporarlas o no?

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Si, diputada, se va a leer toda... No, ahorita, en
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este momento, ella va a leer toda la comunicación, y ahí le
van a dar información de cuáles son las proposiciones de
punto de acuerdo y, posteriormente, consulta la Secretaría
en votación económica si se acepta que se introduzcan en
el orden del día. Se lee toda la comunicación, diputada.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.� Junta de Coordi-
nación Política.

Diputada María Marcela González Salas y Petricioli, Pre-
sidenta de la Mesa Directiva de la H. Cámara de Diputa-
dos.� Presente.

Con fundamento en el artículo quinto del Acuerdo de la
Conferencia para la Dirección y Programación de los Tra-
bajos Legislativos, relativo al Orden del Día de las Sesio-
nes, las Discusiones de los Dictámenes y la Operación del
Sistema Electrónico de Votación, solicitamos a usted aten-
tamente incluir en el orden del día, en el primer turno po-
sible, de la presente sesión del Pleno de la Cámara de Di-
putados los siguientes asuntos: 

1.- Proposición con punto de acuerdo de urgente y ob-
via resolución para solicitar que la Cámara de Diputa-
dos interponga controversia constitucional ante la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación contra el Poder
Ejecutivo federal por actos que omiten lo establecido en
el artículo 55 del decreto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2006, así como
en el artículo 28 de la Ley General de Desarrollo Social,
respecto de la publicidad y promoción que las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral realicen en medios electrónicos, escritos, gráficos y
de cualquier otra índole, a cargo de los diputados Pablo
Gómez Álvarez y Clara Brugada Molina, del grupo par-
lamentario del PRD. 

2.- Proposición con punto de acuerdo, de urgente y ob-
via resolución, por el que se exhorta al gobernador de
Chiapas, licenciado Pablo Salazar Mendiguchía, a res-
petar la libertad de prensa y expresión en el estado de
Chiapas, consagrado plenamente en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y detener inme-
diatamente las agresiones y órdenes de aprehensión
contra periodistas de Chiapas, en especial de quienes la-
boran en los periódicos El Orden y El Cuarto Poder, sus-
crito por el diputado Roberto Aquiles Aguilar Hernán-
dez, del grupo parlamentario del PRI.

3.- Proposición con punto de acuerdo, de urgente y ob-
via resolución, por el que exhorta al titular del Ejecuti-
vo federal, licenciado Vicente Fox Quesada, para que
deje de intervenir en las elecciones presidenciales del 2
de julio de 2006, que presenta la diputada Rebeca Godí-
nez y Bravo, del grupo parlamentario del PRI. 

4.- Proposición con punto de acuerdo para exhortar al
Poder Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Go-
bernación, con opinión de las Secretarías de Seguridad
Pública, de Economía, y de Hacienda y Crédito Público,
para que se instrumenten programas emergentes que
permitan prever y solucionar de manera expedita y efec-
tiva paros en la operación de las estaciones de servicios
de combustible, que representan una amenaza a la acti-
vidad productiva del país y a la seguridad nacional, de-
rivados de la controversia por la expedición de hidro-
carburos de forma irregular, a cargo de la diputada
María Salomé Elyd Sáenz, del grupo parlamentario del
PAN. 

Sin más por el momento, agradecemos de antemano las
atenciones que sirva dar al presente.

Atentamente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2006.� Dip.
Pablo Gómez Álvarez (rúbrica), Presidente de la Junta de Coordina-
ción Política y Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática; Dip. Emilio Chuayffet Chemor (rúbri-
ca), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional; Dip. José González Morfín, Coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional; Dip. Jorge Antonio Kah-
wagi Macari, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México; Dip. Alejandro González Yáñez (rúbrica), Co-
ordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo; Dip. Jesús
Martínez Álvarez, Coordinador del Grupo Parlamentario de Conver-
gencia.»

En votación económica se consulta a la Asamblea si se
acepta la inclusión en el orden del día de los puntos ya le-
ídos.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo... 

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputado
Presidente.
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CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En consecuencia, está a discusión la primera
de las proposiciones con punto de acuerdo, que es relativa
a la controversia constitucional ante la Suprema Corte de
Justicia de la Nación contra el Poder Ejecutivo federal.

El diputado Pablo Gómez Álvarez (desde la curul): Pre-
sidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: ¿La va a presentar, diputado?

El diputado Pablo Gómez Álvarez (desde la curul): Sí.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Tiene el uso de la palabra el diputado Pablo
Gómez Álvarez, del Partido de la Revolución Democráti-
ca.

El diputado Pablo Gómez Álvarez: Ciudadanas diputa-
das, ciudadanos diputados: todos ustedes deben de recordar
que el Congreso de la Unión expidió una norma para hacer
propaganda de los programas sociales, en la que definió
que los mensajes publicitarios deberían presentarse por
parte del gobierno sin que tales promociones cayeran en la
promoción �valga la redundancia� personal de los funcio-
narios; eso está en la ley. 

Creo que es correcto que los programas sociales se infor-
men ante la comunidad nacional sin promover la persona-
lidad de los funcionarios, porque parece que los funciona-
rios están dando lo que no es suyo. Todos los gobernadores
lo hacen, todos, sin excepción, lo cual está mal y deberían
las leyes de los estados prohibirlo de la misma manera que
ya lo hace la Ley de Desarrollo Social que nosotros expe-
dimos. Pero también dice la ley que la publicidad de los
programas debe decir la leyenda: �Este programa está fi-
nanciado con recursos públicos aprobados por la Cámara
de Diputados, y queda prohibido su uso para fines partidis-
tas, electorales o de promoción personal de los funciona-
rios�. 

Y toda la publicidad de los programas sociales, por cierto
que de los existentes y también de los inexistentes, porque
Fox habla de programas que no están en operación y dice
que ya lo está haciendo; no me extraña viniendo del Presi-
dente de la República actual. Entonces, el Presidente está
violando la ley; ha derogado por vía de hechos un precep-

to legal, que se repite en el decreto del Presupuesto para
2006 y que votaron el PAN con toda conciencia de lo que
estaba haciendo. El Presidente desconoce las disposiciones
legales y del decreto del Presupuesto. �Termino:� Propon-
go que la Cámara vaya a la Corte y presente una contro-
versia constitucional para que el Presidente se abstenga de
violar la ley �no tenemos más medio que la controversia�
y que la Corte decida, y que predomine la ley por encima
de la acción ilegal del Presidente de la República. Muchas
gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, de urgente y obvia re-
solución, para solicitar que la Cámara de Diputados inter-
ponga controversia constitucional ante la Suprema Corte
de Justicia de la Nación contra el Poder Ejecutivo federal
por actos que omiten lo establecido en el artículo 55 del de-
creto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2006, así como en el artículo 28 de la
Ley General de Desarrollo Social, respecto de la publici-
dad y promoción que las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal realicen en medios elec-
trónicos, escritos, gráficos y de cualquier otra índole, pre-
sentada por el diputado Pablo Gómez Álvarez y suscrita
por la diputada Clara Brugada Molina, del grupo parla-
mentario del PRD, en la sesión del jueves 9 de febrero de
2006

Los suscritos diputada y diputado al Congreso de la Unión
en la LIX Legislatura, con fundamento en los artículos 23,
numeral I, incisos f y l, de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, y 58 y 59 del
Reglamento Para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a consi-
deración del Pleno la siguiente proposición con punto de
acuerdo con objeto de que la Cámara de Diputados inter-
ponga controversia constitucional en contra del Poder Eje-
cutivo Federal, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El gobierno federal ha emprendido una intensa
campaña propagandística en los medios electrónicos y es-
critos, en torno a los principales programas sociales del
Gobierno Federal, tales como Oportunidades, Seguro Po-
pular y las acciones en materia de vivienda.

Segunda. La publicidad oficial viola disposiciones jurídi-
cas aprobadas por el Congreso de la Unión y expedidas por
el Ejecutivo federal. En particular, se ignora lo dispuesto
en el artículo 28 de la Ley General de Desarrollo Social y
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55 del decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el ejercicio fiscal 2006.

Tercera. Dichas disposiciones jurídicas establecen que to-
da la publicidad y promoción que adquieran las dependen-
cias y entidades para los programas, tales como anuncios
en medios electrónicos, escritos y gráficos y de cualquier
otra índole, deberá incluir invariablemente la siguiente le-
yenda: �Este programa está financiado con recursos
públicos aprobados por la Cámara de Diputados y que-
da prohibido su uso para fines partidistas, electorales o
de promoción personal de los funcionarios�.

La controversia constitucional representa un instrumento
de control amplio de la constitucionalidad de los actos del
poder público de muy diversa índole. Así, el artículo 105
constitucional establece la facultad de la Suprema Corte de
Justicia para resolver las controversias constitucionales
que se susciten entre dos poderes de la Federación, sobre la
constitucionalidad de sus actos o la emisión y promulga-
ción de normas generales. En este sentido, el Congreso de
la Unión o cualquiera de sus Cámaras, están facultados pa-
ra interponer el recurso en contra del acto del Ejecutivo fe-
deral que estima inconstitucional.

Por lo antes expuesto y fundado, sometemos a considera-
ción del pleno de esta Cámara de Diputados la siguiente
proposición con 

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados toma conocimiento el
día de hoy de la indebida difusión, a través de anuncios, de
los programas sociales de la federación a cargo del Poder
Ejecutivo y, por tanto, se ostenta sabedor de los actos res-
pectivos.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión acuerda interponer controversia constitucional con-
tra el Poder Ejecutivo federal por los actos que violan lo es-
tablecido en el artículo 55 del decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2006,
así como en el artículo 28 de la Ley General de Desarrollo
Social, respecto de la publicidad y promoción que las de-
pendencias y entidades de la administración pública fede-
ral realicen en medios electrónicos, escritos, gráficos y de
cualquier otra índole.

Tercero. El pleno de la Cámara de Diputados instruye a la
Presidenta de Mesa Directiva de la Cámara de Diputados

para que, en uso de las atribuciones que le confieren la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, interponga ante la Suprema Corte de Justicia de la
Nación la controversia constitucional contra las actos del
Ejecutivo señalados en el presente acuerdo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 9 de febrero de 2006.� Dip. Pablo
Gómez Álvarez (rúbrica), Dip. Clara M. Brugada Molina (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Consulte la Secretaría a la Asamblea, en vota-
ción económica, si se considera de urgente resolución...
¿Sí?

El diputado Juan Francisco Molinar Horcasitas (desde
la curul): Señora Presidenta. Es para hablar en contra.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: ¿Es para hablar en contra, señor diputado? Pe-
ro primero hay que ver si se acepta que sea de urgente y ob-
via resolución, diputado.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se pre-
gunta a la Asamblea, con fundamento en el artículo 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, si se considera de ur-
gente resolución la proposición.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputada
Presidenta. Mayoría calificada.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Se considera de urgente resolución. Ha pedi-
do el uso de la voz el diputado Juan Molinar Horcasitas pa-
ra hablar en contra de la proposición. Tiene el uso de la
voz.

El diputado Juan Francisco Molinar Horcasitas: Mu-
chas gracias, señora Presidenta, con su venia: en el Partido
Acción Nacional no nos oponemos al uso de los instru-
mentos constitucionales que sirven para dirimir diferencias
entre los Poderes de la Unión; la controversia constitucio-
nal es sin duda uno de ellos. Sí nos oponemos a que se uti-
lice a partir de premisas falsas, de argumentos falaces y, lo
que es peor, de señales claramente hipócritas de un partido
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que se niega cuando es gobierno a ejercer el menor acto de
transparencia, al que debería estar obligado. 

Todos sabemos que el Gobierno del Distrito Federal ha
mantenido en la reserva los más elementales datos del uso
de los recursos públicos en esta ciudad capital. En la reser-
va está hasta la forma en que se construye una obra vial en
esta ciudad, en la reserva están hasta los datos que consti-
tuyen el uso de la publicidad por parte del gobernante, del
jefe del Gobierno del Departamento del Distrito Federal,
del que es hoy candidato y del que hoy ocupa ese puesto.
En amplio contraste con esa política hipócrita y de reserva,
cualquier ciudadano mexicano, no solamente cualquier di-
putado o diputada de los aquí presentes, puede conocer to-
dos los padrones, todos los padrones, todos y cada uno de
los beneficiarios de los programas del Gobierno Federal,
sin excepción, en un acto de transparencia que no tiene pre-
cedente en la historia de este país.

Ahí están todos los datos. ¿Qué es lo que se quiere ahora?
Que no se informe de los programas, que la ciudadanía pre-
ferentemente no sepa de programas que han probado su efi-
cacia, de programas que han sido reconocidos en México y
fuera de México como programas sin duda alguna exitosos.
Es también obligación de los servidores públicos informar,
es obligación de los servidores públicos dar a conocer a la
población en qué consisten los programas en los cuales se
aplican los recursos públicos, de los cuales son finalmente
los únicos y directos beneficiarios. Debe el señor Pablo
Gómez explicarnos, en cambio, por qué el gobierno de su
partido en el Distrito Federal sigue siendo el enemigo nú-
mero uno de la transparencia en este país. ¿Por qué Andrés
Manuel López Obrador jamás estuvo dispuesto a informar
siquiera de sus gastos publicitarios, por qué se opuso a la
Ley de Transparencia en el Distrito Federal, por qué lasti-
mó la dignidad de la Asamblea del Distrito Federal publi-
cando, mutiladas, todas las legislaciones que le hacían da-
ño? Eso es lo que debe explicar Pablo Gómez.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: A continuación, tiene el uso de la palabra, pa-
ra hablar a favor de la proposición con punto de acuerdo, el
diputado Pablo Gómez Álvarez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática.

El diputado Pablo Gómez Álvarez: Me parece que la lu-
cha por la transparencia es una causa de la democracia. Y
creo que podemos abordar el asunto del Distrito Federal y
de la Cuenta Pública de la administración local en cual-
quier otro momento y en este mismo momento, en este

mismo momento. Lamento que Acción Nacional no haya
solicitado, yo habría obsequiado mi firma con mucho gus-
to, establecer un punto en el orden del día sobre el asunto
de la transparencia del DF, pero contesto simplemente es-
to: cuando la Asamblea del Distrito Federal reciba la Cuen-
ta Pública correspondiente a 2005, todos los gastos que ha-
ya hecho el Gobierno de la Ciudad, serán registrados en esa
Cuenta Pública; y si no fuera así, la propia Asamblea del
Distrito Federal y la Contaduría Mayor de Hacienda debe-
rían penalizarlo. Ésa es mi posición y es la posición de mi
partido. 

Y seguiremos luchando por la transparencia. Pero fíjense
ustedes en el razonamiento del ciudadano Horcasitas. Él
dice: el Gobierno del DF que, por cierto, ciudadano Horca-
sitas, el Departamento del Distrito Federal ya no existe �se
lo comunico, se lo informo�, hace ya muchos años que no
existe, para que usted lo sepa, si usted es ciudadano del DF,
ya no hay �Departamento�, nos liberamos de ese lastre. Y
quiero decirle que argumentar que una autoridad viola la
ley para justificar que otra también tiene derecho a violar-
la es lo que usted acaba de hacer. ¿Qué es lo que pedimos?
Primero, darnos por enterados de la violación de la Ley del
Presupuesto de Egresos de 2006 y de la Ley de Desarrollo
Social. Segundo, ir a la Corte, para que la Corte resuelva si
los actos del Presidente están ajustados a la ley o no. Muy
bien. 

Ésa es la proposición, la proposición. Supongamos que el
Gobierno del DF viola todas las leyes, incluida la Consti-
tución federal. ¿Eso autoriza al señor Fox para violar las le-
yes federales? Tenemos entonces que ir con la Corte, para
que la Corte resuelva si hay o no violación de una ley fe-
deral y del Presupuesto de Egresos de 2006, con motivo de
la promoción publicitaria de los programas del Gobierno
Federal. Eso es lo que estamos proponiendo. Y pedimos a
la Cámara que se apruebe, que la Presidenta, en represen-
tación de la misma, acuda a la Corte, se resuelva este asun-
to y, además, que pida la suspensión de los actos que esta-
mos reclamando para que, de una vez por todas, se acabe
esta situación, en la cual todos los días, miles de veces, en
radio y televisión se están volando las leyes federales, que
han sido aprobadas por el Congreso de la Unión, por parte
del Presidente de la República. Eso es todo.

El diputado Juan Francisco Molinar Horcasitas (desde
la curul): Señora Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas y
Petricioli: Sí, sonido a la curul del diputado Juan Molinar
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Horcasitas por favor. Tiene usted el uso de la voz para alu-
siones personales. Alusiones personales, tiene autorizados
cinco minutos.

El diputado Juan Francisco Molinar Horcasitas: Mu-
chas gracias, señora Presidenta. Subo aquí porque de ma-
nera, por cierto incorrecta por parte del señor don Pablo
Gómez Álvarez... no el señor Pablo Álvarez... pero ése es
un asunto menor, como es menor �y lo reconozco� haber-
me referido al Gobierno del Distrito Federal como Depar-
tamento del Distrito Federal. Y me preguntaba por qué co-
metí el error, porque se actúa en materia de transparencia,
en condiciones similares o peores en el Gobierno del Dis-
trito Federal actual y en el de Andrés Manuel López Obra-
dor que como se actuaba en las épocas del Departamento
del Distrito Federal. De hecho, eso es algo que toda la ciu-
dadanía conoce. Me sigo preguntando qué es lo que oculta
con todas esas cuentas que usted nos dice que eventual-
mente, a la mejor, se presentan en la Cuenta Pública. Que
las abra; que nos diga qué oculta; que no le tenga miedo.
Sabemos que tiene problemas con gente como Ponce ma-
nejando sus finanzas. Pero eso no lo exime de cumplir las
obligaciones de transparencia que debe a la población me-
xicana.

Pero además necesito aclarar que se ha subido aquí don
Pablo Gómez a tratar de tergiversar los argumentos por mí
presentados. No, no es cierto, señor Gómez, que se acepte
que el Presidente de la República ha violado la ley; por nin-
gún motivo. El ejercicio del presupuesto ha estado en tér-
minos estrictos no solamente de todas y cada una de las
disposiciones contenidas en el propio presupuesto sino,
también, de todas las leyes que tienen competencia en esta
materia. Y eso es algo de lo cual se viene informando de
manera sistemática, clara y transparente: Y volvemos al te-
ma de la transparencia, que usted dice que está dispuesto a
discutir el día de hoy. Me parece muy bien porque lo que
es el Gobierno del Distrito Federal no está dispuesto a dis-
cutirlo hoy; solamente estará dispuesto a discutirlo cuando
su partido no se encuentre al frente del Gobierno del Dis-
trito Federal ocultando la información que exige la mínima
transparencia de un funcionario público. Punto más: el ar-
tículo 28 de la Ley General de Desarrollo Social, que nos
llevaría a que los estados firmen convenios de transparen-
cia en el ejercicio de los recursos públicos que se pueden
aplicar en los términos de los programas de desarrollo so-
cial... 

Vamos a hacer una lista de los estados que a la fecha se nie-
gan a firmar convenio alguno, porque la firma de dichos

convenios implicaría, en efecto, algo de lo cual el PRD,
cuando es gobierno, aborrece: la transparencia y la rendi-
ción de cuentas. Zacatecas no ha firmado el convenio ni lo
quiere firmar. Michoacán no ha firmado el convenio; espe-
remos que lo firme pronto. ¿Y cuál será el otro estado que
no firma �y nos queda claro que ni firmará el convenio�?
El Distrito Federal, entidad federativa que sigue negándo-
se a firmar los convenios que todos los demás estados de
todos los partidos, del PRI, del PAN, han firmado. Sigue
siendo el Partido de la Revolución Democrática el primer
enemigo de la transparencia de la información cuando se
está en el gobierno, y es buen amigo de ella cuando no. Se-
an consistentes. 

Díganos qué es lo que oculta con las cuentas que no está
dispuesto a dar a conocer hoy a la ciudadanía, en el mo-
mento en que lo solicita, sino que sólo piensa darlas a co-
nocer dentro de un año o dos, cuando ya no tenga respon-
sabilidades de gobierno y responsabilidades políticas
inmediatas que afrontar. Congruencia, señor Gómez.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Han solicitado para hechos tres compañeros
diputados: Jorge Triana Tena, del Partido Acción Nacional;
la diputada Clara Marina Brugada, del Partido de la Revo-
lución Democrática; y el diputado González Schmal, de
Convergencia. Por tanto, tiene el uso de la voz Jorge Tria-
na Tena... el diputado Jorge Triana hasta por tres minutos.

El diputado Jorge Triana Tena: Con el permiso de la Pre-
sidencia. Resulta una real y verdadera oda a la incongruen-
cia del Partido de la Revolución Democrática la presenta-
ción, exigencia y cumplimiento de este punto de acuerdo.
Pongo dos ejemplos: el año pasado, el de la voz presentó
un punto de acuerdo, desde esta misma tribuna, muy simi-
lar al que se presenta el día de hoy. ¿Y quién creen que su-
bió a fundamentar en contra? Sí, el diputado Pablo Gómez
Álvarez. ¿Y qué creen que argumentó el diputado Pablo
Gómez Álvarez? Lo mismo que acaba de argumentar el di-
putado Juan Molinar Horcasitas. Y lo dijo más o menos en
estos términos: �El gobierno tiene un mandato popular ma-
yoritario y es el gobierno el que está obligado y tiene que
informar. El gobierno tiene que presentar su punto de vista
y tiene que dar a conocer los logros que se han obtenido�.
Está en el Diario de los Debates. Oda a la incongruencia. 

Se viene a decir aquí que justifica la violación de la ley del
vecino con la nuestra o viceversa; es una incongruencia.
Pero fue justo lo que hizo el Partido de la Revolución De-
mocrática y su hoy candidato a la Presidencia al decir:
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�Bueno, ahora vienen a solicitar un juicio de procedencia,
cuando hay 136 que no se han resuelto. Si el otro viola la
ley, ¿yo por qué no?� Ésa es la bandera y debería ser el le-
ma del PRD: oda a la incongruencia. Por otro lado, quiero
comentarles que suman ya 17, 17 puntos de acuerdo en la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, todos ellos vo-
tados en contra por la mayoría perredista, donde se ha so-
licitado que se entregue oportunamente el padrón de bene-
ficiarios de los programas sociales. 

Jamás se ha tenido a precisión ese programa y sí, en cam-
bio, existen pruebas y hemos presentado denuncias en ese
mismo sentido de que los brigadistas del sol, los brigadis-
tas del PRD visitan a ese padrón de beneficiarios uno por
uno, en etapa electoral y no electoral, señor Gómez, para
promover el voto por su partido político. Oda a la incon-
gruencia. Parece de verdad irrisorio que se venga en estos
momentos a solicitar este punto de acuerdo, pero lo enten-
demos: no es más que un resultado justificable del desplo-
me en las encuestas de su candidato a la Presidencia. (...)
Ya no hay, ya no hay lugar para moverse. La desesperación
es grande, la �ardidez� también. Y a este paso, ni modo:
van a perder. Con todo y el uso político y electoral que us-
tedes sí dan a los programas sociales en sus gobiernos, en
especial al del Distrito Federal. Oda a la incongruencia. Es
cuanto, diputada Presidencia.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Bien, diputado Triana Tena. A continuación,
tiene el uso de la voz nuestra compañera diputada Clara
Marina Brugada Molina, del Partido de la Revolución De-
mocrática.

La diputada Clara Marina Brugada Molina: Es muy
sencillo: ayer solicitamos a la Secretaría de Desarrollo So-
cial que garantizara blindaje a los programas sociales y ga-
rantizara que el Presidente Vicente Fox cumpliera la Ley
General de Desarrollo Social y cumpliera el decreto de Pre-
supuesto. Aquí no se trata de que el Gobierno Federal no
informe sobre los programas sociales; es una obligación y
lo tiene que hacer. Lo que se trata es de que la difusión que
se dé a los programas sociales sea respetando las leyes y
los decretos que expide esta Cámara de Diputados. 

Y en el Presupuesto aprobado para 2005 y en el Presu-
puesto aprobado para 2006 dice claramente el artículo 55
que el Ejecutivo federal debe incluir una leyenda en cada
uno de los anuncios que haga de manera electrónica, escri-
ta y demás. Eso no se está cumpliendo. Y el problema que
pareciera más bien que el Presidente Vicente Fox está uti-

lizando los spots publicitarios de los programas sociales,
más bien para tratar de influir de manera política y tratar de
hacer lo que no puede hacer su partido. Por eso es tan im-
portante que el día de hoy podamos aprobar, interponer esa
controversia constitucional y lograr que suspenda de inme-
diato la manera como está informando a la población acer-
ca de los programas sociales. ¿Qué tiene de malo que sal-
ga en cada spot la leyenda que dice: �Este programa está
financiado con recursos públicos aprobados por la Cámara
de Diputados y queda prohibido su uso para fines partidis-
tas, electorales o de promoción personal de los funciona-
rios�? No tiene nada de malo; al contrario, ayudaría y ga-
rantizaría la cultura ciudadana en torno a que los
programas sociales no sean manipulados. 

Entonces, ¿por qué se oponen? Más bien, se tendría que ga-
rantizar que el Gobierno Federal informe, pero informe co-
mo debe ser y no utilice los programas sociales para dar
una información y donde él se esté promoviendo personal-
mente y, a la vez, también su partido. Entonces, es muy
sencillo: la Corte va a definir si procede la controversia o
no. Pero lo que esta Cámara tiene que acordar, además de
interponer la controversia, es que se suspenda la manera,
cómo está informando el Presidente de la República porque
en esta coyuntura electoral está generando problemas de
iniquidad en la competencia electoral y está también utili-
zando los miles y miles de minutos en los que utilizan es-
tos espacios para difundir supuestamente los programas so-
ciales para tratar de promoverse como proyecto político.
Entonces, no queda de otra: o sea, tenemos que garantizar
que se cumplan las leyes, tanto la de Desarrollo Social co-
mo la de Presupuesto.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Gracias, diputada Brugada. A continuación,
tiene el uso de la palabra nuestro compañero diputado Je-
sús González Schmal, para hechos, del partido de Conver-
gencia.

El diputado Jesús Porfirio González Schmal: Con su
anuencia, diputada Presidenta: si aquí se ha venido a invo-
car la congruencia, citando hechos del pasado, no pude
quedarme sin venir a esta alta tribuna de la patria precisa-
mente a pedir congruencia a los neopanistas. ¿Cuántas ve-
ces aquí los que fuimos diputados por Acción Nacional, y
permítaseme hoy, en honra del desaparecido Manuel Gon-
zález Hinojosa, venimos aquí a esta tribuna a censurar las
prácticas antidemocráticas y antipatriotas de escudarse con
una publicidad a finales de sexenio de supuestos logros de
un gobierno para hacer proselitismo, para tener ventajas
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indebidas en los procesos electorales? No ha pasado mucho
tiempo. 

El PAN fue un permanente opositor de esas prácticas, ver-
daderamente ominosas, de estar utilizando los recursos pú-
blicos para traer, para conseguir beneficios electorales.
Qué pronto la memoria se ha acabado o qué pronto quienes
no tuvieron, no están embebidos de ese espíritu que orien-
tó, que iluminó a quienes venían a la política por vocación
de servicio y no en el pragmatismo servil de verse acomo-
dados en puestos, han venido aquí a traicionar la historia de
un partido que fue paladín, que fue vertical, que fue per-
manente luchador por la limpieza, por la honestidad, en la
lucha democrática. Por eso quiero dejar aquí mi testimonio
de repudio a quienes hoy ofenden la memoria de esos pa-
nistas que dieron lo mejor de sí mismos por hacer que en
este país floreciera la democracia, pero una democracia
verdadera, no una democracia de acomodos y de farsas y
de usos indebidos de los recursos públicos. 

A ello invoco ahora a quienes sí tengan todavía memoria de
esa historia del PAN a que vengan a decir a su propio Pre-
sidente que no cumple los principios, los idearios, el senti-
do de la lucha histórica del PAN, haciendo ahora lo que
condenó en el pasado, la práctica diaria de un ejercicio de
gobierno que está muy lejos de ser ese ideal, ese sentido
elevado de la política a la que aspiraron nuestros fundado-
res en aquellos años treinta. Muchas gracias.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Tenemos registradas a dos diputadas más.
Consulte la Secretaría, en votación económica, si se acep-
ta que participen, toda vez que la solicitud llegó una vez
que yo había leído quiénes estaban originalmente registra-
dos.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea si es
de dar la palabra a las dos diputadas que está mencionando
la Presidencia.

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo por favor...

Las diputadas y los diputados que estén por la negativa...
La mayoría por la negativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En tal virtud, pregunte la Secretaría si se con-
sidera que está suficientemente discutido.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se pre-
gunta a la Asamblea si se considera suficientemente discu-
tida la proposición.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa... Ma-
yoría por la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En consecuencia, consulte la Secretaría a la
Asamblea, en votación económica, si se aprueba la propo-
sición.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Los ciu-
dadanos diputados que estén por la afirmativa, en votación
económica, si es de aprobarse sírvanse manifestarlo por fa-
vor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa... Ma-
yoría por la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Aprobada; comuníquese. 

A continuación, tiene el uso de la palabra nuestro compa-
ñero diputado Roberto Aquiles Aguilar Hernández, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. No está. Pasa para la siguiente sesión. 

VICENTE FOX QUESADA

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En consecuencia, tiene el uso de la voz nues-
tra compañera diputada Rebeca Godínez y Bravo, del gru-
po parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

La diputada Rebeca Godínez y Bravo: Con su permiso,
señora Presidenta; compañeras y compañeros diputados: 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que exhorta al
titular del Ejecutivo federal, licenciado Vicente Fox Que-
sada, a dejar de intervenir en las elecciones presidenciales
del próximo 6 de julio, presentada por la diputada Rebeca
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Godínez y Bravo, del grupo parlamentario del PRI, en la
sesión del jueves 9 de febrero de 2006

La suscrita, diputada federal Rebeca Godínez y Bravo, in-
tegrante de esta LIX Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, en uso de las facultades y
atribuciones señaladas en los artículos 58 y 59 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la
consideración del Pleno de esta honorable asamblea, la si-
guiente proposición con punto de acuerdo de urgente y ob-
via resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Las próximas elecciones para elegir al Presidente de nues-
tra nación tienen un sentido profundo y especial. Pues, des-
pués de un periodo de alternancia de un partido a otro, es
el momento para que los mexicanos y mexicanas decida-
mos lo que más nos conviene.

Sin embargo, al Presidente de México, licenciado Vicente
Fox Quesada, lo anterior no ha hecho mella en su concien-
cia personal ni en su investidura presidencial. Si lo prime-
ro no afecta a nadie más que a su persona, no podemos de-
cir lo mismo de lo segundo, pues nosotros no olvidamos
que él es el titular del Poder Ejecutivo federal y quien re-
presenta, desde esa perspectiva, a la población mexicana y
no a un sector, ni a un partido en lo particular.

Desde luego, que actitudes y conductas hegemónicas y uni-
laterales son el nicho adecuado para que florezca, no el de-
bate y florecimiento de las ideas y de las soluciones, sino
el encono y la división popular.

Pues sólo así se entiende que, como lo señaló Roberto Ma-
drazo Pintado, en su misiva a Vicente Fox, el Presidente en
tiempos electorales difunda �logros de su gobierno y la im-
portancia de la continuidad� a través de todos los medios
de comunicación, en todo momento y lugares posibles.

Esto es una absoluta falta de equidad en la próxima con-
tienda electoral al poner, el titular del Ejecutivo, Vicente
Fox, a disposición de su Partido Acción Nacional, todos los
recursos que el Gobierno Federal tiene para apoyar sola-
mente a este candidato.

Nuevamente estamos ante la presencia del doble discurso
al que, desafortunadamente, ya nos tiene acostumbrados el
Presidente Fox, pregonar un supuesto respeto a las institu-

ciones y a la propia ciudadanía, como tanto se cansó de de-
cirlo durante su campaña, y aún ahora continua haciéndo-
lo. Y, otra parte, la realidad de sus actos en la que la publi-
cidad de los medios de comunicación de toda clase están
saturados de mensajes abiertamente electorales.

Con fundamento en los argumentos ya expuestos, someto a
la consideración para su discusión y aprobación de esta ho-
norable asamblea, la siguiente

Proposición con Punto de Acuerdo

Primero.- Esta Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, atenta y respetuosamente, solicita al li-
cenciado Vicente Fox Quesada dé contestación �en los tér-
minos en que le fue planteada� a la carta que le fue enviada
por el candidato a Presidente de México, licenciado Ro-
berto Madrazo Pintado, en los términos de su investidura
presidencial.

Segundo.- Esta honorable Cámara de Diputados, exhorta
respetuosamente al licenciado Vicente Fox Quesada, para
que respete la legislación vigente y se conduzca imparcial-
mente durante las elecciones presidenciales del 2006, en
las cuales los mexicanos y mexicanas habremos de elegir
el próximo Presidente de la República.

Asumimos que, en honor a los valores democráticos que
dice promover, deje de influenciar a la población mexi-
cana a votar a favor de su candidato y en contra de los
demás.

Tercero.- Solicitar a la Fepade la intervención que le co-
rresponde a efecto de frenar esta falta de equidad en la con-
tienda electoral.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 9 días del mes de
febrero del año dos mil seis.� Dip. Rebeca Godínez y Bravo (rúbri-
ca).»

Muchas gracias.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Consulte la Secretaría a la Asamblea si se con-
sidera de urgente resolución.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la Asamblea si se considera de urgente y obvia
resolución la proposición.
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Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputa-
da Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En tal virtud, se considera de urgente resolu-
ción. Ha solicitado el uso de la voz para hablar en contra de
la propuesta nuestro compañero diputado Fernando Guz-
mán Pérez Peláez, del Partido Acción Nacional. Tiene el
uso de la voz.

El diputado Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez:
Con su venia, diputada Presidenta. Debemos votar sin du-
da en contra de esta proposición de punto de acuerdo por-
que en los tres puntos que solicita es absurda y no tiene
sustento jurídico y legal alguno. �Que dé contestación el
Presidente a la carta que el candidato del PRI le ha envia-
do...�, compañera diputada Godínez: si la campaña de su
candidato de su partido no pinta, no va a pintar llevando a
esta tribuna temas que no son de su incumbencia. La con-
ducta del Presidente en la campaña presidencial es sin du-
da apegada a la legislación vigente y se conduce impar-
cialmente, y usted, que subió a esta tribuna a pedir una
conducta imparcial, que ya se da públicamente, debería
predicar con el ejemplo cuando en la Comisión de Justicia
se discutió el tema de la ley que tiene que ver con la corre-
duría pública y, siendo usted notaria con licencia, no se
abstuvo; congruencia, diputada. 

El Presidente se conduce con respeto e imparcialidad en el
proceso. Y, en tercer lugar, debe votarse en contra porque
solicitar a la Fepade la intervención que le corresponde,
cuando el público... que no se violenta la ley, y si usted
considera que es el caso, tiene expedito el derecho de pre-
sentar la denuncia, es nuevamente tratar de instrumentar
esta tribuna, para llevarla a propósitos del debate político y
quizá con ello tener la aspiración de que la campaña de su
candidato pinte un poco. Por todo ello debe ser rechazada
esta propuesta; y pido, compañeros, su voto en contra.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En virtud de que no tenemos más oradores re-
gistrados, se considera suficientemente discutido. Consulta
la Secretaría a la Asamblea, en votación económica, si se
aprueba la proposición.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: En
votación económica se pregunta a la Asamblea si se aprue-
ba la proposición.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Aprobada; comuníquese. 

DISTRIBUIDORES DE GASOLINA

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Finalmente, tiene el uso de la voz para pre-
sentar proposición con punto de acuerdo nuestra compañe-
ra diputada María Salomé Elyd Sáenz, del grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

La diputada María Salomé Elyd Sáenz: Gracias. Com-
pañeras y compañeros diputados: la suscrita, diputada fe-
deral María Salomé Elyd Sáenz, del Partido Acción Nacio-
nal, presenta al Pleno de la H. Cámara de Diputados el
siguiente punto de acuerdo, para exhortar al Poder Ejecuti-
vo federal, a través de la Secretaría de Gobernación, con
opinión de las Secretarías de Seguridad Pública, de Econo-
mía, y de Hacienda y Crédito Público, para que se instru-
menten programas que permitan prever y solucionar de
manera expedita y efectiva paros en la operación de las es-
taciones de servicio de combustible, que representan una
amenaza a la actividad productiva del país y a la seguridad
nacional, derivados de la controversia por la expedición de
hidrocarburos de forma irregular, de acuerdo con las si-
guientes consideraciones:

Los hidrocarburos representan una fuerte e importante
fuente de energía para los sectores de servicios y comercio,
así como para el industrial. De hecho, una gran proporción
de los costos de transporte la representa el pago de com-
bustibles. En este sentido, los hidrocarburos que se comer-
cializan al interior permiten que México, literalmente, se
mueva. Imaginar un país sin combustibles y sin gasolina es
sinónimo de una economía paralizada e improductiva. 

El primer impacto se genera en el transporte, tanto en el
privado como en el público: los consumidores o público en
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general no podrían trasladarse a sus fuentes de trabajo y
centros escolares; se generaría un grave daño al sector sa-
lud, pues se afectaría el funcionamiento de los hospitales,
que dependen del uso de ambulancias y transporte de ma-
terial y equipo médico; no habría servicio de transporte pú-
blico como de autobuses o taxis; las empresas no repartirí-
an sus productos, el transporte de carga se paralizaría,
impidiendo el comercio a nivel nacional e internacional y
la industria no podría obtener los insumos necesarios para
generar sus productos, entre otros. Pero no menos grave se-
ría el efecto negativo para la seguridad nacional. 

En un escenario donde por la falta de combustible se pre-
sentan problemas de tránsito, robos a gasolineras, a nego-
cios y casas habitación por la falta del patrullaje, que re-
quiere combustible para operar en condiciones normales,
extorsiones, compras de pánico, agresiones físicas y verba-
les por la desesperación y angustia que este problema ge-
neraría, propiciando un ambiente de completa ingobernabi-
lidad, de difícil solución para el Estado. En la actualidad, el
problema de abastecimiento de combustible no se conside-
ra un asunto de seguridad, por lo que se requiere instru-
mentar programas emergentes por parte del Gobierno Fe-
deral para dimensionar correctamente la importancia que el
mercado de los hidrocarburos tiene para la seguridad del
país. 

Este escenario catastrófico que hemos imaginado pudo ha-
berse convertido en un grave problema de improductividad
económica y de seguridad nacional. Actualmente, las auto-
ridades no cuentan con programas emergentes para atender
un paro laboral de las estaciones de servicio de combusti-
ble, y esos antecedentes motivan la presentación de este
punto de acuerdo, donde se solicita la intervención del
Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Goberna-
ción, apoyada por las Secretarías de Seguridad Pública,
de Economía, y de Hacienda, para que se desarrollen los
programas emergentes que eviten que, en lo subsiguiente,
se presenten situaciones que amenacen el abasto de com-
bustibles, el desarrollo de México y la seguridad nacio-
nal. Por lo expuesto, se presentan los siguientes puntos de
acuerdo:

Primero. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal para que se
instrumenten programas emergentes que permitan prever y
solucionar de manera expedita y efectiva paros en la ope-
ración de estaciones de servicio de combustibles, que re-
presentan una amenaza a la actividad productiva del país y
a la seguridad nacional.

Segundo. Se exhorta al Poder Ejecutivo federal, a través de
la Secretaría de Gobernación, con opinión de las Secretarí-
as de Seguridad Pública, de Economía, y de Hacienda y
Crédito Público, para que realice las acciones necesarias
enfocadas a resolver las controversias con los propietarios
de las estaciones de servicio de combustibles, a fin de evi-
tar que estos últimos utilicen como medida de presión los
paros laborales ante la clausura de estaciones por la venta
y expedición de hidrocarburos de forma irregular.

Solicito atentamente a la Presidenta que se inserte el texto
íntegro en el Diario de los Debates. Muchas gracias por su
atención. Solicito a la Presidencia que sea de urgente reso-
lución. Gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Poder
Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Gobernación,
con opinión de las Secretarías de Seguridad Pública, de
Economía, y de Hacienda y Crédito Público, a establecer
programas emergentes que permitan prever y solucionar de
manera expedita y efectiva paros en la operación de las es-
taciones de servicio de combustible, que representan una
amenaza para la actividad productiva del país y la seguri-
dad nacional, derivados de la controversia por la expedi-
ción de hidrocarburos de forma irregular, presentada por la
diputada María Salomé Elyd Sáenz, del grupo parlamenta-
rio del PAN, en la sesión del jueves 9 de febrero de 2006

De conformidad con lo establecido tanto en la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos
como en el numeral 58 de su Reglamento para el Gobierno
Interior, la suscrita, diputada federal María Salomé Elyd
Sáenz, del Partido Acción Nacional, presenta al pleno de la
honorable Cámara de Diputados el siguiente punto de
acuerdo, para exhortar al Poder Ejecutivo federal, a través
de la Secretaría de Gobernación, con opinión de las Secre-
tarías de Seguridad Pública, de Economía, y de Hacienda y
Crédito Público para que se instrumenten programas que
permitan prever y solucionar de manera expedita y efecti-
va paros en la operación de las estaciones de servicio de
combustibles, que representan una amenaza para la activi-
dad productiva del país y la seguridad nacional, derivados
de la controversia por la expedición de hidrocarburos de
forma irregular, de acuerdo con las siguientes

Consideraciones

Para Acción Nacional, el tema energético ocupa uno de los
espacios más relevantes de nuestra agenda de trabajo, ya
que lo consideramos como un aspecto fundamental para el
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desarrollo productivo y económico del país, además de ser
un asunto de seguridad nacional.

Los hidrocarburos representan una fuente importante de
energía para los sectores de servicios y comercio así como
para el industrial. De hecho, una gran proporción de los
costos de transporte los representa el pago de combusti-
bles.

En este sentido, los hidrocarburos que se comercializan al
interior permiten que México, literalmente, se mueva. Ima-
ginar un país sin combustibles y sin gasolina, o con caren-
cias importantes de éstos, es sinónimo de una economía pa-
ralizada e improductiva. No se podría imaginar otra cosa,
más que caos y un costo significativo para el país.

El primer impacto, evidentemente, se genera en el trans-
porte, tanto privado como público: los consumidores o pú-
blico en general no pueden trasladarse a sus fuentes de tra-
bajo y centros escolares; también se generaría un grave
daño al sector salud, puesto que se afectaría el funciona-
miento de los hospitales, que dependen de uso de las am-
bulancias y transporte de materiales y equipo médico; no
habría servicio de transporte público como el de autobuses
o taxis; las empresas no repartirían sus productos; el trans-
porte de carga se paralizaría impidiendo el comercio a ni-
vel nacional e internacional; la industria no podría obtener
los insumos necesarios para generar su producto.

Pero no menos grave sería el efecto negativo para la segu-
ridad nacional, en un escenario donde por la falta de com-
bustibles se presenten problemas de tránsito y robos a ga-
solineras, a negocios y casas habitación, por la falta de
patrullaje que requiere de combustibles para operar en con-
diciones normales, extorsiones, compras de pánico, agre-
siones físicas y verbales por la desesperación y angustia
que este problema generaría, propiciando un ambiente de
completa ingobernabilidad de difícil solución para el Es-
tado.

Y es que en la actualidad el problema de abastecimiento de
combustibles no se considera un asunto de seguridad, por
lo que se requiere instrumentar programas emergentes por
parte del Gobierno Federal, para dimensionar correctamen-
te la importancia que el mercado de los hidrocarburos tie-
ne para la seguridad del país.

Este escenario catastrófico, que hemos imaginado, pudo
haberse convertido en un grave problema de improductivi-
dad económica y de seguridad nacional.

Este problema tiene su origen en la clausura de catorce ga-
solineras a nivel nacional que, ante las inspecciones reali-
zadas por la autoridad, se constató que expendían litros in-
completos, lo que se recrudeció por la problemática
derivada del cobro de las comisiones por la expedición de
los comprobantes fiscales.

Ante este comportamiento por parte de los concesionarios
y el cierre de estaciones por los abusos detectados, los re-
presentantes de las gasolineras han amenazado con imple-
mentar paros laborales por 12 horas en el caso de que con-
tinúen los cierres de las estaciones. Esto, además de
generar presión a las autoridades, genera un caos en la eco-
nomía del país y, sobre todo, un grave riesgo para la segu-
ridad nacional. Actualmente, las autoridades no cuentan
con programas emergentes para atender un escenario como
el que viviríamos ante un paro laboral de las estaciones de
servicio de combustibles.

Es por eso que la autoridad se ha visto obligada a dar un
plazo de un año para que los concesionarios regularicen y
modernicen las máquinas despachadoras, evitando que se
perjudique a los mexicanos por los problemas de desabas-
to de gasolina en el país y generar un caos económico, so-
cial y de seguridad nacional.

Estos antecedentes motivan la presentación de este punto
de acuerdo, en donde se solicita la intervención del Go-
bierno Federal, a través de la Secretaría de Gobernación,
apoyada por las Secretarías de Seguridad Pública, de Eco-
nomía, y de Hacienda, para que desarrollen los programas
emergentes que eviten que, en lo subsecuente, se presenten
situaciones que amenacen el abasto de combustibles, el
desarrollo de México y la seguridad nacional.

Por ello, exhortamos a nuestras autoridades a que analicen
y dimensionen la problemática actual y, con esto, se eviten
conflictos futuros relacionados con el abastecimiento de
combustibles. Se requieren medidas preventivas, expeditas
y efectivas que protejan los intereses de los consumidores,
comerciantes, empresarios e industriales, es decir, de todos
los mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto, se presentan los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero.- Se exhorta al Poder Ejecutivo federal para que
se instrumenten programas emergentes que permitan pre-
ver y solucionar de manera expedita y efectiva paros en la
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operación de las estaciones de servicio de combustibles,
que representan una amenaza a la actividad productiva del
país y a la seguridad nacional.

Segundo.- Se exhorta al Poder Ejecutivo federal, a través
de la Secretaría de Gobernación, con opinión de las Secre-
tarías de Seguridad Pública, de Economía, y de Hacienda y
Crédito Público, para que realice las acciones necesarias
enfocadas a resolver las controversias con los propietarios
de las estaciones de servicios de combustibles, a fin de evi-
tar que estos últimos utilicen, como medida de presión, los
paros laborales, ante la clausura de estaciones por la venta
y expedición de hidrocarburos de forma irregular.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2006.� Dip. Ma-
ría Salomé Elyd Sáenz (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Favor de insertar el texto íntegro en el Diario
de los Debates; y consulte la Secretaría a la Asamblea si se
considera de urgente resolución.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia, se consulta a la Asamblea
si se considera de urgente y obvia resolución el punto pre-
sentado.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Se considera
de urgente resolución.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En virtud de que no tenemos registrados ora-
dores a favor ni en contra, consulte la Secretaría a la Asam-
blea, en votación económica, si se aprueba la proposición.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: En
votación económica se pregunta a la Asamblea si se aprue-
ba la proposición.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputada
Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Aprobada; comuníquese. 

En virtud que ha transcurrido el tiempo previsto en el
acuerdo de la Junta de Coordinación Política, se solicita a
la Secretaría que dé lectura al orden del día de la próxima
sesión.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Segundo Periodo Ordinario de Sesiones.� Tercer Año de
Ejercicio.� LIX Legislatura.

Orden del día 

Martes 14 de febrero de 2006.

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

De la Comisión Nacional del Agua

Con la que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados.

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Comisión Permanente, durante el Primer Receso,
del Tercer Año de Ejercicio de la Quincuagésima Novena
Legislatura.

Dos, con los que remite contestaciones a puntos de acuer-
do aprobados por la Cámara de Diputados.

Iniciativa

Que reforma el artículo 8o. de la Ley General de Bienes
Nacionales, a cargo del diputado Francisco Javier Bravo
Carbajal, del grupo parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Juventud y Deporte, con proyecto de
decreto que reforma la fracción IV del artículo 3o. y la
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fracción IX del artículo 4o. de la Ley del Instituto Mexica-
no de la Juventud.

De las Comisiones Unidas de Seguridad Social y de De-
fensa Nacional, con proyecto de decreto que reforma los
artículos 8o., 9o., 142, 147, 150 y 180 de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas.

De las Comisiones Unidas de Energía y de Agricultura y
Ganadería, con proyecto de Ley de Gas Natural de Proce-
so, Amoniaco y Fertilizantes Nitrogenados. 

Y los demás asuntos con los que la Mesa Directiva dé
cuenta.»

REGISTRO DE ASISTENCIA FINAL

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: La última votación se tomará como pase de
asistencia.

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli (a las 15:33 horas): Se levanta la sesión y se ci-
ta para la que tendrá lugar el martes 14 de febrero, a las
11:00 horas, y se les informa que el sistema electrónico es-
tará abierto a partir de las 9:00 de la mañana.

����� o �����
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RESUMEN DE TRABAJOS

� Tiempo de duración: 5 horas 18 minutos.

� Quórum a la apertura de sesión: 267 diputados.

� Asistencia al cierre de registro: 347 diputados.

� Verificación de quórum: 314 diputados.

� Asistencia al final de la sesión: 314 diputados.

� Diputado que solicita licencia: 1.

� Comisiones reglamentarias y protocolarias: 1.

� Acuerdos de la Junta de Coordinación Política, aprobados: 4.

� Proposiciones con puntos de acuerdo: 6.

� Puntos de acuerdo, aprobados: 5.

� Oradores en tribuna: 44
PRI-10, PAN-20, PRD-12, PVEM-1, Conv-1.

Se recibió:

� 1 invitación de la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal a ceremonia cívica con-
memorativa;

� 1 comunicación del Congreso del estado de Chihuahua;

� 1 comunicación del Gobierno del estado de México, con la que remite contestación a punto de acuer-
do aprobado por la Cámara de Diputados;

� 1 comunicación del Gobierno del estado de Puebla, con la que remite contestación a punto de acuer-
do aprobado por la Cámara de Diputados;

� 1 comunicación de la Presidenta de la Mesa Directiva, por la que informa de la recepción de dictá-
menes negativos de puntos de acuerdo y dictámenes sobre puntos de acuerdo que se tienen como des-
ahogados;

� 7 comunicaciones de la Junta de Coordinación Política, con las que propone cambios en la integra-
ción del Comité de Comunicación Social; Grupos de Amistad de Bulgaria; Guatemala; Uruguay y
Corea del Sur, así como en las mesas directivas de las Comisiones de Vigilancia de la Auditoría Su-
perior de la Federación; Salud; Turismo; Defensa Nacional; Seguridad Pública; Justicia y Derechos
Humanos; Puntos Constitucionales; Gobernación; Juventud y Deporte; Equidad y Género; Seguri-
dad Social; Recursos Hidráulicos; Desarrollo Social; Cultura; Jurisdiccional; Ciencia y Tecnología;
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Vivienda; Agricultura y Ganadería; Transportes; Fomento Cooperativo y Economía Social; en el
Comité del Centro de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria y
en el Grupo de Amistad con República Dominicana;

� 1 comunicación de la Cámara de Senadores, con la que informa de la apertura de su Segundo Pe-
ríodo de Sesiones Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la LIX Legislatura;

� 1 oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite propuesta con punto de acuerdo;

� 1 oficio de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, con el que remite contesta-
ción a punto de acuerdo aprobado por la Comisión Permanente;

� 1 oficio del Gobierno del Distrito Federal, con el que envía información relativa a la evolución
de los ingresos y egresos del endeudamiento neto del mes de diciembre de 2005 del Gobierno del
Distrito Federal;

� 1 oficio del Gobierno del Distrito Federal, con el que remite contestación a punto de acuerdo
aprobado por la Cámara de Diputados;

� 1 oficio de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con el que remite contesta-
ción a punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados;

� 4 iniciativas del PRI;

� 7 iniciativas del PAN;

� 4 iniciativas del PRD;

� 1 iniciativa del PVEM.

Dictámenes de primera lectura:

� 1 de la Comisión de Juventud y Deporte, con proyecto de decreto que reforma la fracción IV del
artículo 3o. y la fracción IX del artículo 4o. de la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud;

� 1 de las Comisiones Unidas de Seguridad Social y de Defensa Nacional, con proyecto de decre-
to que reforma los artículos 8o., 9o., 142, 147, 150 y 180 de la Ley del Instituto de Seguridad So-
cial para las Fuerzas Armadas Mexicanas;

� 1 de las Comisiones Unidas de Energía y de Agricultura y Ganadería, con proyecto de Ley de Gas
Natural de Proceso, Amoniaco y Fertilizantes Nitrogenados.

Dictámenes aprobados:

� 1 negativo de la Comisión de Juventud y Deporte, con punto de acuerdo por el que se desecha la
iniciativa que reforma y adiciona la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud;
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� 1 negativo de la Comisión de Juventud y Deporte, con punto de acuerdo por el que se desechan las ini-
ciativas que adicionan diversos artículos de la Ley General de Cultura Física y Deporte;

� 1 negativo de la Comisión de Juventud y Deporte, con punto de acuerdo por el que se desecha la inicia-
tiva que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley General de Cultura Física y Deporte, presentada
el 14 de marzo de 2005.
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� Abdalá de la Fuente, José Manuel (PRI).  . . . . . . . . .

� Alvarado Villazón, Francisco Xavier (PVEM).  . . . .

� Alvarez Pérez, Marcos (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Arroyo Vieyra, Francisco (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . .

� Ávila Nevárez, Pedro (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Ávila Nevárez, Pedro (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Bárcenas González, José Juan (PAN).  . . . . . . . . . . .

� Brugada Molina, Clara Marina (PRD).  . . . . . . . . . .

� Camarena Gómez, Consuelo (PAN).  . . . . . . . . . . . .

� Corella Torres, Norberto Enrique (PAN).  . . . . . . . . .

� Cortés Jiménez, Rodrigo Iván (PAN).  . . . . . . . . . . .

� De la Vega Asmitia, José Antonio Pablo (PAN).  . . .

� Elías Loredo, Alvaro (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Elyd Sáenz, María Salomé (PAN).  . . . . . . . . . . . . . .

� Escudero Fabre, María del Carmen (PAN).  . . . . . . .

� Galván Guerrero, Javier Alejandro (PRI).  . . . . . . . .

� Galván Guerrero, Javier Alejandro (PRI).  . . . . . . . .

� García Tinajero Pérez, Rafael (PRD).  . . . . . . . . . . .

� García Tinajero Pérez, Rafael (PRD).  . . . . . . . . . . .

� García Tinajero Pérez, Rafael (PRD).  . . . . . . . . . . .

� Gastélum Bajo, Diva Hadamira (PRI).  . . . . . . . . . . .

� Godínez y Bravo, Rebeca (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . .

Estado de Tamaulipas: 194

Ley del Impuesto sobre la Renta: 151

Estado de México: 189

Ley del Impuesto sobre la Renta: 83

Ley de Inversión Extranjera: 162

Verificación de quórum: 176  desde curul

Ley de Asociaciones Religiosas y Culto
Público - Código Penal Federal: 164

Controversia constitucional: 204

Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación: 147

Patrimonio subacuático: 180

Hotel María Isabel Sheraton: 49

Ley General de Cultura Física y Depor-
te: 80

Artículo 3o. constitucional: 85

Distribuidores de gasolina: 207

Estado de Veracruz: 178

Secretaría de Desarrollo Social: 173

Sorgo: 176

Artículos 40 y 115 constitucionales: 143

Hotel María Isabel Sheraton: 48

Vicente Fox Quesada: 186

Vicente Fox Quesada: 188

Vicente Fox Quesada: 205

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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� Gómez Alvarez, Pablo (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . . .

� González Schmal, Jesús Porfirio (Conv).  . . . . . . . . .

� Guillén Quiroz, Ana Lilia (PRD).  . . . . . . . . . . . . . .

� Guízar Valladares, Gonzalo (PRI).  . . . . . . . . . . . . . .

� Guzmán Pérez Peláez, Fernando Antonio (PAN). . . .

� Llera Bello, Miguel Angel (PAN).  . . . . . . . . . . . . . .

� Martínez López, Margarita (PRI).  . . . . . . . . . . . . . .

� Martínez Ramos, Jorge (PRD).  . . . . . . . . . . . . . . . .

� Molinar Horcasitas, Juan Francisco (PAN).  . . . . . . .

� Morales Rubio, Guadalupe (PRD).  . . . . . . . . . . . . .

� Ortiz Domínguez, Maki Esther (PAN).  . . . . . . . . . .

� Ortiz Domínguez, Maki Esther (PAN).  . . . . . . . . . .

� Palmero Andrade, Diego (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . .

� Portillo Ayala, Cristina (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Portillo Ayala, Cristina (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Tamborrel Suárez, Guillermo Enrique Marcos (PAN).

� Triana Tena, Jorge (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Triana Tena, Jorge (PAN).  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Valdéz de Anda, Francisco Javier (PAN).  . . . . . . . . .

� Yabur Elías, Amalín (PRI).  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

� Yáñez Robles, Elizabeth Oswelia (PAN). . . . . . . . . .

Controversia constitucional: 200, 202

Controversia constitucional: 204

Vicente Fox Quesada: 187

Ley Agraria: 99

Vicente Fox Quesada: 207

Artículos 1o., 71, 89, 103 y 105 consti-
tucionales: 154

Vicente Fox Quesada: 186

Distribuidores de gasolina: 197

Controversia constitucional: 201, 203

Orden del día: 198

Estado de Tamaulipas: 196

Vicente Fox Quesada: 188

Sector azucarero: 192

Ley para la Protección de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes: 93

Vicente Fox Quesada: 183

Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa: 170

Controversia constitucional: 203

Ley General de Cultura Física y Depor-
te: 79

Protección al medio ambiente: 101

Vicente Fox Quesada: 187

Vicente Fox Quesada: 185
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abdala De La Fuente José Manuel ASISTENCIA
2 Adame De León Fernando Ulises INASISTENCIA
3 Aguilar Bueno Jesús ASISTENCIA
4 Aguilar Flores Ubaldo PERMISO

MESA DIRECTIVA
5 Aguilar Hernández Roberto Aquiles ASISTENCIA
6 Aguilar Iñárritu José Alberto INASISTENCIA
7 Aguirre Maldonado María de Jesús ASISTENCIA
8 Aguirre Rivero Ángel Heladio INASISTENCIA
9 Alarcón Hernández José Porfirio ASISTENCIA
10 Alarcón Trujillo Ernesto PERMISO

MESA DIRECTIVA
11 Alcántara Rojas José Carmen Arturo ASISTENCIA
12 Alcerreca Sánchez Victor Manuel INASISTENCIA
13 Alcocer García Roger David ASISTENCIA
14 Alemán Migliolo Gonzalo PERMISO

MESA DIRECTIVA
15 Amezcua Alejo Miguel INASISTENCIA
16 Anaya Rivera Pablo ASISTENCIA
17 Aragón Del Rivero Lilia Isabel ASISTENCIA
18 Arcos Suárez Filemón Primitivo ASISTENCIA
19 Arechiga Santamaría José Guillermo ASISTENCIA
20 Arevalo Gallegos Daniel Raúl ASISTENCIA

21 Arias Martínez Lázaro ASISTENCIA
22 Arroyo Vieyra Francisco ASISTENCIA
23 Ávila Nevárez Pedro ASISTENCIA
24 Ávila Rodríguez Gaspar INASISTENCIA
25 Badillo Ramírez Emilio INASISTENCIA
26 Bailey Elizondo Eduardo Alonso INASISTENCIA
27 Barbosa Gutiérrez Federico ASISTENCIA
28 Bazan Flores Omar INASISTENCIA
29 Bejos Nicolás Alfredo INASISTENCIA
30 Beltrones Rivera Manlio Fabio PERMISO

MESA DIRECTIVA
31 Bitar Haddad Oscar ASISTENCIA
32 Blackaller Ayala Carlos ASISTENCIA
33 Bravo Carbajal Francisco Javier INASISTENCIA
34 Briones Briseño José Luis ASISTENCIA
35 Buendía Tirado Ángel Augusto INASISTENCIA
36 Burgos Barrera Álvaro ASISTENCIA
37 Burgos García Enrique ASISTENCIA
38 Bustillos Montalvo Juan ASISTENCIA
39 Campos Córdova Lisandro Arístides ASISTENCIA
40 Canul Pacab Angel Paulino ASISTENCIA
41 Carrillo Guzmán Martín ASISTENCIA

POR CÉDULA
42 Carrillo Rubio José Manuel ASISTENCIA
43 Castañeda Ortiz Concepción Olivia ASISTENCIA

ASISTENCIA

DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA
INFORMACIÓN PÚBLICA DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS, SE PUBLICA LA SIGUIENTE LISTA DE ASISTEN-
CIA DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS

SECRETARÍA GENERAL

Nota: Las diferencias que existen entre las listas de asistencia y el número de votos pueden variar conforme a los diputados presentes al momento de la votación. 

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE ASISTENCIA

GRUPO ASISTENCIA ASISTENCIA ASISTENCIA PERMISO INASISTENCIA INASISTENCIAS TOTAL
PARLAMENTARIO POR CÉDULA COMISIÓN MESA JUSTIFICADA

OFICIAL DIRECTIVA

PRI 134 2 0 29 0 48 213
PAN 96 5 0 22 0 24 147
PRD 51 3 0 28 0 14 96
PVEM 11 0 0 3 0 3 17
PT 2 0 0 2 0 1 5
CONV 1 0 0 4 0 0 5
SP 2 0 0 1 0 2 5
TOTAL 297 10 0 89 0 92 488
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44 Castillo Cabrera Jorge de Jesús INASISTENCIA
45 Castro Ríos Sofia ASISTENCIA
46 Celaya Luría Lino ASISTENCIA
47 Cervantes Vega Humberto PERMISO

MESA DIRECTIVA
48 Chávez Dávalos Sergio Armando PERMISO

MESA DIRECTIVA
49 Chávez Montenegro Benito ASISTENCIA
50 Chuayffet Chemor Emilio ASISTENCIA
51 Collazo Gómez Florencio ASISTENCIA
52 Concha Arellano Elpidio Desiderio ASISTENCIA
53 Córdova Martínez Julio César INASISTENCIA
54 Culebro Velasco Mario Carlos ASISTENCIA
55 Dávalos Padilla Juan Manuel ASISTENCIA
56 David David Sami PERMISO

MESA DIRECTIVA
57 Dávila Salinas Norma Violeta ASISTENCIA
58 Díaz Escarraga Heliodoro Carlos ASISTENCIA

POR CÉDULA
59 Díaz Nieblas José Lamberto PERMISO

MESA DIRECTIVA
60 Díaz Rodríguez Homero ASISTENCIA
61 Díaz Salazar María Cristina INASISTENCIA
62 Domínguez Arvizu María Hilaria PERMISO

MESA DIRECTIVA
63 Domínguez Ordoñez Florentino INASISTENCIA
64 Echeverría Pineda Abel INASISTENCIA
65 Escalante Arceo Enrique Ariel INASISTENCIA
66 Fajardo Muñoz María Concepción ASISTENCIA
67 Félix Ochoa Oscar INASISTENCIA
68 Fernández García Fernando ASISTENCIA
69 Fernández Saracho Jaime ASISTENCIA
70 Figueroa Smutny José Rubén ASISTENCIA
71 Filizola Haces Humberto Francisco ASISTENCIA
72 Flores Hernández José Luis ASISTENCIA
73 Flores Morales Victor Félix ASISTENCIA
74 Flores Rico Carlos INASISTENCIA
75 Fonz Sáenz Carmen Guadalupe INASISTENCIA
76 Frías Castro Francisco Cuauhtémoc ASISTENCIA
77 Galindo Jaime Rafael INASISTENCIA
78 Galván Guerrero Javier Alejandro ASISTENCIA
79 García Ayala Marco Antonio INASISTENCIA
80 García Corpus Teofilo Manuel ASISTENCIA
81 García Cuevas Fernando Alberto PERMISO

MESA DIRECTIVA
82 García Mercado José Luis ASISTENCIA
83 García Ortiz José ASISTENCIA
84 Gastélum Bajo Diva Hadamira ASISTENCIA
85 Godínez y Bravo Rebeca ASISTENCIA
86 González Huerta Víctor Ernesto ASISTENCIA
87 González Orantes César Amín ASISTENCIA
88 González Ruíz Alfonso ASISTENCIA
89 Gordillo Reyes Juan Antonio ASISTENCIA
90 Grajales Palacios Francisco ASISTENCIA
91 Guerra Castillo Marcela ASISTENCIA
92 Guizar Valladares Gonzalo ASISTENCIA
93 Gutiérrez Corona Leticia ASISTENCIA
94 Gutiérrez de la Garza Héctor Humberto PERMISO

MESA DIRECTIVA
95 Gutiérrez Romero Marco Antonio INASISTENCIA

96 Guzmán Santos José INASISTENCIA
97 Hernández Bustamante Benjamín Fernando ASISTENCIA
98 Hernández Pérez David ASISTENCIA
99 Herrera León Francisco PERMISO

MESA DIRECTIVA
100 Herrera Solís Belizario Iram ASISTENCIA
101 Ibáñez Montes José Angel ASISTENCIA
102 Islas Hernández Adrián Víctor Hugo INASISTENCIA
103 Izaguirre Francos María Del Carmen ASISTENCIA
104 Jiménez Macías Carlos Martín INASISTENCIA
105 Jiménez Rayón Oscar ASISTENCIA
106 Jiménez Sánchez Moisés INASISTENCIA
107 Laguette Lardizábal María Martha  PERMISO

MESA DIRECTIVA
108 Larios Rivas Graciela ASISTENCIA
109 Leyson Castro Armando ASISTENCIA
110 Lomelí Rosas J. Jesús ASISTENCIA
111 López Aguilar Cruz ASISTENCIA
112 López Medina José ASISTENCIA
113 Lucero Palma Lorenzo Miguel ASISTENCIA
114 Madrazo Rojas Federico ASISTENCIA
115 Madrigal Hernández Luis Felipe PERMISO

MESA DIRECTIVA
116 Marrufo Torres Roberto Antonio ASISTENCIA
117 Martínez De La Cruz Jesús Humberto INASISTENCIA
118 Martínez Hernández Aldo Mauricio ASISTENCIA
119 Martínez López Gema Isabel ASISTENCIA
120 Martínez López Margarita ASISTENCIA
121 Martínez Nolasco Guillermo INASISTENCIA
122 Martínez Rivera Laura Elena ASISTENCIA
123 Maya Pineda María Isabel ASISTENCIA
124 Mazari Espín Rosalina PERMISO

MESA DIRECTIVA
125 Mejía González Raúl José INASISTENCIA
126 Meza Cabrera Fidel René ASISTENCIA
127 Mier y Concha Campos Eugenio PERMISO

MESA DIRECTIVA
128 Mireles Morales Carlos ASISTENCIA
129 Monárrez Rincón Francisco Luis ASISTENCIA
130 Montenegro Ibarra Gerardo ASISTENCIA
131 Morales Flores Jesús ASISTENCIA
132 Moreno Arévalo Gonzalo ASISTENCIA
133 Moreno Cárdenas Rafael Alejandro INASISTENCIA
134 Moreno Ovalles Irma Guadalupe INASISTENCIA
135 Moreno Ramos Gustavo PERMISO

MESA DIRECTIVA
136 Muñoz Muñoz José Alfonso INASISTENCIA
137 Murat Hinojosa Alejandro Ismael INASISTENCIA
138 Murat Macías José Adolfo ASISTENCIA
139 Muro Urista Consuelo ASISTENCIA
140 Nava Altamirano José Eduviges ASISTENCIA
141 Nava Díaz Alfonso Juventino ASISTENCIA
142 Nazar Morales Julián PERMISO

MESA DIRECTIVA
143 Neyra Chávez Armando INASISTENCIA
144 Orantes López María Elena ASISTENCIA
145 Ortega Pacheco Ivonne Aracelly INASISTENCIA
146 Palafox Gutiérrez Martha ASISTENCIA
147 Pano Becerra Carlos Osvaldo PERMISO

MESA DIRECTIVA
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148 Pavón Vinales Pablo ASISTENCIA
149 Pedraza Martínez Roberto ASISTENCIA
150 Peralta Galicia Anibal PERMISO

MESA DIRECTIVA
151 Pérez Góngora Juan Carlos INASISTENCIA
152 Pompa Victoria Raúl ASISTENCIA
153 Ponce Beltrán Esthela de Jesús PERMISO

MESA DIRECTIVA
154 Posadas Lara Sergio Arturo ASISTENCIA
155 Quiroga Tamez Mayela María de Lourdes ASISTENCIA
156 Ramírez Pineda Luis Antonio ASISTENCIA
157 Ramón Valdez Jesús María ASISTENCIA
158 Ramos Salinas Óscar Martín ASISTENCIA
159 Rangel Espinosa José ASISTENCIA
160 Rincón Chanona Sonia PERMISO

MESA DIRECTIVA
161 Robles Aguilar Arturo ASISTENCIA
162 Rocha Medina Ma. Sara ASISTENCIA
163 Rodríguez Anaya Gonzalo ASISTENCIA
164 Rodríguez Cabrera Oscar PERMISO

MESA DIRECTIVA
165 Rodríguez de Alba María del Consuelo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
166 Rodríguez Díaz Hugo ASISTENCIA
167 Rodríguez Javier Rogelio ASISTENCIA
168 Rodríguez Ochoa Alfonso INASISTENCIA
169 Rodríguez Rocha Ricardo ASISTENCIA
170 Rojas Gutiérrez Francisco José ASISTENCIA
171 Rojas Saldaña Maria Mercedes ASISTENCIA
172 Román Bojórquez Jesús Tolentino INASISTENCIA
173 Romero Romero Jorge INASISTENCIA
174 Rovirosa Ramírez Carlos Manuel ASISTENCIA
175 Rueda Sánchez Rogelio Humberto ASISTENCIA
176 Ruíz Cerón Gonzalo ASISTENCIA
177 Ruíz Vega Ofelia ASISTENCIA
178 Ruiz Massieu Salinas Claudia ASISTENCIA
179 Saenz López Rosario INASISTENCIA
180 Salazar Macías Rómulo Isael PERMISO

MESA DIRECTIVA
181 Saldaña Villaseñor Alejandro INASISTENCIA
182 Sánchez Hernández Alfonso ASISTENCIA
183 Sánchez López Jacobo ASISTENCIA
184 Sánchez Vázquez Salvador INASISTENCIA
185 Sandoval Figueroa Jorge Leonel INASISTENCIA
186 Sandoval Urbán Evelia ASISTENCIA
187 Scherman Leaño María Esther de Jesús PERMISO

MESA DIRECTIVA
188 Silva Santos Erick Agustín ASISTENCIA
189 Sotelo Ochoa Norma Elizabeth INASISTENCIA
190 Suárez y Dávila Francisco ASISTENCIA
191 Tapia Palacios Paulo José Luis ASISTENCIA
192 Tecolapa Tixteco Marcelo ASISTENCIA
193 Torres Hernández Marco Antonio ASISTENCIA
194 Trujillo Fuentes Fermín ASISTENCIA
195 Uscanga Escobar Jorge PERMISO

MESA DIRECTIVA
196 Utrilla Robles Jorge Baldemar ASISTENCIA
197 Valenzuela García Esteban ASISTENCIA
198 Valenzuela Rodelo Rosa Hilda PERMISO

MESA DIRECTIVA

199 Vázquez García Quintín ASISTENCIA
200 Vega Carlos Bernardo ASISTENCIA
201 Vega Rayet Juan Manuel INASISTENCIA
202 Vega y Galina Roberto Javier ASISTENCIA
203 Vidaña Pérez Martín Remigio PERMISO

MESA DIRECTIVA
204 Villacaña Jiménez José Javier ASISTENCIA
205 Villagómez García Adrián ASISTENCIA
206 Villegas Arreola Alfredo INASISTENCIA
207 Wong Pérez José Mario ASISTENCIA
208 Yabur Elías Amalin ASISTENCIA
209 Yu Hernández Nora Elena ASISTENCIA
210 Zanatta Gasperín Gustavo ASISTENCIA
211 Zepahua Valencia Mario Alberto Rafael ASISTENCIA
212 Zorrilla Fernández Guillermo ASISTENCIA
213 Zúñiga Romero Jesús ASISTENCIA

Asistencias: 134
Asistencias por cédula: 2
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 29
Inasistencias justificadas: 0 
Inasistencias: 48
Total diputados: 213

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

1 Aldaz Hernández Huberto ASISTENCIA
2 Alegre Bojórquez Ricardo PERMISO

MESA DIRECTIVA
3 Alonso Díaz-Caneja Angel Juan PERMISO

MESA DIRECTIVA
4 Álvarez Mata Sergio ASISTENCIA
5 Álvarez Monje Fernando ASISTENCIA
6 Álvarez Ramos J. Irene ASISTENCIA
7 Angulo Góngora Julián INASISTENCIA
8 Arabian Couttolenc Myriam De Lourdes ASISTENCIA
9 Aragón Cortés Sheyla Fabiola ASISTENCIA

POR CÉDULA
10 Ávila Camberos Francisco Juan INASISTENCIA
11 Baeza Estrella Virginia Yleana ASISTENCIA
12 Bárcenas González José Juan ASISTENCIA

POR CÉDULA
13 Barrera Zurita Baruch Alberto ASISTENCIA
14 Barrio Terrazas Francisco Javier ASISTENCIA
15 Bermúdez Méndez José Erandi PERMISO

MESA DIRECTIVA
16 Blanco Becerra Irene Herminia ASISTENCIA
17 Cabello Gil José Antonio INASISTENCIA
18 Calderón Centeno Sebastián PERMISO

MESA DIRECTIVA
19 Camarena Gómez Consuelo ASISTENCIA
20 Cárdenas Vélez Rómulo ASISTENCIA
21 Castelo Parada Javier ASISTENCIA
22 Castillo Reyes María Eugenia ASISTENCIA
23 Chavarría Salas Raúl Rogelio ASISTENCIA
24 Chávez Murguía Margarita  INASISTENCIA
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25 Colín Gamboa Roberto ASISTENCIA
POR CÉDULA

26 Contreras Covarrubias Hidalgo ASISTENCIA
27 Córdova Villalobos José Angel ASISTENCIA
28 Corella Manzanilla María Viola PERMISO

MESA DIRECTIVA
29 Corella Torres Norberto Enríque ASISTENCIA
30 Corrales Macías José Evaristo ASISTENCIA
31 Cortés Jiménez Rodrigo Iván ASISTENCIA
32 Cortés Mendoza Marko Antonio INASISTENCIA
33 Dávila Aranda Mario Ernesto de Sn. Alberto PERMISO

MESA DIRECTIVA
34 de la Vega Asmitia José Antonio Pablo ASISTENCIA
35 De la Vega Larraga José María ASISTENCIA
36 De Unanue Aguirre Gustavo Adolfo ASISTENCIA
37 Del Conde Ugarte Jaime INASISTENCIA
38 Díaz Delgado Blanca Judith ASISTENCIA
39 Díaz González Felipe de Jesús PERMISO

MESA DIRECTIVA
40 Döring Casar Federico PERMISO

MESA DIRECTIVA
41 Durán Reveles Patricia Elisa PERMISO

MESA DIRECTIVA
42 Elías Loredo Álvaro ASISTENCIA
43 Elyd Sáenz María Salome ASISTENCIA
44 Eppen Canales Blanca ASISTENCIA
45 Escudero Fabre María del Carmen ASISTENCIA
46 Esquivel Landa Rodolfo ASISTENCIA
47 Esteva Melchor Luis Andrés ASISTENCIA
48 Fernández Moreno Alfredo ASISTENCIA
49 Flores Mejía Rogelio Alejandro PERMISO

MESA DIRECTIVA
50 Galindo Noriega Ramón ASISTENCIA
51 Gama Basarte Marco Antonio INASISTENCIA
52 Gámez Gutiérrez Blanca Amelia ASISTENCIA
53 García Marín Ciro ASISTENCIA
54 García Velasco María Guadalupe ASISTENCIA
55 Garduño Morales Patricia ASISTENCIA
56 Gómez Morín Martínez del Río Manuel INASISTENCIA
57 González Carrillo Adriana PERMISO

MESA DIRECTIVA
58 González Furlong Magdalena Adriana ASISTENCIA
59 González Garza José Julio ASISTENCIA
60 González González Ramón ASISTENCIA
61 González Morfín José ASISTENCIA
62 González Reyes Manuel ASISTENCIA

POR CÉDULA
63 Gutiérrez Ríos Edelmira INASISTENCIA
64 Guzmán De Paz Rocío ASISTENCIA
65 Guzmán Pérez Peláez Fernando Antonio ASISTENCIA
66 Hernández Becerril Luz María ASISTENCIA
67 Hernández Martínez Ruth Trinidad PERMISO

MESA DIRECTIVA
68 Herrera Tovar Ernesto ASISTENCIA
69 Hinojosa Moreno Jorge Luis ASISTENCIA
70 Jaspeado Villanueva María del Rocío ASISTENCIA
71 Juárez Alejo Ana Luz ASISTENCIA
72 Landero Gutiérrez José Francisco Javier ASISTENCIA
73 Lara Arano Francisco Javier ASISTENCIA

74 Lara Saldaña Gisela Juliana PERMISO
MESA DIRECTIVA

75 Lastra Marín Lucio Galileo ASISTENCIA
76 Lemus Muñoz Ledo Francisco Isaias ASISTENCIA
77 Llera Bello Miguel Angel ASISTENCIA
78 Loera Carrillo Bernardo ASISTENCIA
79 López Mena Francisco Xavier INASISTENCIA
80 López Núñez Pablo Alejo ASISTENCIA
81 López Villarreal Manuel Ignacio INASISTENCIA
82 Madero Muñoz Gustavo Enrique ASISTENCIA
83 Marquez Lozornio Salvador PERMISO

MESA DIRECTIVA
84 Martínez Cázares Germán PERMISO

MESA DIRECTIVA
85 Méndez Galvez Alberto Urcino ASISTENCIA
86 Mendoza Ayala Rubén ASISTENCIA
87 Mendoza Flores Ma. del Carmen PERMISO

MESA DIRECTIVA
88 Molinar Horcasitas Juan Francisco ASISTENCIA
89 Morales De la Peña Antonio ASISTENCIA
90 Moreno Morán Alfonso ASISTENCIA
91 Nader Nasrallah Jesús Antonio INASISTENCIA
92 Obregón Serrano Jorge Carlos PERMISO

MESA DIRECTIVA
93 Ortíz Domínguez Maki Esther ASISTENCIA
94 Osorio Salcido José Javier INASISTENCIA
95 Osuna Millán José Guadalupe INASISTENCIA
96 Ovalle Araiza Manuel Enrique INASISTENCIA
97 Ovando Reazola Janette INASISTENCIA
98 Palmero Andrade Diego ASISTENCIA
99 Paredes Vega Raúl Leonel ASISTENCIA
100 Pasta Muñuzuri Angel ASISTENCIA
101 Penagos García Sergio ASISTENCIA
102 Pérez Cárdenas Manuel INASISTENCIA
103 Pérez Moguel José Orlando INASISTENCIA
104 Pérez Zaragoza Evangelina ASISTENCIA
105 Preciado Rodríguez Jorge Luis PERMISO

MESA DIRECTIVA
106 Puelles Espina José Felipe ASISTENCIA
107 Ramírez Luna María Angélica PERMISO

MESA DIRECTIVA
108 Rangel Ávila Miguel Ángel ASISTENCIA
109 Rangel Hernández Armando ASISTENCIA
110 Ríos Murrieta Homero ASISTENCIA
111 Rivera Cisneros Martha Leticia ASISTENCIA
112 Rochín Nieto Carla ASISTENCIA
113 Rodríguez y Pacheco Alfredo ASISTENCIA
114 Rojas Toledo Francisco Antonio PERMISO

MESA DIRECTIVA
115 Ruiz del Rincón Gabriela ASISTENCIA
116 Sacramento Garza José Julián INASISTENCIA
117 Saldaña Hernández Margarita ASISTENCIA
118 Sánchez De La Peña Rodrigo ASISTENCIA
119 Sánchez Hernández Víctor Manuel ASISTENCIA
120 Sánchez Pérez Rafael ASISTENCIA
121 Sandoval Franco Renato ASISTENCIA
122 Saucedo Moreno Norma Patricia ASISTENCIA
123 Sigona Torres José ASISTENCIA

POR CÉDULA



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 9 de febrero de 2006221

124 Suárez Ponce María Guadalupe ASISTENCIA
125 Talavera Hernández María Eloísa ASISTENCIA
126 Tamborrel Suárez Guillermo Enrique Marcos ASISTENCIA
127 Tiscareño Rodríguez Carlos Noel ASISTENCIA
128 Torres Ramos Lorena INASISTENCIA
129 Torres Zavala Ruben Alfredo INASISTENCIA
130 Toscano Velasco Miguel Ángel ASISTENCIA
131 Trejo Reyes José Isabel INASISTENCIA
132 Treviño Rodríguez José Luis ASISTENCIA
133 Triana Tena Jorge ASISTENCIA
134 Trueba Gracian Tomas Antonio ASISTENCIA
135 Urrea Camarena Marisol ASISTENCIA
136 Valdéz De Anda Francisco Javier ASISTENCIA
137 Valencia Monterrubio Edmundo Gregorio ASISTENCIA
138 Valladares Valle Yolanda Guadalupe ASISTENCIA
139 Vargas Bárcena Marisol INASISTENCIA
140 Vázquez García Sergio INASISTENCIA
141 Vázquez González José Jesús PERMISO

MESA DIRECTIVA
142 Vázquez Saut Regina ASISTENCIA
143 Vega Casillas Salvador ASISTENCIA
144 Villanueva Ramírez Pablo Antonio ASISTENCIA
145 Yáñez Robles Elizabeth Oswelia ASISTENCIA
146 Zavala Peniche María Beatriz PERMISO

MESA DIRECTIVA
147 Zavala Gómez del Campo Margarita Ester ASISTENCIA

Asistencias: 96
Asistencias por cédula: 5
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 22
Inasistencias justificadas: 0 
Inasistencias: 24
Total diputados: 147

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

1 Alonso Raya Agustín Miguel ASISTENCIA
POR CÉDULA

2 Álvarez Pérez Marcos ASISTENCIA
3 Arce Islas René ASISTENCIA
4 Avilés Nájera Rosa María ASISTENCIA
5 Bagdadi Estrella Abraham PERMISO

MESA DIRECTIVA
6 Bernal Ladrón De Guevara Diana Rosalía PERMISO

MESA DIRECTIVA
7 Boltvinik Kalinka Julio ASISTENCIA
8 Brugada Molina Clara Marina ASISTENCIA
9 Cabrera Padilla José Luis ASISTENCIA
10 Camacho Solís Victor Manuel INASISTENCIA
11 Candelas Salinas Rafael ASISTENCIA
12 Cárdenas Sánchez Nancy PERMISO

MESA DIRECTIVA
13 Carrillo Soberón Francisco Javier ASISTENCIA
14 Casanova Calam Marbella PERMISO

MESA DIRECTIVA
15 Chavarría Valdeolivar Francisco ASISTENCIA
16 Chávez Castillo César Antonio ASISTENCIA

17 Chávez Ruiz Adrián ASISTENCIA
18 Cortés Sandoval Santiago ASISTENCIA
19 Cota Cota Josefina INASISTENCIA
20 Cruz Martínez Tomás PERMISO

MESA DIRECTIVA
21 de la Peña Gómez Angélica PERMISO

MESA DIRECTIVA
22 Díaz Del Campo María Angélica ASISTENCIA
23 Díaz Palacios Socorro ASISTENCIA
24 Diego Aguilar Francisco PERMISO

MESA DIRECTIVA
25 Duarte Olivares Horacio INASISTENCIA
26 Espinoza Pérez Luis Eduardo ASISTENCIA
27 Ferreyra Martínez David INASISTENCIA
28 Fierros Tano Margarito ASISTENCIA
29 Figueroa Romero Irma Sinforina ASISTENCIA
30 Flores Mendoza Rafael PERMISO

MESA DIRECTIVA
31 Franco Hernández Pablo INASISTENCIA
32 García Costilla Juan PERMISO

MESA DIRECTIVA
33 García Domínguez Miguel Ángel ASISTENCIA
34 García Laguna Eliana PERMISO

MESA DIRECTIVA
35 García Ochoa Juan José INASISTENCIA
36 García Solís Iván ASISTENCIA
37 García Tinajero Pérez Rafael ASISTENCIA
38 Garfias Maldonado María Elba PERMISO

MESA DIRECTIVA
39 Gómez Álvarez Pablo ASISTENCIA
40 González Salas y Petricoli María Marcela ASISTENCIA
41 Guillén Quiroz Ana Lilia ASISTENCIA
42 Guillén Zárate Edith PERMISO

MESA DIRECTIVA
43 Gutiérrez Zurita Dolores del Carmen ASISTENCIA
44 Guzmán Cruz Abdallán INASISTENCIA
45 Hernández Ramos Minerva INASISTENCIA
46 Herrera Ascencio María del Rosario ASISTENCIA
47 Herrera Herbert Marcelo ASISTENCIA
48 Huizar Carranza Guillermo ASISTENCIA
49 Lagarde y de los Ríos María Marcela ASISTENCIA
50 Luna Hernández J. Miguel PERMISO

MESA DIRECTIVA
51 Magaña Martínez Sergio Augusto PERMISO

MESA DIRECTIVA
52 Manzanares Córdova Susana Guillermina PERMISO

MESA DIRECTIVA
53 Manzano Salazar Javier ASISTENCIA
54 Martínez Della Rocca Salvador Pablo ASISTENCIA

POR CÉDULA
55 Martínez Meza Horacio ASISTENCIA
56 Martínez Ramos Jorge PERMISO

MESA DIRECTIVA
57 Medina Lizalde José Luis ASISTENCIA
58 Mejía Haro Antonio ASISTENCIA
59 Mícher Camarena Martha Lucía INASISTENCIA
60 Mojica Morga Beatriz PERMISO

MESA DIRECTIVA
61 Montiel Fuentes Gelacio ASISTENCIA
62 Mora Ciprés Francisco INASISTENCIA
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63 Morales Rubio María Guadalupe ASISTENCIA
64 Morales Torres Marcos ASISTENCIA
65 Moreno Álvarez Inelvo INASISTENCIA
66 Muñoz Santini Inti ASISTENCIA
67 Nahle García Arturo ASISTENCIA
68 Naranjo Y Quintana José Luis PERMISO

MESA DIRECTIVA
69 Obregón Espinoza Francisco Javier INASISTENCIA
70 Ordoñez Hernández Daniel ASISTENCIA
71 Ortiz Pinchetti José Agustín Roberto PERMISO

MESA DIRECTIVA
72 Padierna Luna María De Los Dolores ASISTENCIA
73 Pérez Medina Juan PERMISO

MESA DIRECTIVA
74 Portillo Ayala Cristina ASISTENCIA
75 Ramírez Cuéllar Alfonso PERMISO

MESA DIRECTIVA
76 Ramos Hernández Emiliano Vladimir PERMISO

MESA DIRECTIVA
77 Ramos Iturbide Bernardino ASISTENCIA

POR CÉDULA
78 Rodríguez Fuentes Agustín PERMISO

MESA DIRECTIVA
79 Rosas Montero Lizbeth Eugenia ASISTENCIA
80 Ruiz Argaiz Isidoro ASISTENCIA
81 Salinas Narváez Javier ASISTENCIA
82 Sánchez Pérez Rocío INASISTENCIA
83 Saucedo Pérez Francisco Javier ASISTENCIA
84 Serrano Crespo Yadira ASISTENCIA
85 Serrano Jiménez Emilio ASISTENCIA
86 Sigala Páez Pascual ASISTENCIA
87 Silva Valdés Carlos Hernán ASISTENCIA
88 Suárez Carrera Víctor ASISTENCIA
89 Tentory García Israel PERMISO

MESA DIRECTIVA
90 Torres Baltazar Edgar PERMISO

MESA DIRECTIVA
91 Torres Cuadros Enrique ASISTENCIA
92 Tovar de la Cruz Elpidio ASISTENCIA
93 Ulloa Pérez Gerardo PERMISO

MESA DIRECTIVA
94 Valdes Manzo Reynaldo Francisco PERMISO

MESA DIRECTIVA
95 Zebadúa González Emilio INASISTENCIA
96 Zepeda Burgos Jazmín Elena PERMISO

MESA DIRECTIVA

Asistencias: 51
Asistencias por cédula: 3
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 28
Inasistencias justificadas: 0 
Inasistencias: 14
Total diputados: 96

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

1 Alvarado Villazón Francisco Xavier ASISTENCIA
2 Alvarez Romo Leonardo PERMISO

MESA DIRECTIVA
3 Argüelles Guzmán Jacqueline Guadalupe ASISTENCIA
4 Arias Staines María de la Luz INASISTENCIA
5 Ávila Serna María ASISTENCIA
6 Espino Arévalo Fernando ASISTENCIA
7 Fernández Avila Maximino Alejandro ASISTENCIA
8 González Roldán Luis Antonio INASISTENCIA
9 Kahwagi Macari Jorge Antonio ASISTENCIA
10 Legorreta Ordorica Jorge ASISTENCIA
11 Lujambio Moreno Julio Horacio PERMISO

MESA DIRECTIVA
12 Mazoy Kuri José Luis ASISTENCIA
13 Méndez Salorio Alejandra INASISTENCIA
14 Ochoa Fernández Cuauhtémoc PERMISO

MESA DIRECTIVA
15 Orozco Gómez Javier ASISTENCIA
16 Piña Horta Raúl ASISTENCIA
17 Velasco Coello Manuel ASISTENCIA

Asistencias: 11
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 3
Inasistencias justificadas: 0 
Inasistencias: 3
Total diputados: 17

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Espinosa Ramos Francisco Amadeo PERMISO
MESA DIRECTIVA

2 González Yáñez Alejandro PERMISO
MESA DIRECTIVA

3 Guajardo Anzaldúa Juan Antonio ASISTENCIA
4 Padilla Peña Joel INASISTENCIA
5 Vázquez González Pedro ASISTENCIA

Asistencias: 2
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 2
Inasistencias justificadas: 0 
Inasistencias: 1
Total diputados: 5

CONVERGENCIA

1 González Schmal Jesús Porfirio PERMISO
MESA DIRECTIVA

2 Maldonado Venegas Luis PERMISO
MESA DIRECTIVA

3 Martínez Álvarez Jesús Emilio PERMISO
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MESA DIRECTIVA
4 Moreno Garavilla Jaime Miguel PERMISO

MESA DIRECTIVA
5 Perdomo Bueno Juan Fernando ASISTENCIA

Asistencias: 1
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 4
Inasistencias justificadas: 0 
Inasistencias: 0
Total diputados: 5

DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Camarillo Zavala Isidro INASISTENCIA
2 Clouthier Carrillo Tatiana INASISTENCIA
3 Reyes Retana Ramos Laura PERMISO

MESA DIRECTIVA
4 Ruíz Esparza Oruña Jorge Roberto ASISTENCIA
5 Sagahon Medina Benjamín ASISTENCIA

Total diputados: 5

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE INASISTENCIAS

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

Diputado AI AF
1 Adame De León Fernando Ulises F F
2 Aguilar  Iñárritu José Alberto A F
3 Aguirre Rivero Ángel Heladio F F
4 Alcerreca Sánchez Victor Manuel F F
5 Amezcua Alejo Miguel F F
6 Ávila  Rodríguez Gaspar A F
7 Badillo Ramírez Emilio F F
8 Bailey Elizondo Eduardo Alonso F F
9 Bazan Flores Omar F F
10 Bejos Nicolás Alfredo A F
11 Bravo Carbajal Francisco Javier F F
12 Buendía  Tirado Ángel Augusto A F
13 Castillo Cabrera Jorge de Jesús F F
14 Córdova Martínez Julio César F F
15 Díaz  Salazar María Cristina A F
16 Domínguez Ordoñez Florentino F F
17 Echeverría Pineda Abel F F
18 Escalante Arceo Enrique Ariel F F
19 Félix Ochoa Oscar F F
20 Flores  Rico Carlos A F
21 Fonz  Sáenz Carmen Guadalupe F F
22 Galindo  Jaime Rafael F F
23 García  Ayala Marco Antonio F F
24 Gutiérrez Romero Marco Antonio F F
25 Guzmán Santos José F F
26 Islas Hernández Adrián Víctor Hugo F F
27 Jiménez  Macías Carlos Martín F F
28 Jiménez Sánchez Moisés F F
29 Martínez De La Cruz Jesús Humberto F F
30 Martínez  Nolasco Guillermo F F
31 Mejía González Raúl José F F
32 Moreno  Cárdenas Rafael Alejandro F F
33 Moreno Ovalles Irma Guadalupe F F
34 Muñoz Muñoz José Alfonso F F
35 Murat Hinojosa Alejandro Ismael F F
36 Neyra Chávez Armando A F
37 Ortega Pacheco Ivonne Aracelly A F
38 Pérez Góngora Juan Carlos F F
39 Rodríguez Ochoa Alfonso A F
40 Román Bojórquez Jesús Tolentino F F
41 Romero Romero Jorge A F
42 Saenz López Rosario A F
43 Saldaña Villaseñor Alejandro A F
44 Sánchez  Vázquez Salvador F F
45 Sandoval Figueroa Jorge Leonel F F
46 Sotelo Ochoa Norma Elizabeth F F
47 Vega Rayet Juan Manuel F F
48 Villegas  Arreola Alfredo F F

Faltas por grupo: 48
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PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Diputado AI AF
1 Angulo Góngora Julián F A
2 Ávila Camberos Francisco Juan F F
3 Cabello  Gil  José Antonio A F
4 Chávez Murguía Margarita F F
5 Cortés Mendoza  Marko Antonio F F
6 Del Conde  Ugarte Jaime F F
7 Gama Basarte Marco Antonio F F
8 Gómez Morín Martínez del Río Manuel A F
9 Gutiérrez  Ríos  Edelmira F F
10 López  Mena  Francisco Xavier F F
11 López  Villarreal  Manuel Ignacio F F
12 Nader Nasrallah Jesús Antonio F F
13 Osorio  Salcido  José Javier F F
14 Osuna Millán José Guadalupe F F
15 Ovalle  Araiza  Manuel Enrique F F
16 Ovando  Reazola  Janette F F
17 Pérez   Cárdenas Manuel F F
18 Pérez Moguel José Orlando F F
19 Sacramento  Garza  José Julián A F
20 Torres  Ramos Lorena F F
21 Torres Zavala Ruben Alfredo A F
22 Trejo  Reyes  José Isabel A F
23 Vargas  Bárcena Marisol F F
24 Vázquez García Sergio F F

Faltas por grupo: 24

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

Diputado AI AF
1 Camacho  Solís Victor Manuel F F
2 Cota Cota Josefina F F
3 Duarte  Olivares Horacio F F
4 Ferreyra Martínez David A F
5 Franco Hernández Pablo A F
6 García  Ochoa Juan José A F
7 Guzmán Cruz Abdallán F F
8 Hernández  Ramos Minerva F F
9 Mícher Camarena Martha Lucía F F
10 Mora  Ciprés Francisco F F
11 Moreno Álvarez Inelvo A F
12 Obregón  Espinoza Francisco Javier F F
13 Sánchez Pérez Rocío F F
14 Zebadúa  González Emilio F F

Faltas por grupo: 14

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

Diputado AI AF
1 Arias  Staines María de la Luz F F
2 González Roldán Luis Antonio F F
3 Méndez  Salorio Alejandra F F

Faltas por grupo: 3

PARTIDO DEL TRABAJO

Diputado AI AF
1 Padilla  Peña Joel A F

Faltas por grupo: 1

DIPUTADOS SIN PARTIDO

Diputado AI AF
1 Camarillo  Zavala  Isidro F F
2 Clouthier  Carrillo Tatiana F F

Faltas por grupo: 2


